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Por parte del Sr. D, José María Flores suplico á este respetable Trihiimal se sirva 
desechar el recurso de casación que interpuso el Sr, D, Bemigio Noriega, en el juicio 
seguido contra aquel sobre cumplimiento de contrato, declarando que no es de casarse 
la sentencia delSde Setiembre últirko, y condenando al recurrente en el pago de cos- 
tas, daños y perjuicios, pues asi procede enjusUciapor las rosones que en seguida paso 
á exponer. 



**^o pueden apreciarse como motivo de casa- 
ción las leyes y doctrinas que se citan aglomera- 
das con tan notable incoherencia; que revelan la 
imposibilidad absoluta, ó cuando menos relativa 
de su aplicación al caso de los autos/' 

{SenUncia del Tribunal Supremo de Espafía^ de 00 
de Enero de 1886). 



Sbkobbs Magistrados: 

Si la oanciencia del deber, que es siempre el móvil de los hom- 
bres honrados, no fuera bastante á empeñar todos mis esfuerzos 
en sostener con vigor y con inflexible energía la defensa de la 
interesante causa que se ha confiado á mi insuficiencia en este ne- 
gocio, motivos serios sobrarían para eisttimularme á desplegar el 
más decidido afán en tan plausible y noble tarea, porque en ello 
86 versan otras eonsideraciones tan graves y de tsm alta importan- 
cia como lo son el sentimiento de la justicia, la majestad de la ley, 
el amor á la ciencia y el honor que merece nuestra Magistratura. 

El sentimiento de la justicia, innato en el hombre, origen y base, 
así como ob^íeto primordial de las instituciones sociales, que impone 
á nuestros débiles hombros, en el ejercicio de este ministerio au- 
gusto de la carrera del foro, la ruds^ pero preciosa carga de susten- 
tar los más sagrados derechos, cuando se encuentran amenazados, 
tomándolos bajo la protección de esa especie de sacerdocio que pro*- 
fesamos, como lo llamaba uno de los más cabres jurisconsultos 
romanos. 
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' La majestad de la ley^ única verdadera y sólida garantía de los 
ciudadanos en sus intereses más caros, prenda cierta y segura de 
la felicidad de los pueblos, que entre nosotros necesita robustecer- 
se, afirmándose su poder y su benéfico imperio por los elevados 
funcionarios á quienes está encomendada la suprema autoridad de 
aplicarla, prestándoles todos aunque no sea más que una modesta 
y humilde cooperación para que afiancen con inexorable imparcia- 
lidad y con toda la luz de su clarísima inteligencia, la estricta ob- 
servancia de sus soberanos preceptos. 

El amor á la ciencia, faro luminoso y espléndido que nos guía 
para recorrer con paso firme el sendero que conduce al exacto co- 
nocimiento del Derecho, llave de oro con que se abren las anchu- 
rosas puertas del templo donde se pronuncian los profundos orácu- 
los para interpretarlo, que vosotros tenéis la grande misión de 
dictar, y nosotros debemos recibir de vuestros labios con Venera- 
ción y respeto; pero á éosta del asiduo trabajo y del estudio dete- 
nido y maduro con que debemos proponeros las cuestiones sujetas 
á vuestra ilustrada deliberación, para que sobre ellasrecaigan acer- 
tadas y sabias resoluciones que salven la pureza de los princiiKos, 
mantengan ititaito esa especie de depósito tradicional d& doctrinas 
y de verdades jurídicas, complemento indispensable para darles 
vida y dQ3arrollarlos, y nos sirvan así de eficaz antídoto para pre- 
servamos de todo error y todo extravío, en medio' del estado de 
transición, de este período incierto de reforma y renovación gene- 
ral en las relaciones civiles que atravesamos, tan ocasionado, como 
lo son todos los de su especie, á perturbar los espíritus y trastor- 
nar las ideaos. 

El honor, en fin, de nuestra magistratura, de cuyo prestigio, mé- 
rito y dignidad dependen los demás inapreciables bienes anterior- 
mente indicados; que con fiecuencia es el l)lanco de las más acer- 
bas censuras; que en este asunto lo ha sido de inmereddas califi- 
caciones y aun de graves ofensas, nunca á la verdad más inmoti- 
vadas é injustas; y que por lo mismo está ea nuestro deber vindU 
car, dedicando nuestro celo y nuestra bien modesta aptitud á su 
más cumplida defensa para desagraviarla, no sólo porque se ha 
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Jiecho digna en el caso del I^omeñaje gue le corresponde por la re* 
conocida justificación con que ha obrado, sino porque es también 
acreedora al tributo de elogio y universal aplauso que se le ha pro- 
digado por la inteligencia y habilidad con que lo hizo, según los 
términos del fallo que tiene el Tribunal á la vista, que tanto so- 
bresale como una de las más recomendables y más distinguidas 
sentencias pronunciadas en nuesti;a administración de justicia, y 
puede muy bien presentarse cómo uno de los monumentos jurídi- 
cos destinados á figurar en los anales de nuei^tro foro. 
* Dichoso yo si logrando acercarme, aunque no sea más que de 
muy lejos, á la altura de tales y tan superiores consideraciones, 
consigo servir^ á lo menos en algo, á las ingentes necesidades de 
los intereses que representan, al examinar para combatirlo el re^ 
curso interpuesto, que es tan improcedente é infundado como voy 
á procurar demostrarlo, á pesar del lujo y de la profusión de argu- 
mentos con que se ha querido recomendar á vuestra reflexiva aten- 
ción, para darle un barniz de legitimidad que lo pudiera hacer apa- 
rentemente atendible^ 

La naturaleza é índole de. ese recurso, tal como lo establece la 
ley, me obligan á adopts^r por base de mi impugnación en este ale- 
gato, el tenor ó texto literal del escrito en que fué introducido, al 
cual es preciso estrictamente atenerse, sin que sea lícito en mane- 
ra alguna separarse de él, para juzgar de los motivos de casación 
que se exponen. Así es que, bajo este supuesto entraré al presen- 
te debate, en que me ha llegado ya el tumo de tomar la parte que 
me corresponde para contestar el lucido informe que acaba de pro- 
nunciar el muy recomendable y distinguido patrono contrario, su- 
jetándome á la norma^ invariable dé aquel mismo escrito, que por 
lo demás no se ha hecho otra cosa que amplificar y desenvolver en 
el largo curso de esta audiencia. Y consecuente desde luego con 
ese prop^sito^ analizaré detenidamente sii contenido en todos y ca-* 
da uno de los puntos de ataque ó de censura que encierra con- 
tra la sentencia objetada, á fin de apreciar las infracciones que 
se suponen cometidas en ella; agrupando las ideas según el siste- 
ma reconocido ya por el recurrente^ como más natural y más pro- 
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pió ^n* el casa^ que es el de jecorrer sucesivamente los consideran- 
dos que dicha sentencia comprende, pero relacionándolos con las 
cuestiones tratadas por la Sala sentenciadora en su fallo, que son 
las siguientes. * 



CUESTIONES DEBATIDAS. 

CONSIDERANDO PRIMERO. 

I. Valor del mandato y de los actos ejercidos- en virtud de él por el mandata- 
rio, cuando es general ó especial sobre negocio que pase de mil pesoí^ j no consta 
en escritura pública. 

II. Aijtorizacion general que tuvo D. Miguel Castillo, de D. José María Flores, 
para celebrar contratos en su nombre, y hasta dónde se .extendía. 

III. Autorización especial del mismo Castillo para celebrar el contrato de venta 
objeto áe este juicio. 

I Y. Supuesto, de que éste hizo uso de tal autorización y lo celebró en efecto. 
V. Supuesto, de que obró sin la, propia autorización, pero Flores ratificó lo he- 
cho por su dependiente. 

Ocupémonos, pue% de discutirlas todas en el orden mismo en que han ^do 
planteadas. ^ 
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FBIHEBÁ CUESTIÓN. 



iEsváUdo ttn mandato general ó especial sobre negódo quépase de mil pesos, cuan- 
do no consta por escritura pellica, y pueden ser válidos los actos ejercidos por el respec- 
tivo mandaiariof 



CONSIDERANDOS SEGUNDO Y TERCERO. 



La Sala se ocnpa en estos dos considerandos de examinar aquella 
cue^ioD, exponiendo eu ellos los fundamentos legales que de- 
ben aerrir para resolverla negativamente, y á ese iH^pósito asienta 
desde lu^o en ^\ {H'imero: que el principio dominante y abso- 
luto sancionado eu esta materia por el art. 1400 del antiguo Có- 
digo Oivil, es el de que ninguno puede contratar á nombí^ de 
(^o, sin estar autorizado por él ó por la ley; y ^ratá^ose en el 
caso no de representación legítima, como la de tutor ú otra seme- 
jante, sino de la autorización roluntariaque D. José Maiia Flores 
pudo dar á D. Miguel Castillo paracontratar, eBtSL autorización ya 
fuera general ya sólo especial para el contrato de Tenta de azúcar 
que se versa, ha debido regirse por los precej^s de los arts* 1439, 
2484 y 2486 de) mismo Código, relativos á la £arma del mandato, 
cuyos preceptos establecen: que la validez de loe contratos no de- 
pende de formalidad alguna extema, menos en aquellos casos en 
que la ley disponga expresamente otra cosa, y que d mandato de- 
be otorgarse en escritura pública, cuando sea general, y cuando el 
interés del negocio para que se confiera exceda de mil pesos; bajo 
d concepto de que la omisión de esos requisitos anula el mandato, 
aun respecto de las obligaciones «ootraídM eatns él tempero y el 
mandante. 
. Gomo se ve, la aserción anterior consignada por el Tribunal en 
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su sentencia^ no puede ser más autorizada y más exacta^ puesto 
que descansa en textos expresos y terminantes de la ley. Pero en 
el escrito de casación áe impugna duramente y se dice que con ella* 
han sido violados varios artículos de dicho Código, jwitre éstos el 
1400, que se cita primeramente en el considerando referido; por- 
que la Sala, al raciocinar de la manera que lo ha hecho, restringe 
el tenor del mismo artículo, pues, él no expresa que ninguno puede 
contratar á nombre de otro si no está autorizado por la ley ó pro- 
visto de un poder en forma, sino que establece la teoría de que 
basta la autorización para que aquel á quien se concede pueda ce- 
lebrar contratos por el interesado do quien la recibe. 

Y ya por eso se puede compreailer, desde el principio de esta dis- 
cusión, que si de ese género son todas las razones que se alegan 
para SQStener el recurso interpuesto, muy débil debe ser la espe- 
ranza que el recurrente ha teñido antes y ahora tiene en su re- 
sultado, una vez que su único apoyo consiste en argumentos tan 
comunes y conocidos én las cuestiones jurídicas, que de mucho 
tiempo atrás están previstos y desventajosamente calificados por 
los dictámenes de la razón y de la ciencia, elevados á la categoría 
de disposiciones legales. ]!^adie ignora, en efecto, los fragmentos de 
Juliano y de Ulpiano, insertos ^en el Digesto, en los que esos céle- 
bres jurisconsultos, explicándose casi con las mismas palabras, di- 
cen: ^'Eaest natwra cavillationi^rqiiam Qrcm sophisma appellanty 
ut db evidenter veris per Irevissimas mutaiiones di^putatio ad ed 
qucB evicíenter falsa sunt, perduoaturJ" Lá naturaleza de la cavila^ 
cion, que los griegos llamaron sofisma,^ es tal, que por ligeras alte- 
raciones de palabras que se hacen en la disputa, de proposiciones 
evidentemente verdaderas, se deducen consi^ueneias falsas. Y- 
Bronchorst, para más explicar esta i*egla de derecho en su Comen- 
tario relativo, observa con refei*eiicia á Alciatt; que incurre en ese 
mismo defecto de argumentación el que, toman4o las palabras ó 
términos en diverso sentido del que corresponde, .infiere una coü- 
clusion ÉJsa de premisas evidentes*^ : 



1 Leyes 177, tít. 16; y 65, tít. 17. Lib. 50. Explicaoion del comentador á la 5Í», } 1? 
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Pues bien, tal es el vicio del razonamiento que se emplea en el 
caso por la parte contraria, para reprochar á la Sala que ha infrin- 
gido el artículo de que se trata. 

Todo el valor de su raciocinio se reduce á una mera sutileza, por 
medio de la cual se confunden las diferentes significaciones de Ta 
palabra autorizado que usa el mismo artículo, y se adopta la menos 
propia, ó mejor dicho la que es absolutamente impropia para fijar 
la verdadera inteligencia de aquel precepto legal en este asunto. 

Siendo notorio, como lo es, que aquí la ley se ha servido del ver- 
bo autorizar en el sentido de conceder facultad ó autorización para 
que una persona obre á nombre de otra ó la represente, porque 
tratándose de relaciones civiles y de derechos privados, nada tietie 
que ver la autorización que también puede concederse para. ejercer 
el imperio ó la potestad pública; lo que quiere el entendido y muy 
apremable patrono d^la otra parte es que aquella palabra facultad, 
aplicada aun á la representación entre particulares para que alguno 
contrate ó gestione á nombre de otro, se entienda de una manera 
vaga é indefinida, debiendo, en consecuencia, interpretarse que el 
precitado artículo del Código sólo exige para ese efecto cualquiera 
clase de autorización, y no lo que en derecho se llama poder ó 
mandato. De suerte que en su concepto, la palabra de que se usa 
en el mismo aitículo, debe tomarse en su acepción empírica, co- 
man ó vulgar y no en su significación ó inteligencia jurídica. 

Que la acepción jurídica es la que le da la sentencia, es de todo 
punto indudable, porque como dice con decisivo acierto la Sala, 
autorizar un individuo á otro en general ó especialmente para que * 
en su nombre celebre contratos, es lo que legalmente se llama man- 
dato 6 procuración; y así lo declara expresamente el art. 2474 del 
antiguo Oódigo Oivil citado por ella, que en concordancia del 2342 
del nuevo, define el mandato ó procuración llamándole un acto por 
el cual una persona da á otra \sk facultad de hacer en su nombre 
alguna cosa. Y de conformidad con el tenor de este artículo, que 
basta por sí solo para legitimar dicha acepción, ha sido siempre la 
teoría establecida por los textos de la ley y la doctrina de la ju- 
risprudencia. 

2 Digitizedby VjOOQIC 
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Así la 1? del tít. 5? de la Part. 3? dice: que "Personero es aquel 
que recabda, 6 faze algunos pleytos, 6 cosas agenas, por mandato 
del dueño de ellas.'' Así también el art. 1984 del Código francés 
sanciona que "el mandato 6 procuración es un acto por el cual una 
persona da á-otra lá facultad (le pouvoir) de hacer por ella y en su 
nombre alguna cosa," que es literalmente la definición de nuestro 
Código. Así un escritor que no por ser tan conocido, merece ser 
menos estimado, define el Poder dideudo: "que es la facultad que 
da una persona á otra para que haga en su nombre lo mismo que 
ella haria por sí propia en el negocio que le encarga;'' agregando 
que "quien recibe tal poder ó facultad se llama apoderado, perso- 
nero, poderhabiente, procurador ó mandat&rio, y el que lo da man- 
dante ó poderdante." ^ Y así, por último, el moderno autor español 
Elias, en su filosófico y recomendable Tratado de derecho civil en- 
seña: qué "Mandato es un contrato consensual intermedio, por 
virtud del que uno da á otro, que la acepta, facultad para hacer 
alguna cosa en su nombre." ^ 

La misma inteligencia dan los intérpretes en el lenguaje del de- 
recho á la palabra de que se trata, aun cuando no se ocupen de 
definir ó explicar lo que constituye la representacton ajena, y solo 
hablen de la necesidad que siempre ha impuesto la ley, de tenerla 
para gestionar á nombre de persona extraña; y de esto se encuen- 
tra un ejemplo en la obra titulada 'Manual de las reglas del De- 
recho," en donde el comentador, refiriéndose á la ley 123; tít. 17, 
lib. 50 del Digesto, que contiene una prescripción análoga á la de 
nuestro citado artículo^ ^^Nemo alieno nomine lege ugere potest/^ 
traduciéndola y explicándola dice: "Ninguno por ley puede ser ges- 
tor de los negocios de otro. — La ley no autoriza á ninguno para 
qne litigue, ni sea gestor ni administrador de los pleitos 5e otro; 
poique esto debe hacerse en virtud de poder y mandato." • 

Esto 3upuesto, la Sala, al entender jurídicamente el art, 1400 
del Código, declarando que este artículo exige mandato cuando re* 

1 Escríche» Dice de leg. y. jorisp. 

2 Institntiones. Leco. 65, $ 1, pág. 633. 

3Pág.362. n ^ ^ 
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quiere autori^adon para representar á otro, ha juzgado con tíu cii- 
terio legal y un discernimiento ilustrado. T pretender lo contrario, 
es desconocer ú olvidar las reglas más elementales que deben se- 
guirse para la recta inteligencia y aplicación de las leyes. 

Una de ellas ^ la 67, tít. 17, lib. 50 del Digesto, por la cual se 
decide que siempre que una palabra tiene dos sentidos, se ha de 
entender en aquel que es más conforme á la materia de que se trata: 
^^.Qnotiens idem sermo duas sententiMS exprimitj ea potissimtim ex- 
cipiatur quae rei gerendae aptior est.^ Y el gIosador*en sus notas 
observa que, para buscar esa aptitud ó conformidad de las palabras 
con el objeto á que hacen referencia, se ha de atender así al dere- 
cho como al hecho, esto es, á lanaturaleza del contiato ó del acto, -^ 
á la materia que se versa; á las disposiciones del derecho común 
y á la propiedad de las palabras: ^^Juri el reijputa contractuij sul- 
jecUB materuBj naturuB actusj jariconimun% verborumproprietati.^^ ^ 

Gregorio López, ilustrando también esa regla en su glosa 1? á 
la ley 5?, tít. 33, Part. 7?, dice: Y si la palabra tiene dos significa- 
ciones, una propia y otra impropia, debe estarse á la propia y no 
á la impropia; y si tiene dos significaciones propias, no ha de to* 
marse sino la que viene más al caso según la materia de que se 
trata. "JE'f si verJmm Jwheat duas signifioationesy propriam et im- 
propriam^ stamus prapruB^ et non improprice; et guando haibet duas 
significationes proprias^ stamus ei qtUB aptior est. Verba acdpiun- 
tur s^cundum subjectam materiam.^^ 

Las mismas ó semejantes explicaciones hace Bronchorst expo- 
niendo dicha regla, en su acreditado comentario al tíf y lib. cita- 
dos del Digesto. 

Y no se puede ni siquiera poner en tela de juicio, que la acep- 
ción propia de la palabra autorización, usada en un Oódigo que Con- 
tiene los preceptos relativos al derecho civil, es la de mandato; 
nombre que se da, técnicamente hablando, en el lenguaje de la 
ciencia, á toda clase de autorización que importa persQnalidad ó 
facultad para obrar en nombre de otro. Por lo menos es indiscu- 

1 Godofiredo. Nota 45. 

2 Téase también á Gregorio López. GloBft 3? á la ley 23, tít. 8?, Part. 5* 
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tibie 4^6 aquella acepción es la más propia en este caso, y que si 
hay otra ú otras que también lo sean, elia es la más preferible y 
aceptable para determinar cuál fué la intención del legislador en 
sus preceptos relativos; porque ella es la que está en absoluta con- 
sonancia con la naturaleza del acto ó contato que estos preceptos 
reglamentan, con los principios generales del derecho, y en suma, 
con la materia que se tmta y la índole de las cuestiones que se 
versan. 

La verdad de lo expuesto resalta todavía más y obtiene mayor 
confirmación, sí se "consulta á los autores que han aplicado prácti- 
camente la máxima que nos t)cupa á los casos ocurrentes, siempre 
que ha habido en ellos oportunidad dft interpretar 6 fijar la verda- 
dera inteligencia de la palabra á que nos referimos; porque todos 
uniformemente invocan los principios del mandato, al decidir so- 
bre cualquiera punto en que interviene fiícultad 6 autorización para 
hacer alguna cosa. 

Entre otros, Gómez, para legitimar la doctrina de que siempre 
que el derecho requiere facultad para ejercer un acto de cualquiera 
especie, debe preceder esta misma facultad, cita la ley Si vero del 
Dígesto inserta en el tít, 1? del lib. 17, que trata del mandato.^ Sal- 
gado invoca tamb*ien los principios que rigen el mandato, para'es- 
tablecer que la fitcultad que se concede para obrar algo prohibido, 
es restrictiva y no se extiende; y que no vale lo que se hace en 
virtud de dos facultades, una legítima y la otra nula, si se procede 
sólo por razón de esta última. ^ Y Molina asienta igualmente que 
cualquiera ñioultad ó autorización, ya se confiera por la voluntad 
del hombre ó por ministerio de la ley, debe ejercerse en la forma 
determinada en que se otorga, fundándose asimismo en otra ley 
del Digesto comprendida en el título ya citado, que contiene las dis- 
posiciones conceiiiientes al mandato.^ Innumerables serian los 
ejemplos que podrian aducirse, contenidos én las obras de los in- 
térpretes, sobre esa manera de discurrir en la inteligencia y apll- 

1 In leg. Tanri XLU, núm. 1. 

2 Labyrint. oredit. Part. 2?, cap. 9?, núm. 3; et cap. 23, núm. 35. 

3 De Hispan. Frímogeniis. Lib. 2?, cap. 5?, núm. 16. 
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cacioQ del derecho aceroa.del punto en cuestión que examinamos. 
Pero si se quiere corro1>orar más y más la exactitud de los prin- 
cipios que anteriormente se ban desaiToIlado, con doctrinas mcgor 
aceptadas según el gusto de nuestra época, por el prestigio y la 
autoridad que lep dan I^ ciencia y la filosofía moderna, nos bastará 
recocdar algunos de los más notables escritores contemporáneos 
que proclaman y sos|)ienen aquellos mismoa principios. 

Delisle, en su monografía sobre la materia tan digna del crédito 
que dísfí'uta, dice: ^^Las expresiones se toman no sólo en su sen- 
tido natural y gramatical, sino también en un sentido impropio, 
para dar al texto una significación conforme á las reglas generales 
de interpretacionj y apoya esta teoría en las siguientes observacio- 
nes de Dumoulin:'* ^^In duUopnto materia súbjecüB et quálitati 
negotii imerviendum et trilmendum magü quam verbortim formu- 
léB: Secumdum iUtid qnod eodgit ratio materia stibjecUBj débent verba 
m^dijicariy imo etiam impropriari et restringi contra propriam sig^ 
nificationem.^ ^ 

A su vez Troplong, citado por el mismo, dice cop su acostum.- 
brada elocuencia: ^'En una ciencia las palabras deben tomarse en 
el sentido que generalmente se les atribuye, y se sufre una grave 
equivocación cuando se trata de amoldarlas á.una acepción que, si 
bien es más conforme á su etimología, se opone.al uso común. El 
idioma del derecho está sujeto á metamorfosis, como el idioma de 
la literatura y el de la buena sociedad: cuando una locución ha re- 
cibido un sentido convencional, no es lícito separarse de él; y por 
muchas razones que se tengan para desecharlo, hablando grama- 
ticalmente, se cometerá un error si no se adopta en el lenguaje del 
derecho."^ , , 

Parece que las interesantes refiexiones anteriores fueron escritas 
de propósito para nuestro caso. Y si ellas abundan para demostrar 
que, conforme á las máximas reconocidas de la interpretación gra- 
matical, la Sala ha juzgado con toda rectitud entendiendo que el ar- 
tículo del Código á que tantas .veces hemos aludido, habla de man- 

1 Traite de Llnterprétatíon. Chap. IX, $ 147, T. 2, p. 67. 

2 Da Laage, bous Fart. 1709, núm. 25, yol. 1, p. 128. 
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dato al hablai* de la fooaltad qu« se neoesita para obrar de una 
manera representativa b^jo el nombre de autorización; no es me- 
nos fácil fundar satis&ctoriamente que^ con an*eglo á las máximas 
de la hiterpretacion racional ó filosófica, la autorización ó mandato 
que exige aquel artículo, es el que prescriben los arts 2484 y 2486, 
que forman parte del mismo Código á que pertenece el anterior, 
esto es, el otorgado en escritura pública, cuando el poder que se 
eonfiere es general 6 el interés del negocio excede*de mil pesos. 

.Una de estas últimas^ máximas está consignada en la ley 24, 
tít. 3, lib. 19 del Digesto, y concebida así, ^n tono de censura, co- 
mo para denotar la inexcusable irregularidad que se comete con 
desentenderse de ella: ^^IncMh esí, nisi tota lege perspeetaj una 
aliqua partimla ejv^propositayjudicare vd responderé,^ dice esa 
tey; y y^^ Godofredo, sin duda' para inculcar la importancia ante- 
riormente recono<¡ida dé esa regla, como uno de los principios dic- 
tados por la razón y por la ciencia, observa que el orador Esqui- 
nes en una de sus oracípnes reprende* á Demóstenes porque dis- 
Q^tia truncando las leyes y con referencia á una sola parte de ellas^ 
absteniéndose de citarlas íntegras.^ 

Después, los autores todos han andado siempre uniformes en 
reproducirla y recordarla como una norma indefectible y segura, 
que debe prevalecer en la exacta y acertada aplicación de las leyes. 

Los antiguos juristas como Salgado, Oarleval y Gutiérrez, con 
su estilo sentencioso y lacónico, asientan: ^^Neque enim navum estj 
alias leges ex aliis Umitari^ et declariP ^^Quando enim pars legis 
seqiiens est clara^ etpracedens duUaj una per aiteram declaranda 
estP^ Y entre los modernos, Domat dice: que "para reconocer la 
intención y el espíritu de las leyes, es necesario examinar tanto su 
parte expositiva como la preceptiva, y juzgar siempre del sentido 
de la ley y de su espíritu, por todo su contexto y por el tenor com- 
pleto de sus partes, sin omitir ninguna.''^ 



1 írota9* ^ 

2 De Proteo., part. 1*, cap. 1?, núm. 98.— De Judio, dispt. 25, núm. 17.— Praot, 
qnsest. 44, Lib. 5?, núm. 6. 

3 (Envíes. Traite des Lois, cap. 12, n? 7, T. 1, p. 117. 
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DelUIe iuvoca la máxima antes citada del derecho romano, pa- 
ra establecer que la interpretadon no sólo se admite como un me- 
dio de conciliar los textos con lo que exige lo honesto y lo útil, 
sino que tiene aún por objeto, atribuir á cada uno el sentido que 
resulta del conjunto de la legislación, y i^ debe aplicar á las leye& 
y en general á toda dase de textos lo que se dice de las conven- 
ciones, en el artículo 1161 del Código Civil: que todas las cláusu- 
las se interpretan las unas por las otras, dando á cada una de ellas 
el sentido que resulta del contrato entero. Y en otro lugar, rela- 
ciona no sólo varias sentencias de la Corte de Casación en Fran- 
cia, por las que se ha sancionado el prindpio de que los diversos 
lutículos de un mismo Código se deben explicar los unos por los 
otros, sino numerosas ejecutorias de otit>s Tribunales, en que los 
casos ocurridos se han fallado con. arreglo á ese principio.^ 

Mas para qué insistir en este punto, si entre nosotros este ilus- 
trado y respetable Tribunal ha autorizado ya la misma jurispcu^ 
dencia, declarando en uno de los Considerandos de su sentencia de 
1? de Setiembre del año próximo pasado: que de la concordancia 
de los diversos artículos de un Código, resulta su recta y acertada 
interpretadon.^ 

Y esto, sin duda, á la luz de profunda reflexión y alto criterio. 
Porque los preceptos legales son complexos, están íntimamente 
ligados entre sí; y el Código ó la compilación que comprende en 
conjunto los de un mismo género, es un todo homogéneo que de- 
be conservar entre ellos la armonía y la relación correspondiente. 
Si por razón del orden y método que exige la variedad de las ma<* 
terias, están colocados en diversos lugares algunos que sin embar- 
go son conexos, esto no destruye ni la unidad de plan y de siste- 
ma que guarda la totalidad de las disposiciones contenidas en la 
obra, ni la correspondencia natur&l y lógica que hay entre éstas, 
y que implica la absoluta necesidad de combinarlas ó comparar 
unas con otras para su recta inteligencia y genuina aplicación. 



1 Obra citada, T, 2?, págs. 76, 80 y 499, { 175. 

2 OonádOTaado 89 Anuario de^Leg. y jarisp., i^e. de dasac., año 2?> pág. 192^ 
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Qué exttafio es, pues, q«ie la 4?^ Sala en sa sentencia, haya 
aplicado el arfe. 1400 de nuestro Código Civil, en conciliación y 
concordancia con los 2484 y 2486, cuando son paralelos entre sí 
y están ligados en el espíritu y objeto de sus prescripciones; espe- 
cialmente cuando existe en el mismo Código el 1439, indicado 
también por la sentencia, que aproxima y hace más sensible la 
analogía de los anteiiores, sirviéndoles de intermedio para deter- 
minar ó -establecer la dependencia que hay entre unos y otros, y 
hacernos percibir que deben'-obsmTarse colectivamente, porque es- 
tán estrechamente enlazados con vínculo necesario é indisoluble. 

La Sala lo ha dichc^ con perfecta exactitud y lógica inflexi- 
ble: la autorización que prescribe el art. 1400 para contratar, no 
es más que un mandato, y ella debe regirse por los preceptos que 
establecen ios arts. 2484 y 2486, sobre la forma en que el man- 
dato debe conferirse cuando se trata de negocios de importan- 
cia; pilque conforme al 1439, la validez de los contratos depende 
de su formalidad externa, cuajado así lo dispone la ley expresa- 
mente. • 

Y«el acierto de esta interpretación está plenam^ent^ justificaido 
por las doctrinas que antes quedan asentadas, b%jo su punto de 
vista más atendible y esencial, que es el de la necesidad de regu- 
lar los preceptos de una misma ley, amoldando unos por el tenor 
de lo que disponen otros que están fundados en reconocidos prin- 
cipios de justicia y conveniencia, adaptables según d espíritu del 
legislador para la recta aplicación de aquellos. Pues en el caso no 
pueden ser más obvias ni haberse explayado mcgor las razones de 
utilidad y de justicia que dieron motivo á la f<xcma ó solemnidad 
exigida por los citados arts. 2484 y 2486 pai'a el mandato, que co- 
mo los expKea la SaJa en su sentencia. Bazones, por cierto, tan- 
to más autorizadas, cuanto que tienen en su apoyo el dictamen de 
autores respetables, que antes las han expuesto como títulos psura 
legitimar disposiciones legaliss sem«(jantés á las que contienen efios 
mismos artículos. 

Tal es, entre otros, el Sr. García Goyena, que comentando el Pro- 
yecto de Código civil español, en sus artículos concordantes con el 
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nuestro, dice: ^%a necesidad de exigir forma determinada para 
ciertos contratos es indudable, y ha sido reconocida por los Códi- 
gos modernos, ya iáiponiendo la pena de nulidad al contrato otor- 
gado en forma diferente, ya prohibiendo que puedan ser proba- 
dos por medios diversos de los prescritos en la ley, como lo hace 
el Oódigo !N^apoléon en su art. 1341." ^'Las solemnidades de los 
contratos y la designación de los casos en que éstas sean necesa* 
rías, corresponden al derecho público, y e&teprivatorumpactis mu- 
tari nonpotest: en cierto modo corresponden también al orden de 
los jnicios: la paz pública gana mucho con prevenir pleitos y ase- 
gunú* ciertos intereses por su mayor importancia.'' ^^El reposo de 
las familias y la estabilidad de las fortunas, reclaman que ciertos 
contratos, á causa de su importancia, sólo puedan ser consignados 
en escritura pública."^ 

Pero sobre todo, lo que más realza la legitimidad de la expresada 
interpretación, y patentiza la errónea inteligencia que de contrario 
se quiere dar al artículo 1400 de nuestro Oódigo Oivil en dispu- 
ta, son las consecuencias enteramente inaceptables que se se- 
guirían de la adopción de este segundo criterio, para ^ar el supues- 
to sentido en que se debe entender dicho artículo. Lo que éste 
resuelve es que, para contratar á título de representación, se ne^ 
cesita estar autorizado por la persona á quien interesa, ó por la ley; 
lo cual en concepto del digno patrono del Sr. fToriega, importa tan- 
to como decir que, para representar á otro en los actos convencio- 
nales, basta la autorización sin forma alguna especial, aunque otros 
artículos del Oódigo exigen esa forma determinada en el mandato 
para negocios de cierta importancia. Y si ese sistema, ó esa teoría, 
como se la llame, es exacta, se debe necesariamente reconocer que 
lo que dicho artículo dispone respecto de la autorización concedi- 
da por un particular, debe entenderse también respecto de la au- 
torización legítima ó procedente de la Iey« 

Y esto no sólo porque el inciso ^^autorizado por él ó par la ley^ 
forma parte de la propia ñ'ase, estando, por lo mismo, en relación 

1 Oonoordanoias, arts. 1001, 1200, 1202 y 1390, T. 2?,págs. 36, 206, 208y 230. 
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Con toda elb^ y porque el verbo autorizar rige igualmente á las 
dos locuciones que le siguen ^^par él ó por la ley^^ quedando ambas 
por tanto bcyo el imperio de la misma condición ó constituidas en 
igual predicamento, según lo exigai los principios de la ideología y 
de ia estructura del lenguaje conciliados con los de la crítica legal; 
sino porque así es confoi*me á las: reglas que necesitamos «eguir 
invocando de la interpretación ó hermenéutica jurídica, que impo- 
nen la necesidad de aplicar la ley en todos los casos en que hay 
identidad de razón para su obserranoia: Ubi eadem est ratiOj eadem 
débet essejuris dispositiOy^ como lo deelara una ley romana y an- 
tes lo babia ya recomendado Otceron, escribiendo: ^^Quod in re 
pari valetyValeatAn haCj qtuepar est Vaieat aquitas^ quapari* 
Jms in, causis paria jura dessiderat.^^ 

En efecto, la representación legítima ó que se obtiene por minis- 
terio de la ley, es de igual naturaleza ei^ su esencia que la persona- 
lidad privada ó que proviene de la votismtad individual. Bazon igual 
hay respecto de la una y de la otra para que intervenga á efecto 
de. contratar por otro, y motivos de igual gravedad son los que 
obran para que conste y se acredite de alguna manera. Luego, si 
en la teoría ó en el sistema que por parte del recurrente se nos 
propone, el repetido artículo 1400 del Código debe entenderse en 
el sentido de que basta la simple autorización de cualquiera mane- 
ra otoi^da, para coercer la perscmalidad privada, aunque otaros ar- 
tículos prevengan que el mandato debe constar en escritura púUi- 
ca, cuando el interés del negocio tenga alguna importancil^ es con- 
siguiente también que aquella misma simple autorizaoion baste 
pura ejercer la personalidad legítima, aunque otros artículos de di- 
cho Oódigo dispongan la forma en que debe conferirse esta otra 
especie de mandato legal, y exijan ciertos requisitos para su ejer- 
cicio. Y es consiguiente, por tanto, que los tutores puedan entrar 
al desempeño de su cargo sin el diseemimiento previo; que ellos 
mismos y los albaceas puedan contratar sobre bienes Tsáces sin ne- 
cesidad de licencia judicial; y que el marido, por la admimstracion 

1 L. 1% ff. de Legib.— CMoeron» Tópica^ 4. 
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que la ley le confiere como representante de su mujer y de la 8o- 
eiedad conyuga], pueda disponer de esa misma clase de bienes sin 
consaitimiento de aquella. Porque á juicio del estimable Sr. Lie. 
Icsusa, no se debe restringir el precepto del artfoulo 1400 del Có- 
digo Civil, por el tenor de otros reiativos contenidos en él; y ese 
artículo no dice que ninguno puede contratar á nombre de otro, si 
no está autorizado por la ley en deUéíi forma y lo ejecuta con de^ 
terminados requteitos, ó no se haUa provisto de un poder en f^rma^ 
mio que establece la teoría de que lasta la autorización para que 
aquel á quien se concede pueda celebrar el contrato. - 

Y c(uno estas consecuencias son tan desastrosas y perturbado- 
ras, como incompatibles con el buen sentido y la verdad reconoci- 
da de muchas de las sanciones más graves y trascendentales del 
derecho, preciso es retroceder ante la extraña y falsa inteipfeta- 
cion que las produce, desechándola como del todo inadmisible: 
^^Quia ábswrdum injurOms €¿b om/úi dispositione estre/iciendum; 
et est semper eoitandum.^^ 

;N'o, Señores; con razones como esas no se puede atacar eficaz- 
mente una sentencia notable por su. mérito científico y por el es- 
tudia que revela; ni es posible de buena fe acusar á sus autores de 
haber infringido el artículo en cuestión, que han aplicado de una 
manera tan estrictamente confcnme á su letoa y á su íntei^preta- 
cion jurídica, como lo requiere el art. 711 del Código de Procedi- 
mientos vigente, ó sea á la natural y genuina que le corresponde, 
tomada de sus antecedentes y consiguientes y de las leyes concor- 
dantes, como se expresaba el 1524 del antiguo. 

Veamos ahora si es cierto que infringieron oteo de los que se su- 
ponen también violados en el Considerando á que nos referimos. 

Este es el 109 del mismo Código Civil del año de 70, inserto 
bsgo el proiño tíúmero en el actual, que dice: ''Las leyes que es- 
tablecen excepciones á las reglas generales, no son aplicables á ca- 
so alguno que no esté expresamente especificado en las mismas 
leyes." Y se pretende que este precepto ha sido quebrantado en la 



X Bieoio. Collect. 2556. r" T 
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sentencia, porque al restringir el 1400 de la manera qne anterior- 
mente queda expuesto, se establece en ella una excepción que la 
ley no determina. 

Los pocos escritores nuestros que se han ocupado de estudios 
exegéticos sobre dicho Código, reputan ese artículo como de más 
oportuna aplicación en materia de derogación de las leyes. Uno de 
ellos lo considera como concordante del aforismo 14 de Bacon: ^^In 
statutis qutBJus cammune plañe dbrogant non placet procedí per «í- 
militvdinem oM casus omisiis.^ Y el otro, bajo el mismo concepto, 
dice: "líuestros arts. 8 y 10 ponen fin fuera de toda duda á la ab- 
rogación tácita, estableciendo que las excepciones traídas por una 
nueva ley á otra, no dái)en ser tomadas en cuenta sino cuando son 
expresas y claras, f que sólo una ley posterior puede destruir otea 
anterior."* 

También se le puede considerar poco conducente en nuestro^ca- 
so, en el que la Sala no ha hecho realmente una interpretación 
restrictiva del art. 1400 referido; porque nunca ha estimado que 
el texto de ese artículo no sea aplicable á toda clase de contratos, 
ó que alguno ó algunos no estén comprendidos en sus disposicio- 
nes, que es en lo que consistiría aquella especie de interpretación; 
sino que ha hecho de ese artículo una interpretación declarativa, 
estimando que debe aplicarse con la amplitud y generalidad nnás 
absoluta, pero entendiéndolo en el sentido que ofrece la rect-a sig- 
nificación de sus palabras y su enlaoe ó conexión con otros tex- 
tos, que es lo que constituye esta segunda especie de interpreta- 
ción. 

Lo que la Sala ha resuelto, es: que la autorización exigida por 
dicho artículo para contratar, importa un mandato; y consiguien- 
temente debe regirse por los preceptos del Código relativos al man- 
dato, sobre la forma en que debe constar éste segttu el interés que 
en él se verse. 

Y esto, ni es limitar el alcance é extensión del mismo artículo, 



1 Mendei. Gód. Gir. delDi8t,anot.70oncord.;pQblioaoiondelperiód. "BlPeieolio." 
—Verdugo. Prinoip. de Der, oiy., topdf 1?, pág. 6^, 
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ni es establecer una excepción ó exctoir de sns disposiciones un 
caso no determinado ó prescrito expresamente. 

Ann permitiendo que la interpretación que ha hecho la Sala 
del repetido artícolo, fiíera restrictiva^ resultaría entonces que 
la que hizo de los arts. 2484 y 2486 fué, por el contrario, extensi-. 
ya; lo cual no es incompatible con la prohibición del art 10?, sino 
antes bien muy racional y muy cuerdo, como medio recomendado 
por los oonsc^os de la ciencia, para conciliar las leyes entre sí y ex- 
peditar su simultánea aplicación, á fin de que no aparezcan opues- 
tas y contradictorias unas con otras. Y de ello nos presenta un 
ejemplo Delisle en su obra arriba citada^ t<xnado de la Constitu- 
ción del Emperador Marco, relacionada en una ley del Digesto, 
que traXsk de los plazos concedidos á los tutores paia proponer sus 
excusas; cuyo ejemplo propone para hacer notar que, á efecto de 
remover los inconvenientes á que daban lugar los términos impli- 
catorios de esa Oonstítucion, fué interpretada de una manera ex- 
tensiva en la primera de sus partes, y de una manera restrictiva 
en la segunda^^ 

Pero en el supuesto de que se deba reputar aplicable el expre- 
sado artículo 10?, y sea conduéente en el caso, no lo será sino co- 
mo una reproducción del antiguo precepto del derecho extractado 
también de una ley romana: "Z76i exceptio non reperitur poñtOy 
non está regtda recedendum:^ la ley debe regir, en todos los casos que 
no están expresamente exceptuados de su disposición.^ Y en esta 
hipótesis los razonamientos de la parte contraria son enteramente 
infundados, como todos los que alega para legitimar su recurso. 

Porque, si se quiere que aceptemos como una regla general san- 
cionada en nuestro Oódigo, que en los contratos basta la autoriza- 
ción para que una persona oMigue á otra, es indudablemente una 
excepción, y una excepdon de esa regla expresa por la ley, la de 
que el mandato ó autorización para contratar conste en escritura 
pública, cuando sea general ó el negocio para que se confiere ex- 
ceda de mil pesos. 



1 Tr^té de I/Interprétation. Tom. 2?, paga. 384 y 385, $ 166. 

2 L. 3, $ fin., £E: de Fisevar, 
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Es una excepción, porque así lo declara el art. 1439 qu^ después 
de establecer que ^^la validez de los contratos no depende de forma- 
lidad alguna extemay^ que es el mismo principio que se reputa re- 
conocido po( el art. 1400 en particular respecto del mandato, al 
decirse que éste tiene por suficiente la simple autorización, decide 
que "defte» ecceptuarse de esa regla aquellos casos en que la ley 
dispone expresamente otra cosaP Y así lo declara de una manera 
más precisa la exposición de motivos de dicho Oódigo que, como 
todas las de su género, debe considerarse como una de las claves 
más seguras para la recta inteligencia de las leyes, cua^o expli- 
cando el mismo art. 1439, advierte: ^'que él es una consecuencia del 
que previene que los contratos se perfeccionen por sólo el consen- 
timiento; pero al mismo tiempo consigna una excepción que se en- 
cuentra en todos los Códigos, para mejor asegurar los derechos de 
los interesados en cierta clase de contratos." 

Y es además una «excepción expresa, porque está especificada 
terminante y claramente en los arts. 2484 y 2486 que la estable- 
cen, exigiendo bajo pena de nulidad aquélla forma de poder, man- 
dato ó autorización escriturada para determiuada especie de con- 
tratos. Así es, que el caso de esa excepción está explícitamente 
prescrito por la ley, después de que ella misma lo presupone como 
no comprendido en la regla general. La excepción se refiere á esta 
regla, y es una especie del mismo género de las que en eUa se con- 
tienen. Y hay, por tanto, lugar á decir con los antiguos juristas^ 
siempre fecundos é ingeniosos para encontiiar fónnulas ó adagios 
que sirvieran de guía en los estudios prácticos ó*de aplicación del 
derecho: ^^ITU est oasus legiSy non est amplias de eo dubitandnm: 
Quando enim lex unum praesupponit et alterum di^fonitj si ver^fi- 
cetur praesuppositumj disposiUo houm halet: JRegula vim suam 
et potestatem amittitj simvH atque exceptio á regula proponitur. 
Nam in tota jure géneri per spedem derogatur, et iUud poUssimum 
haletur quod ad spedem^ direotum est^ §t cum exceptio .mb regula 
continetur. JEd tune exceptio firmat regulam in cmibrarium^^ 

1 Gutiérrez. Pract., lib. 3?, quast. 17, núm. 2S7; 4?, qncest 14, núm. 105; 5* quflBBt 
54, núm. l.—Bionohorst. Explicación á las le7es 1? 7 80^ tít 17, lib. 50 del J)lg. 
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De suerte que^ si el enunciado art. 10? tiene aquí alguna con* 
gruencia ú oportunidad, lejos de que la Sala haya contravenido á 
él, estrictamente lo ha observado y cumplido. 

Otro de los que se reputan violados es el 1392 del mismo Código 
Civil derogado, exponiéndose que lo ha sido con la restricción que 
hace la sentencia al 1400; porque la Sala sujeta de ese modo el 
contrato en disputa, ó sea su validez, á una solemnidad externa, 
como lo es el otorgamiento de poder en forma, cuando según aquel 
artículo los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento 
y desde entonces obligan á su cumplimiento. Y aunque de lo que 
ántei^ acaba de exponerse resulta que esta nueva imputación, que 
injustamente se hace á la Sala, no es en manera alguna exacta y 
legítima, según lo que sobre ese artículo ya queda indicado, voy á 
permitirme decir algo más respecto de este punto á mayor abun- 
damiento y para que no se entienda que doy la menor importancia 
á las observaciones que se hacen acerca de él. 

El precepto que dicho artículo contiene no es nuevo por cierto. 
El derecho romano, aunque con relación sólo á algunos contratos, 
profesó la misma teoría que contiene su texto. En las Institucio* 
nes de Gayo se lee: ^^Consenm fiunt oUigationes in emptioníbus 
ífenditionibusj Iwatiambus conductionfímSy societatibusy mandatis. 
Ideo autem isHs moiis consensu dioitur oWigatio contrahij qnia 
ñeque scripturaj ñeque prtBsentia obnimodo opua est; sed suffidty 
eos gpiinegotia gerunt, oonsmívreP^ Y la misma doctrina se regis- 
ta^ ^1 las Instituciones de Justiniano. 

Consecuente con ella, dos leyes del Código de este Emperador 
confirman autoritativamente el principio anterior, decidiendo que 
los pactos contraídos de buena fe, ó sea los que en aquel derecho 
se llamaban consensúales, son eficaces y se deben cumplir aunque 
no intervenga escritura siempre que se justifique su existencia por 
alguna otra prueba. Pero ya el distinguido anotador de ese cuerpo 
de leyes y de las del Digesto que en otro lugar hemos citado, co- 
mentando las que acabamos de indicar, advierte que dicho princi* 

1 Ottos. Lust; 3, 135.— Jostin., Inst; 3, 23. 

. Digitizedby VJ O OQ le 



—24— 

pío no es tan absoluto ni sin restricción; porque aunque en general 
tales contratos se perfeccionaban sólo por el consentimiento, sin 
necesidad de forma alguna especial, esto se entendia cuando la ley 
no disponia otra cosa expresamente: ^^Actus sine scriptura peffid 
potestj nm lexvéljus commune nominatim scripturam exigat.^ ^ 

Después, en el derecho español, la famosa ley 1?, tít. 19, lib. 109 
de la ISov. Sec. amplió el sistema de la legislación romana hacién- 
dolo extensivo á toda clase de contratos, con aquellas sus conoci- 
das palabras: ''Mandamos, que todavía vala la dicha obligación y 
contrato que fuere hecho, en cualquier manera que parezca que 
uno se quiso obligar." Y con motivo de este vigor y eficacia que dio 
á la simple y exclusiva manifestación de la voluntad de las partes 
en los actos convencionales, se suscitó entre los intérpretes la duda 
ó dificultad de si ella excluía la necesidad del otorgamiento de la 
escritura y otras formalidades ó requisitos que diversas leyes exi- 
gen en ciertos casos para la perfección del contrato. 

Mas los principales expositores de esa ley, entre otros Diego 
Pérez y Azevedo, resuelven la duda en cuestión en el mismo sen- 
tido que se resolvía con respecto al derecho romano: ^^In ea (dice 
el segundo, de conformidad con lo que asienta el primero), indtibi- 

tanter teneo quod niMl ex lege noatra innovatur adjus an- 

tiqnvmy et m omnino requiri scripturam ad pwrtium cibUgationem^ 
in contrcíoUlms in quibtis de jure pro forma et substantia eorum re- 
quiritur scriptura et hodie etiam requirereturJ^ ^ 

El Oódigo fTapoleon, aunque no de una manera tan explícita y 
clara como la ley anterior, contiene el mismo principio en los ar- 
tículos 1134 y 1135, á juicio de sus comentadores, que lo presen- 
tan como una reforma filosófica introducida en la legislación, b^o 
cuyo concepto dice TouUier, refiriéndose á esos artículos: que aquel 
Oódigo no reconoce las divisiones de los contratos que hacía el de- 
recho romano, sino que bajo su imperio todas las convenciones, sea 
que tengan un nombre particular, sea que no lo tengan, dependen 
del consentimiento mutuo y deben ser cumplidas de bueña fe. Mas 

1 GodofiredO; én la ley 17, G. de fide. Inst.; 4, 21. 

2 Comment ad leg. 2, tít. XVI; lib. 5?— Eeoop., tom. 3?, pág. 425^ núm. 29. 

Digitized by V^OOQlC 



-26- 

eso lo afirma de los contratos legalinente formados.^ Y otro co- 
meotador^ exponiendo la doctrina del mismo Oódigo sobre la ma- 
teria, enseña: que los contratos ú obligaciones convencionales pue- 
áe^ ser solemnes ó no solemnes: qne los primeros no son válidos 
sino en tanto que se ban otcurgado con las formalidades requeridas 
por la ley, y que en eltos es *de rigor el consentimiento expreso, lo 
mismo que cuando las partes hacen depender la eficacia de sus 
obligaciones de Ja redacción de un documento protocolizado.^ 

En el Proyecto de Oódigo Oivil español se propuso, bajo el núm. 
978, la adopción del repetido principio, en un artículo que es noto- 
riamente el origen del nuestro, porque ambos ofrecen la misma 
foiina de redacción. Pero al mismo tiempo se consultaron para 
que figuraran en él como preceptos legales, otros dos bojo los nú* 
meros 1001 y 1202, que reconocen la necesidad de la limitación 
antes indicada que debe tener el anterior, según las doctrinas de 
la jurisprudenci£^ porque el primero declara que: cuando la ley 
exige expresamente una forma determinada para cierta especie de 
obligaciones, no serán éstas válidas, si se otorgaren en una forma 
diferente; y el segundo establece que: la falta de escritura pública 
no puede suplirse con ninguna otra prueba en los casos en que la 
ley requiere expresamente esta solemnidad, aunque las pei^sonas 
contratantes se hafran obligado á otorgar dicha escritura y se ha- 
yan impuesto cualquiera pena, la cual no podrá exigirse. 

Y el ya mencionado Sr. García Gk>yena, uno de los autores de 
dicho Proyecto, dice sobre el art. 975, que descansa igualmente 
sobre la base del 978: ^^ Nuestra célebre ley del Ordenamiento, 
hoy recopilada, tenia consagrada desde muy allá la doctrina y dis- 
posición de este artículo. Sin embargo, debe tenerse presente la 
sección 6? del cap. 29, y el p&rafo 39 del art. 1187.'' (Son los lu-. 
gares donde se trata de la forma ó solemnidad de los contratos.) 
^^El solo consentimiento de las partes no basta en algunos casos 
para producir obligación, y los de la mencionada secdon muy bien 
pueden llamarse contratos escritos." En otra parte agrega: '^La ley- 

1 Droit civil, lib. 3?, chap. 1?, núm. 17. 

2 Boileux» Commentaife sor le Cod. Kap., tom. 4?; pages 342, 348 j 350. 
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podia quedar burlada en sus sabios fines^ si se recouoeiera el me* 
ñor efecto á las' obligaciones contraídas en otra forma ó manera 
que la que la misma ley prescribe.'' 

Por último, nuestro Código de 70, copiando textualmente, como 
se acaba de decir, ibu su art. 1392 el 978 del mismo Proyecto, res- 
tringe el precepto autorizado en él en los propios términos que allí 
se limitó, decidiendo en el art. 1439 arriba referido: que á veces 
la perfección de los contratos depende no sólo del consentimiento, 
sino de la formalidad externa; y esto sucede cuando la ley así lo 
dispone expresamente. Y puesto que los redactores de dicho Có- 
digo, en su exposición de motivos, advierten que la comisión siguió 
respecto del particular á que se refiere aquel artículo, el espíritu 
de la ley 1?, tít. 19, lib. 109 de la Nov. Eec, como ya se ha visto 
que lo habia notado Goyena en sus ilustraciones al Proyecto es- 
pañol, no será fuera del caso, sino antes bien muy conveniente para 
estimar cuál es la verdadera inteligencia y legítima aplicación de 
ese precepto, traer á la vista algunas de las decisiones pronuncia- 
das por el Tribunal de Casación en España, en donde está vigente 
todavía la expresada ley, fijando el sentido en que se debe obser- 
var prácticamente, á fin de saber cómo interpreta en nuestros tiem- 
pos la jurisprudencia el principio que ella entraña idéntico al que 
rige entre nosotros. * 

Las principales de esas decisiones son: "Que si bien la repetida 
ley tiene aplicación á las obligaciones en general, no la tiene con- 
creta á los pactos y contratos, cuyas condiciones se rigen^por otras 
leyes especiales:" "que ella y el principio legal de que debe respe- 
tarse la voluntad de los contrayentes, únicamente son aplicables á 
los contratos válidos:" "que no debe entenderse en un sentido tan 
general y absoluto, que por efecto de la misma hayan de conside- 
rarse válidas y subsistentes obligaciones para cuya estabilidad otras 
leyes exigen circunstancias y requisitos esenciales:" "que sólo se 
refiere á las obligaciones existentes y legalmente probadas:" "que 
el principio que consigna se halla sujeto siempVe á la prueba legal 
de la existencia del contrato ú obligación; y que el precepto por el 
cual prescribe que se cumplan las obligaciones, así como el de la 
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]6y24,.t{t. 12, Part. 6^, que deteimiDa las que se siguen del , 
mandato, requieren la necesidad de que conste de un modo legal 
la existencia de la misma obligación, cuyo cumplimiento se recl^ 
ma.'^i 

Autorizadas y respetables como lo son las anteriores decisiones, 
por la categoría y representación del Cuerpo d^que proceden, que 
es un alto Tribunal aunque extranjero, y sobre todo porque repre- 
sentan á lo menos el digtámen de jurisconsultos notables y jus- 
tamente acreditados, no pueden menos de arrojar viva luz sobré 
la cuestión que se examina, é influir poderosamente para afirmar 
nuestra opinión en el sentido en que hasta aquf la hemos venido 
resolviendo; pues esos &llos, extraños á nuestro régimen judicial 
y á nuestro foro, pero que han sido inspirados por la razón y por 
la ciencia, si no pueden regir entre nosotros como precedentes de 
la interpretación usual ó verdaderas ejecutorias de jurisprudencia, 
deben valer y son dignos de que los consideremos para normar nues- 
tros juicios y fijar nuestras ideas en las materias jurídicas, como 
enseñanzas doctrinales y estudios de inteipretacion científica que 
esclarecen ó ilustran la verdad legal. 

Sobre todo hay todavía otros datos más directos, tomados de 
nuestro derecho propio, que corroboran todo lo que antes se acaba 
de exponer; y estos son los que suministra el último Código Civil 
vigente que, dejando vivo el principio consignado en el expresado 
art. 1392 del antiguo, ha sustituido este artículo con el que lleva 
hoy el núm. 1276, que en lugar de decir, como el primero: "Los 
contratos se perfeccionan por el mero consentimiento y desde en- 
tonces obligan, etc.,'' dice simplemente: "Los contratos legalmente 
celebrados obligan á su cumplimiento." Es notorio que el espíritu 
y mente de este artículo segundo no fué derogar aquel principio, 
que se considera ó califica, según queda ya indicado, como un pro- 
greso de la ciencia ó una conquista de la razón hecha en las actua- 
les legislaciones de los pueblos, y que además está reconocido ter- 
minantemente por el mismo Código nuevo en sus arts. 1288 y 

1 Pantoja. Repertorio de la Jnrisp., págs. 235, 243, 244, 245, 710, 718, 719, 721, 72% 
y Apénd. 3?, pág. 168. 
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2818; sino que la reforma de lenguaje introducida en él, fué única- 
mente aclaratoria y tuvo por objeto fijar el verdadero sentido y 
aplicación de tal principio, en los casos en que la ley establece re- 
glas especiales sobre la forma en que deben celebrarse algunos con- 
tmtos, removiendo así todo motivo de dudas ó cuestiones como la 
que ba querido suscitarse en este caso. 

Y así nos lo revela precisamente el útil é interesante documento 
escrito por el Secretario de la Oomision i^dactora de ese Oódigo 
reformado, bajo el título de **Notas comparativas del nuevo Oódi- 
go Oivil,'' que corre inserto en la obra titulada: "Datos para el es- 
tudio del mismo Código," en el cual se nos dice, refiriéndose al 
citado art. 1392: "De este artículo se suprimió la declaración de 
que los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, y só- 
lo se declaró obligatorios los contratos legalmente celebrados." Se 
alude en seguida á la ley recopilada de que antes hemos hablado, é 
inmediatamente se agrega: "Desde'esta ley ha prevalecido la teo- 
ría de bastar el simple consentimiento para dar por perfeccionados 
los contratos. Sin embargo, las legislaciones modernas, que han 
comprendido que existe un grande interés público en prevenir los 
pleitos y asegurar ciertos bienes por su mayor importancia, han 
sancionado el precepto de que determinadas especies de obligacio- 
nes deben constar precisamente en cierta forma; y que en conse- 
cuencia no son válidas si sé otorgan en forma diferente. Desde 
el momento que se sanciona este precepto, es inexacto el princi- 
pio de que todo cantrato es iDonsensual y que por lo mismo se per- 
fecciona por el simple consentimiento, independientemente de las 
formalidades extemas. Si al mismo tiempo se sancionan ambos 
principios, como se hizo en el Oódigo de 1870 y en el proyecto de 
Oódigo español, inmediatamente aparece la confusión y la duda." 
Y en otra parte se añade: "Oreemos que las disposiciones del nue- 
vo Oódigo en esta materia alejan todo peligro é impiden toda dis- 
cusión: conforme á ellas, sólo son obligatorios los contratos legal- 
mente celebrados, y no son válidas sino las obligaciones contraí- 
das en la forma^exigida por la ley." ^ 
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Es decir que en resumen, antes como hoy, bajo el imperio de uno 
y otro Oódigo, si bien en general basta el consentimiento de las 
partes para la peifeccion de los contratos, esto se entiende menos 
en aquellos casos en que la ley exija alguna otra formalidad, como 
lo disponían los arts. 1405, 1439, 1535 del antiguo, y actualmente lo 
disponen los 1288, 1323 y 1419 del nuevo. De suerte que la refor- 
ma introducida en la frase del oti*o artículo arriba enunciado por 
el Código reciente, no es en realidad más que una interpretación 
que declara el precepto respecto de su tenor en lo pasado, para que 
se aplique como corresponde en los casos en que pueda tener lugar 
todavía de presente, y una rectificación que evita toda duda ó difi- 
cultad en lo futuro. 

Porque en efecto, no bay intérprete mejor de las leyes, que las 
leyes mismas, conforme á la enseñanza de los juristas, cuando di- 
cen: que siempre que las leyes nuevas se refieren á las antiguas, ó 
estas últimas á las primeras, se interpretan las unas por las otras 
según su intención ó espíritu común, en todo aquello en que las 
modernas no han querido derogar. Doctrina que por lo demás es- 
tá fundada en principios del derecho romano, que se bailan con- 
signados en dos fragmentos del Digesto: ^^Non est novum^ ut prio- 
res leges ad posteriores trahantur. Sed et posteriores leges ad prio- 
res pertinent: nisi contraria: idque múltis argumentis prolatur.^^ 

Como quiera que sea, la verdad es que el cargo hecho por el hábil 
patrono de la otra parte á la Sala, imputándole que ha infringido 
el repetido art. 1392, es de todos modos una suposidQn quimérica 
y vana; porque ya se ha visto que para entender ese precepto tal 
como él lo ha entendido, seria necesario separarse del sentimiento 
unánime profesado por legisladores y jurisconsultos sobre su ver- 
dadero sentido, abandonando todas las tradiciones jurídicas que 
han mediado en el curso de su desarrollo histórico y elaboración 
científica, para atenerse á la opinión de aquel, del todo inadmisi- 
ble como exclusiva, arbitraria y anómala. 

En fin, los demás artículos que se presentan como violados en 

1 Domat. OSavres. I^fs oiyileefiftiíti 1?, seoc, 1% n? 18, tom. 1?, p«ge 181. 
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el Considerando que nos oonpa, son el 2474, 2484 y 2486 ya refe- 
ridos, que también menciona la Sala en apoyo de su sentencia; y 
de ellos se dice que han sido inflingidos, por haberse aplicado^ ca- 
sos muy diversos de aquellos á que se refieren, sin indicarse siquiem 
cuáles puedan ser estos casos. Oircunstancia que por sí sola bas- 
taria desde luego para desatender este capítulo alegado como causa 
de nulidad de aquel fallo; pcfrque no hay doctrina más reiterada y 
más constantemente reproducida en la jurisprudencia de casación, 
que la de que, para que este recurso proceda, no basta citar en con- 
junto las leyes que se dicen infringidas y el hecho 6 hechos en que 
se haga consistir la infracción, sino que es preciso especificar y ra- 
zonar con qué hecho, es decir, en qué concepto se ha infringido 
cada una de las leyes que se citan.^ • • 

Por otra parte, ya con todo lo que en el curso de este informe 
se ha expuesto, queda amplia y más que suficientemente demos- 
trada la propia y exacta aplicación que tienen en este negocio 
aquellos artículos. Y por lo demás, yo en mi escasa penetración, 
tampoco comprendo cuáles son esos pretendidos casos, tan diver- 
sos del presente en que ellos son aplicables. 

Lo que sí comprendo claramente es, que un art como el 2474, 
que define el mandato llamándolo facultad ó autorización, no pue- 
de menos de ser rigurosamente aplicable al caso del precepto que 
establece la necesidad de tal autorización para contratar. Lo que 
también comprendo claramente es, que los arts. 2484 y 2486, 
que determinan la forma en que se ha de conferir el mandato para 
la celebración* de ciertos contratos, están íntima é íneYltablemente 
relacionados con ese mismo precepto, para el efecto de calificar la 
validez de la autorización ó mandato que él exige como requisito 
sin el cual una persona no puede contratar á nombre de otra. En 
suma, lo que compren4o perfectamente, como cualquiera puede 
comprender á la luz de la razón y del buen sentido, es: que todos 
esos artículos son conexos y correlativos entre sí, y que de consi- 
guiente, deben tener la misma aplicación y estar siempre unidos 

1 Anuario d« legisl, seco* de oasao., afio 1?^ págs. S23^ 226, 333 y 344. 
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para su recta observancia y conveniente inteligencia: ^^Conexorum 
eodem estjudicium: 'Correlativa eodem jure cmisentur: Nam sunt 
correlativa et efusdem naturcB^ et vaiidum e$t argumsnium a nattir 
ra correlativorum.^ ^ 

Comprendo todavía más, y es: que si esas disposiciones legales 
que prescriben las formalidades para el otorgamiento del mandato, 
no tienen su más oportuna aplicación cuando se trata de calificar 
la subsistencia ó legitimidad de un convenio celebrado por medio de 
representación, ya no hay caso posible en que deban ser aplicadas 
y están de sobra en el Oódigo por completamente ociosas é inúti- 
les. Idea que seria preciso é inevitable aceptar, contra lo que pre* 
gona una de las máximas más conocidas del derecho: ^^ Verla cum 
effectu sunt acdpienda:^ las palabras de la ley han de tener real- 
mente algún efecto y no han 'de ser un vano sonido. Sobre lo cual 
enseñan los autores: que es un principio, el que se debe entender 
comprendido en los textos legales-todo lo que se necesita para que 
sea cumplido su objeto, y este principio tiene su más notable apli- 
cación en materia de leyes prohibitivas. Porque éstas deben siem- 
pre comprenderse en el sentido de que su espíritu es derogar hasta 
las reglas del derecho común, cuando así es necesario suponerlo 
para que se consiga el cumplimiento de su objeto. Enseñan tam- 
bién que ese principio no permite interpretar una ley prohibitiva 
de modo que venga á quedar ilusoria. Y enseñan, por último, que 
la facultad de interpretar no debe extenderse hasta el punto de 
hacer ilusorias las leyes escritas, dejándolas sin aplicación ó res- 
fingiendo de tal manera sus efectos, que no tengan lugar sino en 
oasos sumamente raros que no han podido ser motivo para que el 
legislador diera exclusivamente sobre ellos una ley. ^ 

En conclusión comprendo y todos deben comprender: que si es* 
lícito y aun necesario prescindir de las solemnidades que exigen^ 
aquellas disposiciones para legitimar el mandato, sólo porque otro 
precepto del Oódigo hace uso de la palabra autorización al estable- 
cer que el mandato es un requisito indispensable para contratar á 

1 Sieoio. Part. 3?; oollect. 364.— Gonzaleí, in Keg. cancelL, glosa* 13, núms. 76 y 77. 

2 Delisle. Traite de L'Interprét, tom. ^, pago 64^ $ 180. 
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nombre de otra persona, nada más fóeil entonces que eludir y bur- 
lar la observancia de tales disposiciones; puesto que bastarla en ese 
supuesto decir, siempre que se quisiera, que el caso ée que se tra- 
taba no era de mandato sino de simple autorización, para dejar sin 
efecto los artículos de que venimos hablando. Y este es un arbitrio 
que expresamente prohiben y reprueban las leyes: ^^In legemcom- 
mittunt et M qui vigor em e/us scrupttlosis^ et exeogitaUs artíbtis du- 
derefestinant: Non dubium est^ in legemcommitereéumj qui verba 
legis amplexusj contra legis niUtur volimtartmn. Nto poBnds inserm 
legíbus evitábit^ qui se contra jvris sententiam savá pnerogatka 
verborum fravdulenter ^oBousat^^ 



II 

« 

Demostrada como lo está, con todos los razonamientos anteriores, 
la verdad incuestionable de las bases asentadas por la Sala en el 
Considerando 2? de su sentencia, que hasta aquí se ha examinado, 
no es sino muy natural que la misma Sala haya inferido en el 3? las 
consecuencias lógicas que de ellas se deducen, es á saber: que la ley 
no reconoce mandato general ni especial sobre negocio cuyo valor 
exceda de mil pesos, si ambos no constan en escritura pública; y 
que por lo mismo todas las pruebas rendidas de contrario, á efecto 
de justiñcar en el caso que D. Miguel Oastillo estaba autorizado 
por D. Jos^ María Flores para contratar en general 6 celebrar es- 
pecialmente el contrato que se versa en este juicio, cuyo valor ex- 
cede con mucho de esa suma, son absolutamente inútiles é inatendi- 
bles; porque aceptarlas seria tanto como violar los artículos citados, 
declarando válida una autorización verbal cuando la ley exige, bajo 
pena de nulidad, una autorización escriturada. 

Pero la Sala no dice más que esto en su expresado tercer Con- 
siderando. No se ocupa en él de calificar esas pruebas, ni en chanto 

1 Leyes 5% tít 14, Lib. 1? del 06d.; y S9; tít. 3, Lib. 1? del Digesto. 
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á su procedencia, ni en cuanto al valor ó eficacia que pudieran te- 
ner legalmente como tales, como lo supone la otra parte. Asienta 
sólo allí que no se cree obligada á analizarlas; y que únicamente 
por deferencia, para satisfacer aun el más leve escrúpulo que pu- 
diera suscitarse, va á considerar cuáles son su fuerza y su impor- 
tancia. Mas esto lo hace en los Ooüsiderandos siguientes, exami- 
nando si dichas pruebas son ó no suficientes para acreditar, tanto 
la autorización general como la especial que se supone fué otorga* 
da en este negocio, á efecto de celebrar el referido contrato. 

Así es que trata unidas y á la vez, en cinco de esos Oonsideran- 
dos, la 2^ y 3? de las cuestiones que se propuso discutir en su sen- 
tencia como materia ú objeto de la parte expositiva de ese &Ilo. 
Y nosotros, para proceder con método y dar á las ideas la necesaria 
claridad, seguiremos el mismo orden, ocupándonos en seguida de 
esas dos cuestiones simultáneamente, é investigando si en los pun- 
tos que comprenden y en el derecho que la Sala ha aplicado al ven- 
tilarlas, es ó no cierto que se han cometido las infracciones de ley 
que supone la otra parte. 
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* SEGUNDA ¥ TERCERA CUESTIÓN. 



iD<m Miguel Castillo tenia autorización general de Don José M Flores para ce- 
lebrar en nombre de éste, contratos, y hasta dónde se extendía esa autoriztidon generálf 

iEl mismo Castillo tuvo autorización especial de Flores para celebrar el contrato 
de venta de aeúcar, objeto de este juicio f 



CONSIDERANDOS CUARTO, QÜLNTO, SEXTO, SÉTIMO Y OCTAVO. 



La Sala, en el primero de esos Oonsiderandos, comienza por ob- 
servar que las pruebas aducidas por el actor para justificar que 
Flores babia £a.cultado á Oastillo para celebrar contmtos, especial- 
mente el que se supone, son las declaraciones de cinco testigos y 
la confesión ñcta del mismo Flores: que en cuanto á la primera de 
esas pruebas, los testigos afirman que en Febrero de 1882 Oasti- 
llo era dependiente de Flores y celebraba contratos sobre venta 
de los frutos de Oacalco; pero que del tenor de sus propias decla- 
raciones resulta que ninguno de ellos se puede tener como presen- 
cial, ni depone de ciencia cierta, ni da fundada razón de su dicho, 
requisitos todos exigidos por los arts, 732 y /40 del antiguo Códi- 
go de Procedimientos, para que sea digna de fe la prueba testimo- 
nial; y esto por lo que toca á la autoiizacion general de Flores á 
fevor de Oastillo, pues respecto de la especial para el contrato de 
que se trata, algunos de los testigos ignoran el hecho y los que lo 
declaran revelan también, por el contexto de sus testimonios, que 
no han visto ni presenciado acto ninguno que implique esa auto- 
rización, lo cual hace que sus deposiciones tengan en este punto 
ios mismos vicios que tienen respecto del punto anterior. 
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Oon referencia^ pues, á lo que se expone en ese Oonsiderando, 
dice el digno patrono del Sr. Noriega que el fallo infringe prime- 
ramente el art. 724 del Código antiguo de Procedimientos y el 
554 del nuevo, porque no obstante que aparece de los autos que 
los testigos dieron buena razón de su dicho, la Sala no lo esti- 
ma así. 

Esos artículos, idénticos enteramente en sus términos, declaran 
que las actuaciones judiciales hacen prueba plena. Y su simple 
lectura basta de pronto para dar á conocer la inconducencia ó ñu- 
ta completa de oportunidad en que se ha ocurrido al presentarlos 
como violados eü la ejecutoria impugnada; consideración que por 
si sola abunda para desatender desde luego ese cargo ó improce- 
dente reproche que se hace á la Sala; porque son doctrinas uni- 
formemente establecidas en la jurisprudencia de casación: ^^que no 
pueden considerarse infringidas por una sentencia leyes que noto- 
riamente son improcedentes é inoportunas: que tales leyes no pue- 
den invocarse como motivos de ese recurso, y que no hay ni pue- 
de haber infracción de ley en im fallo, cuando las que se citan se 
refieren á casos distintos de aquel á que tratan de aplicarse."^ 

Esto supuesto: ¿qué tienen de conducentes aquí los artículos del 
Código que atribuyen á laB actuaciones judidales el carácter de 
prueba plena, cuando se trata de la prueba de testigos y sobre ella 
ha versado la calificación de la Sala! La primera de esas pruebas 
pertenece á la clase de la de documentos públicos, como lo esta- 
blece también dicho Código y se decide frecuentemente por los 
tribunales; y es otra doctrina también sancionda en aquella juris- 
prudencia: "que las'leyes referentes al valor de los ckKmmentos 
pdblicos no son aplicables cuando se trata de las demás dases de 
prueba.'^ ^ 

Por lo demás, ni aun permitiendo que en el caso ñieran aplioa- 
bles los expresados artículos, habría aquí ni la menor apariencia de 

1 Pantoja. Eepert. de la Jarisp., Apénd. 1?, pág. 120; Apénd. 2?, pág. 102; y Apené. 
3?, págs. 132 y 133. 

2 La misma obra, pág. 284; y Apénd. 1?, pág. 97,— Art. 602, firac. 6*, del Oód. ant 
de Froc, y concord. del nueyo. 

Digitized by V^OOQlC 



— Sí- 
razón para oonsiderarlos violados; porque las actuaciones jadicia- 
les que se asimilan, como acaba de ÍQdicarse,.á los instrumentos 
públicos y participan de la naturaleza de ellos, hacen prueba y me- 
recen fe en los términos en que la hacen y la merecen éstos, es á 
saber, para el efecto de acreditar la verificación del hecho consig- 
nado en ellos, la práctica, por ejemplo, de la diligencia que consta 
en las primeras y el otorgamiento del acto ó contrato extendido 
en los segundos; no para justificar la verdad ó importancia legal 
de aquel mismo hecho, la certeza, por ejemplo, de lo que un testi- 
go ha* afirmado en su declaración, la exactitud de lo que los inte- 
resados han referido al contratar, ni el valor, por consiguiente, que 
deban tener las aseveraciones del uno y de los otros, el cuál depen- 
de de la calificación que en derecho se haga de ellas. 

Y este es el motivo porque eBtá decidido igualmente por diver- 
sas sentencias pronunciadas en recurso de casación: que cuandp no 
se desconoce la autenticidad y fuerza de un documento, sino que 
sólo se resuelve que no llena el objeto para que se presenta, no 
tienen aplicación alguna las leyes que atribuyen el carácter y efi- 
cacia de una prueba plena á los instrumentos públicos. A propó- 
sito de lo cual no puedo menos de invocar la autoridad respetable 
de este Tribunal, que en uno de sus acertados y siempre lumino- 
sos fallos ha saneionado ese principio con relación precissunente al 
caso de que se trata, esto es, al de actuaciones judiciales y aplica- 
ción del art 554 que se cita; pues en el Oonsíderando 5? de su sen* 
teneia de 7 de Agosto del ano próximo pasado, refiriéndose al su- 
puesto de violación de ese aitículo que alegaba entonces una de 
las partes, como ahora, contra la 4*^ Sala también sentenciadora 
en el juicio, fundándose en que ésta no consideró como prueba el 
parecer de dos letrados, constante en actuación judicial, dice re- 
sueltamente: que ^tal supuesto no tiene por base una interpreta- 
ción que descanse en la jurisprudenda, porque el fallo no niega que 
la actuación es prueba de haber pasado el hecho que ella refiere^ 
lo que afirma es que el juicio pericial no probó el monto de la can- 
tidad reclamada, lo cual es enteramente distinto, y tal aseveración 
no influye en manera alguna sobre la legalidad de la sentencia^ 
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constando como consta que dio el valor de prae^ plena j& la ac- 
tuación judicial." ^ 

Es que en una actuación judicial puede está^ consignada una 
diligencia que importe otra clase de prueba^ como sucede cuando 
en autos se reciben decburaciones de testigos; y el error de la psu'te 
contraria ha consistido en confundir aquí, donde se ha dado el caso^ 
una de esas pruebas con la obra^ y en dar ala una d,^ ellas el valor 
que tiene la otra, argumentación notoria y manifiestamente viciosa. 
En ese caso la diligencia ó actuación valdrá plenainente para pro- 
bar que los testigos fueron examinados y para justificar lo que de- 
pusieron en sus respectivas dedaraciones; pero no prueba ni puede 
probar que lo que dijeron es cierto, ni que sus manifestaciones son 
razón suficiente de su dicho, ó que ello& mysmos son dignos de cré- 
dito, como se necesita á su vez para que esta otra clase de prueba 
hag^ fe y se deba considerar legalmente» Y en consecuencia, si el 
juez niega á esos testinK)nios el carácter de prueba fidedigna ó le- 
gítima, aunque consten en una actuación judicial, no por eso des- 
conoce el valor de esta otra especie de prueb% ni infringe los pre- 
ceptos legales que le dan ese valor y esa fuerza. Porque la eficacia 
de la prueba testimonial depende de la calificación y el juicio del 
juez. 

Y nótese que en cuanto á la facultad de apreciai* si la razón que 
los testigos dan de su dicho es ó no suficiente y fundada, que es lo 
que aquí se discute, el juicio sobre esta clase de prueba está de tal ' 
manera sujeto al criterio del juez, que su calificación es irrevoca- 
ble, discrecional y absoluta; porque en las leyes no hay ni puede 
haber reglas determinadas para hacerla, no siendo, por lo mismo, 
posible que respecto de este punto se cometa ninguna infracción. 
Y si las hubiera, nada habría adelantado el recurrente con decir- 
nos, como nos lo inculca en tono de la más completa seguridad, 
que la manera como sus testigos han razonado las declaracíwes 
rendidas por ellos en los autos, es satisfactoria ó tan buena como 
legalmente debía serlo; porque su sola opinión es incompetente y 

1 Pantoj»: págs. 375 y p83; Apénd. 1?; pá^. 83.— Anuario de legisl., aüo 2?, seco, de 
casaoioD, pág. 133. 
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carece de toda importancia para decidir en esta materia. ^^La mera 
creencia ó apreciación de un litigante no puede servir de funda- 
mento á un recurso de casación,'' dice una ejecutoria pronunciada 
en esta clase de recursos. ^ 

Lo que necesitaba haber hecho, era indicarnos dónde se encon^ 
traban aqueDas reglas, y cuáles de elRts eran las que la Sala habia 
infiringido al estponer las ideas que emite sobre la «insuficiencia ó 
inhabilidad Jle la expresada razón; pues ya se ha visto que, con- 
forme á las sanciones de la jurisprudencia, para que se pueda pros- 
perar en aquellos recursos, no bastan citaciones vagas é incTertas 
de leyes, como lo es la del precepto que establece en general el va- 
lor de una dase de prueba, cuando no es la de que se trata, ni re- 
ferencias genéricas alas constancias ó datos que obran en los autos; 
sino demostmciones específicas de la disposición precisa y condu- 
cente que ha sido violada, del hecho determinado en que consiste 
esa vidacion, y del concepto en que ella se ha cometido. 

Mas no era posible que el mismo recurrente nos citara dichas 
reglas, porque hay necesidad de repetir que ellas no existen ni pue- 
den existir en las leyes. Lo que en la prueba de testigos se llama 
razón de su didio, es la ext>re8Íon de los motivos ó causas que han 
tenido para saber lo que declaran, del modo con que han adquirido 
esa ciencia, de los medios que han podido servir parapei-suadirlos 
de que k) que expresan es la verdad, y que de consiguiente no se 
han engañado^ ni pueden á su vez engañamos. Pero todos estos 
son datos y antecedentes de hecho, que dependen de las circuns- 
tancias de las personas y de las cosas, variables hasta lo infinito, 
según los casos que se presentan, y sobre las cuales el legislador 
nada puede prever ni prescribir en' abstracto y de una manera 
absohita para que pudiera servir de norma ó de regla. Esta es una 
observación perfectamente exacta, qué no procede de mi fantasía, 
sino de las inspiraciones de la razón confirmadas perlas doctrinas 
de los autores, y que convence de la preponderancia que en este 
punto debe tener legalmente el discernimiento del juez. 

1 La misma obra de Pantoja; pág. 889. 
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Á8Í es, que uno de los tratadistas que más detenida y concien- 
zudamente han tratado la materia de pruebas^ después de estable- 
cer en prinoipio.con otrx)sno ménoi^ notabljesconn) Gregorio López, 
Bobadillay García, que en. esa n^teria 1q que la? ley np determina 
queda sujeto á la prude«ieía d^l jxmí ^\Q^f^4 3^ ^*w 9mU de- 
t^mimitayjudimdiscretio^hBif^^ agenta que esto tie- 

ne lagar en <|eiechQ cuando Ja neeesid^ 4q la^co^as Ja^xige por 
ser tan varios los casos, los hechos y las GirjQun^tMEKHa^.qii^v deben 
teoecse en consideraciw, <tm la ley .no IsDipued^ antí^ad^ain^Dte 
comprendei': ^^Ntmk mm q^id TfiHnguüm Ju^ifium^^ a^ 
oessitate ita. madmte^dum mnm^menpu^rfi^^ ^tcíríoiiai^lantto 

Y ^ otrai ps^, refiriéndpse yaespei^íjloao^pteá lai.rawn qne 
los .testigos deben dar.de su dicho, dice: que la pi^im^ra r^^ que los 
jueces deben seguir para calijQcar la veraciidad^eesai prueba, es 
atender á esa misma ra^on, porque ella m el crisol para «q^ib^ 
^1 Talor 4e los testlmosnic^ y 4e ella depende la fucila de ^a clase 
de prueba; añadiendo después: que lo^quQ.en di^Cd^ se Uama ra- 
zón sufidente de la declaración de un testigo, i^i es sino lo que 
basta para c^eer lo que ^e asevera y para no creer lo contrsulo, in- 
duciéndonos pox consiguiente & tener por ciento lo que ella nos de- 
muestra que es verdadero^ y á desechar como falso lo que no se 
apoya en la misma; porque ella es la gqiía de la inteligencia, el im- 
pulso qi;e nos conduce ^ distinguir lo verdadero de \o ^so, y por 
eso se la llama demosta:acion |dena4e la verdad; ^^Prima tít re- 
cula, quod testium raiioms re^ficia/n% quae^e^ áÁetorvmet testmo- 
niarum regula^ qm dmeiiuntwr. * . . pQn4u9 qv44^mpr(Aatimum 
$umendum est ex m rütionis^et verisimlituáinis^ . ^ p ^ . S^fficiens 
enim vatio qtdd e^t^ nUi ^uffidem ad credendum id quod asgeritur^ 
et sifffioiem ad non credmtum contarariumj ita ut oredamug quod 
ipsa ratio verum demónstrate et non credamm qnod ab ea secemi- 
tur. . . . nam ratio nibU aüud ea quam du^ intdeotíM^ aut motus 



1 Escobar. De Parit, part. 3*, qucBst. 9, { I, núm. 3. 

2 Id., núm. 8. 
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animi vera afálsis distinguens^ guare certa demonstratio veritatis 
apéOatur.^^ 

Porúltiíno, en otro lügaiv ocupándose de los requisitos que de- 
ben tener los testigos para haofer fe, señala como uno de ellos el de 
que aduzcan razones y causas verosímfles y suficientes parar indu- 
cir el ánimo deljuez á creer lo que afitman: "^woá afferant ratio- 
nes et causas verisimiUs et snffieientes ad movendum ánimos judir 
cum ad sic credendum.^^ 

Estas doctrinas no pueden ser más explícitas. Ellas reconocen 
que lo que la ley busca al exigir de los testigos que den razón de su 
dicho, es proporcionar los fundamentos nedesarios para producir el 
convencimiento del juez, en materia en que así lo exige la natura- 
leza de las cosas, que no permite atenerse alas simples aserciones 
por la falacia de la prueba: que sobre esto no es posible de ante- 
mano fijar reglas ciertas, "porque el juicio acerca de la eficacia y 
fuerza de aquella causa ó mzon para inclinarse á creerlo afirmado, 
depende del ejercicio libre de las fecultades intelectuales del hom- 
bre; únicas que pueden reflejar la convicción en el juez, en la gran 
variedad de circunstancias y casos que están fuera de la previsión 
del legisladon que por lo mismo en todo esto se versan verdaderas 
apreciaciones morales, y no puede haber otro criterio de verdad 
que el propio discernimiento del juez. 

• T este es punto también claramente decidido por la jurispru- 
dencía«de casación. El Tribunal Supremo de España tiene resuelto 
en varias ejecutorias que: "cuando la cuestión versa sobre puntos 
de hecho y sobre la apreciación moral de los mismos, no existen 
disposiciones legislativas especiales que determinen las circunstan- 
cias ó calidades de la prueba en tales casos.'' ' 

Be consiguiente, en esos casos no detehninados por la ley, como 
el presente, las fecultades del juez son amplias y expeditas con- 
forme á su razón y á su ilustrada inteligencia, según se ha visto 
anteriormente que lo enseñan los autores; y el juicio que forme en 

1 Escobar, $ II, núms. 6, 8; $ III, númfl. 17, 21 y 22. 

2 Id., núm. 99. 

3 Pantoja. Bepert. de la Jnrisp., págs. S75, 276 y 542; Apénd. 3?, p6g. 26. 
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uso de esas facultades, nunca puede importar una infracción 6 des- 
obediencia al precepto de las leyes. T este es otro punto igualmente 
decidido por la doctrina y por la jurisprudencia. * 

Ya Salgado decia que: el arbitrio judicial en materias en que se 
tiene la facultad de ejercerlo, no admite objeción y que los actos 
ejecutados en virtud de él por el inferior, son independientes de 
toda autoridad y están exentos de toda revisión por paite del Su- 
perior: ^^Quiajiídex in arbitrariís argili non potestj etquia supe- 
rior non potest iñferíoris conscientiam et ánimuM immntdrej nec 
enim vis animo inferri potestP ' El mismo citado Tribunal Supremo 
de España declara en otra sentencia que: **lío pueden considerarse 
ni admitirse como infi*acciones legales, las que están motivadas en 
suponer y dar como ciertos hechos decisivos de la cuestión, contra 
la apreciación de ía Sala sentenciadora y el criterio formado en üso 
de sus ati-ibuciones.^* 

Y esta respetable Sala, con su acostumbrado acierto é ilustra- 
ción, tiene consagrados iguales principios por repetidas ejecutorias 
de las que ha pronunciado. Én su fallo de 19 de í'ebrero de 1884 
resolvió, de conformidad con el representante del Ministerio Pú- 
blico: ^^que es doctrina admitida por los tratadistas en matrería de 
casación, que ésta no procede cuando se pretende fundarla en vio- 
lación de ley relativa á la apreciación de las pruebas, siempre que 
la ley misma deja tal apreciación al arbitrio del jüez.'^ En su sen- 
tencia de 30 de Agosto del mismo año aceptó también la doctrina 
de aquel funcionario, por el cual se asentó en el pedimento relativo 
que: "si ha de reconocerse en los jueces el arbitrio que les es in- 
dispeusable en materia de prueba testimonial, no pueden colocarse 
en el caso de infringir las leyes que reglamentan las éircunstancias 
que han de acompañar álos testigos traídos al litigio; ó más claro: 
que* no puede infringirse y no se infringe un precepto, cuando se 
hace uso de la facultad que concede.^ Y en ejecutoria de 19 de 
Agosto del año próximo pasado, igualmente' reconoció como decla- 



1 Anaario de Leg., año 2?^ seoc. de oasao., págs. 140^ 141 y 163. 

2 De Proteot, Part. 3», cap. 13, náms. 29 y 30. 

3 Pantoja; la misma obra, pág. 550. 
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raciones sayas citadas por el mjsmo Ministorio: ^^que cuando la ley 
deja al arbitrio del Tribunal sentenciador la apreciación de las prue- 
bas, no procede la cas^dou por las alegaciones que se bagan de las 
leyes relativas." * 

De consiguiente^ hay que deducir como corolario que lógica y 
necesariamente se infiere de lo expuesto, el de que la Sala senten- 
ciadora no ba violado ni podido violar los arts. 724 y 554 de uno y 
otro Oódjgo de Procedimientos, que ni son conducentes al objeto 
á que se aplican; ni con dar el valor de prueba plena á las actua- 
ciones judiciales coartan la libertad de los jue(^s para apreciar, 
como tienen derecho de hacerlo con arreglo á los principios legales, 
las circunstancias de la prueba testimonial, y entre ellas principal- 
niente la razón que los testigos dan de sus dichos, aunque esta cir- 
cunstancia conste en ejsas actuaciones^ De modo que, permitiendo 
todavía que el juicio de la Sala sentenciadora, al estimar como in- 
fundada en el caso dicha razón, fuera erróneo, nunca se podria te- 
ner como tal infracción; y por lo mismo y á reserva de demostrar 
que no lo ha sidp, como lo haremos ^lás oportunajmente en otro 
lugar, parécenos conveniente, por ahora, dar como concluido este 
punto, para examinar si dicha Sala ba violado el otro artículo que 
se supone infringido en el Considerando de* que nos hemos ocupado 
hasta aqut 

Ese otro artículo es el 562 del nuevo Código de Procedimientos, 
por el cual se declara que: ^^El valor de la prueba testimonial que- 
da al arbitrio del juez, quien nunca puede considerar probados los 
hechos spbre los cuales ha versado, cuando no hay por lo menos 
dos testigos en qujenes concurran las siguientes condiciones, etc." 
Y respecto de este artículo se dice por la parte contraria que lo ha 
violado la Sala, porque á pesar de que la misma parte rindió la 
declaracioi^ de má» de dos testigos contestes sobre el hecho de ha- 
berse concedido autorización para celebrar el contrato, en la sen- 
tencia no se consideraron justificados los hechos sotoe que depu-^ 
sieron aquellos. 

1 jinadrio de Leg., tfio 1?, seeo. de oaeae.; págs. 63; 73; 132 y 216. 
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Oon toda pena es preciso deein que en la cita de tal precepto, 
el recurrente ha andado todavía menos feliz que en las anterioíes, 
porque ella es en realidad contraproducéíitem; pues si el artíctila 
deja la facultad de estimar el valor de la prueba testimonial al ar- 
bitrio del juez, claro está que en esta materia no cabe ninguna 
infracción, en vista de las decisiones expresas y te^ninantes de la 
jurisprudencia que se acaban anteriormente de citar, por las cua- 
les está declarado que cuando se hace uso de una facultad, bien ó 
mal, se obrará ó no con acierto, pero no se infringen ni pueden in- 
fringii:se las leyes. 

Y que el Código en dicho artículo sanciona el arbitrio judioisd 
en aquella clase de prueba, es una v^dad perceptible á su simple 
lectura, porque la demuestran sus palabras textuales; sin que val- 
ga en contrario decir que tal concepto está restringido por los tér- 
minos del mismo artículo^ al agregarse en él qtte el jues nunca 
podrá considerar probados los hedios sobre los cuales ha versado 
la prueba, cuando no baya por lo menos dea testigos en quietes 
concurran las condiciones que exige. Poi^tie ^ establecer que los 
testigos no pueden bacer prueba, si no es que haya por lo menos 
dos, no equivale á determinar que cuando concurren en este núme- 
ro ó más, la hagan precisa y necesariamente en todos los casos, ni 
esta segunda afirmación es consecuencia de la otra. Por el contra- 
rio, la inteligencia obvia y natural del artículo, según sus expre- 
siones bien claras es: que el juez nunca está autorizado pari% ad- 
mitir como plena la prueba testímonial, cuando consiste en m^os 
de dos testigos; y su arrbitiío para calificar si es ó no buena y legí- 
tima, tiene cabalmente lugarcnando los testlgo&que la forman sm 
dos ó más. 

Y así lo asienta el representante del Ministerio Público con ma- 
cho fundamento y razón, en uno de sus pedímeitoa -extendidos 
ante esta Sala, á que antes me he referido, en el cual establece: 
que "los arts. 562 y 567 del Código de Procedimientos vigente, 
sancionan la teoría jurídica de que el vaJor de la prueba testimo- 
nial y de presunciones, queda al arbitrio del Juez." Pero aun es 
todavía más explícito en otro de esos pedimentos, en el que, mar- 

Digitized by V^OOQlC 



—as- 
eando de propósito la innovación introdudda por el primero de 
esos artículos sobre este particular^ observa lo siguiente: ^^El Mi- 
nisterio Público encuentra desde luego que entre los arts. 732 y 
733 del Oódigo anterior de Procedimientos civiles^ y el art. 562 del 
actual, existe gran diferencia y aun puede decirse que contienen 
preceptos entre sí opuestos; porque los ai-ts. 732 y 733 ipiponian 
á los Jueces el precepto de que respetaran como prueba plena las 
declaraciones de do^ testigos revestidcts de las condiciones que en los 
mismos artíeulos se expresafli mientras que el art 562 del Código 
de 1884y asienta como principio general la doctrina, contraria, á 
saben que el valor de la prueba testimonial queda al arbitrio del 
Juez." ^íDe allí se deduce con claridad completa, que la 3? Sala, 
en la ocasión de que se tirata, no pudo in&ingir el citado art. 562; 
puesto que si á la libre discreción del juzgador se degó valorar la 
prueba de testigos^ no filé posible que violara la ley misma que 
tal franquicia le otorgó, cualquiera que haya sido el valor que el 
Juez dio á la prueba testimonial" 

Por eso la Sala sentenciadora también^ que nada expone en su 
irreprochable £ilto sino con la más profunda reflexión y el estudio 
más serio, reflr^dose á ese núsmo punto y reconociendo esa re- 
forma in1»t>ducida por él segundo de dichos Códigos, dice, aunque 
en oteo de sus Coqsiderandos: ^'Que por haberse reputado siem- 
in*e la prueba testimonial como la más alible de todas las prue- 
bas, la ley, destruyendo esa separación que la tecnología jurídica 
j la tendencia á constituir pruebas leticias establecía entre el cri- 
terio moral y el jurídico, los ha identificado hoy, dejando al arbi- 
trio judidal la califleacion de la prueba testimonial; calificación 
que debe hacerse, no por el número de los testigos y la docilidad 
con que afirman las preguntas que lea hagan las partes, sino por 
las circunstancias que en esas declaraciones reflejen la veracidad, 
imparcialidad y amplitud del testigo." 

Así, pue^, para la otra parte habría sido más favomble que nos 
hubiera presentado como infringido el art. 732 del antiguo Código 
de Procedimientos, que al menos consigna en general el principio 
de que dos testigos hacen prueba plena^ si concmren en ellos las* 
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oondioiones que expresa y las que determina el siguiente. Mas ese 
artículo no podría en manera alguna tomarse en cuenta, siendoy 
como es, una doctrina perfecta ó invariablemente ejecutoriada en 
la jurisprudencia de casación que, para resolver sobre este recur- 
so, no se pueden considerar preceptos legales que no han sido de- 
áignados individualmente con toda exactitud; ni aunque ellos sean 
concordantes de los que han sido especificados, y mucho menos 
cuando están en contradicción con éstos, como sucede en el caso 
con el referido artículo respecto del que se ha citado correspon- 
diente á él del Código nuevo.* 

Sin embargo, la verdad absoluta es que, en ninguno de los dos di*- 
versos-sistemas que respectivamente adoptan los anteriores artícu- 
los, cabe la menor infracción de ley cuando el Juez califica la prue- 
ba testimonial. Y tal ha sido siempre el sentir de la jurispruden- 
cia, uniformemente reproducido bajo el imperio de ambos sistemas, 
que son los que han predominado en las diversas legislaciones, se- 
gún los tiempos y los lugares. 

En el que sigue el art. 502 de nuestro Código actual, parece que 
esa aserción no admite género alguno de duda, según lo que ya ar- 
riba se ha expuesto. T si sobre esto se quisiera tener todavía 
mayor certidumbre ó seguridad de opinión, no habría más que 
consultar la jurisprudencia que se profesa por los autores que 
han escríto donde la legislación sanciona ese mismo ó semejante 
sistema. 

. En Francia, cuyo derecho no contiene precepto alguno explícito, 
como aquel nuestro sobre la autoridad del Juez, para apreciar la 
prueba de testigos, y én el que se considera que esa autoridad ó 
esa discreción resulta sólo del silencio absoluto que guarda el Có- 
digo de Procedimientos acerca del número de testigos necesarios 
para hacer prueba, y de la disposición de su art. 1041 por la cual 
se derogan todas las leyes, costumbres, usos y reglamentos ante- 
riores relativos al procedimiento civil, uno de los más distinguidos 
escritores se propone la cuestión de si los Códigos fiunceses impo- 

1 Pantojs. Repert de la Jorísp.^ págs. 142, 151, 152 y 854; Apénd. 1?, pág. 186; Id. 
9!, pág. 33; Id. 3?; pág. 39. 



Digitized by 



Google 



nen al Juez la necesidad de conformar precisamente «ü juicio al 
resultado de las declaraciones de los testigos en la prueba testimo- 
nial; y desde luego resuelve negativamente esa cuestión, observan- 
do: que, si bien el Código de Procedimientos, en su art. 253, permi- 
te á los Jueces adinitir esa clase de prueba en los casos en que no 
está prohibida, se guarda muy bien de exigirles una fe ciega sobre 
ella, en presencia de la descpnfianza con que siempre la han visto 
las leyes. De suerte que, por la naturaleza de las cosas, queda so- 
metido al examen del Magistrado encargado de juzgar, si exi§te 
tal prueba; cuyo juicio en este punto debe ser libre, sin otra regla 
que su conciencia y su persuasión, T añade que lo mismo se in- 
fiere de las disposiciones del Código Civil;* concluyendo por decir 
que debe tenerse como cierto que la conciencia del Juez no se ha- 
lla ligada por las deposiciones de los testigos, cuando no. son bas- 
tantes á persuadirlo, cuando tiene graves motivos para creer que 
ellas no son conformes á la verdad; y que es indudable que una 
sentencia fundada en tales principios, no podiia ser casada porque 
no violaba ninguna ley. * 

En España, donde rige el art. 817 de la ley de enjuiciamiento 
civil, por el cual se dispone que los jueces y tribunales apreciarán, 
según las reglas de la sana crítica, la fuerza probatoria de las de- 
claraciones de los testigos; cuyo artículo acepta aquel mismo sis- 
tema, aunque no tan ampliamente como el del último Código nues- 
tro, y se considera como derogatorio, ó al menos esencialmente 
reformatorio, de las antiguas leyes españolas que regulaban la 
fuerza de la prueba testimoni^,l; la jurisprudencia no puede ser 
más terminante en el sentido que se acaba de indicar, y seria largo 
citar las numerosas ejecutorias que declaran, ya que aquel artículo 
no impone á los jueces y tribunales el deber de contar sino de pe- 
sar los testimonios, dejando á los juzgadores Ubertad prudente y 
racional de formar su convicción, y por tanto no se infringe cuan- 
do la apreciación, de la prueba no está basada en el número; ya 
que es de la exclusiva competencia de la Sala sentenciadora el apre- 



1 Tonllier. Droit civil, Liv. 3?, cap. 6?,.Bect. 2?, part. 2?, n? 32% Tom. 9?, pagos 309 
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ciar la fuerza probatoria de las declaraciones de los testigos traídos 
á los autos para justificar los hechos, y ya que contra esta ocul- 
tad no puede darse ni procede el recurso de casación/ 

El otro sistema, establecido en el art. 372 de nuestro Código 
de Procedimientos antiguo, es el que se reputaba admitido por el 
derecho romano en la ley 12, lib. 22, tít. 59 del Digesto, por con- 
tenerse en ella esta disposición: ^'Uhi4iúmerus textium non a^ 
citury etiam dúo suffiduntP T sobre semejapte teoría observa con 
mucha profundidad el jurisconsulto francés que hace poco acaba- 
mos de citar: que "en el expresado derecho no hay en realidad nin- 
guna ley que obligue á los jueces á sujetar su juicio á las deposi- 
ciones uniformes de varios testigos. Se encuentran en él, añade, 
únicamente dos textos que dicen que se necesitan dos testigos pa- 
ra formar prueba; pero el decir que dos testigos y no sólo uno, 
pueden hacer prueba, no es afirmar que sus deposiciones reunidas 
necesariamente la formen; y no hay en todo el cuerpo de ese de- 
recho ninguna disposición que así lo declare. Por el contnuío, 
muchas* hay que recomiendan al juez desconfiar de esa prueba y 
que le permiten desechar aun á4oá testigos que nó han sido ta- 
chados.*^ 

"Se debe examinar con mucho cuidado, según Oalistrato, la fe 
que merecen los testigos: ^^Testiumfides düigenter examinanda est? 

"El Emperador Adriano decide formalmente que los jueces pue- 
den saber mejor que el legislador la fe que se debe dar á los testi- 
monios: Tu magis scire potes guanta fides adMbenda sit textihmP 

"Papiniano, el Príncipe de los j urisconsultos romanos, asienta por 
último, que la conciencia de* los jueces debe suplir el silencio de 
la ley, puesto que tiene el deber de pesar hasta las deposiciones 
de los testigos cuya rejputacion es irreprochable á los ojos de 
la misma: Terumtamen quod legifms omissum estj non omitteiur 
religionejudicantium ad quorum officium pertinet ejus quoque tes- 
timoniifidemquod integme frontis homo dixerit perpendere.^ * 

1 Pantoja. Bepert. de la Jnrisp.; págs. 824 y 1072; Apénd. 1?, págs. 225 y 227; Apénd. 2! 
pág. 149;id.3?,pég.l99. 

2 Toullier, Lugar citado, págs. 307 y 308. 
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Y de todo esto ínflete el mismo jurisconsulto que, según, el ex- 
prej^^-deiedK), los jueces no estaban obligados á normar su jui- 
cio por las dedaraciones de los testigos, cuando no les parecían 
eo&cltiyentep; ouandoiH) ei^ bastantes piura persuadirlos; cuando, 
en^ una palata*a, no oonsiderabani probado el. becbo con ellas; 

Inspirada en las pi(^as ideas de aijuel segundo sistema, regu- 
lar áíA valor qae^ebedarse á la pfueba testimonial, se ha con- 
s&S^awUrla. ley 32, títuto 16, pc^rt^ 3^, que con otras del antiguo 
d^Decbo ei^aSdl^ determina que: ^^Boft testigos que sean de buena 
íamB>f e q^ «ean átales qvm no tos puedan descebar por aquellas 
eoea» qua mandaai las layes <te este nuestro libro, abonda para pro- 
bar tod<> pteyto en juyrio.^ T ya tamWeu los antiguos juristas que 
escñbieiXHi b«f|o#impefia de esas leyes deoian: ^'Que en albedrío 
del j ueéi estánls» prx^Dzas, y la fe que & los testigos se debe dar; 
y en tanto scb arlntrañas que puede el jue2i no darles crédito al- 
guno, as{ con^ persuadirse que dícenmáa T^ad unos que otros." ^ 
PerOy sobre todo, es notable y d^no^de tenerse presente lo que so- 
bre esas leyes exponen los más acreditados tratadistas modernos. 
• Uno de loB principal^, eomo lo es Oara^wyates, después de ob- 
servar las causas que han dado lugar á los dos indicados sistemas 
sancionados por las leyes en nmta^ia de prueba testimonial, y ad- 
vartíe que las de partida y oteas de los Códigos que les precedieron 
adoptaros^ el segundo de que venimos hablando, dice: ^'Que de las 
diapomcloneif expuestas, eivtre las cuales enumera la referida ley 32, 
se dednoe que al paso que ellas establecieron las reglas principa- 
les que 4ebian servir de norma al juez para apreciar las declara- 
dones de los te^ligos, d^aron vasto campo al^críterio judicial en 
la^pUcadoñ inmediata de estas reglas; puesto que el origen ó fun- 
damento de la fuerza i»*obatoria del testimonio consiste en la pre- 
soneion de que quiw le presta pudo observar y quiso d^cir exac- 
tamente la vefdad; y imesto que no puede saberse completamente 
los grad<»9 de fuerza que pierde 6 adquiere esta presunción hasta 
el momento de tomar Jas declaraciones, porque entonces es cuan- 

1 Bobadilla. Política; lib. 5?; cap. 3?, núm. 26. 
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— so- 
do 86 manifiesta no sólo la firmeza y verosimilitud de las mismas, 
sino basta las cualidades particulares del testigo en el orden fisico 
y ihoral.^ 

^^Asf, pues, agrega, aunque el Juezno podia calificar de prueba 
plena ó semiplena, la que la ley no consideraba como tal, podia 
dar aquella fuerza á las demás pruebas sobre que la ley. no pres- 
cribía regla determinada, y asimismo elevar ó disminuir los gra- 
dos de probabilidad de 1^^ determinadas por la ley, cuando concur- 
rian con otras que las robustecían ó desvirtuaban/ sin incurrir por 
ello en responsabilidad, ni dar ocasión á recurso de nulidad." 

En otra parte asienta: que ^^la ley, refiriéndose á la ya citada 
82, tít. 16, no ha dicho que deba tenerse siempre por prueba lo 
que declaren dos testigos en general, sino lo que declaren dos tes- 
Iñigos á quienes no se pueda oponer nada por razón de sus per- 
sonas ni de sus dichos." Y explicando después la disposición de 
otra ley de Partida que prescribe al Juez, en caso de que ambas 
partes presenten prueba de testigos, crea los dichos de aquellos 
que le parezca que dicen la verdad 6 que 436 acercan más á ella, 
pregunta: ^^|Pero cuándo se entenderá que dicen verdad los testi- 
gos ó que se acercan más á ellat El legislador no establece reglas 
sobre este punto, ni debia en efecto establecerlas. Siendo esto 
dependiente de cualidades particulares y de diversas circunstan- 
cias que, por lo común, sólo se manifiestan en el acto mismo de 
las declaraciones, y que pueden, en sus combinaciones múltiples, 
implicar deducciones distintas y aun contrarias, el legislador tiene 
que dejar al criterio judicial el cargo de apreciar cuándo aquellas 
aparecen y concuiTen respecto de los testigos que presentan las 
partes, y hasta qué punto influyen en las declaraciones para ocul- 
tar ó disfrazar la verdad." ^ 

Otros de aquellos tratadistas, Manresa y Beus, establecen que: 
^^Auuque dichas leyes (habla de las de Partida) sancionaron «1 
principio de que dos testigos contestes y libres de toda excepcioD, 



1 Tratado de Prooed. jadió., tom. 2?, núms. 99t, 1000, 1001, 1015 y 1022; p&gs. 244, 
246, 247, 252 y 256. 
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hacen prueba plena, también dejaron & la sana crftioa del Juez la 
apreciación y la fuerza probatoria de sus dichos, cuando «stos son 
contradictorios: Que dos testigos, aunque estén contestes y sin ta^ 
cha legal, no pueden hacer prueba plena, cuando sus declaraciones 
han sido desvirtuadas por algún otro medio de prueba, ó cuando 
los hechos sobre que declaran son inverosímiles en el ói*den natu- 
ral de las cosos, ó cuando no concurren en ellos las condiciones ne- 
cesarias para poder apreciar los hechos debidamente, sin temor de 
que puedan haber sido engañados." 

Y en otro lugar añaden: ^^Queda demostrada la sin razón con 
que, en nuestro concepto, jurisconsultos muy tespetables han cen- 
surado nuestro antiguo derecho, suponiendo haber suprimido en 
los Jueces el criterio humano, por obligarles á dar más valor al 
número que á la calidad de los testigos. If o; las leyes de Partida, 
modelo de rectitud y de sensatez, no podian sancionar tal absurdo: 
fieles imitadoras de las romanas, salvas algunas excepciones, de 
ese monumento imperecedero de eterüa justicia^ siguieron el prin- 
cipio por éstas sancionado, de dejar al criterio judicial la aprecia- 
ción del valor de los testigos.'^* 

El Tribunal Supremo de España ha pronunciado diversas reso- 
luciones en ese mismo sentido, cuando ha creído que se hallaba en 
el caso de interpretar todavía los preceptos de las referidas leyes. 
"La ley 32, tít. 16, Part. 3? (dice en una de sus sentencias), que 
fija con distinción de casos el número mínimo de testigos que son 
necesarios para hacer prueba, no puede infringirse por un fallo en 
que DO sea tenida por bastante esa prueba." Y en otra dice: "La 
declaración uniforme de dos testigos, no siempre ni con aplicación 
á todos los casos y circunstancias, justifica la verdad legal; porque 
lo dispuesto en esta parte por la ley 32, tít. 16, Part. 3^, no sien- 
do un precepto absoluto por las excepciones que contiene, se con- 
creta también al caso de que sólo haya dos testigos, y no compren- 
de ni pódia comprender aquellos en que declaran otros en diversos 
sentidos sobre el mismo hecho, ó en que se practiquen otras prue- 



1 Ley de Bnjmdaimonto oivU. Tom. 3?, paga. 5^7, 228 y 230. 
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bas en contrarío^ ni aplicarae tampoco á los dos testigos si no es- 
tán entecamente conformes, no sólo en lo sustancial de los hechos, 
sino en los accidentes que contribuyen á esclarecer la verdad."^ 

Pero lo más decisivo en este punto es la jurisprudencia estable- 
cida por este ilustrado Tribunal, sobre la aplicación del art 732 
del Código de Procedimientos derogado, que pertenece al sistema 
de que hablamos, y seria, como hemos dicho, el más vent^^joso á 
la inteneion de la pUrte contraria; pues vigente aún ese Oódigo, 
dictó ésta Sala su sentencia de 18 de Febi-ero de 1884, en cuyo 
Considerando 2? declara: ^^Que la apreciación de la prueba en el 
juicio debe hacerse por el Tribunal a qiio^ en uso de una facultad 
soberana que no tiene más limitación que la de sujetarse á las 
disposicibnes legales que determinan las calidades de la prueba; y 
que la Sala sentenciadora, al apreciar la prueba de cuatro testigos 
que produjo el actor con su superior criterio, usó de la facultad 
que le concede el art. 740 de dicho Código de Procedimientos, com- 
binando la pruebaí pitra cuyU operación no puede darse nna regla 
fija, ni por tanto fundarse un recurso de casación por £a>lta de pre- 
cepto expreso, no habiendo sido, por lo mismo, violados el citado 
art. 732 y demás que el rtecuiTcnte determinó en el negocio.'^* 

Después de lo alegado hasta aquí, í)areceria inútil insistir en 
alegar aún nuevas razones para poner completamente en daro, 
como evidentemente lo está, que no tiene fundamento alguno plau- 
sible la imaginaria infracción que se atribuye á la 4?^ Sala, con re- 
ferencia al art. 662 del Código de Procedimientos vigente, Pero 
como por lo menos se ha pretendido imputar á esa autoridad que» 
en el uso del arbitrio que le eoncede ese artículo, procedió capri- 
chosamente y de una manera arbitraria resistiéndose á dar pot 
justificado lo que realmente lo está por la prueba testimonial del 
actoi^ y no debo dejar que quede ni aun sombra de duda sobre la 
justificación con que ha obrado aquella, el Tribunal mé permitirá, 
con su conocida indulgencia, que afronte directamente ya la cues- 
* * ' 

1 Pantojs. Obra citada, págs 1075; y Apénd. 1?, p&g. 226. 

2 Anuario de Leg., seco, de oasao., auo 1?, paga. 57, 58, 62, 63, 171 y 182. 
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tion entrando en el examen del punto de hecho <iue ofrece, y pase 
en seguida á demostrar que dicha Sala no sólo no contravino á ley 
en ese punto, sino que lo &lló con toda rectitud y todo acierto; 
por mucho que esta cuestión esté fuera del debate según la natu- 
raleza del recurso interpuesto, y sea ajena de las elevadas ftincio^ 
nes de este mismo tribunal, llamado á ver las cosas desde ma* 
yor altura, estoes, en la esfera de la jurisprudencia, de las discu- 
siones pui^amente legales y de la sola aplicación del derecho. • 

El citado art. 562 exige, para que el juez pueda dar valor á la 
prueba de testigos, cuatro ooadiciones que deben concurrir simul- 
táneamente; y con relación á cada una de ellas, voy á considerar 
la que ha producido el recurrente, para ver si, como se supone, ha 
sido legítima y*capaz de justificar los hechos que se quieren dar 
por acreditados. 

La primera de dichas condiciones es que los testigos sean may(h 
res de toda excepción, Y la importancia que el diestro patrono de 
la parte contraria atribuye á los suyos, depende del arbitrio ya in- 
tencional ya involuntario á que siempre ha estado recurriendo, co- 
mo lo hizo en el informe de 2? instancia, de confundir los elementos 
que constituyen la idoneidad de un testigo, con los que lo hacen 
digno de fe. Ko son lo mismo testigos idóneos que mayores de toda 
excepción; los primeros son los que no están prohibidos de testifi- 
car, los que no tienen ninguna de las inhabilidades ó impedimentos 
que señala la ley para que puedan ser admitidos como tales testi- 
gos, que en nuesl^t) Oódigo están designados por el art. 504; los 
segundos son los que reúnen todos los requisitos que determina la 
misma ley, como lo hacen el art. 563 y otros de ese Oódigo, y su- 
gieren la prudencia y la razón según las circunstancias del caso 
para que el juez pueda descansar plenamente en la veracidad del 
testigo. 

Esta es una doctrina corriente y que se ha sostenido invariable 
en medio de los cambios y alteraciones que ha recibido el derecho. 
La enseñaban antes los viejos legistas, la enseñaron después los 
tratadistas posteriores á ellos, y la enseñan hoy los jurisconsultos 
actuales. 
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Entre los primeros la asentaron Maten y Antonio Gómez: 
^^Neo injure idem est idoneus testiSj atque omni exceptione major, 
licet enm plures hoc tenere videantur; quálitas majoritatifi omni 
eocoeptione cantinet in se plus quam idoneus testis.^ ^'Item adde, 
quod tales testes^ ad hoc utplene próbent^ d^ent essefidedigni et 
omni exceptione majores; etomnes dicuntur fidedigni et omni exeep- 
tione mejores qui nulla exceptione legitima repelli possuntj et leg& 
nor^ reperiuntur prohibiti.^ ^ 

Lo asentó entre los segundos Febrero: ^^Dos testigos hacen ple- 
na probanza siepdo hábiles, idóneos y tales que no puedan ser des- 
echados por razón de sus dichos ni sus personas. Tres son los gé- 
neros de tachas que se pueden oponer á los testigos. El primero, 
contra sus personas, diciendo que son inhábiles para testificar. . . . 
El segundo, contra su examen. ... El tercero, contra sus dichos, 
V. gr., por haber depuesto cosas contrarias, etc." ^ 

Entre los últimos lo asienta también Oaravantes: "Por testigos 
mayores de toda excepción, se entienden aquellos que están exen- 
tos de toda circunstancia que les impida declarar en juicio, bien 
absoluta ó relativamente por ser tachables, de suerte que por ra- 
zón de sus dichos y personas merezcan crédito.''^ TouUier, sobre 
todo, siempre filosófico y profundo en cualquiera materia, citaá 
Hubero, á quien califica de autor tan vedado en la teoría como en 
la práctica del derecho, que dice: ^^Summa distinctio est ut testes, 
aut prohiben penitusj aut repróbari duntaxat: Prohibentur qui 
plañe non audiuntur; reprobantur quibus auditis aliquid óbjicipO' 
testj quominusfidem niereantur,^ 

Observa en seguida que, según Lauterbach, consecuente con esa 
distinción, las personas se dividen en cuanto al derecho de atesti- 
guar en tres clases: 1?^ Aquellas á quienes la ley priva de ese de- 
recho, y que por este motivo no son testigos idóneos: 2? Las que 
lo son porque la ley no prohibe que se les admita, pero á las cua- 
* • 

1 üf atthfiDU. De re oriminali; Ocmtrov. ^, á núm. 26.— Gómei, Lib. 3? Yariar, cap. Í2, 
núm. 12. 

2 Febrero de Tapia. Tom. 4?, pág. 150, núm. 66; pág. 206, núm. 7. 
, 3 Tratado de Prooed., tom. 2?; pág. 150, núm. 993. 
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les Be puede reprochar que son capaces de alterar 6 destruir la fe 
que se podría tener en sus* testimoi^íos: 3?^ Aquellas á quienes no 
se puede poner tacha alguna, y que los autores llaman testes mn- 
niexc^tione majares^ quorum testímimio nihü óbjidpotestj quod 
fidem eorum dimimua. 

Y esclareciendo esas ideas, él por sí mismo establece: ^^Fodas 
las personas que no han sido formaIme^te privadas ó excluidas por 
la ley del derecho de atestiguar, se deben admitir como testigos, 
son testigos idóneos. Fero se ias puede tachar, reprobare^ es decir, 
que se les pueden reprochar hechos propios, para destruir 6 alte- 
rar la confianza de sus testimonios: esta es una facultad natural^ 
un medio de defensa de que la ley á nadie puede privar.''^ Tal es 
la doctrina" constante de todos los autores,, que este último repro- 
duce con relación al derecho romano y al derecho francés. T ya 
se ha visto que está también reconocida y autorizada por nuestro 
Código de Procedimientos actual. 

En desarollo de esa misma doctrina, exponen también los intér- 
pretes la libertad que tienen los jueces para tomar en consideración 
las circunstancias ó motivos de desconfianza que ofrecen los testi- 
gos, ya en sus personas ya en sus declaraciones, además de las 
causas que constituyen su falta de idoneidad para rechazar la fe 
de sus testimonios: ^^Possetjudex ex officio 3t(o, ex dictis defectibus, 
testes ipsos tamquam repulsos luiierej et eisfidem non adhíbere^'*^ di- 
ce Azevedo. Oaravantes, hablando precisamente de la regla que 
^'a la suficiencia del número de dos testigos para hacer prueba, 
dice: ^^Asf, pues, dicha regla no tendrá aplicación si concurriendo 
algunas de las causas de tachas, v. gr. parentesco, amistad, inte- 
rés en el negocio y demás que marca la ley respecto de los testigos, 
por no hciberse propuesto por la parte contraria^ viese el juez que 
influyen estas causas esencialmente en la imparcialidad de sus de- 
posiciones.''^ 

TToullier asienta: 'TJa prohibición no viene, no puede venir 

1 Droit oivU. Tom. 9, pág. 247, } 267 et 268. 

2 Aiseredo. Ad leg. Reo. Lib. 4?, tiV8?, Leg. 1?, ex núm. 13.— Oaravantes. Tratado 
dfiPíooedv tom. 2?, pág. 25$), núm. 1016. 
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mas que de la ley á la que el Magistrado deb^ obedecer. Éste no 
puede admitir nunca á dedarar aquellos' á quienes ella no consi- 
dera testigos idóneos, ó á quienes priva ó excluye del derecho de 
atestiguar. Las tachas, por el contrario, no proceden de la ley; por- 
que no son otra cosa que ta.les ó cuales hechos de donde se preten- 
de sacar inducciones capaces de destruir ó alterar la fe de lofi tes- 
timonios: Si nuestro Oódigo de Procedimientos indica seis en el 
art. 283, no se debe inferir de esta indicación ó enumeración, que 
haya querido limitar á este número las causas para tachar, cuyo 
número es ilimitado por la naturaleza de las cosas. Esta conse- 
cuencia importaría un gravísimo error. Las tachas, como hemos 
dicho, no son más qué los hechos objetados al testigo para impug- 
nar su veracidad; y estos hechos no se pueden prever, no se pue- 
den enumerar porque pueden variar hasta lo infinito; menos se 
pueden apreciar de antemano las inducciones á que dan lugar, pues- 
to que la exactitud de estas inducciones depende de las circunstan- 
das de cada caso particular. Es, pues, imposible por la naturaleza 
misma de las cosas, que la ley pueda fgar ó limitar el número de 
las tachas, y deben quedar necesariamente sujetas al juicio y á la 
prudencia del Magistrado.^ ^ 

Y no dejan de ser esos mismos principios los que hoy rigen en- 
tre nosotros, conforme al Código vigente de Procedimientos^ que en 
su artj 563 &culta al juez para calificar la fe que los testigos mere- 
cen, no sólo por las causas de inhabilidad que señala el 504, sino pcnr 
razón de los requisitos relativos á sui^ personas y á sus testimonios 
que determina en sus diversas fracciones: que en su art. 590 conce- 
de á las* partes el derecho de oponer tachas á los testigos respecto 
de sus personas, y el de alegar simplemente los vicios que hubiere 
en los dichos ó en la forma de las declaraciones, sin necesidad de 
que las hayan objetado en la forma; y que en los arts. 579 y 593, 
autoriza al mismo juez para que califique las* tachas cuando apa- 
rezcan de las mismas constancias de autos, cualesquiera que sean, 
aunque no se hayan opuesto por el litigante, haciendo esta califi- 
cación en. la sentencia definitiva, como la efectuó en el caso la Sala. 

1 Droit oiyU. Lib. 3?, tit. 3?, cap. 6?, secc. ^, part. Ti, tom. 9?; pág. iM9y nún. S71. 
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Esto supuesto^ do, se ha podido sostener sincera y i^acíonalmente 
que los cinco testigos presents^dos por la parte contraria, tienen la 
primera de las condiciones que requiere el art 562 de aquel Có- 
digo para hacer prueba. 

No; no pueden ser mayores de toda excepción^ testigos como D. 
Miguel Guinchar y D. Manuel Gallegos, que han tenido impedi- 
mento legal para declarar como tales, con arreglo á la fiaccion 8?^ del 
art. 504, por el interés á lo menos indirecto que tenian en el resul- 
tad<> del pleito, por haber intervenido como corredores en el negocio 
que ha sido objeto del mismo. Impedimento que ya establecía la ley 
36, tít. 16, Part. 3^, en consideración á tal interés, como lo obser- 
ban los autores: ^'JTnde si res perficitur^ halet inde corñmodíim; et 
datOj quodpretium non recípiat^ adhuc prcesumitury quod affectet 
(mnjpleri id, propter quod lahoravitj ne ei imponatur quod incaute 
se TidbueritP X es de notar que en la jurisprudencia de casación 
está decidido, por varias ejecutorias de la Oorte de Oasacion en 
Francia, que la apreciación del interés que los testigos pueden te* 
ner en el juicio, pertenece á las atribuciones soberanas del juez.^ 

No puede ser tampoco mayor de toda excepción un testigo co- 
mo D. Pedro Blanco, á quien no s§ puede atribuir la calidad que 
exige la fiacc. 3? del art. 563, es á saber, la de que el declarante 
por su probidad, por la independencia de su posición y por sus an- 
tecedentes personales tenga completa imparcialidad; pues no es 
posible reconocer tales circunstancias en un individuo que, de pú- 
blico y notorío, se hallaba en estado de quiebra cuando produjo su 
testimonio y se encuentra todavía en él, mediante el juicio sobre 
esa quiebra que está pendiente y se sigue en uno de los juzgados 
del ramo civil de esta Qapital. 

Y no pueden ser tampoco mayores de toda excepción los otros 
dos testigos, D. Julio y D. Autopio Barrios, respecto de los cua- 
les no consta ni que hayan sido vecinos de esta ciudad cuando de- 
clararon, ni que fue;*an conocidos de la parte qpntra quien dieron 
su testimonio. Pues en cuanto á lo primero, sólo expresan los dos 

1 Gregorio López, Glosa 1» á la ley que se cita.— Toullier, obra eitada*, tom. 1?, pá- 
gina 246, nota al nám. 266. 
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que son naturales de Zacatecas y la calle donde vivían entonces 
aquí, pero no manifiestan si estaban domiciliados 6 eran única- 
mente transeúntes en México; y en cuanto á lo segundo, tengo 
necesidad de repetir aquí, como lo expuse ya al tiempo de mi in- 
forme en los estrados de la segunda instancia, que estaba autori- 
zado por D. Miguel Oastillo para asegurar que ni los conocía ni los 
habia visto nunca; debiendo ahora añadir que esto mismo sucede 
respecto de D. José M? Flores, y que además tampoco hay cons- 
tancia alguna en los autos de que dichos testigos fueran conocidos 
del Juez que intervino en el juicio. 

Y sin eniibargo, una y otra de las dos circunstancias que se han 
designado, son necesarias para que los testigos puedan hacer fe y 
merezcan plena confianza. '^La ^uarta, dice Febrero hablando de 
esas circunstancias, es que sean vecinos ó residentes en el pueblo 
y no transeúntes;'^ y en otra parte: ^ITo hace fe en juicio el que 
no es conocido del Juez y de la parte <5ontra quien se presenta.'' 
"La pregunta sobre la vecindad, dice Caravantes refiriéndose al 
art. 315 de la ley de Enjuiciamiento Española, que previene se in- 
terrogue al testigo sobre su vecindad, tiene por objeto averiguar 
en caso necesario, el carácter y conducta del testigo, buscarle y 
castigarle si es peijuro, y otros fines conducentes al colitigante."^ 
Lo mismo enseñan Manresa y Beus; y los.arts. 627, 628 y 665 
prescriben expresamente, en nuestro Código de Procedimientos, 
que se haga constar en todo caso esa circunstancia respecto délos 
testigos, señalándola como una de las que deben servir para apre- 
ciar el valor de sus testimonios. 

Esto en cuanto á las tachas personales que presentan los que 
constituyen la prueba de la parte contraria. Porque en cuanto á 
su examen ó forma de sus declaraciones, es por demás viciosa esa 
prueba que ha 3ido rendida sobre la base de pregunt^^ bien m-e- 
gulares y reprobadas por la ley. 

"Las declaraciones sobre preguntas particulares y sugestivas! y 
no genéncas é indirectas, como deben ser, son sospechosas; porque 

1 Febrero, tom. 4?, pág, 134, núm. 33; y pág. 136, núm. 34.~Caravantes, tomi 2?, 
pág. 231, núm. 959. 
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así las respuestas se dan por los que tienen interés en sugerirlas y 
no por los preguntadt)S9 que asienten á ellas por no desagradar al 
que pregunta," dice uno de los autores más prácticos de los que 
hemos citado.^ La ley 2?, tít, 12, Part. 3? mandaba que las pre- 
guntas de los inteiTogatorios en* juicio, se hicieran ^^en cierto e por 
pocas palabras, non embolviendo muchas razones en una, de ma- 
nera que el preguntado las pueda entender, e responder ciertamen- 
te á ellas." Lo mismo asientan los ya enunciados comentadores de 
la ley de Enjuiciamiento Española, observando que las preguntas 
deben expresarse con claridad, dirigiéndose una sobre cada hecho 
que se ha de probar, para que no haya ambigüedad ni confusión 
en las respuestas. Y el^irt. 509 de nuestro Código de Procedimien- 
tos dispone que: ^^os interrogatorios de preguntas y repreguntas 
deben ser concebidos en términos claros y precisos, proeuj*ando 
que en una sola no se comprenda más de un hecho, y no hechos 6 
circunstancias diferentes." 

Las preguntas del Sr. Noriega á sus testigos, dirigidas á com- 
probar la autorización general concedida por Plores á Castillo pa- 
ra contratar, y la particular para cele})rar el contrato que se versa, 
son las siguientes: 

Segunda de los dos interrogatorios que exhibió: ^^¡Si saben y 
les consta queD. Miguel Castillo es dependiente de D. José M?^ 
Flores y lo era en Febrero último!" Pregunta que, como se ve, es 
esencialmente defectuosa en vista de las doctrinas y preceptos lega- 
les anteriores; porque no envuelve la afirmación precisa, clara y 
cierta del hecho que se trató de acreditar, esto es, de la primera 
de las autorizaciones referidas. Decir que una persona es depen- 
diente dé otra, no es decir que esté ocultada para contratar á nom- 
bre de ésta; ni el derecho supone como consecuencia legal y nece- 
saria, que tiene semejante representación ó ocultad aquel á quien 
se ha conferido en general y simplemente ese carácter. 

Tercera de ambos interrogatorios: ^^¿Si saben y les consta que 
Castillo' celebra contratos sobre venta dé fi:ütos de Oacalco, pro- 



i Febrero en la obra citada, pég, 146, núra. 56. ' r^ i 

Digitized by VjOOQ IC 



— 60 — 

piedad de D. José Mf Floresr Pregunta del mismo género que 
la que precedo y que envuelve el mismo defecto de falta de 
certidumbre, claridad y precisión para establecer el hecho que se 
trataba de comprobar, porque aun suponiéndola verdadera, y aun 
dando por exacto que el Sr. Castillo celébrala algunos contratos 
sobre venta de dichos frutos, de que loa declarantes pudieran te- 
ner conocimiento, esto no justifica que estuviera en general auto- 
rizado para contratar á nombro del Sr. Flores, ni celebrar todos 
los que se le ofrecieran. 

Cuarta del primer interrogatorio y OQtava del segundo: "jSi sa- 
ben y les consta que Dr Miguel Castillo, en representíicion de*D. 
José M? Plores, en fines de Febrero último me vendió, en repre- 
sentación de D. Remigio Noriega, veinticinco mil arrobas de azú- 
car de Oacalco en la garita de México, pago al contado, de las cla- 
ses y precios siguientes, etc.?" Y esta pregunta es tanto ó más 
viciosa que las anteriores, por sugestiva y complexa. 

Complexa, según la pluralidad deliechos comprendidos en ella: 
que se celebró la venta que expresa; que fué hecha por las pei'so- 
nas que determina en representación dé otras; que tuvo lugar en 
tal fecha; que la materia sobre que versó fueron veinticinco rail 
arrobas de azúcar de la hacienda de Qacaloo; que el precio se de- 
bía computar puesta el azúcar en la garita de México; que su pagó 
debia ser al contado, y que las cuotas fijadas para éste eran las 
que se especifican según las diversas clases del efecto yendido. De 
modo que la pregunta no puede ser menos en cierto ni envolver 
mayor número de razones, tal como dicen la ley de Partida y los 
demás textos citados, que producen la más completa ambigüedad 
y confusión, y no permiten saber con certeza, si los testigos han 
tenido la intención de asegurar la verdad de todos y cada uno de 
esos hechos, al responder en globo y simultáneamente con una afir- 
mación simple y general la pregunta que los comprende. 

Sugestiva, por la minuciosidad y especificación con que está re- 
dactada, con cuyo arbitrio &cilita y anticipa el interrogante á los 
preguntados la contestación que han de dar, según k) observan 
los referidos textos; y sobre todo, por la manera vaga con que está 
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propuesto eu ella el punto sobre la representación, que es el de 
que se trata, enunciado así de' paso y como entre paréntesis, para 
arrancar á los testigos indirectamente la aseveración sobre ese puQr 
to de una manera involuirtaria y desapercibida para ellos. 

Sexta. del primer interrogatorio y novena del segundo: "jSi sar 
ben y les consta que D. Miguel Castillo trataba este asunto cou 
arreglo á las instrucciones del Sr, Plores!'' Igualmente ilegal por 
la vaguedad de sus términos, que no declai-an cuáles fueron las 
instrucciones dadas de que babla, para saber si al contratarse ob- 
servaron; y en caso de darle una significación mas explícita, supor 
niendo que lo que so quiso decir es que Plores habla dado á Cas- 
tillo instrucciones para que ajustara el contrato bajo las bases que 
particulariza^n las preguntas 4?'y 8?, entonces la presente es toda- 
vía más ilegal, por hallarse comprendida en la prohibición de los 
arts. 610 y 511 del Código de Procedimientos; de los cuales el pri- 
mero prescribe que sobre los hechos probados por confesión judi- 
cial, no podrá el que los haya confesado rendir prueba de testigos, 
y el segundo dispone que tampoco podrá producirla el articulante 
respecto de los hechos que afirmare en las posiciones, en los cua- 
les se le debe tener por confeso conforme al art* 435. . . 

Pues antes de formular sus interrogatorios el Sr. Noriega, habia 
articulado posiciones al Sr. Plores, afirmando en la 7? el hecho de 
que éste le habia dirigido á la hacienda de San Carlos la carta que 
acompañó á su demanda, y en la 9? el de que á fines de Pebrero el 
mismo Plores puso á Castillo el telegrama que obra en los autos, 
en cuyos documentos consta que el primero de éstos pretendía ma- 
yores precios por el azúcar que los que se suponen en aquellas prer 
guntas, y dio instrucciones al segundo para que no admitiera otros; 
hechos confesados por lo mismo por dicho Sr. Noriega, contra los 
cuales no ha podido rendir prueba de testigos, formulando las 
preguntas 6^ y 9?, para acreditar que tales instrucciones hablan 
sido diferentes délas que aparece por su confesión que dio el inte- 
resado. 

Sétima del segundo interrogatorio: ^^Sí es cierto y le qpnsta que 
hablando D. Remigio JTorie^ con D. José María Plores (en Oa- 
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calco), delante del testigo sobre precios del azúcar, manifestó el 
segundo al primero que podia tratar de este asunto en México con 
el Sr. Oastillo, que era el encargado de la venta y quien tenia su 
autorización é instrucciones al efecto.'^ Última relativa al punto 
que nos ocupa de esa autorización, y que si se ha de entender en 
el mismo sentido que la anterior, dirigida á buscar la comptoba* 
clon por testigos del hecho de haber tenido Oastillo facultad ó ins- 
trucciones para contratar xon las calidades que se supone que lo 
hizo, es de todo punto contraria,* como acaba de verse, al precepto 
expreso de la ley. 

Por lo que toca ahora al contexto mismo de las deposiciones de 
los testigos, ó sea al tenor de las respuestas emitidas por ellos so- 
bre las preguntas antes enumeradas, ya se puede comprender que 
encierran todos los defectos y vicios correlativos á los que ofi-ecen 
estas últimas; y á reserva de anotar, como lo seguiremos haciendo 
en adelante, según vaya siendo oportuno, los demás de otra espe- 
cié que tienen en abundancia sobrada para considerarlas bien poco 
dignas de fe, debemos creernos por ahora suficientemente autori- 
zados para deducir de lo dicho: que la pinieba testimonial de la 
parte contraria carece de la primera de las condiciones que para 
ella requiere el art. 562 de nuestro Código de Procedimientos, por- 
que los testigos que la forman no han sido por cierto mayores de 
toda excepción, ni en cuanto á sus personas, ni en cuanto á su exa- 
men, ni en cuanto al fondo mismo de sus declaraciones; y que, en 
consecuencia, esto sólo bastarla para legitimar el juicio formado 
por la Sala sentenciadora cuando la ha desechado, conforme al 
aVt. 568 de dicho Código, que declara sin valor legal ninguno, las 
pruebas rendidas con infracción de lo dispuesto en sus demás pre- 
ceptos concernientes á este punto. 

La segunda de aquellas condiciones es que los testigos sean uni- 
formes, esto es, que convengan, no sólo en la sustancia, sino en los 
accidentes del acto que refieren, ó aun cuando no convengan en 
éstos, si no modifican la esencia del hecho. Y á este respeoto apa- 
rece de los autos que, sobre las preguntas 2?, 3^ y 4? del primer 
Interrogatorio, iguales á la 2?, 3?^ y 8? del segundo, declaran de 
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conformidad expresando ser cierto su contenido, los cinQO testigos 
del Sr. Noriega; sobre la 6? del primero, 9^ del segundo, depusie- 
ron afirmándola igualmente como cierta, tres de esos testigos, D. 
Miguel Guinchar, D. Julio y D. Antonio BaiTios, por haber ma- 
nifestado los otros dos que no les constaba; y sobre la 7? del se* 
gundo interrogatorio, dirigida únicamente á D. Manuel Gallegos, 
aseveró sólo éste que era verdadera. 

Pero ni aun esa concoi*dancia ó uniformidad, que únicamente 
determina la fe que los testigos merecen, cuando concurren en 
ellos las demás calidades que deben tener conforme á derecho pa- 
ra establecer su veracidad y producir la convicción en el ánimo, 
abona en el cas^ la prueba testimonial del Sr. Noriega; porque la 
consonancia que presentan aquí aquellas declaraciones, no es la 
uniformidad concienzuda, independiente y sincera que requieren la. 
pradencia y la ley para poder descansar en la confianza de los tes- 
timonios, sino una uniformidad sospechosa, de compromiso y condes-* 
cendencia, que se revela por el tenor de las respuestas dé los testigos, 
emitidas secamente^ como de concierto y de una manera preconce* 
bida^ por medio de. una frase de simple fórmula y de estampilla. 

'^iQué confianza puede merecer un testigo (dice uno de los es*. 
critores filósofos que frecuentemente hemos estado citando), qua 
afirma secamente el hecho aislado de sus circunstancias, aunque 
no sea sino las más principalest La demasiada sequedad en sus 
deposiciones induce natumlmente á pensar, ó que no ha fijado bas- 
tantemente su atención, ó que carece de memoria, ó que se pro- 
pone callar algunas circunstancias importantes." 

"La certidumbre se aumenta con el número de testigos, cuando> 
se ve que no han podido concertarse y que sus declaraciones no 
son una lección preparada que repiten como papagayos." 

^^Los testigos cuyas deposiciones están calcadas las unas sobre las 
otras, destruyen la confianza en lugar de inspirarla: Utrum unum 
eumdeM que sermonem meditaium atíulerint^^ como lo inculcaba 
una ley romana á que se refiere aquel escritor.* 

1 Tonllier. Obra citada, en el mismo lugar, pág 2i2, núm* '257, pág. 301, núm. 317^ 
y pág. 321, núm. 334. 
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De modo que no por aparecer contestes, merecen mayor fe los 
expresados testigos que han estado de acuerdo en las preguntas 
arriba especificadas. Y por lo que toca á la declai*acion que el tes- 
tigo Gallegos rindió exclusivamente sobre la suya, siendo, como es, 
singular, es inútil añadir nada respecto de ella, supuestos los pre- 
ceptos y doctrinas legales que consideran esta clase de declaracio- 
nes como bien poco dignas de fe para poderlas tener como prueba. 
De consiguiente, y de todas maneras, resulta que la testimonial 
producida por la otra parte en el juicio, no llena la segunda de las 
condiciones exigidas por el art. 562 del Código de Procedimientos. 

La tercem es: que los testigos declaren de cknda cierta^ esto es, 
que Layan oído pronunciar las palabras, presenciando el acto, ó vis- 
to el hecho material sobre que deponen. Y tampoco concurre esa 
condición en los de este juicio. 

Los que atribuy^Q á D. Miguel Castillo, contestando la respec- 
tiva pregunta, el carácter de dependiente, se podrán considerar 
como presenciales de este hecho, hasta cierto punto, haciéndonos 
así mucha fuerza y violencia en el raciocinio, porque hayan visto 
tal vez á aquel, jiunque no lo expresan, desempeñar algún servicio 
de tal dependiente en la casa del Sr. Plores. Pero Como ía existen- 
cia de esa calidad en el mismo Castillo nada prueba directamente 
respecto del hecho que se trataba de acreditar, que era el de su 
autorización para celebrar contratos; silo que se supone es que los 
testigos, al afirmar que era dependiente, afirmaron ó quisieron 
afiripar también con esto de un modo implícito, que tenia taljau- 
torizacion; respecto de este punto no han sido ni se pueden tener 
como presenciales, y sus declaraciones no pasan de presuntivas, 
porque envuelven la simple ini^uccion dequeiin dependiente, sólo 
porque lo es, está ocultado pa^ conti-atar á nombre de su princi- 
pal. Y bajo este concepto carecen de^todo valor. 

El art. 563 de dicho Código, en su ñac. 4?, exige paia que lo 
tengan, que el hecho de que se ti'ata sea susceptible de ser cono- 
cido por medio de los sentidos, y que el testigo lo conozca por sí 
mismo y no por inducciones. Y los autores, fundando y expUcan- 
do la racionalidad de semejante precepto, dicen: que es necesario 

Digitized by V^OOQlC 



— 65 — 

que los testigos depongan de positivo y de ciencia cierta, no de 
parecer ó de creencia, lo que percibieron por los sentidos; pues es- 
ta deposición, como que dimana de conjeturas y nada añrtna, sólo 
induce una presunción, y por lo mismo no puede hacer fe.^ 

Otro tanto debe decii*se de los que declararon en el caso, sobre 
la pregunta en que se les interrogó si el referido D. Miguel Castillo 
celebraba contratos de venta de frutos de la hacienda de Oacalco. 
Por mucho que se les quiera tener como presenciales, porque ha- 
yan podido estar presentes á la celebración de alguno ó algunos de 
eso» convenios; como este hecho no justifica por si mismo que tu- 
viera autorización general del Sr. Flores para contratar, es necesario 
Buponer, como en el caso anterior, que los testigos con solo asegu- 
rar la verdad de los contratos que vieron celebrar, aseguraron tam- 
bién que aquel estaba ocultado, en consecuencia, para ajustar 
siempre los que ocurrieran. Y en este segundo punto, no son ni 
pueden ser testigos de vista ó de ciencia cierta, sino que sus decla- 
raciones son de pura inducción y credulidad; inducción que nada 
tiene por cierto de legítima, porque de casos determinados no se 
puede sacar una consecuencia general y absoluta: de proposiciones 
particulares no se puede inferir una universal, decian los lógicos 
escolásticos; máxima que todavía hoy es exacta, porque po han 
cambiado las leyes del raciocinio y de la naturaleza de las cosas. 

Así es, que son aplicables á aquellos testigos las doctrinas que* 
se asientan sobre este particular: ^^No es lo que cree, sino lo que 
sabe y lo que sabe de ciencia cierta, lo que se pregunta á un testi- 
go y lo que se espera saber de él: ^^Testes débmt úeponere^ sic esse^ 
vd non esse; non autem, se oredere aut non credere.^ Se debe dis- 
tinguir cuidadosamente entre los hechos que un testigo ha visto, 
y las consecuencias que saca de ellos; porque pueden ser verdade- 
ros los hechos, y &lso el juicio que forma sobre las causas y sus 
oonsecuenciaSé Puede haber visto bien y razonar mal, y por eso es 
preciso distinguir entre lo que los sentidos pueden demostrar y lo 
qae la sana razón puede inferü:.'' ^ 

1 Febrero^ lugar oitadO; pág. 133, núm. 33. 
8 TotülíeT; paga. 243 y 344, núms. 259 y S61. 
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Ea lo relativo á la pregnnta 4?^, no es menos exacto que los re- 
petidos testigos tampoco se pueden fttlificar'de presenciales, ni han 
declarado de ciencia derta^ cuando la contestaron afirmando (en 
el caso do que obraran sobre esto de una manara intencional y re* 
fiexiva), que Castillo hizo la renta á que ella se refiere en repre- 
sentación de D. José María Flores; porque no estando presente en 
^se acto el Sr. Flores para que los testigos vieran que éste habla 
conferido esa representación, ni habiendo expresado ellos en su de« 
claracion que lo hayan visto conferírsela en*oti*o lugar ó de otio 
modo, solo se puede suponer que supieron que Castillo la tsfii% 
porque éste así lo dijo, y manifestó que obraba en virtud de ella 
en el mismo acto. 

Pero entonces, los declarantes no conocieron el hecho por si nüs^ 
mos; no oyeron directamente del interesado la expresión de su vo- 
luntad, facultando á la p^^ona que se dice haber contratado en m 
nombre para que lo representara en dicha venta, como lo exigen 
la fi*accion 3? del art. 562 y la 4? del 563 anteriormente citadoS) 
para que los testigos sesm presenciales; sino que supieron aquel 
hecho con referencia á otra persona;«han sido testigo rigurosamente 
de oídas al tenor de k) que expresa este último artículo. Y enton- 
ces, ya se cocrsí&ere á D. Miguel Castillo como extraño y desinte- 
resado en este juicio, ya se le tenga como parte, según tan infbn* 
dadamente lo ha pretendido alguna vez el recurrente en su escrito 
de casación, siemj^e los testimonios producidos en el punto de que 
se trata carecen de todo mérito y de toda importancia probatoria 
porque en el primer caso están -comprendidos en las disposiciones 
de aquellos artículos que desedmn los testimonios de oí&ts; y en 
el segundo, dándoles demaoíado valor, apenas se podrían r^Nitar 
como constancia de una confesioR extrajuAída}, que conforme dX 
artículo 550 no se debe tener en oonsidecadon como prueba. 

Menos se pueden tener todavía esos testimonios como de ciea^ 
cieita é conocimiento propio, en lo concerniente al hecha de que 
D. Miguel Castillo trataba el asunto de la venta con arregle á las 
instrucciones del Sr. Flores, con cuya afirmación se supone que el 
primero tenía anticipadamento estas instrucoioDea y que loa testi- 
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gos a«í lo fiabian. Porque si tsA denda no la adquirieron del mismo 
modo que la del beeho anterior^ es decir, por el propio Castillo, en 
cuyo caso les son nuevamente aplicables las observaciones que aca- 
bamos de hac(^; ellos tampoco expresan si vieroi^ ú oyeron que el 
interasado diera esas instrucdones, ó cómo tuvieron conocimiento 
de los términos en que fueron comunicadas, como era necesario 
para que mefeoieran fe como presendales: ^^Debe atenderse tam- 
bi^i al contenido de la declaración, dice uno de los autores que 
antes hemos citado, para fijar el grado de credibilidad de la misma; 
el testigo ha de fundar el conocimiento de los hechos y demostrar 
su presencia en el lugar del suceso, para que merezca fe.'' ^ 

Mas esto nos conduce ya á hablar de la razón en qu% los testi*- 
gOB contararios han fundado su dicho, de que nos vamos inmedia- 
tamente á ocupar, no sin hacer antes una observación iipportante; 
y es la de que el testigo Gallegos, ni siquiera ha podido declarar 
como testigo presencial sobre el punto de la representación con 
que se dice haber obrado Oastillo y D. íñigo Noriega en el acto 
de ]a venta que expresa la referida piegunta 4^, sin aparecer con la 
nota de &lso; p(H^ue el hecho á que se refiere esa pregunta se su- 
pone ocurrido en fines de Febrero de 1882 (el 27 del mismo según 
Ift veriíoQ de la pmrte oontearia), fedia en que Gallegos estaba au- 
sente de Méxioo y andaba con D. Beihigio Noriega por las haden- 
das de Oaealco y San Oárlos, según está acreditado en los autos. 

Otra observaeicm importante es que la deposición de ese mismo 
testígio, solNre la pregunta 7? de su interrogatario, acerca da la ma* 
nifestadim que asegura haber hedió en su presencia Flores al pro- 
pio D. Bemigio mi áiébsk badenda de Oaealeo, expresándole que 
podía tratar eon Oastillo en México, pcH*que él tenia su aubniza- 
clon é instrucciones al efecto; fuera de ser singular y única como 
ya se ha indicado, no importa también teas que testimonio de con- 
fesión extrajudieial, iosufidente para hacer fe eonfiírme á )m pre^ 
eeptos leales igualmente dtados, y es contraria ala cimfetfon ju- 
dicial expresa del aotor sebre el tdegrama y carta entes referidos, 



1 Caravantes. Tom. 2? de su c^ra, yág. Í66, núm. 1083, 
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Bobre cuyo contenido no ha debido admitirse, como prohibida por la 
ley, y es, de consiguiente, inepta para constituir prueba atendible. 

La razón m que deben fundar los testigos su dicho, es la 4? y úl- 
tima condición exigida por el art. 562, de que nos resta ahora ha- 
blar; y en este punto el juicio formado por Ta Sala es perfectamen- 
te exacto ó incontrovertible, cuando asienta que ninguno de aque- 
llos en el caso, ha dado raaon fundada ni no fundada de su dicho, 
así en cuanto á la autorización general para contratar recibida por 
Castillo de Plores, como en cuanto á la especial para el contrato 
de que se trata; porque respecto de la una, ninguno de ellos depo- 
ne sobre actos conocidos por los mismos ó sobre pluralidad de con- 
tratos que* hubieran visto ó presenciado celebrar al primero en re- 
presentación del segundo con autorización de éste, por orden ó ñb- 
cultadesque le hubiera concedido; ni expresan cómo, cuándo y en 
qué términos se otorgaron esas facultades y la causa porque pre- 
senciaron tal concesión ó autorización; y respecto de la otra, tam- 
poco expresan cómo, cuándo y en qué términos facultó Flores á 
Oastillo para que celebrara el contrato, revelándose de una mane- 
ra notoria que no vieron ni presenciaron acto ninguno que impli- 
cara la propia autorización. 

Y si es cierto que las declaraciones de los testigos no contienen 
sobre esos puntos la menor advertencia ó explicación, como lo re- 
conoce en su escrito la parte contralla, pretendiendo solo que aque- 
llos no necesitaban legalmente hacerla para ser creídos, es claro 
que la Sala ha tenido plena y fundada justicia para decidir que los 
testimonios que se han producido, no solo no están autorizados con 
razón suficiente para descansar en ellos, sino que ninguna abso- 
lutamente se produjo, ninguna que pudiera hacerlos dignos de 
crédito. 

Porque las circunstancias esas que enumera la Sala, y que sir- 
ven para juzgar sobre el conocimiento que los testigos han podido 
tener de los hechos, sobre su vei*acidad y sobre la intención que 
los anima al referirlos, es lo que se considera en derecho como ra- 
zón suficiente de su dicho, conforme á lo que enseñan todos los in- 
térpretes. ^^En el examen de tesigos, dice Febrero, se han de ob- 
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servar varías circunstaocias Interrogándolos sobre los pantos si* 
guientes: si oyeron á los litigantes ó á otro lo que deponen, cuán- 
áOj en qué paraje y cómo se llama el que lo dijo; ó si lo vieron, en 
qué dia y lugar sucedió, á qué hora y quiénes estaban presentes; 
si conocen & los colitigantes, desde cuándo, con qué motivo, por 
qué saben lo que declaran; cuál fué la causa del hecho litigioso y 
de moverse el pleito, si lo tienen por cierto, en qué fundan esta cer- 
tidumlH*e, ó si lo creen y por qué, de suerte qu^ den razón de §u 
dicho, pues no dándola no sirven." ^ # 

Oaravantes dice tambieni ^^Han de tener los testigos cono- 
cimiento de lo que manifiestan, debiendo mostrar la causa ó razón 
por qué saben lo que declaran^ si es por haberlo visto ^ oído, cuán- 
do, á quién y en dónde, ó como expresa la ley 26, tít. 16, Part. 3?:, 
si lo saben por vista, por oído ó por creencia, para que el Juez 
pueda apreciar la fuerza probatoria de su declaración, pues ésta 
tendrá mayor ó menor eficacia según el extremo á que se refiere 
el testigo,'' Y en otra parte: "el Juez en el examen de los testigos 
debe, por medios razonables y observando la imparcialidad corres- 
pondiente, procurar que digan la verdad de lo que sepan, pregun- 
tándoles con este objeto sobre las circunstancias que juzgase ne- 
cesarias, para que resulte la razón de su dicho y darídad en sus 
deposiciones, como por ejemplo, el dia, hora y lugar en que suce- 
dió lo que dicen, las personas que se hallaban presentes, etc." ^ 

Por donde se ve que no es cierto, como asienta la parte contra- 
ria, que la Sala aumentó los requisitos que exige el art. 662, p{u*a 
que hagan fe los testigos, con infracción de ese artículo, queriendo 
que no solamente declarasen los presentados por ella, que existia 
la autorización, según lo hicieron de una manera precisa (cosa que 
tampoco es exacta); sino que además dgeran cuándo, cómo y en 
qué términos se habia otorgado^ cuyas circunstancias, se dice, que 
podism haber sido materia de repreguntas, sobre las cuales no ha 
habido motivo para que declararan los testigos, penque no se hi- 
cieron por parte de Flores. 

1 Tom. 4?, pág. 144, núm. 54. 

2 Tom. 3?, p6f . 223; ntüm. 944; y p%. 239; núm, 976. 
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KadA de eso tiene el menor ftind^mentOy ni merece la menor 
atencicHi, pues las anteriores dooMnas y el simple buen sentido de- 
muestran, que la afirmación sda que hace un testigo del hecho; co« 
mo lo es en el caso la de haber declarado que existía aquella au« 
torizadon, no es ni puede ser la razón de su dicho, porque la una 
debe ser diversa de la otra: ^^Bt oMe, quod non esset l<ma ratío, 
ti ratio Ídem contineret quod áictum^^ como advierte Gregorio L6- 
p^z en la glosa á la ley arriba citada. Y el cuándo, cómo y en qné 
términos se ha orificado el hecho declarado por un testigo, que 
parece al Sr. Lie. Icaza tan amplia y abundante explicación de su 
ciencia, no es apenas sino la más lacónica y menos explícita razón 
que se le debe exigir de su dicho, de la cual depende todo el valor 
y la fuerza de su testimonio: Tota enim próbationis virtus statin 
rátíoncy quam dat teatis.^ 

Ella, y las circunstancias ó datos que la constituyen, podrán ser 
y son en efecto frecuentemente objeto también de las repreguntas 
que se hacen á los testigos, por la importancia natural que tienen 
esas circunstancias para poner á prueba su fidelidad y descubrir 
tal vez la malicia con que se expresan, y por el descuido y ligereza 
que suele tenerse en examinarlos sobre ellas, no obstante el carác* 
ter de necesidad esencial que la ley atribuye á este requisito, pre- 
viniendo que se obseiTe estrictamente por el juez, aun de oficio, 
en las declaraciones testimoniales. Pero eso no impide que dichos 
testigos estén, ipso jwrej obligados hasta de propia voluntad sin 
que intervenga interpelación, y mncho más cuando se les pregun- 
ta, á justificar su testimonio eon los informes que les d^en servir 
de raiíon y de fundamento, al tenor de lo que ha juzgado la Sala; 
so pena de que se les deniegue todo crédito y se desechen como 
ineptos para constituir una prueba legítima, según fué deeldfdo 
con el mejor acierto y la más plena justicia en la sentenda que se 
pretende impugnar. 

Oonduyamos, pues, con que sólo hadendo supuesto fólso sofafe 
los méritos que ofi*ecen los autos (en cuyo caso no procede nunca 
el recurso interpuesto), es como ha podido imputarse á la Sala la 
infracción de los artículos que se dtao^ con re&reoda aJ juido for- 
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mada por ella en el punto sobra que versa el Oomddef ando mi oue»-. 
tíon; una vez que, ya se atienda al derecho de.apreciaoion que fe** 
galmente tienen los Tribunales para calificar la prueba^ de que se 
trata, ya á la manera con que aquí se hizo uso de ese derecho, eá-. 
timándola de hecho con tanta exactitud como racionalidad y jus-t 
tici% resulta que no sólo no se han infringido, sino que se han apli- 
cado de la manera más concienzuda aquellos artículos.^ Y en.esta 
virtud pasemos á examinar los puntos de controversia que ofrece» 
el Considerando 5S, inmediato en número al anterior, en la enu*. 
meraciou que hemos hecho de los rdativocr á la materia sobre qu& 
versa la parte de que ahora tratamos en el presente informe» 



II 



En ese Gonsiderando la Sala se ocupa de la otra prueba aducida 
de.ecmtrario para justificar la repetida autorización del Sr. Flores 
en &vor de OastíUo, que consiste en la confesión ficta, por haber^ 
sido Flores declarado confeso respecto de las posiciones que se la 
articularon. Y á ^ecto de demostou* que estas pomeiones no ha- 
cen prueba por la sola circunstancia^ de haberse pronunciado seme- 
jante dedaradon, la misma Bala ooorienza por decin que la wnfe- 
moa ficta jamás puede ten^ más fuerza que la confesión e^presaf 
y que si tratándose de la segunda, á pesar de la calificadon piovi*' 
áoúBl de las posiciones hecha por el juez, como la debe hacer sin- 
recurso alguno confirme á la ley, y de las e^pHcitas y darás con* 
felones del absolvente, el mismo juez tiene al dictar su fallo jurís* 
dicckm y fiíraltades expresan para calificar la k^idad de las ¡nre^ 
guntas bajo todos sus aspectos, y po9 tanto, el valor juriaco de 
esas confesioBee^ oomo también lo previene la ley: con mayoría de 

1 Pantoja. Eepert de la Jaridp., págs. 552, 877, 880, 892; Apénd. 1?, pág. 35; id. 2?^ 
págB. 115) 158; 3?, págs. 40 y 41.— Véase también en la obra principal, págs. 550, 858/ 
862, 864, 865 y 879. 
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TsoM^ymn en aoseiiota de dispdBioion expt^a^ téúAfá el jaeí 
esas fiículted^ tratándose do cooftiftiotitfictay á pesafdé fo trjécis 
tona que pon&ma la de^Iaifaoion dé eenfeso eñ rébdW^, qae ho 
impide el €^]»íoio de eHas oon arreglo iguafatíentb ^ la^ ^rescii^ 
ekmdeki^ey; ^ 

Bste rasoüamieiito sin duda ea irrepro^abley ]f^tie!sto'que ^1 rá^ 
eioginio que se apoya en nmyoría derasxm es perfectamente váiido 
endereehoc ^^ArffumeiUwmámajúritatej vel parikiterütli&ntii'^éM^ 
dum^st.^ ^ Y la Sala, para fundar bus prefiíjsas, dbitervá.¿ '^ue' lá 
primera, esto es, la de qué la oonfeskm ficta no püéSé ten^ tñtk 
fuerza q«^ la expresa, está^demostrada poi* el sentido eétnuü y^pdr 
el tenor de los artfoulos ^99, 714 y 716del Oódigoantíguo de Fhh 
eedimientos; porque Begun los dos primeros, la oonfesíon^ expresa 
no admite prueba en «ontráiio., como la admite la fiéta^ ségun él 
teroaro. Pero e) recurrente se encara de nueTV> contra la 8ála y le 
reprocha qué ¿on.k) expuesto infringe los mismos artftfulos qué 
eita; porque él 599 no habla de la eonfesion expiesa, sino de la qtté 
importa para^ declarante la posidym que articula; jr poi'que ei!t^ésé 
<Mo Bo exduye toda clafeie de prueba sino soiolatestiinoidiiljpor^ 
que el 714 no habla d^ caso & que se le quiere apUear,^ porque d 
716 se refiere á la t)on£9sito presunta. 

Yéamos, pues, si en todo ei^ hay i^uiera alguiíÉi aparientía 
de razón. En primer lugar, el ait. 674, que la Sala no citó^ tém* 
pruéba^éeta y terminantemente la aseréiOQ de éstb., porqué tBs- 
pone que eobré los hechos probados por confesión ju^ida}, no po^ 
cb'á el i^enfesante rendir prueba de testigos; y ésta ptt>hibiüion se 
refiere- de oc^isiguiente á la confesión expresa, fin segundó lugar, 
el artr^99 y el 675 equiparan completamente )a confesión que bacé 
el aitioulainte de los hechos qué afirma en las poidcioines, & ta qué* 
haoe el absdvente cu9>ndolas contesta, y considem la "una y la otra 
ski diferencia alj^na como conrfesioh expresa, isegun lo dedam dé 
una mimera explícita la exposición de motivos del referido Código: 
^^M litígante que ariteula posiciones, confiesa los hechos á qud^és- 
tas se refieren, como lo indica la fórmtfla cQp que úe conciben: diga 

1 Rieoio. Golleot 9803; part, 7? 
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si es cierto como lo es. Ba consecaenciay debe tenerq^ por confeso 
en los» hechos que asevera, para el efeoto de que esos hechos sé 
tengan conoio ciertos." Teoría enteramente conforme con los prin- 
cipios siempre reconocidos del derechos ^^Positiones non possunt 
emendarte mutarij vel revocar^ quia qui ponit fateri videtur; pito- 
pria vero confessio jnvocari nonpotest, nec m\Uari, vd ^endafi.^ ^ 
• Además, ^UQque todos esos artículos no excluyen, cofno inad- 
misible contra la confesión expresa, mas que la prueba testimo*- 
nial, no es porque, una prueba -tan plena como es esta se pueda 
desvirtuar con ninguna otra clase de prueba, sino por dejar á salvo 
la justificación del error que se puede haber padecido al prestarla, 
y que sólo se puede acreditar con otras pruebas dívei'sas de la de 
testigos y manifiestamente fehacientes. Y así lo iBxplican los ju-^ 
listas: ^^Contra confessionem non admititurprobatio in contrariumj 
nm mani/estissime de errore doceaturi Gum certissiimtm sidinjnre 
conffesioneniy et máxi$ne jtidicialem in articulisprolatam, superare 
onme prohaUonis gemís; víbi est confessiOj ihi est Télaupatio omnis 
probationis; esUpie major qtiocun^que púbUco instrummtOy et qui- 
huscumque depositionibus texUum.^ '^ Sobre todo, basta que dichos 
artículos excluyan contra la confesión expresa la pruébale testi- 
gos, que es admisible Qontra la ficta, paFa que sea cierto que la 
primera tiene más fuerza qpe la segunda, que es la proposición de 
la Sala. 

El art. 714 dispone ^ue, cuando la confesión judicial haga prueba 
plena y afecte á toda la denmnda,^ cesará el juicio ordinario si el ac- 
tor lo pidiere así, y se procederá conforme á lo dispuesto en el tít. 
9?, que trata del juicio ejecutivo; es decir, que ese artículo da á la 
confesión expiesa el c£U*ácter de título ejecutivo, contra el cual no 
(s admisible ninguna prueba en contrario ni excepción alguna por 
buena que sea, al menos para el efecto de impedir el embargo y 
embarazar el juicio hasta que se pronunda sentencia; según lo en- 



1 ExpoBidon de motivos del Oód. de Proos. civiles, pág. 92.— Begnndellii. Bibliothe- 
ca de Jnrisp.y verb. Positiones, 5 3?,^úm. 7. 

2 Salgado. Lftbyrint, part 3*, cap. 11, núm. 31.— Gutierres. Practicar, qufiBst. 100, 
lab. 1?, núm. 6.— Pareja. De UmverB..Iii«traBi. Bdit> tit« 9, resolat 2> núm. 16. 
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Luego es¿,art(^ul9 e^^.f^Uq^l^^ ^1 c?i¿p,.qB.,9^. s^t?^ fjf^ ^^ ^ 

ciotí, ea el Ii|B©Uo die QVie atribtiiye á la ¡epjíii^^sipp^j^pr^^uí^ 

y un valor que no tien/ptl%,íip¡ba^|>uei^Jli^ 

Pfaa proceder ^n jíiiíáo (^eq^ti va ^ Vv ;„vtvA 

El ait. 7l6,preQUítj¿ent^porq^p se,r^ 
p^'esijn^ ^on^rma. e§a mi^m^ 
prueba ^n coúXv^o cqqjtrív la ¿ec^l^rapiqp de, i^^ 
^o ^ admisible C9i^t^ Ja c^pfjBSíou^piípjfe^^ S^gftP 1?^ í^^'P^ ^i*^" 
lop, que es ^p 9^ dicp \ík Sala. l4uego el con^tQ ^m^(^o^ j^)^^ 
p^fiute ^iftraria, swpqni^do que se han vio^ls^o todtos ^09 arjtípu- 
Ips, no fiólo et infuíidftdo é iüeíaQtp, ^ipo hasbv cavil^o y ptferil 
VP^ra de^pQtraí? la segi^pda de sps jp^üpijiíiafiii la Sala. ci)5a jos. ^- 
tícuíos 576 y 590 del repetido Código antiguo de Procedimieot^ 
que prev^i^ 1q que ella j^^^en^ e«í9 ^;awe ^l^jues^ ,aiir á^í^rtwju- 
líw posicioneía^ si s^ Qbjfitia su ilegalidad |)Qr razoiihdjB los 4pfe^tOí 
que exmes^ §1 grira^ro d^ esos artículos^ debe Qalifiqs^rla^liroyis^^ 
nal mente sin recurso algunpj y cita tanjbien los arits. 520 y 71^ 
que^ coüio igualiQente lo ai^enta la Sala^ autorizan a^ propio 3 uj^ 
para que á pesar ^e esa calificación provisional pueda c^lificar^ dea- 
pues/ i^n la seutenpia definitiva^ la legpalidad de laa pregun^is giie 
sellan hecíip^ y de consiguiente el valor jurídico de las confesio- 
nes qué envuelve». / r 

Pero pdr el recurrente m objeija que lo,<jme el juez j^uede Iw^oer 
9on/orme al art, 520, es la cali&caeiQU d§ la inluenpiá q^e def^r- 
íñióadosíiéchí^ pueden tener sdbre la decisión del punto j^^ 
débate/ ial pronunciar la definitlya; mas.sin que le sea |>enDÍt^Q 
poner en i^uda la yérdad de esoa hachos que^ se consideran ya P^ 
bados, según otras disposiciones de la leg^j d en otros jt&nunqs, y 
traduciendo cpú claridad esa idea^ .que el j ii^z sóW jpuede c^iécAc 
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en fetitoktíía^ éilá^ptüéb^ 6 útíl'4 'para esta- 
btfe'áéi^élíiéclloqtie'Sé^^^^ son legítimas y tíé- 
né^éí^varor que le^ tóoitéélxiMe en" sí mtSmáís. Dé manera qÚ0 
tó Siítík íiá tibiado á^uferartlcfíiló^rdárle iiná interpretación dis- 
tiStá; Jr^lltf Víó^ádó tamWéüfa primera párté deí ár1>;712 qtie, re- 
fiífélirdoWé en paWictiíár á la confesión expresa, le da eí carácter dé 
liftiéba títéna ütía vfe¿ qnélia sido otoígada. * * 

Agrega además: que según este artículo, el JüésJ, al apreciar las 
ptíiebai» en ¿ü fiaflo, áebe en jhora buena examinar las cuatro c!r- 
dítíírÉáncias que éxpi-esa su segunda parte; pero respecto de la 4?, 
í^tó t^kéde ver si Ift confesión sé ha producido conforme á las pres- 
cripciones defcapítuló 6?*dél mismo título á qué corresponde el 
attítJiilo, efií decir, si 6e han observado 6 no las férmúlas y condi- 
cteneí en éí establecidas, mas no la Justicia 6 injusticia de ías de- 
claracloiiés judiciales ya hecbd^ sobre la confesión. Tardarte por 
tanto la Sala otra interpretación á ese articuló, ío ba Ibfrtngido de 
nuevo. •'*■''•■-..*''■'■• •■''•'■ 

Todas estas, si me es lícito decirlo, no son más qtie sutilezas pa- 
m producir coiáfüsioEÍ. ítos principios asentados por la cuarta Sala 
son perfectamente ciertos en derecho, y no admiten impugnación. 
Los Jueces, sin género alguno de duda, están autorizados para ca- 
Híícát la perfinencia 6 impertinencia de las priiebás y su legalidad 
6 ilegalidad,'^ especialmente la de confesión y la de testigos, prime- 
ro en el curso deí juicio provisionalmente cuando los litigantes }^ 
propinen, y después definitivamente cuando pronunéian sentencia. 
Esto jse encuentra demostrado á cada paso^ por todas partes, ^en 
las áísposíc'fones ¿el Código de Procedimientos. , : A . . 
' t^'esfá^OT los arts. 524, 525 y 537, que permiten en- general al 
Juez boncedér ó negar la prueba, y en particuW alguna de laS di- 
Dgencíás'^üe con tal carácter se íe promuevan, según ^ué proce- 
dan ¿^ no procedan, duriante él término probatorio. If lo está en 
MbÍ^ÍS^^ qué lo facuitan para hacer la califlíciadon de 

W miámáis pruebas al tiempo de fallai^ imponiéndole íiasta el de-* 
b^ de estimar su valor y fijar los principios en que descanse, para 
admitir 6 dese^fti* las que la ley sujeta á tm apred^on. 
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Ixy m\Á Umh\m ^m4l ^Jt* ^71^ 4116 munida á los J^á^meÉMñl- 
nar prímem lofi fúiímog9Á>úiim ie íé&ttgm, áfites'de teciblr éak dé- 

arts. SlSyeTS á ^tiese i^ere; yiéíilofe ai*tsj T^» y gígttfétttéffi'(i«e 
fr|an las ^réglM» que el Jaess^debé 'ten^v'pi'eséiitefi^iAéB^es pm-Hr ié- 
lonaar la proétoft «de -tettfgos, cñiwido pTmrnrcia seirtéiicíá 4^- 
nitóva;'"' ^» ' ■/ •-'■- ^- -.i ^ '• ' : ' '. ^:- f -' -^ - - -*:-'f^' í'^"" 
^ 'Y lo eat*, t^or últtmo; en los arte. 578^ S8á y 713, en fós qü(B*6e 
previene á)os tntemos' Jaeces qn^ áivt6s^ de proceder al ihf^#¿^ 
toiío de poi^lones^ la8oa]ifl(}ueii>i^t>ee4iod«lo8TeqQteitos^6de'- 
ben tener BegúTt los otr&si^tíciftkm- qtie eti lód dos primei^os se ú^ 
tan, para ser tanto ^ooedentes éomo legfthiias; 7 se reeonoce á 
aquellos er def^ho postérioi^ de a^reeiar el Valor de la oobfesíoü 
^ue^se l^ya prestado sébr^i las misivas posleíMes, de üiia manera 
expresa, y se les*pMlcrl&en también las i^eglas qiíe deben tener en 
otiMta, taJes^ o^rao •están eiwittieradas en el tercero de dkíiotí ar- 
tfóulos, á íefeéto de graduai* cmándo^tlene ftierza esa phiebá étí la 
decisión final del Mtigio. ■ ' - 

iáifeí es, que la interpretaoion dé la 8aJa sobre el arfe 520, es la*- 
nea tanto como^ notdriamente recta; porque 16. autoridad del Jnes 
es^x)mplets^l>^a^caltfiéar en definitiva la legalidad de la confesión 
expresa y so valor jurídico ba¡}ó todos aspiectos, ootho el détmaU 
qniei^c^^pruebaf yno m limita á descubrir sólo la InflnenbiA 
quetítles ó xmales hedios puedan tener sobre la dedsion áéí dsan* 
to^ sin quiB poe^ desdimocer la terdad de esos hechos^porqneteya 
recaído sobre ellos algnna calificación (a ansitorra anterior, oom<^ se 
pretesKle SQirtener de contrario; pues toda calificación interina en 
él juicio sobre la»atcriá de pi*nebá, es á reserva ^ iQdé{>endi(^ite< 
de la que después, debe recaer sobre esa materia en el £eí11o. 

Y es nOfiñénos recta que idónea'Iá interpretación que ha beeho 
la misma Sala dd art 712, cuya primera parte no se puede apU^ 
car aisladamente sino en conjunto con la segufnda, y de consiguien- 
te aceptando el principio qne estabtece en la una dé que la confe- 
sión judicial hace plena prueba sólo cuando ooncnrren!a.s cir6tiite- 
tancias que enumera en la otra^ entre las cuales se exige el reqni- 
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sito ^<|0^1a> confesión ifi» baya lieidiocañfioraie áiJIaspr^aw'pcto* 
D6«d^l^pfjtolo'^]4^0 .expresa. Ye^tíofi^^^uiam deokv ^wiocil 
aríJ<mIaiito 'pré^nde^' 4oe séiPi tíene que : Y^i«e « se^lii^ obi^nrado 
Iadtfi3dmiila8:Oon f^edal^ rciDÍllMrsQ la €ODfi»9íoo; sína también si 
el^ 4 Ja^ post|(»4i»wit|iM terlw» mtviáo é^ base tíeneii kMS x^lida** 
des «lecesa^is^i qae se espeoifioan ed el mwmo capítialo, para que 
esta praeba sea legítima y válida. Oalificacion que el Juez está 
auterí^ado parabaeer en la defioitivA, y que impprta sin duda la 
^^^. de reetíficar la justí^a de kis^declaraeiones judiciales anr 
teiwetk que se Irnyan pedido baoer interioetttoriamenl;e sobre este 
puntó; m' «^la poniifee aaf le supone e) inferido sftfmlo, al inculcar * 
ai Joee Jas ealídade» que ha de tener la confósian después que se 
hapredu<^i4ot y ^ oonseouenoia para qüie las tenga pi-esentes al 
tíempo de &Uar.el negoqio, síao porque actf lo demuestran todos 
los demás artíeíalos de que se ha beebp corito arriba, 

Necesario es, por tf^uto, que la oonseeueneia que dedooe la Sala 
de ^bas premisas» sea enteramente omtsk y exaeta; pQrq^e la 
copdusion que resulta de dos proposiciones verdaderas, tiene que 
ser verdaderai si la argumentación ,no es viaiosa. Pero para más 
oorrelKMfar (^ conseouenciay añade todavía aquella; que e} «Faez tte^ 
im e^i la confesioa ütíbB^ las mismas feeoltadee q«e tóepe en la ex^ 
presa al pronvneiar sente^ds^ de ealifiear la legalidad y el vaioc 
jurídico de ella á pesar de la ejecutoria que eonfinn^ la deeiaraoion 
de Qonfeso en rebeldía;^ p<^ue esa «^eentoria sólo ea la eosa jn^ga^ 
daré6peeto:4e lo que se debatió y pudo dehatirae^ que faá lare^ 
b^diia del abs<dvenle para presentarse á oontostar laa pesieionesi 
cuya ealifieaeí<m queda reservada para la definitiva, según el ex^ 
pregado arL 520^ y el 71& del Código de 1880 q^e, partiendo del 
snpuestQ de estar ejecutoriado el auto sobre deeiaraoion detcoAfe- 
80, exigen, además, para que haga prueba plena esa dedaracion, 
qneella.sea legal y que los bec^s solu*e que versaron ias posioio- 
nes sean {HTopios del absoivente y concernientes al pleito. « * 

7 , tan luminosas observacAoses uo admUen réplica. La Sal% al 
enunciar que la declaración de confiase no es ejecutoria más que 
solHre lo que sa debatió, que es la rebeldía del absoivente y no la 
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la sentencia deñnitiva, noliatae€liá:má^qM ségttir^ oóttv^JSlMi^ré^ 
los breaos pclU^pioSiJiirUioQBiF repetir la» )sábfaE^te([N)toif^a 
intérpretes: ^^Hoc tamen (dice Gt\it\erT^^4f¡mmf^ m^^uk^^ftMÍUM 

En. QUanto al art« 715, ^ de palpitante evidérioto' (}Ui^; isiifi 'iééii¿ 
nooet oacáctpr cgeoutoña nioguoK^ á la. áideiataeidB ¿te cotifé«i(% eii^^ 
ge queeatadeelm^tionifóíesaiiiHiepa^ el Juez eú 1á* défirilll^ 
por Jo qoe^tiMaá ni l€^Mad y requisitoi» con qu^^bi6 Míebc^en^, 
paia qiteifiOTta tor efeetot qm se le ati^itoyen dé |iptieb^;f - ^qáb 
defipvmdeheeba^ mfo%t fmtú:^ e& mmSíQ quiere ^^né ^ téfd^a» 
ptesentc» ]og reqmsitosititie debierotiftiterrenlt etí el?a,^fa caK- 
fioar aa.Talor* ¥ m se qnistera demoMmoioü' más tíéM^lto'ml^ 
eato^ bart9»ria leer el ajenio dehinevoOódfgo Üe Próeediüiieiil^, 
eoneocdante del 71$ €itad% que es el (^ oiiyafomad6^¥eé)BUMoiif 
revuela íxé$ <^araineBte>«le^ritu que ae vieoie JCandand^; >«^ dP 
ce: que ^^paraqtté se <S3nsider6n plenandente^ piobadQs/ nói létí lí6i- 
chossobfeque ba sido declarado oon^so uní M<igatil)e^ Blht^íos 
beQhoa solím «ue lireneu lak posioioiiea que jisdliolatoeute ha;» sMe 
dadaeíp^cateiicttsuiienMtitiddafirdaatíi^ay ^ Batí* 

do aií ¿ mtoider queao ^^ realménteidecdsüiusio^dB eonfefic^y tie 
tey prapamttr^^aMaudo oonfertDiiy aina sólo {KSsMofiífi 4»áM 
pMTAbWfdtasia&riQidiiFattieiite) faasta>qiiedesa-opd6lto>7^cioik40ifó 
conocimiento de causa se vea al pronunciar sentencia, si hi'deéb* 
samon ba.síd<>iegaty tkQe^la8¿ondi(Bonefl3iee^ t - '^ 

íA; eate tespeeto, irata^úa oon auevas objeoíiine? la p«rM4el 
Sr^ iE^wieg%agreg|Hidc^ q^e^aaentencia neoéi^^ queesCl ejeen^^ 
t<>r«»toielta»to«eii qife lA dedasá'ioo^noial'Sr. £lorai/y ipMitio 
Qbsta#te«(itabitooe que^pnede esaminarse la: iegaHdai idíewa d6¿ 
di^aoipn^ eonio m ^ñ^^Xsk&asaskmj reveeanídp xo^ 4e un tti^do 

1 Praot, qu8B8t. 49, núm. e, Lib. 1? 
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ah^Ht^^^ rniMO^iatiito^ eoq ioroual vioki el urtr. 8íKí del Oódigo 

,^(J^^iMpi<i|at^jot]g^eiM hay nHiobo que ^utestar^ y me )I* 

J^^í^^utoQ^ naa^deoBooe^ue eBté ejectitoriiMk) cKdi»> nirto ntí^ 
qii(KiBifi\ el\ipe(itíi(k)>'q]Die ei^proBa, q«8 no es^ respeeto á la legalidad 
dftj^ 4^^BlAíi?a<;HiHi q«ie^.^ y b^€8te res|>ecto es eomb esta^ 

blece que se puede examinar, y lo ha examinado: Ademásr, el art. 
S^J §!S^^K^ del Código de Prodedimientosantígiio «ólO' fiíüpo- 
n^ih exip^iHria^e la ooaarjozgada^en laa seBítoncias;'^ ésta deno^ 
ii)ips^áw:pQíC<HTewQlide> toda esa^itud 

má«^q^0 á lapfd^it^vaa^ queaon )a6que«e*Ila»iaaasf en les arte. 
106 y j^r^^peetivi^DQ^to de fimbos Oódigos. I>eeoniiguieiit6,DO 
bahati^djo aquí ijaeoMeeueuda alguna^ de 4a Salu^aentendadorneu 
r^tftr €ijeeQtpiíado ub auto que en su oonoepta bo lo está por )oi 
(|ad. tooa a^ ppito ea ouestioa* Tatupoeo ha babido ^quf, tegalmm*» 
kbal^IfHídO) cQ9a Juzgada que la SalahayareTooado^iegttQ lana^ 
t^mlesa de la ptovideucia que se Tersa^ Y en tal Tlrtud, no hay* 
el^meoor motiyo ni aun pretexto para suponer que se te^ obrado 
QOBtra los predioboe aiis^ S26 y €21^ iñfringiéiidol^ 

Tpd^ estas supo^iclonea uo tífeudei» más que á ofuicar los áoi*' 
BW 4et:lo8:^rea. lla^trados de este ilustrad^Tribniml, que bue*^ 
nas'^e^bas tíeoeii dadas de sa distínguicbi e^tud paca^el bono^ 
Niblexiftfg^ que tan diguamente desemj^aiiy y sotí cAm de la li^ 
bcffte^ que M^me teaev ea el altado de nnestiu legíslaei^Hi patn 
d^^K^iorif spbm hu8 materias del dereoho'de una maaeva aiWtistüiai 
yaoikaKlik ♦ 

Uno de los jurisomitaltoB madernoemás pensadoréEv el emi^ 
B^tet Sai^i^iy^ ba dicho ^ae las oacioDes que se dan 06d)gos es* 
tea eu gnia> pelign» ée pecder4a jarispri)deQeia, y esta no eslde»-^ 
€0000^- la loauffiesta «ompeniencia y utílidaá quie hay eñ metodi* 
zar y amplificar la legislaeion; indiea sólo di eqrfntu, digamos asfy^ 
de^'Mve)eKÍÍs da Ugetesa y detlireflraioa que m <»iar de pronto 
y al principio con la promulgación de Oódigos nuevos, y la ten- 
dencia que surge de ver una novedad hasta entonga desoonoeida 
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ea todas las disposiciones qae ellos omitiepeD, m^di^nte.I^ cual se 
quieren aplica]^ sus preceptos de una maqera inconsciente, pon na 
criterio vulgar ó empírico, y sin relación ninguna á los prec^enteMS 
de la ciencia y á las tradiciones jurídicas, aun por las p^rsop|^ en- 
tendidas y competentes. 

Y de ^llo es un ejemplo el punto qqe se ventila. Los jpriaci|HOS 
de nuestro Oódi^ actual de.;pi;pc^dimientos, en nu)>teria ^e, reso- 
luciones judiciftles y sus diversas clases, así como de los recursos 
qu^ admiten y efectos que producen, no introducen notabl^ inna- 
vaciones que importan diferencias esenciales respecto 4e lo est^ 
Uecido en nuestra antigua legislación. Y sin embargo^, p>I ^lipaur 
abora tales principios, sfi d^copocen ú olvid^^n l^^máximag; mtsk 
pre reconocidas de la jurispixidencia sobi:e ese partipujar. 

Una de ellas ha sido jauy ei^ta y muy i*^iopa1, la (^e queilas 
providencias intprlocutorias, f^unque sean e:&equibles y surtan des- 
de luego efecto, para el £a de expedjtar los juicio^ y remover. Jos 
embarazos que, cualquier incidenjte suscítado.pn ellospuede 0|>0Der 
á su prosecución, no causan «¡jecutori^ sUio hasta que^ s^ piJon^R: 
cia la sentoqcia definitiva. I^o han enseñado ¡así, entre o.tros autop- 
ies, Juan Oavcía: ^'Sent^ti^ ^ lata oh contuniaciam veré non est 
sententia deffinitwa^ qutB de sua natura exeeutionem mereatw^ Sfd 
est interlocutoria^ unde tamqnaminterlocutoriafacUe rev^ocari^ 
Ust^ ideo non facitgradvm in Hispania .... Cw(n, sententia Uitfi 
8it]propterprotatUmemifictamf nti dixmWf mn poteat tr^insire in 
rmjudicatam^ quin ^Hí^tíaiato€^jf&;íí3j^P^ti(mi&u8) numi^m 
^ra^ifiitinremj^ic^tam.^^^ 

Otro títtito dice Azevedo: ^^Iflterim. notare debes qmdh^iBCiM' 
claratio oonfessi contra remn/aota^ wwmquam tramit in remju- 
dÁoatam^ imm sit lata ex fvobatvone frasfamifta et j^ivü^iata.^ ' Y 
advi^tase que. ambos autores, i^l enunciar dicha máxim% ^^refia- 
ren directa y particularmente á la condenación en rebeldía y á la 
declaración de confeso. 

Mucho n>ás recientemento, y generaliísmdo el principio oon re- 

1 De NoWlitáte. Gloss. 6*, } 1?, núm. 25.' 
. 2 Ad Leg. Beoop.; Lib. 4?, tít. 4?, Leg. 1?, núm. 74. 
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láclóu á la naturaleza de la cosa juzgada, ha dicho Toullíer: "JSTo 
My cósS. juzgada antes de qué elJuez haya fallado definitivamente 
sobré la controversia sometida á suí decisión, antes de que haya ad- 
mitido 6 desechado la demanda, condenando ó absolviendo al de- 
mandado: Besji^icatadicitttrqiuBfinem controversianátiproniin* 
mtwnéjudicis dccipitj qiioU vel coridemnatione vel absolutiohe con*- 
üngii (Ley tflf. dé Te judie, 42. 1).^ "El mandamiento de pagoj que 
contiene uña condenación provisionalmente ejecutoria, no píiedé 
tener, puéd, hi el nonibre ni la autoridad tíe cosa juzgada; porqiie 
áüíiqué da á la parte que lo obtuvo él derecho de obligar á la otra 
i í^agár la Suma expi-ésíida en él raabdamiento, no pone fin al li- 
tigio'' y no constituye una presunción legal, de que esta suma se de- 
ba, puesto que ía instrucción posterior puede íuireditar que no sé 
debe realmente, y dar motivo para condenar áeflníti idamente á su 
restitución al que la lia recibido.^ "Oón mucho mayor razón los 
fallos y resoluciones preparatorias ó interlocutorias, que no contie- 
nen ni condenación íil absolucnon de la demanda, nó pueden tener 
autoridad' dé cosa juzgada; porque se limitan á disponer la prácti- 
ca dé algunas diligencias previas, pai-a ilustrar á los Jueces: "iVb» 
voz omnis judicis^ judicaü contimet auctoritatem i(íiey í, Oód. de 
Sieintent. et ínterlocut., 7. 45).''*' ' ' 

liO expuesto agrega nuevos y sólidos fundamentos á los yk éx- 
pr^ados, para desvanecer la vana imputacíotí que se hace á la Sa- 
ta fietiténéiadom, de haber infringido los artículos hasta á^uí exá- 
tioiihádbs. Y ahora debemos ocuparnos de fos que áé preáentáh 
como violados en el Oonsiderando 6?, que és él diguiénté relativo 
á lá édestíoíi que tmtataos. 

1 Droít civií. ¿ib. 5?, tít. 3?, cap. 6?,'8e(». 3Í, art.lV, núm. ¿4, íiúm.'lle, loüi. 10?, 
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' Ea éétó Oónfeiáeraiidó, la Sala,^ íiná véíí que Unalba ¿étáblieclda 
en él aiitórfor ótifacúlM 6 jürísdiccíotripará é±ámtúárlá íegíflhi¿wí 
fle ly pcáiciotieé, blg^t^ de la'dectaracíóü en xefieldíá/ i^t^oü^iífe'á 
analizarías bajb éste iaspectó, y resuelve qüfe soüvíbtósas ptíf'&eí 
coinÍÉ>líéx9.á,' vagas y versar sobre tochos ajemos del donfesahtíé, ébti 
violación del referida art. 676 del antiguo Código^ determinaótó) 
tiüméricaínente cuáles de ellas tietieri á su Ve¿ alguno de éáós áe- 
fectoá, y démostratldó con expresión de su contexto y razones jti^ 
rídica¿ sálláas, desarrolladas en argumentación vigorosa, lo que so- 
bró esté'punto se propone probar. 

Üóútra eso alega ei recurrente, en jpHmer lugar, que el folio al 
hacer ésa calificación infringe eí art. Í24 del Código de Procedi- 
mientos de 1880, y el 554 del nuevo, porqué ninguna de dichas po- 
siciones tiene tos vicios que se les atribuyen. 

Éstos artículos son los qué respectivamente declaran, ¿n auolbbs 
tíódígós, que las actuaciones judiciales hacen prueba plena, cuya 
d^éclaración láe invoca tan repetidas veces por la parte del Sr. No- 
ríegá, en su escrito, que ya forma én ¿1 una especié de muleta, 
"í óclóSo seria repetir aquí lo que hemos observado sobre esos at- 
tjfculós én otra parte, donde queda bien esclarecida que ellos nuü- 
cíttei)iíédenpresentk* como infringidos, ^ no se trata déla 

clase de prueba á que se refieren, smo de otra diversa que el Jüé2s 
púede'^ debe at)reciat legalmente, dándole el valor que le colores- 
ponda, aunque conste' en dichas actuaciones; y cuando no se des- 
conoce el héého' dé que la misma prueba está consignada en es- 
tá^, lii h» verdad de los actos que están directamente justificados 
póí* ella, sino qiie se juzga sobre la validez 6 fuerza probatoria de 
los {Sopiés actos. Pero á mayor abundamiento, y para más con- 
firmar lo que antes sé ha dicho sobre este punto, bastará agregar 
aquí la doctrina relativa de uno de los últio^os comentadores de la 
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ley de Enjuiciamiento Edpafiola, que contiene nna disposición en 
la materia igual á la nuesti^, respecto de la cual establece que: 

''en cuanto á las actuaciones ó certificaciones de actuaciones judi- 

* i « 
cialeSy debe advertirse que el ffgurár en ellas un documento públi- 
co ó p;*|vadO|;iiQ9r infonnacion de testigos, un dictamen pericial, 
etq^ np altera en modo , alguno la naturaleza de estpi^ di^reptes 
^edio^ die i)raeba9 que habrán de apreciarse según las reglas pro- 
pi^ de cada uno, y no precisamente por las que rigen para la apre- 
ciai^ion de documentos púbUcoS; aunque las certificaciones tengan 
e$f;^ carácter en lo relativo á, su autenticidad.''^ 

El recurrente dice después: que según el art. 595 del Oódigo de 
Procedimientos de 1880, el juez, antes de declarar confesa á una 
parte, cuando no comparece, debe calificar las posiciones que.se 
articulan (como tuvieron que hacerlo en el caso el mismo juez y la 
Sala á su vez, cuando revisó el auto del primero); y que de consi- 
guiente en la sentencia no se ha respetado la resolución ejecuto- 
riada que recayó acerca de este punto, violándose así el citado art. 
595, el 825 y la fracc. 2? del 827 de dicho Oódigo de Procedi- 
mientos y los correspondientes del nuevo. Mas después de las ob- 
servaciones que hemos hecho al ocuparnos del Considerando ante- 
rior, demostrando que no e;ciste tal resolución ejecutoriada, que 
aquella calificación no surte efecto ya se considere su naturaleza, 
ya el oljjeto sobre que recayó, y que la Sala estaba plenamente 
autorizada para apreciar, no obstante ella, la legalidad y el valor 
de la confesión ficta, es inútil detenerse por más tiempo sobre este 
particular. 

Finalmente, pretende la otra parte que la Sala infringió, ade- 
m^ de los anteriores artículos^ el 568 y 405 cada uno respectiva- 
mente de los referidos Códigos, que prohiben se hagan preguntas 
á ningún litigante sino sobre hechos propios; porque siendo esen- 
cialmente propio del Sr. Plores el conocimiento de los hechos so- 
bre que se le interrogaba, la sentencia no estimó legales las posi- 
ciones; especialmente cuando en opinión de algunos autores citados 

1 Bmflia Beus. Ley de Enjnioiainiento, tom. 2?, pág. 87. 
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por la misína Sala, se fmeie intetrogat al ^bbeíolTetíte sobre el e^ 
iiocimiento qne tiene délos hechos ejeóntado^ por im tein^ém, ^vtím* 
d6 hay identidad entre una y otto; y es niagrorh^ identidad^ <](tiéliagr' 
entre el dueño de un negocio y su eneargádo^ que entre et att(¡(ff 
dte la herencia y su sucesor, á cuyo caso alude la sentencia*' ■'■ 

La Sala no ha podido infringir unos aitfculos á los cuaJea se ba 
sujetado en su liteml tenor, cuando exigen que las posiciones que 
se articulen versen sobre hechos propios del abs(fl vente, bi^o el 
concepto de que apenas habrá precepto más reiterado en ime^ia 
legislación vigente sobre procedimientos; porque lo contienen aque*- 
líos artículos, y además el 712 y el 715 del Código antiguo, asf co- 
mo los concordantes del huevo. Y por autorigados* qoe foeraa los 
autores que opinaran en contra de ese precepto, admitiendo el de- 
recho de articular posiciones sobre hechos ajenos, seria inaceptalde 
su opinión, que contraviene á la ley; y mucho meaos podría oóme* 
terse ninguna infracción desechándola, estando como está i'esuelto 
en la jurisprudencia de casación que éste no es un mérito bastante 
para que proceda el recui'so. ^ ■ ' 

Y la Sala, precisaihente para no violar aqu^ precito, NehaRa 
aun la doctrina de los Sres. Mánresa y Beus, que son los autcues 
á que se refiere, y que parece se indinan á admitir eomo ieg^moa 
las posiciones que versan sobre credibilidad (nombre queiseda alas 
preguntas que se hacen á las partes sobre el conocimiento que pue- 
dan tener de los hechos ajenos), cuando se trata de personas que tie- 
neh identidad jurídica, como el heredero y su causante fiío^^da 
aquella en que tal doctrina no está sancionada en nuestras IqreÍB, m- 
no que deriva de uiia ley del Fuero Beal, que no está vigente entre 
nosotros, ni es tan absoluta eottio se pi'etende, se^ntma8enten<»a 
de casación citada por aquellos autores y por la misma Sala, que 
niega el carácter de conocencia ó confesión judicial á la que recae 
sobre puntos de credibUidad. 

Aun sobre la misma ley 15, tít. 12, lib. 2? del Fuero Beal, que 
parece admitir la dedaí ación sobre creencia ó conocnmirato de he- 

1 Pantoja. Repert de la Jori8p.| págsu 366^ €7d^ 378, 796; Ap^od. 1?, páge. 198 j 156. 
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cbo i^eop^ iia.pFeetoain6Qtei¡en el oaso de^ confeaifvi^^ sino de jora- 
m^ailo jkífmio^ 4 s^lgim^ 4^ la3 partes, dioe Montalvp, glosador de 
eaeí Código: ^Woeoam ^tf^t jurare H vultf sed $% non W'Uy non 
c(i$Í¡llílir^qHif^^uj^, fnoto atímo nwM cogiAur préBcise jurare.^ ^ 
Gaya aotoiMioi^ f^jictoíría de todas maneras la legitimidad de la 
QC^fesiou $cta sobre poeSdraes relativas á becbos ^enos* 

POai es^etí lealidad, elooncepto único que ba seguido la Sala; 
p^rQpeeael verdadero^ y arreglado al texto expíese de la ley; el 
^e te^iiea y ¡Háetieamente se ba profesado en el foro de una tna- 
D«ra unifonne; y el que está expresamente sancionado en la juris* 
pvadeüoia db ^asaeion, por vaiías sentencias del Tribunal Supremo 
áe Slspaqa, /m las cuales declara: ^^que la confesión de una parte, 
akBolvi€l»do posiciones, debe recaer sobr^ becbos propios de que el 
absol vente pueda tener completo couocimiento, para darle }a efíca- 
da de la eoaooencia de la ley.'' ^ 

Todo lo demás no son sino circunloquios y tergiversación de 
palabras^ eludir y defraudar la disposición c^ la misma ley, como 
lo observa con mucbo acierto la Sala. 8Á ésta no estimó legales las 
posieíofies que en el juicio se ai'tícularon decontrario, obróeon toda 
legttlarídad y el mayor tíno, porque no es posible suprimir la dife- 
nmda que bay entre ii^rrogatorios de testigos y avenios de po* 
8ÍCÍ0Q68; porque aunque pudiem ser esencialmente proi^k) del Sr* 
Flores el conocimiento de los becbos sobre qjue se le interrogaba, no 
enm sujos ó propios de él los mismos bedios, como lo requiere la 
ley paca que las posiciones sean legítima»; y p(miue ni jurídica, ni 
ide(dógica, ni gramatiealiDente bablando^ loa sentimientos de la 
ooncieneía y las operaciones del entendimiento puedeu llamarse 
beohos,' mientras no se resuelven ea acstos ext^iores que caep bajo 
el imperio de los sentidos, como ya otra ves se ba indicado en el 
informe de 2& instancia^ 

Por no dejar, ni aun en el supuesto de que ¡picaran teperse co« 
mo lamias las posiciones sobre conocimiento ó (veenda de los be- 
cbos ajenos^ tendría, raason 09 lo que dk^ el api^iab)e patrono del 



1 Glosa & la referida ley, letra h, 

2 PaDtoja. Beperl* de la Jnriap., pág. 774. 
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Sr. Nori^a; porque el alegar sobre esto qne las artífetiladás al#r. 
Flores respecto de los actos del Sr. OastíHo á>n legales^'^en^Mftid 
de qne hay tma verdadera' MenÚdád jQiffttca «fntre' ellos; «bj^á ki 
que existe entre el dnefio dé na n^oeío y su enear^idé, es tínM» 
como dar por derto qne el Segtmdd Ha tenido «srteeaitit^^ítt^Bü les 
negocios del primero, qne es Cabalmente tmó de Ibs patitos eont^^ 
vertidos en el jnieio, y dar, en cotísecüenda,po^ñJStteIti¿1ainiÍítiÉ^^ 
cnestion qne se dispnt^ vicio Men conocido^ argttmetítadón^ 
las esencias, qne se distinguia por los lógicos con el noHíb4íé% 
|y^eieton<fej>Wiu;íj^ en otros tiempos. " ^^ 

Veamos abora, si asf como la Sala tnvo sn antoddád é jtitísffie^ 
cion expedita para calificar la legalidad de ^ deéiaracicfn de coi^ 
feso, soii ciertos 7 efectivos los vicios que ha atribuido ála^ ^i^ 
dones y que hacen esa dSeclarácion ilegal; ' 

A este respecto, considera entre otras la lOf y te 11? eóiMode 
las prohibidas por la ley, se^n el art. 576 dd antiguo Gódlj^dé 
Procedimientos y el correspondiente del nueva, que estableiton qne 
las posiciones no han de contener cada una más qrie nü tolo faedH^, 
porque las que se acaban de expresar son complexas; Y ^' 6álá es* 
peciflca individualmente Cada Uno de los diversos hechos que éom^ 
prende la 10?, que son los que ya quedan especificados también en 
este informe, al hablar de la cuarta pregunta deUntafrogatorío 1? 
de los testigos, Idéntica á esa misma posiciMí; y cada uno de los dos 
que también comprende li% 11^ De suerte, qtxe él jtiido fie láf Sala 
está comprobado cotf solo la lectura; de ¡ambas posieiones. T es de 
notar qtíe s^o por este medio iguaMente, se puede cónidoer que la 
6f tiene el mismo vicio dé IfegaHdad que Im otras. 

La 2? la reputa viciosa por vaga, según el mismo artíctilo, que exi- 
ge que las posidoues se articulen en términos predsds; y explica el 
concepto 6 la manera en que 4o es,'queBe^ia redundante étofátif i^ 
petir aquí. Vetó no lo eiT observar qué ádot^en del míBicno defécto 
la 1? y la lí?; pdrque la' disyuntiva que coritierie la una, al e±igfir 
del Br. Plores la afiñnacioh de ^tfe Oiastnio era éepenáíeúte ó m^ 
cargado suyo^ como ya se hizo notar en el Infctame *de 2? instanda, 
la hace por lo menos oscura; y la otra no expresa qué fué lo que 
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dQp ebfi^jW^i^Pí ^ gffgci^q fH Is^ qp^rt^ qae se supone le escribió 
iMm^í^^i^^ lfi;P^Wí^8?4^.^^^^^fl^ b?ií)láa4Qle delponíra- 
t» Jfí^^,9teiip^<»ftí^ áeste re^Recto 

El vicio que la misma Sal^^l^ae9QO^ti:a4c^i^i^I^'^po3ÍlcÍ9^ 
8Qflti^4ptí^,ppi]W)^iaftiíeulst4i^ solpi^p JU^oUps. ajenosf al cquf^airte, 
s%JmQ4e^it^^3^bis^ íWf^edíítei;,P9ft la:siqapte tectoija 4e la 3?, la 4S y 
^M^mP'^'li^W^J ^^ ^,^ la XO?,qufi ,enYU*lisr§;^lpropici 
defecto, pudieudo á primara vista i^^cquQGei:se scígjun ^iji^^cpiitexto 
^9 G^MAoaquedla loas^euta, no s(^ personales^e^ Floces los.b^c^os 
8qbv^^q»a,v«i3ija^;jrs€iiadiyiduí^U^a«eu4a.seatew^ . 
JPor tíwtQ,jM)lp J^|^,]^l^fmtíf:é.a>gf:>w^4' to ea^piueaíq.íilgp mhm 
l|^;qtro^ KicHW^aw jasp.ftotó ea ej.r^^pptiido í^legíi,todp2?Jiosta!i^ 
cia,qiBfr t^piífn ^i^ellf^?,, .además 4e Jps íiíi^iprfss, ppícque ^. poí^o 
cuwtapjtt^e dí^U:» «olffe la «lepítitiii.^ ijipuprpoedeftcia d?e I9» ar- 
t^Ui«^j^a^que#e,baA foro^qla^^ 

El iq^eadp y gravífttoíp 4#cíto de, p^rplegid|i4 <íue entices m 
(^t6,á^4f,,iíí^|ta deiídc.líiego 4 Iq» ftjo^ XJpa.poiM<?ion que su- 
pone dos f$aivaQtéres Juacony^bli^PfeQ lamisv^a p^sojoa^ ^^ ^K^^^ 
lesi wo ]0;|M^diai W^i^ P9ii'a qj^cer i^^p^ei^^eijcm á^títíulo de 
mapd^tp«;j(í,,y,oteo OiQjtjio^epuede absolven d^^wawueía afixr 
matíva ni aun e^i^esaai^ei^tie) mi q^;^ resulte, v^a j^^espuesta^mpU- 
ca^^j^n^l^jqiie apfMreizGaot confesados. á IjíIi y^^ dos beohos^ dp los 
q^e, uQpt es vevd^i^^P. y Qtxo^ es £also; y muobo n^énqs. p4:iede,dai'8e 
pea? «^bf^ltiai ¡en^ tí^le^ térn^os poj: víadcj íiccion 1^* ^^Mi^m- 

i^Q^ti^i^ 8f¡^^,{difi^ 1^ ley 12^ tíí^lS, lib. 60 d^ Pigepto.) X un 
exjpositqt asi^jatíí "Lq^,j^?tíeulíi». q,tU (6), puede Ber^^ív dft conjun- 
ción y de su]b|uncion. Y no pueden ser verdaderos á un mismo 

1 Soocia. J>9 Juáio^r tom. 2?, paga. 186, 167 y 195, núms. 180, 190 y 268. 
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tiempo los dos extreme^ q^e abraza ijna ol^a^lfi 4lfiyi^M^rEQ 
las cláusulas disyuDtivas np es n^casaríp que .8<^,uuQ)40Bpis^i^ 
tremes cierto, y np pueíe^jt wsr verd^fiOS l()s 4w?* ,^a Ms^^n^jid^ 
yuQtivas tiene que po serlo siJguuo de los, <^ 6 ^ serlp^. amtK>%? 
^^Si vero in eadem positime imponmtur fitfi^i^fUímmwrifm^ nli^fi 
falmi% (une rms^non IsMtur ilU re^mdiere.^ ^ ♦ f.fí 

Sobre la iuverosimilitud, que tambjiea se o^ató.eQr^q^elJüafprr 
me á la ppslciou 6% ya se dijo alli lo coaduceote p^^ec^taMeoer 
su &Ita de vaíor, y basta referimos á éL , ... . ¡ c 

Las demás, en su mayor parte^^i no todas, son ppr lo meaos Í9r 
sidiosas, contia lo que previene el citado artíoulo &7&i fykeir9».da 'to- 
dos los otros defeotps que á¿cada una de ellas serle iu4.mai*<CAAdo w 
dicho alégate^ porque frecuentemepte tienden á.obtener>par^n9edio 
de ambigüedades ú ofuscaciones^ respuestas Qop,trariw 44^ ^e^^M^ 
cpnao Ip prevé el art. $77, >. ,\ .. 

Lo eS| m dfecto, la 1?^ indicada^ en sí mism% pcH^ la ponl^raríadni 
tü oposición de asei:(áonei$ que isuvuehre. Lo son ella.y ^3S'^ékh 
v^f qon relación á su contenido, en^uantpá.que la u^u^se^pii^op 
establecer la representac(an deI).Hign^lX}astilloHKK^p^6^ 
dd Sr, Floresf) y la otva^e dUigOt al mismo ot(j«^aoa'diBtiotas*j^ 
labras, afirmando que ^ ptímPfP es elqueajustal^ foenti^toa IK^ 
br^ venta de &utos de la hacienda.del segundo, mí ' /• 

Lo son la 3? y la 10?, en sus propios término^ y con i^eirmois 
& las anteriores, porque in^rectamente,^por. medio de una li*i|S9ln- 
tproalada entre ptras concernintesá diversos liacbos^ en^rufiíH^^ 
mira de arrastra al absolvente á que recoupcieiia que^ o(wtoato 
se había celebrado con aquella rt^esentacion; y porque msisteo 
en la. existencia de ésta paraje! escode que se Jiijdaier» m§»áo^v0i 
él ^ conte^tsu* las otras. , r 

Lo son la 4?^ 1^^% 12? y 13^ poDpie, también 49 wajwpier» 
Indirecta y por medio d^noafi^ie^Miteirpuesta» vpelveíaKá piocí^^ 
la cQn£esiontSoiiQitadj^ ya anteriormente^ ^sot^ el cefinld^ ean^kHar 
de encaiigado que teota (^astíRo de Ips.npgoeios é^ t» tsm^ 

1 If annal do las Reglas del Derecho. Explicación á la ley ÍSU, tít 6?, láb. 50, 1)., 
p&g. 127. 
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T 16 sota, p<fr ú«jtóo,'tó *4?, lá Sf, la fíf, ta 8?, la 11? y la Í2? bajo 
0hr(rlA8péóto, *p(m}ti€^eii ix^ák» éífes sfe proornu; yadrrectn, ya iudi- 
reéteüieiite^ recaí)ar tespnestas sucesivas sobre los mismos hechos, 
díí^ue el SK Floi^eisr había tetildo conocimiento del contrato, ha- 
Madaííl6 sobré' iálln^riiócionesá Castillo' diel conformidad; y hasta' 
se intenta inducir ai prí-tóéto á poberse en cúntmdlccSon consigo 
mifflAO, íÉ^diante lus contestaciones qxte diera sobre tales puntos. 

Ahóiti bleüjJas tíoctrhias de íos autores y los ejemplos qtie pro- 
ponen sobre la materia, servirán para más demostrar lá ilégititoi-' 
iad'de tan iri'^gulares posiciones. 

* "^¡WM» €tcapti&sa éídfur, quaponefis y^mílentemviilt capere 
■i» Éim/M>ne (dSee Begnudello)j niisi e^ itdirretitá,nt respondens^ 
wn^ta 9é responderé togtttuty áut per qnam quis intiderét irí perjtc- 
fwnij et tté ütom reu^ responderé nún ieneftnr.^—^^Implidta üicítury 
qtuB licet sub una periodo contineat nnicum Jitctiim, ñaiket tamen 
mMmmqitélHlat&mHiiqua'mafacto diveréam^ íta nt facfum pos- 
9it esée ^erúm^ qnalitás falsa; nñ si pono, quod' PüYrochiís tális 
Si9(¡leÉiminBAdébeáPeenin^^ mlt(Ms óujus tu es h/eresyntiM dd^eai 
t^hm^ qujkspeitestes^^^efUM^ qnoádébeat d^ntum^ etessefulmm, 
9tmi tü uto hwres <Uífi9, auPFc^rodhusP^-^^Itwpositíones negaré 
mmpUB n^nobiiffünt reüm et4 respúnAénMm. \ . .impie. ... tum 
9mt eadem cum illájqu€Bjám fuitnegüfa^ áutceneesÉay ü'dt est c&rtr 
truH^mieeééiséíneffUtk.^^ 

Y'EiÉ^Mia dice: ^^Definiiunt c&inmuMter poH1^(>nss captíósla^ 
fmtílú respmsurus hieidUiri laquenmsiveTespondeat ijtfftrmatí^, 
^^Mgutím; qu^ per quandum eáñiSitéttentj etsterilem dis&iissio-' 
nem, vü MterrogaUonemfimtt ad eonoedmdttm oppositum efuSy quod 
fiMjdm megatumj wf e confm: v. g.ponosio: ^uod^Ktius fiátprih 
cwrator Seji; adversarias negat. Deindepeno sic: quod Titiks fecii 
wiSÜ^JiríiliXas^i: quiod venéEUKit efus'dem Sefi tina: quod éuUkr^m 
jNMMIoiél^ smmim admMMt^mAet perégU: quodiiéní S^s man^ 
dcMtdiO^ Ti^ ^aod ea, qad& mprddfátastant tél aUqud e^ m, 
faceretf^^tí0 á4 oonoedM^f ^manífi^ ^hMdUur oontráriüm ejuSy 



1 Begnndellü. Bibliotbeca jaris., verb. Positíones, i Ill^núms. 8 y 9. 
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quodprius negatum Jkieratj sciUoet^ quod Titms non erat procura- 
torP — ^^In positUme capiiosa seu caviUosa^ non tenetur adversarim 
iUi responderé.^ ^ 

Eq vista de las disposicíoDes légales á su tiempo citadas, y de 
estas últimas doctrinas tan análogas y congruentes al caso, que 
justifieaa los vieios ¿legitimidad ée to» féáiíwmñ^aartitiiláás^Jno 
se puede naéoos de^recimooei^la apünaóMü qne a^itteDeii dbf^^é» 
eatoffíaB>pDaQBiit»ada8^Q''vía4e casaékiftporelTribiiBldrSdqn^ 
de Bspfiñayí noa doulas <male»<reBadFe, pefiriéttdosbtai.ipád^^ 
las Partidas: ^^üe íá láy JcfáQ en este Oódigaeáitabteod «d tobtt prch 
batorii de la oonfedoii, ^be>eoint>iDaiiBetooii l»del mismoibítol^^ 
Bartida qne determioa las caúdieiones^qaa há meoB^ter en^i^ la 
OHioeenda^ paca tener dafin» a afueljopie la fiebca é pto asaoostaH", 
doq yiqüé á^lai decUraelon^ prestada per una de.las partes Hiile na 
iteune^ diohofi reiqiidsitos, no poede^ dársele el « valor dedsivo 4 qud. 
iterefieie la primera da las expveeadaa leyes*?^' Deeittoa fueii 
desvirtúa id! valor de la oenfesioa . expresa, enando arta Mídetela 
y noseíha arreglado^ á tos preeepto9del»ley,o«atina^orQaaonpiir 
va^ de ese mismo valor é laooDfBsion icta que tmgatoles ^^foetMv 

La otra ejecntoria declara: ^que no puede teoenieiíporiíilfiiBgíiiL 
do el artículo 4euiiá 1^ que presupme el omnplaHiebbd.diaQttos 
salterióles coir^atá\^ duai^o sehafaltado^algUtto smta^iiei^ 
éstos;^'^ Y esta deeiocaeion no pioede 8erm£8.iqMyrtoBa níiiiácrowr. 
duoente, liartí tener ^cotteináde<kuado el .sopnesto de lia)wiit»e in* 
ffk^iOo el^art 7M*del €6digot éef^oeedkMieiita^iiiegakQdiftytod^ 
importeMfti^ á la ^eonfefiieii Acta; ouandatohti fritada á toáoslo» 
d<miásique'pres«ipimeies6 aiítfoülo7iqu0 eu^iélxcrismo 06dip^S¡m 
las^eóttdk^íMes^^qiteseiieceéifeau jpaia^uB.seb legal Ja dbtímwea 
díecóitfesoi • •• ■■ . , . ^-^ i • 

Feíx) pongamos 3^ piiQ*oal4{ayltato^ 
fesioR, para ^ffCMur al ^iimsútáí^ ssbfikbMlad) que^ei de in'qcib eo: 
segtiida se OQupa la 43alaé 

1 Seaisiaj T^ Jtdiéfis/Coiii. 2^ pigi. 194 y IM, atan^ 991 j ím- 

2 Pantqía. Bepert de la Jorisp., Apéiid. 3?^ pág* 59. 

3 Pantoja. Kepert de la Jarisp., Apéod, 3?, pág. 133. 
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Dairito titdat>0n elQro 79, fiíoAattdo sa juicio: eo una 

flértede BMíooibiaEi tan kurnnosot y stíidos, ipipMña ilecesapioirei* 
producir íMegcos ^E^arano dBBksrtrados. Y demtaiestea, «n re»úmeii: 
qiie la expresada coirfMáoD ieta 6st4 deaviitBada por la ^e liini 
rt aetm^ai lartteülarlas poiedcioiieo T^y'd}, dfictoshedioBinroc^doft 
por el demandado eiiisa faror^ que«o& Im qua ómstaii en Ja oar^ 
táf eltekfgianacto que sa ha beeho ya mérito en otra parte ¡dé 
este informe; de ouyoe doeamentos^ reeonocidos oomo dertos por 
iu|ae], apareoe: que^en!26 ide Febrero de 188a, Bi Jésá M?: tFloresi 
á6(dac6 á D; Bemigio Kotiega que fiólo podia yender la azácwf al 
preaio^y bitjfo h» condidoned «qua expreto ésa eaItl^ y en 2f del- 
mtomo mesy refiriéndose á^eila mifim% oommniea á ftadependíente 
(ketilki que haa»mciado al propio Sr. Sr<á*ie|D^ los^térnlinos en; 
que t» inreposiooostratar, y le reeomieodá por dicho trili^[imna que 
Qo M dcrje Borpoeod^r^ * 

«LaoiMiftsgioa'expnsa delre^nrMuteeabre tidea^hachofi, qde la 
Sala caHfiea con toda exaetítnd. de^intaádujbles,. está ea oontradio* 
ámeoalm aseraiame^inawntieM la poeieíoB 11% cutxmleiido 
qne el*fif^ üores tmro ooneeimientodelcentsato y^egtuTo oMfor-* 
mfúcfb^ lo mismo quemo ofcraa qua, eómo la é?, fií^ ^i SS'fiaf 
fl3»j impiícaii, 3» dtareetaya.nidisoctai3Mite> ese«upneBt<K4e oo* 
iiocifnieato y pretendida eonformidad, desmentida por aqaellaís(> 
(XKDHrtoiMdaa T entad Tirtnd^ diebafiaia veooBoocrcoma eiriitonte- 
que es absurdo tener por ciei-to un hecho mediante la floekmtde bi 
leBTycuadé htsy iiniebaadae« MufOfíá; ivppeeiandot por «taato^qne 

De consiguiente, el juido de la Sala, en OQ(Mtaiilpi|i^40 b^^ 
cho, es oue8ti<m de evidencia que puede desde luego verificarse 
eon la lectura delosdoeomeatos eonfeeados por el recurr^itef en 
las dos posiciones que articuló rel^tivaa á ellos, así como de las 
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demás qne se dieron por absneltas (Bti pe^rjiíiétodetffM^of coofila 
compamóidti de Ibd héeho^ que se eoíitieMO en^^os y énofrad* 
FO'Mo que debo liiátí^rme 4 i^ éuesíioíi jupídtiea^ reocHfdapizdo^oa 
preceptos y principios legales qua abonan el concepto de la^Sálaj 

Entré Ioi»prlT]teroS) el qae dotütaa ein te&to HiaterjateB el del/ci- 
tad^ ai*. 71© del 064¡go dé Prc»oedit)ftientcis\ antigliov f^mjbúati» 
eordaste del n^vo, que conceda al que ha\sido cteolaiado'^onli»* 
so ú deredKi de r^oAit prMba eía ooi^tpmi&i í»eiKk> tarobieo^deeír* 
ñivos los úonmgoadoA. en los arts. S89 y 485 dá ambo» Oódigocs 
que manda» teaer por «eosfeso al «rtieulante reopeote de lOBtfaeobo» 
que afirmare^e» las posioiom»^ y km*^!28 y 5d8; qfne .dan al doe«* 
mentó que un litigante presenta, el 4)ai^ol^* de prueba plena en 
su oonti^a. ' , ^ 

Los segútídos se ¡enoueiitran establecido» enlas doetrinas de k)6 
autores y en las^ sevxteuoias áeiísmañíinjn^^^^^M postfrúnmmüé* 
tiéMm juMoi»^ ^[uod posüianes Tmkmiíur pro 4¡(mfB8SÍ» ofpmnat d$ 
veriáétie i^HUmtmirium, p^onunUanún nooíi^ eum <ceritaH oeáant 
óifinia,^ dÍeesB^aude^o.v¥ EBmcisk:dUm^'^^Quaíréf an is^^qmfih 
ií^ po$9it rmMm^ podUaiMmy hoo e»^ .coñfe$8Í(nym^ qwtmJkeA 
ponendo. Begüla erit negativa. ... JEt hinchahenms vulgatámfMih 
ciu^nem^ qiéúé^eonfe8$ui^imk0(mr'pn^uébstíto jetmammay^mB 
a Doet&rü^ Mmmítiiin 'é^mpmftanOa^emj^siems^ -opémeao^f^ 
Húniy qu(B^oóMln^uni^pwüÍo$Mms memvmoiantunf ¡fmúcne^Bsm^ 
cQiamtainporitiúntbWyMgMÍiusp0te9tr.re9o^ ^imm, cMtmta 
iniref^msimüm$adea»,'^ia4^ fatetwp\ ddik0ml$e$if 

qui^ pmitj €t ndn est:ibt&ítii9ii fjvmé cmfmia ddíbermUí est egh 

O^que, > «i la '4ealaraeioii= de oonfesb pierde su afeoto 4am luego 
eomo «íparezaea la vdpdadi en contrario per Ja pruebarmdidaeiirios 
auteS) y la ieonfeirioii del aitieulante en las posieíones ee «ée ^fSh 
cas aún que laecmAeioa expmuudeliatooliíento, tiene indudidrie* 
mente que serle k£iáe que la oon&sien fíétadeést», qwine pam de 
una pareAuvoío» jtofis'ó piesumdoii legidf y estando coma^efifiáji am* 

1 Begnudelio. Obra y lugar citados, pág. 474, $ VI, núm. 23.— Bsoaoia, en la xmsma 
obra ya leferída, tom. 2?; pág. 2^}, núipi, 590 y» W, «^ 
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bás)«» oontmdfatcioi^ tmao «uoftde en ti ^m^ pernee ioQuestiona* 
Ueqae :}a «onfissioQ pi^esuntaquecUbdeBí^ída por lacoofeBioucIa- 
KiiyMétsiiffefiaf puestoque toda presuneum eede á la Terdad coni'^ 
probada. 

Y €n «feeto, f OBdando esta eonseeaenda^ dtee d mismo Bsoaoia: 
^^fuoTdj an simí?átiqvimsmf i» qnibua o&ntmMuxíinm fossi^ haberi 
fru 'cmfmmj etíaimifuent cervaUb forma. Bte^fwdéo quod $iOé^^ 
ierMut^f éüan¿hfuÍ99etdaiAp0$itm ^cieiiíer félm. At qmmod^ prih 
¡f0t»r sdmtm fahij eoUige exhisy qtuB scribit Mmsmrdus; nam si 
quk fr(»hio6í'et aUqimí itutruífímtum^ eoqne/usus fuisset^ et ieinie 
féo^ét unana pasiHúnení üát&rmtivam iUi irntrun^ito^ dieerettir 
JUcerencienierfii¡l$amp0^iUhíMm 

De \sm ejecutorias en casacioD, bastará citar una pronunciada 
por el Tribunal Bupremo deJSspaña, por la cual se i'esuelve qne: 
'^Ouaodo la Sala sentenciadora al apreciar la pra^)a para dietar el 
filio, no se limita á la eonfesioa en juicio del demsmdado^ que oo 
es expresa, sino que baoe extensiva su aiaeeiaeioB allre8^1tadoen 
«ofijunto de todas las pruebas praotioadas, no se' infrinjo la4«y 
é& Partida, q«ie considera como prueba plena la confesioB hecd^ 
eojuieio»» 

De suerte que, habiendo sido esa la forma y manera comoapre* 
etóla cuarta Sala eu el caso tal confesión, no se conoibe oómo ha 
eneentrado^ reeürvente oportuoidad da citiu' artíeulo» violados 
sobre este ponto, si no es cod el afim que se peieibe en su esodto 
de ahmliioaF las ideas par» desoubiir por tedas partes viobieiones 
60. la sentimoia: de aquella. YeiortamentenohapodUopcesentaiv 
nos como inflingidos más que los £u1;fouIos ya consabidos 654 y 
734de'l€»dosúlttmc»3€ódigoade Frooe^roiMítos que sucesiva- 
meirte hatL* regido, relativos al valor probatorio de las actuaciones 
jodieísdes, que son tan inconducentes, tratándose de otra dase de 
pmria^ eomo ánt^ se ha demostrado con nasottes que seria redun^ 
danto y superfloo volver á cttar de nuevc^ y el 715 del primero de 
esos Códigos, poriatta^piu^ eotOrofiroiiutmtmn^ porque es el que 



1 Be Judiciis, tom* 2?, pág. 215, núms. 510 y 514. 

2 Pantoja. Bepert de la Jorisp., Aféaá. V, pif. 48. 
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^ loi T^íQpiiaitM fMf éebú> toüBfia coiifeisidit ífiotap ídajd^&dftáÉ 
etísletlia pnirecádp/eii el éoao^ coiDO;Qstá'teuqEdúeii{ i^BM^tiadaiy^ 
tenida £uml^uleápaffa ildebtfaol<]irJar.Qali^ dÉrafttÉte^fioBOQBd 

ám&ñt» cofmo^JosaAiteriorfts^ segan la matera isábtBij^uejí^mtatt^ 
OdDsidera^idQí^e iqm ise. tiwt%. ea lei ^m no jib JtaJiid^ íi^bnlégil»' 

<pa^ d^raora ites antoftsr quejMreáita m &tee(Clad^ iaT^dáiidyafdflB^ 
£DrBHiial'ankiJ16v . . •, • . í ^ .-.w. '^'. .r, . .j <i .:..i.u^= 

•i- - ' ' ^ -;* •'•.,' ■ .■". . - í . M -. , ■ jí;: . .i ■ /ir, l'iííiJ.'' 

^ =;■'■'' ■ ' *■• I .,'.;.■ - . ' , t - ■ . . . . :'.'/. 1 ,1 í t *;•'/'. J>> ,' 
■--^* í . • ■ .- .w *. > •,..!(' ..'1'";. ' / ... ■ '■^- .■ ;1H ):',..v..,l' .'Jí 

pontoj deilafitlsedad de^ ki €Mife8iOB«>fiGta/ju8tífleada pm úlám 
oomtaniáito «a tos waim^ y entre elfea baoe meato dé la» diereis 
fi^ del a.i^tic«aaii«e oenteiftidaft eo su» ^posiotones '&t y 139^ en lat 
qm óofifiesa al foraulaHad ^ne^ IidMó>ooB el '^d. ¥lem&áeíím^ 
|if edo^ 4e la compra, ^ qae este^ ei^r escribfó ^cartas y ^rtgté^te^ 
leg^amai» eon inetrüoeieoes Bobre ai ttégoeie; ie eual ooatÉ»dfal&^ 
ddpnef^ de^fw^ e^i&iiml^íJas^loAiela^HietiájissteaBioeMBí^ 
tes sebi^^ftqtw de Oaeaicooliln^nie^^ Instnsieoíonec^de 

BU principal en cada caso, como se ha qaerideíWMener por kiofem 
parte, i'ií ■■' ^^ •:-.'.''''''- ^- • ^ '-.'• r, ,í-- .; ■, ... »- . /,^ 
mIíj yo pffiAda^iAaminoiíSKfiadir qiffi^a^ 
dident jgoqJDEieQte iri Bstpoesto^ aostenido.pot Ja misiiia' pa^ e& 
etvaB^pcmeioms^ da ^que el repeÉicEo s^ OeiBttHo estallo aotorkui^ 
do e» pavtíclihiv: pata^^f^ebíár ^1 eenteato ^euyé 'Cumplmmiiloft» 
pretende, con toda libertady atii^JaB>^k{tte8ada6ÍilBteiffio^^ 
todDreIlo4:TeÉiiídte'4BÉ: vnelmií >á aparaaNr, e^pm Aaftfi»]ttlHa»ean- 
ripy94al»eBíl^itotaBU»iifsijií^^ ^eom^xnaatiÉaJiBt 

TOca el recurrente como medio de plena justificación, la más com^ 
l^tacontauriedadentre^teB^eonfaBianeB expm^^'delSir^iKpri!^ 
y la confesión :ficta 6 t^r^strnta del demandado; siendo por lo mlmno 
aplicables para desechar esta coof^sim^y .ten9£coa^.«cre^ su 
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pibr pññtífWB't p^eeiaptos Jegaleiradaeisdoa' allí; poique/ eiÉoo oIh 
fffiselMveflrJCODttaritf^ eOBíiDáA ma^ pHodeistilísaa^'lasjijai^oiiiidaé» 

smtíesléúíBúiíiaaamdni^ ht jninBa t^^a^ amdritf(ni9«na>ito 
obra de D. Emilio Beus; y así se paede, á mayóla iaiboidáBiieiitof 
fundar con la autoridad de los escritores jurídicos que confirman 
esa doctrina^ entre los cuales Gkircía, refiriéndose al caso de con- 
denación en rebeldía, y estableciendo la necesidad de que ella quede 
sin efecto de cualquiera manera que aparezca la verdad en contra- 
rio, dice: ^^Ergo vibicumque (Xfpareat de veritate recedendum est a^ 

Attimafro dtee:eB.#l miiímo atntído, aua xeñtíéoéo^A la wm&n 

««Hrmtetet^ j^olisl 4etítp€r rmtocarij «timiti 9it Jw0l» 0t a; pa/ri^ 
aecepéataf ^wétita^ errore^^. dieitur préb^tm st^tim qi$Qd ap^ 

ua^qmmin$yfnmtem omjKteiriíf d^élaretfUmen ^mm i^ej^rUrtur 
(m*iwiegi9pridMiíiG7M0 wmnaUn^ momi hdíitw^'pro waHaíSf seA' 

Y Escacia, respecto de ía confesión expresa, contra la cual Jioiia 
pMie i»Eéiaripiaeba^ «n^eimtrarío, 3o8|Me9 46 ochioliiiia la eaü6a, 
eitobloeQ que «in emlN^go «e pmde Tm^mt íeiempí» ^ipm eambé^ 
que^enréBeas *'&éitpMt oMcDRanm incemu eñvm^ qmm[;^aM$^' 
3ifcc9ii ffMfOMri,' 8e¿ msm fr^Amij et ideo eparM^ ^piód nbcfieraUd^ 
rMUtimi»fiteéeiiiia,^Mn9m'de mftixt»^^ 

J4»£^Mrtlealoa q«e sexe^taitTioladflíli^en esiA Oonsiáeíandoy'ielini 
lositaotes'vieoesTOpetidtoa^á y 7i^ ]»pdv»i»^sa» 



19él9^bffi1&té.Ol0ft»;€?vH?,fl4»0^9dytltri^^ * ^ 

% ^STuQitMibpB. .ftu^Bt. 39^ npxx. 61; toa, 6?^ p^. ^4; qofl^ )^y n^. 7^.t(K 
mo i?, pág. 433. 
i De irnctícife. ^dáii S?, pág.^^, ixém^ 664. - - *- * ' '' 
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en dios, según la completa inopoittmic^ con <)ii^Qiim*a V^dvea 
de nueto ádtaree, coma en las veessiantei^viss^^f «^ 
ciéndoee mianperd^den0toidá«^QQaia)43te^^ ei^jQl eún%mst0H^¥^ 
to y ooBtradietoiio de Jas posietot^ss^que^se báaiBdfedNlo:^ ' aoij^ 

Se f^utan/ademis iafifin^áod tos£aa*te;€(lárpt^29 sMi&óái^eAh 
ProceéyiuieintDS de .1880, de io» cüaleA' d« piomec* «HjkpíOiieimttQ^ 
tenga^ cono tes^nooidoMel dotwwKaiawpittrttdo ipreieateiia jeto jjaiote 
por. vii| de fx^ba no' objetado por ku paitte:€!»Titoiri% f tíb dn^ndb 
dédara que d: docnmebte qne^^ pceseota * tula lou^e^i ^miétei fiidfia^ 
mente en su contrn, aunque la <^ra ao Id leconKKtta^'^poii^M él 
asentar Ite rSala que la asecQmi > dei 8r. Névi^ 6q ^suibpQifalidkíes 
sofaüelas' cortes y létegraiM» dirigídosíporif^oms^if QastíUo^ídáfi- 
doie mstruooume8«ibbr»d<eoJit9fi^,^«^ s¿^«iifdoÍcát- 

reokk de^faoqltades ponti oeiebraiD Jéi^ ^k^Aiolio» artígalos isob^ 
toaiar:6ii coBsi^eFánion 3ad^daiHiéntei|UB|obc^ ieililoi$Mitos,4ií$di(> 
lo es el despacho toleg][áfli» dd mliatoo Ficsres áOafi^iflQj íetímUS 
de I?ebreBQii4^ 1882; ipa^s^pi^oísunestaí de'ierte^doentti^at^tie^ 
itoe^pie el MtmjE>)^tsAm airtori2adoj{aaJk>e9leU'ar]l)Mte»tos^3^0^ 
iratet: ádoA! j&qtos da ¿aifliaciflDdia, y dar okauÉiSHDMa ia6 B&ywm- 
preadeiel tesaorvde^wwiéejadmiisbq^cuKlei'r > > : ^ lo.^/ot /• 

IiaJSala<no dícoilo'^qHe^e -te sBádimij^e^agui; iio )qaá)ex|9^ 
qme aqBelto^xmfeai<Ma delií^ l$oiiep#|B8tí£^'i^p2ei(^^ 
taba ^.cuitado para ajustar contratos líbremfíiiMiy'^lt>ÍH$irnmiim 
A^^uipáíwiptitemvmd^ms^ootm^^^^ el 

niwtto 8r.2f(megae60ií^aa^€( ms'pQi^^ %egíeiesiaai|:ffiQto^ 
diiib'iwt7ii^imdadQ;/^inm ^oMa3kmitetB,idiié^ jaropé it)^ 
aoQQ»seoule»Bai;a*qt«é!e»»iíóitt^ 

i9l^i»i^4d}^iocgj^lal 4€#oi»ií^t6 aobíd I$«4fétn»íi06 eiuqtte^aelBia 
eQnk9imi oaw4o,estd;ba5d<itt9n3rtd^ ffetaUtefibeg 

Sl^tj^Q^i;4dd4^4^i@ii;«l ít«t^gran»i» 

1 '^Caandó fatta lá basé y fundamento én' que se hace consistir la infracción de una 
ley, esinapliQAbto al üa«D, r flOí|iaad6^oúiáa«jriM»ft*itddnígÍtÉaá|^ s^AlégH ooido^UL" 
Sentencia de oasaoi(m citada porPan^oja. Apénd» I?;P¿g- ]^l.r-"Jji^Salaae]itwciadon, 
al estimar las pruebas scy otándose á la resultancia de autos, no infringe ninguna dispo- 
ioion legal.'' Id ., obrtt principal, pág. 944. 
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4ai?idr»)det€»l6h»»v< én> genened» c(mti*«ios^ ni el pattícalar ^pie «e 

sicion 12?^jQ(eo6titab£l e8tor^eeUñeHáaiiBAtraedoMs^ ó imteueoto 
líesi^BAleesirsffi y óooliMatf en i^ms oaiias ]p tcde^mais^ y^e^oon- 

id» fljjaabtt» ttsto láHámo; Iso oual sa oMflrina coa* el tenor é^ las pcm- 
teoidm éii 4Ui&cil3ekgpraiD% úmoa^queeonoeemos^ qfae soü precisas 
4»ii)pi«mQoioi]^ pfU!a ebseqttmiias^ y OattiUa lasiisspetóxeristiéiK 
¿oacráoonlrateireaotaalbrma^ < i \ 

>^ Sjl])ega/e} expceaaáo temor lo másqueargÉye^ies la^nténcieoen 
di >8iv MoKB der impedir que su deqpettétaojbey fiada^en la »aceriA«l 
ybOtísoLÉ^ delfir. iEroriegaj ih^vaá atenerse 4 losinfiíviiifis^eáste 
piicUer»4siile^itteitactos^«obi?eH0uál 6rAmiirar^adBropiMi}>ádto res- 
peto, al fxmtrato^ y reputándolos ciertos, oontrajeia alga»/i»}Di- 
proaliso ep^ Bonque no lo oUigahf^ síenkpreipodiiisepp i&^tivo db 
4i98iistQ9^4(la'bitfiAieioii* tanifaiea de; impedir^^ apai^eniii fl>- 
f^eaoiaa Mttrevlos 'pretensiones qiiei teofia Mtias^ Sr« OB'lovfs, rei^ 
i9Mto>á kfi imitcaÉoft de yenta der«a aiúear, ^^las espemnssas- qse 
su mismo dependientepodiaJmeeroóiiBehir! sobre ^esto á lesooni- 
pradores; chBacacb:do qn&eiempí^ «i9 kieon^ehiente^qne apajseéca^ 
y eansa mal efeolfo rpats^ oofBo* elxpédito de k>s ¡negeeios vants el 
.]omoept€^4el ptU)UDOw^ ^ ^ 

üerioiialqniraia ^manera^lo üierto es qne^' ana perpiit&mplo^'la 
etcafttJDte^apeDér q»e<0aalil}aliaibteFa tenido todas hta&coltadeB 
9n[.^HÍ0ray len enante al ^contrat<> qiie «e pretenda baeer^ i^eiivo, 
no ias^teBik^n^ la» pudó tefi0r^i9itio limitadas y cáf^ 
iM^de^o^mo se^letdaÉ^en dtehe te^tatn^ jr" faetwdesde etítteees 
-conoddas pwlM^¿bMBfeB.i^i»rieg%lM^ufti^^^ ni»t4sob)^ 

este particular. Y si la Sala lo ba reconocido as^4ánAl á «i^^dc^ 
espestqrlafií^cm^ptobMicM^ 

forme á los artículos qtie se,oíta% r^lativosal y^Iqv de ^sa ds^exle 
prueba^ ao «a le.pnedft fiomdaáiMftenteinqNd^ariiiteior iii^^ 
gido; jkM^tte és ufiít di^ las reglas de casación ^ué los Mbüüáíeá np 
infringen la ley, y antes bien deb^esfpipaálaaiffiaeiaeíonqtte ha- 
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gan de Ua pruebas, caando al hacerla han aplicado aoertodamrate 
las disposiciones legales. ^ , 

Sobre todo, no es exacto que la Sal?i b$^^4ej#)T#iH>9^i4<li^ 
ese mismo documento. Por el contrariOye^tár^ii^bl^yder.maiii* 
fiesto en su ñillo que se ha referido á é\ que lo jbc^Jíi^9f4a^.e^«qo^ot% 
que ha interpretado su texto y ha calificadoisa jifi[^f(fftf^i<ú^ 
prueba, estimándola en él mismo y comelaQip^Á otrosí 4fH^im^Q* 
tos y otra« pruebas. Y es otra regla de casacion,^ muy J^ejCj^^^ote** 
mente reproducida en las sentencias sobre la mat^i;^ AU!^ ^o ^ 
infracción de ley en este punto, cuando nasedespoiiA^ el n^to 
probatorio de un documento, sino que sólo se .aprecia ^ja el as*^ 
pecto de su aplicación al hecho para juzgan si Ueua ó^iux el objeta 
con que se ha aducido; así como es 4gu^li^ente o|¡ra de eaaA reglací 
que la prueba documental, por eficaz que ella sea, pueda aer de»- 



2 



V*- 



virtuada por oti'as. 

Finalmente, y generalizando más las ideas pai;ai:^l^»z^ lomear* 
gos que se hacen á la 4? Sal^ en los cii^eo oonaidi^iiidQ^aiM^e9FÍi»:eSy 
sobre Jos juicios y decisiones que la sentejt]|cia^ oouti^ne«^4)Qr6a,de 
las tres pruebas de confesión, documental y t^timonial, c^lifi^^do 
el resultado que días han ofrecido en cuanto á la justificación, del 
hecho relativo á la autorizacioaq^epi^do tesm Dt3J(i|^]l OaatíUo 
de D. José María Flores, ya para contratar. ^.geuejral, ya paita 
celebrar en particular el convenio que j^e Yei;sa^ Pp s^]:á fi^/era 4ri 
caso, sino áiites muy conducente, recordar aqjuLy£M;ips^^otros4et los 
principios que tiene acreditados aquella juríqirudencia, es á sabw 
que cuando la Sala estima las pruebas en conjunto, teniendo pre- 
sentes, tanto las declaraciones de 1(m» testigos, opmp el resultado 
de las posiciones ábsueltas por el demaadado^ natiofripge la»/dia« 
posiciones legales que determioan el viúdr de la eottfeañoo: que ia 
prueba documental, caando se considera eai coDjunt, dependeo en 
su eficacia de las demás que se rindan, conforme 4 la regla que 
acaba de dtarse en el párrafo ant^ion que la sentencia que no- 

1 PaBioja^ OH la miema obra, pág, 62. 

2 Pantoja, en dicho lagar. Págs. 375, 376, 360, 383 j 813; Ap^d. 1?, págs. 83r 84; 
Apead. 9f; págg. 757 I4B^ Apead. 2ff, paga. 9ey 97. 
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desconoce los medios de prueba establecidos por derecho, sino que 
falla por el conjunto de la testifical y de documentoS| no infringe 
las leyes relativas^ (ixxé el dar por probado un hecho, corresponde 
al'^biínaí sentenciador/ apreciando, si la prueba es de testigos, 
la fberz^'dei suií declaraciones: que no debe estimarse como probado 
Qü hecfad üññnkñó Sólo por testigos con tacha legal: que cuando 
la apteciabión se hace én vista del conjunto de las pruebas, no se 
icífriúgetí laé leyes relativas al valor de las declaraciones de los tes- 
tigos:' (^é h apreciación de las pruebas con arreglo al mérito de 
los autos, coneéponde á la Sala sentenciadora, y al estimarse éstas 
seguñ la ^ue resulta de ellos, no se puede cometer ninguna infrac* 
Gton: que tampoco puede haber ésta, cuando se califican las prue- 
bas en conjunto, aun suponiendo que alguna sea mal apreciada: 
qtie el !FríbunáI de casación ño puede entrar en cuestiones de apre- 
ciación de pruebas, porque ésta toca privativamente á los jueces y 
Tribunales Superiores, como encargados de fallar los pleitos bajo 
el doblé punto dé vista del hecho y del derecho; y que contra la 
apreciadion hecha por la Sala sentenciadora del resultado de las 
prtíébas, en uso de sus atribuciones, no cabe el recurso deca- 
saciota.^ 

Hasta aquí está concluido el examen de las cuestiones 2^ y 3? 
que se propuso debatir la Sala en los considerandos de su fallo; y 
es tiempo ya de tratar de la qiie sigue en orden de esas mismas 
cuestiones, así como de los propíos considerandos que se refieren 
áeHa. 



1 Pantoja, págs. 824, 944, 946, 1072, 1073, 1075, 1076, 1082, 1083, 1084, 1085, 1086, 
10ÉJB;Apálid. l^pégü 2(1; aí, 48, 64, 84, 89, 197, 202, 296, 227, 229; Id. 2?, págs. 75, 
147, 149, 172^ 199; lá,, 3?, pá«p. 2^, 22, 23, 24, 20^ W^ÍJS y m. 
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CÜABTA CUESTIÓN. 



^D. Miguel Castillo usó de la autorización que se supone haber teñido para cele- 
hrar el contrato que se versaf 



CONSIDERANDOS NOVENO, DÉQMO Y UNDÉCIMO. 



La Sala, sin considemrse obligada á investigar siesta ó no estable- 
cida en los autos la verdad de este hecho, en vista de la resolución 
negativa que dio á las cuestiones anteriores, entm, no obstante, en 
esta investigación^ resolviendo también el punto negativamente, 
con presencia de las mismas pruebas de testigos y de confesión 
ficta anteriormente analizadas. Y para apoyar su juicio observa 
respecto de la primera: que los testigos no solo tienen, respecto del 
punto de que aquí se trata, los mismos vicios ya expuestos al 
examinar los otros sobre que declaran, sino que esos vicios se 
agravan más y más en este particular, porque dichas declaraciones 
aparecen hasta contradictorias entre sí y con lo confesado por el 
demandante, siendo además muchas de ellas evidentemente par- 
ciales. Y señala de propósito cuáles son algunas de esas contra- 
dicciones, agregando: que los testigos las sostienen sin dar razón 
dé su dicho, pues casi todos se limitan á contestar por medio de un 
mcmosílabo, absteniéndose de ^ar los hechos que vieron ó presen, 
ciaron. 

Sobre tal decisión se limita á decir lacónicamente el recurrente: 
que ^n la afirmación de que Gastillo no celebró dicho contrato, 
86 violan los arts. 715, 717 y 73? del Código antiguo de Procedi- 
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mientes; porque la celebraoioa de aquel ertáaereditada eon la con- 
fesión d^l demandado y oQula deidaradotí de^ máH dé dos^ testigos 
contestes^ uniforme» jr píia^]9eís;de>todá)'eix««t^dn:i^^7^tt 
vago y genérioo4e s(^^i«to4ibc»rv»teic^ qm ivodetétmtitá'c^dÉno, 
de qué mp^o y ibaág^ité Oo«^ptio stí ton' irii)^|íáa>e8Mí^áMclti^ 
para rajfelfafr ^^ oargo^qOft fi^ híMbeí éTlaBatede»aa»**frftéáOtí^ 
gun las doctrinas de Ja jurisprudenúia^qud ^ «n^otl^ipdfH^^iM'VáEti 
citado sobr^ Ja io^proc^noia del r^ocnrso deKcaiad^ttiy^JKíüiaé la« 
referenqias,^^ Upa. ^tí^ul00 violados: no ise bacen Meii{ieeffieAifi^nte 
contale^.circapsfcanoi^s,. 1 , : . ;^ ): ^ ^ >.. .r^^^s • >■ t.; 

J^aspreaoin^^odo p(^ ati^^ de^k)s dos t^rimenae de^dfiúfb^ 
tíoulos^ ,que son los le^ativos 4 laeonfetio», pava^ ocupai ñés^d^ i¿8o& 
al ti atar del Opqsiderafído IIP^ que )es eü el que i}a; BdÉt^^Ablaí de 
esa pri^e^ai^xaminafémpS/ aquí «i tiene diio fimdameffto^ lo qtie 
se expone, respeqto de) tercero^ esdedi*^ del 7i32>9ué eníel €6dfgo 
vigente dfitej^fuija^ el yaloc d^ la p^meba. t80tiimdnial^y'd«ja^«a ca- 
]i¿(^onval(aF)>íti4o del Jio^ idesigimnaa endo dénás tes tmatm 
condiiÁane#: ^eoqsaji^iiis ^q^ ^ea^ia^^^ oonodiiante ictet ^Mdigo tkitír 
gw,pa^q|tteiJU)%,tej|tigDs.bií^ >: :: . - - ' 

Y dei^ Iu^a,pi)#det j^otsme^iifi 1»!^^ 
rent^^Ypeayisa^líPi^ít^ 
prete:Ktifjr lo(Ei,$aii^s^áe4n&MdoD queate 

oisipi^^.qip)^.elrire9nliM^^^^^P^^^^ 
sig|ii^ijt^.f)n,ei$t(^,pwtj[^€M09tQ9éilm'0^ 'cB^^eMo éMéitiáy 

acatando: al uno la taüi'd^ dúftem yn«ittciii2aiido» él'etatriel tsi* 
te^io j9ft^^^9fí;§p)á^ pa^a fan iq^reciaeÍDaí, está «nOeiJáDletoénto 
indicap49i)a &Uiade i^^nridai y 4raiimioíttto«Hid^4)0aí^ 
cede,iW«i^amg«KájQh.'><- m-m ;., -s- v. - - .^^ i :.■'--'■ -■• 

Peso iie^i^ ya, «Ofa^^^teMmteMopIiaiiiefiilNi ftmdádo^ qvt& ^ea 
cualquiera de esos dos sistemas nunca ü espMlu de la ley ba tfdc^ 
encad^a^ : «I ;^úip¿(i4e^JlQfik T^Iwm^i6amiiteite*€ift ^^m^ik» m po- 
sible esta s^ípcion, y,^^ siempire estásuíetoá ra^a«rtoridi^y ¿Ua- 
cenumieiito (ssí ^rolor. déla 9efeiáda^pneb% seguÉ JaaoiroHurtraebs 
de cada (ma^ sin que eontia el cóeroi<»0 de esta fiMmItad qiMya el 
reQwsQ de oaaaclon p<»rqu« ge c(mtra^enga á bk kgr, Bahaypam 
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qaé insistir aq^teo los fiíadammitos legales qae se han expuesto 
sobre e^. Y opsepnecetadréiBos^ para desaírameos las imputaciones 
rdatív^quQ sei.T'H^fim^ baeee*áls^^% sc9m*6 él conoepto que 
forató^Ía^r^ji4apci|iQ]bfW{de 10^^ w ^1 particular de que 
^(Qi^ miti)it% ék)ts^tímmiá fidetidadf [^istíficat^lon con qne obró, 
ezaiñipí^d^ k^^f^müün^^t^ prute^bn^coíi ^litoion & }a& euatro con-» 
di^Q^.^q«tei'li«lrieree} artfoiilOi 

JpiBrott^lrt)(^i^ Ja.p£íns*ra^ ya M kan t^irto^tatábién las tácftias gra^ 
ves de. onead^d^cen aquellos^ paifa que #d pudieran tener «orno 
testigos mayinres.de toda excepción, tanto én sus personas eomo 
en Jarliarfl^rfb^MiSfdeQtaiaoiOM^ tieios qtte eiíruelve la 

I^^giiQ^ é^d^t primor joteiTogatofio, 8? del segando, contraída 
directa yí^inrladipsdaicpite al iieofaede la^Iefatacioniiel contrato, que 
esl^^qaa^Yi^^iaalpreieBtei Ysólo bay que tena* en cuenta, ade- 
mási ac|uí^p(A*k).9U£ltoca:al fondo misino de esas declaraciones, la 
iQQ^ gs^v^de^aqueUasftMfaasqiaetesnlta contra ellas, de-las contra- 
dkíeipii^ nómadas por 4a Bata en su Considerando; y las ya igual- 
mm^ Jin^kW^eonel infonmé de segunda instancia, que ofrecen 
varias de esas mismas dedaradoae» eoMe tí y respecto ée las ccm- 
MQOpCMdi^^nJforiegaiy de. cteys «Mstandhas deiosautos^ cir- 
CttQl^a!(^,<l^(^ m^ qoeiiiv^nnaebra rebs^li^lmentesn: crédito. 
^^La di^^em^ld quo owtíBnB.eootiaiieáad'de los te^gos de{Kmen- 
tes d6 im imp^ Im^y^ «lüe eociena f e^mgnMelaen sus dichos, 
ÍB4;»idaill^e»sedé>créditO'ánÍBguoa:€te^ las dedaradones, porque 
andMt* S6 d(esb*i^yen norntoameote^'' dtce^ Oarairtotes eltondd la li^ 
28, tí^ I^PaT^ 3? Yagregat ^^in^sdidandola tcontí^fceiontnutüa 
dedos tesMfl^JWdmláiaoiimes, es coosígutetfte qu^ no merezcan 
fe tampoco ninguna de las declaraciones eontradietorias que diera^ 
uü ijníppo tmtisfii s^toa diflpMa la Ié¡f 41, tffc 16, detieha Par- 
tída.»V ... 

£ki rti»pafte4ioK ^Afi!t pws,^ dicAta tegfa (la que adlnite co- 
mo pruel^ plenat^lat á^mmáones de dos tesCigos) no^ tendrá^ ai[^li- 
oscira»* ^. rMilfwdeolmaQiinM^se^liaMaideaeuerdoconlesi^ 

1 Tratado de Pioced. jadbia1> tom. 1^, pág: 345, núm. 994; 
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tados obtenidos por las depáa prueba? sqliire ^^eapst^nciits esén- 
oíales que no pudo íq^os de .cop^CQF y <)0|ise?j?ffir ^ la-^jiueiooria 
el testlgof 8i no Cu,ere pqwsteuÉa ^iíáw» dpQlítíawp,, Yr|!)^ hubie- 
re contradiccioneqi dud^ y. retiow^iaa. ^^gv^^t^ep^^ 
8óbi*e kvs mismas ^ircuustanoias. SI se conti;adice £ epilk^i^usa <^ 
sus respuestas, darái motivo á pensar ^v^ 6. no ol^s^rvó- \^}^ ^«s 
hechos ó no refiere fielmente lo que safa^e^^f Yesjt^ d^KSt^ína^ j^e- 
nen apoyo en los arts. 735 y 740 del apitiguo Código .^, ,Pj!WC^- 
mientos, que ahp:a se cita* . ; ^ • . ; . • ? 

:^n cuanto á la sfigunda de las e^presada^ eomdipioaesi y^i los^ 4)^ 
fectos anteriores desvirtúan demasiado la <m]|C9|jp4anci% s^sis^ipie 
que piesentan aquellos testimonios en.las,con^eiM^ione(» d^d^ so- 
bre la pregunta i que nos referimos; yi^^se dfbe,.olvi4w lo.}qDe 
hemos dioho y ¿ul vierte tai;)ftbien la Sala sol^e §1 lafiom^mo estu- 
diado que caracteriza tal uniformidad. 

£1 requisito exigido como condición tei^cera.eir.los ^tígofí^ q^e 
impone la necesidad de que sean presenciales^ ó.d^cbfcw de caen- 
cia cierta, tampoco abona á éstos don r^oioa al4ie€dM> Que.iios 
ocupa. De los cinco eiiaminados, D; Julio Barrios üpfyuBA dioe^ de 
una manera amUgua, que esíwQ al tanto d^ toqúese qouyi^.^^ 
tre (^astillo y ISForiega, como paj'a dar.á entepd^ qji^apfe^iici4el 
c(»itrato; D. Pedro Blanco defdajca rignro8amen^.4e ^ádas, {¡cer- 
que lo hace con referencia á D. li^igi^el Castillo), éink^jen^a 1q qp$ 
jexpresa de la contesUdon que di^ haberle d^icto és^.ip^ t^jipe 
que fué á su despacho, manifestápdoleiiuieya mapAdia habecrM^ 
del negocio de que le habia hahtadO| perqué habif^ vendido tadftel 
azúcar á j^oriega: Gallegos^ ya se ha visto (]pie ne puda pra^efMwr 
la celebración del contrato^ porque estaba ausefite ^eaia fedia^Q 
que se supone concluido. De modo qiia eLúaieo á)iié se deqlia él 
mismo presencial, es D. Antonio Barrios; y Guiniohard at^areoe 
serlo como corredor que intervino en el asunto, eireonstiWQÍa que 
es precisamente una de las que lo inhabilitan paraatootigiiar b^|o 
otto aspecto. Así es, que las dedaiactones 4e esos testigi^ perte- 

1 Tratado de Proced. Jadioial, tom. 2?^ pág. 253, súm. 1016. 
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necen al nñmei* de aquellas que la fey no rej^ufe dignas de crédi- 
to; etf los'art». V9Q y 787 \iél enunciado Código/ 

Y^átojrieteo latine taleíj tehtítóonídS 1^ de lasfcóndiciones 

qué'se ©Mn tefisidérando; porque tampoco fueron febmprobados 
toútei fkzóú sufidénte que tanto importa para abótaar esta clase 
de {)rtifeba, pretótóndSó en el cajso los testigos cuátído, cómo, en qué 
diá y á qtíé'hóra cefebró Castillo el contrato, como lo observa la 
Sálá':^*ío teqírieifen los principios legales, de conformidad con el 
texto de las leyes, que ven en esas declaratifotiés la raíoil justifi- 
M,^ dé la 'Véirabidáíd qíie aquellbs puedan tener, jse¿un ló que 
fintea «é M demostrado. 

^tíétíWo racfótial, qué dató atendible hky pái'á creer á unos 
testigos que ñó dfrfeéen tnérito alguno para descataáait en sus dichos 
y atraer en su fávoi* úóá convltícioñ juiciosa y prudente? Si el que 
debió' tenét más conocitiaientó^d negocio por el carácter feon que 
ItiteHlíitftBíí él dtflefre, en la relación de algunaó drcuíistancias 
éSétitáAlés dtí hédia, de lo que sobre estb consta eü íufetiflcatites 
Más ateñéRWlés. Si lo qué exponen cftii^s doiS sobré la manera vaga 
tSón qti» pudieron tener noticia del contrato, revela que sólo i)udie- 
f(M sáberlb íédírécítaménte, y sin Conocferto tanto en la sustancia 
éatñó feü itis pormenores. Y si los otros dos explican de una ma- 
¿fetía tttterobfmil y pdco Satisfetctoi-ía los motivóla que pudieron te- 
ftéí tfei^ habersé'impuesto de lo ocuiiído y fijar intenciobalménté 
*a flrt^íiéito éü el faegotjid, á fin del adquirir sobré él lá (iíencia 6 
instrucción necesaria, en términos de poder establecer en serio y 
é&^lertiwatt lardad atfffi lá |nsticia?: és obvio que no bay ftmda- 
lilttitasiíSiaér pitra dá^ftf 4 seiü^ántés testítnnniois; tan poco capa- 
«éé'dé ibl^ii^ ^DcUfiátízá y tan sósp^^ 

Mtigttk ifldtÍTO dé cireaíMKdaá Hay para confiar en la veracidad, 
píMM^ítoftój úé B. JtilS>'Bári4os, qné nos dféé éii general lia1)er 
S^étoMtehV^i^pttr D.Iñigo Ndrí^á, éoti Iqüiéü tiene amis- 
tad^ y pd^ lÉak^ a(Ampá;ñflBdo á 6iiinchárd cuando arreglaba el ne- 
got^ tá m tsósetpñ^h, éattl^ platíáibie párá esa asistencia suya 

1 líéf 42, tít¿ 16, Part. 8*— Cararantes. Proced. Júá., tom. 2?, p&g, 244/ núm. 992.— 
ToaUier. Droit ciy.ji tom. 9?, pág. 238, núm. 253; pág. 300, núm. 317. 
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én companfa de Ooinoha^d al despa^ de Flores, y, sobre todo, 
la que lo ioducia á jQjarse en uu asunto que postema inteie^ pia- 
guno para él* Y otro .taato h^ que decir 49 Vt^ Autoi^o, barrios, 
que se nos muestra sabedor del co^Vie^io, ya^por OasliilJ9^y3» con 
ocasión deque ilj^.al e:!q^m9f^lo.d^sp^hQ á,ai:r^glar n^ocios con 
éste; sin decimos cuáles flu^po, y sin ser )banípoco verpsíi^l que 
los tuviera, cuando en la casa del Sr. Flores no hay más que el 
negqcío de azácar, que se sijipone haberse estrado t^t^do enton- 
ces con el Sr. JToriega. 

^^^L la preseoei^ del testigo .ind]ace á presumir que conoce los 
hechos, en términos de haberlos grabado en su memoria y de po- 
derlos referir con ez^^titud y fidelidad, esta presunción adquiere 
más fuerza si ha tenido motivos para fijar su atención en ellos con 
seriedad.". • • . ^^Este principio es, sobre todo, aplicable cuando se 
versa un hecho complicado, tal como el tenor ó las cláusulas de un 
contrato." Hó aquí las reflexiones juiciosas de Toullier,.que des- 
pués de ampliarlas todavía más, continúa: ^^Estas reflexiones son 
útiles cuando se trata de pesar y apreciar los testimonios. • • • Es 
de la mayor importando que el testigo se esplique, no solamente 
sobre el becbo sino sobre sus circunstancias de lugai' y tiempo. Ta- 
les circun^^wcias, que parecen por lo común indiferentes en sí 
misniias, sirven 6 pueden servir fi;ecuentemente para descorrer el 
velo qu^ oculta la verdad. . f . sirven casi siempre paia juzgar del 
grado de coufianza y del gjcado de atención con que ha visto los 
hechos."^ 

. Dice después en otro lugar: ^^Eltestiiga debe también dar ra^n 
de sa dicho, del modo cqd^p ha »^hido el hecho: Débet reUdere nor 
tiomm sdenMdB ma; de \o contraigo su. deposición no merece con- 
fianza. • . • ]^o es, sin embargo, bastante que dé razón de l,o que di- 
ce, es preciso quB es^ta razon^ sea además verosímil . . • ¿Adonde 
euconti^furá, pues (el Magis^v^o), Iq^ motivos que deben servil* pa- 
ra formar su juicio? El deiecho romano, ó .más bien la raaon, le 
iudica las fuentes ^n que d^be tomarlos. Los hallará meditando y 

1 Toullier. Droit civ., Lib. 3?, tát 3?, cap. 6?, seco, 2*, part. 2?; tom. 9?, pág. 241, 
núms. 256 y 257. 
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aplicando á lo» hechos, cotí dtecernimiento y sagacidad, los sabios 
consgos que da el' Emperador Adriano: Tti vmgis seire potesj 
quánldfide^ Kálíenáa sit testiiUs: qui ét mjus éignitatis^ et ettjus 
ésÜmaUoñis siñti et qui éimpliciter visi sunt áieere^ ntrkm nnum 
mimdemque sermonem ítieditatnm átñil^iut, an ad ea, qtite in-- 
terroffaveras^ éxtenipore verisimüia responderhit Leg. 3,^ 1, fiF. 
de test »^ • . . . 

ÍTo há podido, pues, lá Sala iirfringif un art. conlo el 782 aludi- 
do, al declamr insuficiente para establecer el hecho en cuestión 
una prueba que es íneficazí al efecto, según los vicios que encien-a, 
conforme á ese mismo artículo y á sus concordantes citados, á cuyo 
tenor se ha sujetado aquella escrupulosamente en su fallo. 



II 



En el Considerando 10? la Sala, como se ve por el primero de 
sus incisos, que ya hemos textualmente insertado en otro lugar, 
después de establecer el principio de que la ley deja al arbitrio ju- 
diciaí la calificación de la prueba testimonial, insiste en el juicio 
que formó de la que produjo el actor en el Considerando anterior, 
por las razones ya expuestas que de nuevo resume. Y á propósito 
de esto,*se le vuelve á hacer cargo de que viola el repetido art. 7S2, 
con atsentar aquel principio; por la importancia que ése artículo da 
& la prueba de dos testigos, cuyas declaraciones se dice que la Sala 
har debido aceptar; mediante á que tienen en el caso los cuatro re- 
quisitos qué se señalan en él. 

Pero es del todo innecesario y estéril detenerse en defender el 
referido racontestable principio y las purísimas acreditadas doctri- 
nas que proclama la Sala, sobre la calificación de esa clase dfe prue- 
ba y las bases que deben nonnar el criterio del Juez para hacerla; 

l TonUier en 1$ xnism^ obra, pá^s. 243 7 244, núins. 260 7 261; pág. 317, núm, 325. 
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«nando t^Dtfo y tan faodadameQte m derecho 86 ba expiejriíQ^ en d 
curso de e&te iBÍorm^ sobre esto, que si n^ eBtaifii»;a( y^ eoa b^ 
más amplia latitud deiEbosteidO) bastarla psa*a que quedara» U^ ws^ 
pie lectora de aquel raimu>artíeiüio y de tos demáfiíqn^ Jesigwa 
basta el 741 ea el Código^ coa sóia una me^ua i^flc^iw wJNre ^ 
concepto en que por ellos se da completa e&o»^ ín la» pi^ueba 
de testigos, relatívamente y coa dependencia de tantas elccutv^ 
tancias que s^lo el disceruitBáeiiifcQ del Jue? puede ewbiiíYfm^íHe 
apreciar. 

Estéril é inue^sario es tambleueiiti^tenerse luás^eu defeod^^ 
juicio formado, por la gala^ 9i caUfiímr de ho^xa la. mi9Q[)9( i^^ebis^ 
y decidir m los testinftouios que figuiau en ella, lleoan.ó na las ooih 
dicíones que demimdan jbs enunciados artículos, de^es que tan 
minuciosamente y con presencia de los autos^ beodos comprobado 
la acertada y concnenzuda apreciación de aquella, sobre la cual no 
puede ni debe prevalecer eH parcial é ioteiesado dictamen de la 
parte á quies peijudioa»^ 

Así es, que seguiremos refutando <^X) de los eacgofi de violación 
que se baoen^ referente & la tmim 4<ie qoi^ne dwbA SeJ^t^ psmáa- 
lidad á los cQiT^dores €bUegQ9i y Giuncbai^d^ conaid^^^b^^ «Or 
ma interesados en que se declare perfecto el contrato,, p^a cotbrar 
sus honor^dos 6 cQrretsoe, de cuyo punto ya oo^t bemos^ (ici:^^ 
otra vez;^ y eobi^e la cusd se vuelve al tema de la íim^^^ probaAona^ 
que tíeneA I^ aotuacioaes judicii^lea y de la infraccioQ d9 lop ^ui)s^ 
554 y 724 de *mbos. Oódjig^, poique al depi? del íeourrwt»^ 1q8 
autos prueban que ^Mlegos nofaé el corredoi: q^eiAte^ñuQ» sino 
s61o un perito comi^na^ p^^ examinar la ca^^ del ^ear, 
y el faJlo reconoce que<^on arregla á Ioa térmiuosdeUoot^toy^ih 
riega era el que debia pagar los bonorarios de ^«iq/^bdcd y OQ. D^ 

Debemos deolinar aquí, co»o sicmpie, aquel (»»rgo: 1? l^qn la ift- 
cQuducwQi» de los. indicados ^^itíQujios^ pne^ 9a m tmt^^ aa,a( del 
caso á que se refieren, sino de becbos eom^ignadosi eqt oti^ el^iseai 
de prueba, cuyo valor no depende de las actuadcHies judiciides en 
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qw obfa&9 y qa^ tiweo mm re^m ppopiMde apreieiíAcion eon&is 
rae á tas eaales ban sUe'Conveoiei^temeDte eaUficadas. Taleftprae* 
ba» apn ol boirador dal ooDfci'ata y laa decbMraotoaea (ie Guiodiard 
y otr^testiifOB} eoftstMffia» dovMto S6 meodona la intedrveiKáoi]^ qu9 
égte tni?o en el oegoeioc 9? Porque j» soajQterto» los lieobofi que 
86 SQponen prebadoi. 

Ko h> es el <to qtie CMIegoaiK) ftrera ooiredor sioo perito m, ^ 
ooDtraíto. Él mismo dice en su reip^iesta^ái la & preguqta del ^ 
interrogatorio: que "con motivo de recQiKMser y ratificar, en comT 
p»^ de D^ Bewigio Nori^a, last div4«iuui ciaaes^e asiúear que ya 
tenia oontn^^adas en la hacienda de OaQaleo, taim piOMrUfiipia en el 
Q^geciO) si€nida6nin(diard qnien la habla imegladc^ definitivamen* 
te en esta Capital, f^nda ámeümmní^elqme M.ji^to.'^ Luego larer* 
dad es que Gninchard y OaUe§w se distrílMiyeEon el tral^ de. laf 
gestionesi )>a2ia arseglaír ea^ negoeio; y q^e por lo ménipa este últW 
lao tenia tamUet» parteen los honorarios deconrels^ lo que basta 
para que sea interesado en ei^ juicio y deba, r^^t^se» P«r9}al| 
coQM> la 9ala la ha ooosiderado. 

No es cierta tampocn el hecho de que el feUla reeogo go a qae, coit 
arreglo al cratrato^ Noriega debía pagar sos hcmorarios á O^in-^ 
cbard y no Flores. Bn éjsto, como'^^ otros pantos, se hi^ce decir 
á feí Sala lo que en realidad no d|ee^ BUa lo que expresa en el cobti 
siderando 17, poniendo de maniato las inesacUtndes que cm^ 
tiene b^ declaración dé Guincdnard, es que éste asegura babémele 
(Crecido por Oas^llo que Flores le pa^ia su corr^'e, mientras 
Que e& el i^oyecto de contrato 9PArece hab^ve convenido quieel 
oorret£^e» eieria por cuenta del coifi^£|dor; sin que la, Stda reco* 
ne¿ca cofiHMdierta aingui^ de em» especias que napodlarecenocer^ 
oaaiMlo pareoisi^m^2(te noita que sen conbradleteriWy y en toda su 
sentencia a^ reh,ns^ ¿ ^v wHitfi & las ^»mtmxAm dwde igwm 
WKy clarat. 

Fue»^ de que la, paarciojidad ^^bulda por la Sala & Quinchavd, 
no depende de la chx^unstanda de que tal 6 cual de los contrayen- 
tes fuera el obligada á pagarle sus honorarios^ sino éeli ínteres que 
tiene por el éxito del pleilíQ ea ej sentida dQ (^e, s^ dedwe perléctQ 
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^no- 
el contrato, que es el único caso en qne le asiste el derecho para 
percibir esos honorarios con arreglo á la ley.^ 

El tercer cargo que se Jiace á la Sala eft el Otínsiderandó dé que 
hablamos, es que ha infritigido los arts. 716, T17, 7^, 72S y 614 
del Código de Procedimientos de 1880; porque en él determina ar- 
bitrariamente los hechos que á su juicio pasaron eñ este negocio, 
y esa exposición es contraria á lo qué resulta justtflcado por la con- 
fesión del Sr. Flores, por las declaraciones de los testigos y por el 
contenido de los documentos presentados. 

Vago, como lo es, é improcedente el supuesto de tan inñmdada 
infracción, por el defecto que ya se ha objetado á otros de no pun- 
tualizar, respecto de cada hecho que se expresa y cadiauno délos 
artículos que se citan, el concepto, modo 6 sentido en que se han in- 
fringido; porque dicho supuesto representa la opinión más propia- 
mente digna de llamarse arbitraria de una de las partes, que no es 
bastante á destruir el juicio respetable y maduro de la Sala sen- 
tenciadom; y porque lo que se impugna es la apreciación general 
de los hechos, estimados por la miáma Sala con relación al resul- 
tado de todas las pruebas vistas en conjunto, debería yo dispen- 
sarme desde luego de tener en cuenta aquel cargo, que no merece 
atenderse y que no puede ser objeto del recurso interpuesto^ por- 
que los de su género están rechazados por los principios de la ju- 
risprudencia que rige en esta materia.* 

Mas para justificar á la Sala en su fallo, que por otra parte está 
ya también sincerada respecto de la aplicación que ha hecho de 
cada una de las pruebas en particular de que hablan dichos artículos, 
á cada caso especial de los que ha examinado, voy, aunque no sea 
más que ligeramente, á demostrar la exactitud y verdad "de la ex- 
psicion colectiva 6 en globo de hechos que contiene didib Oonsi- 
derando, y que ahora combate el recurrente en su escrito. 

Aplicando (dice la sentencia) á los hechos sobre que versan esas 
declaraciones y al conjunto de pruebas rendidas, el criterio legal, 

1 Reglamento de Corredores de 13 de Julio de 1854, mL 60. 

2 Pantoja. Repert. de ía JnriBp., págs. 865, 871, 875; Apénd. 1?^ págs. 186, 187, 188, 
892, 544, 550, 817, 116, 229; Apénd. 2?, pág. 75; Id. 3?, pág. 75. 
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el criterio imparci^I de uu análisis concienzudo, resulta: que entre 
D. íñigo Noriega, apodera4o sin ppder legítimo de su hermano D. 
Eemígio^ y CastíUo, &m poder legal de Flores^ se propaló un con- 
trato da venta de azúpar, fiándose las.clai^s de la mercancía y sus 
precios^, Wdíwt6ft(^9i5 un bo^i-íMior que debía ponerse en limpio pa- 
ra ser firi3(iado por los principales, según se infería de su contexto, 
y que al ií ^recoger líorie^ el conU-ato firmado, Oastillo se negó 
& firfffarlpj v^íendo de advertir que, como aparece del borrador y de 
las confesiones del demandante, el contrato debia consignarse por. 
escrito* 

Hé Bjcpxí el contexto literal de dicha exposición* Veamos si sou 
ciertos los hecho rjeferidos en ella. 

1er hecho: que D. Iñigo Noriega, en la época del convenio, no 
tenia poder legítimo de su hermano D. Bemigio, ni Oastillo lo te- 
nia legal del Sr. Flores* Está probado por la razón que se tomó 
en autos del poder conferido po^ el mismo D. Bemigio á su her^ 
mano, en 18 de Abril de 1882, mucho después de aquella época; y 
por las certificacioQes de los notarios de e§ta Oajpital y del juez en- 
cargado del protocolo de Yautepec, donde consta que ni antes ni 
después de ese tiempo, aparece dtojgado poder alguno por el Sr. 
FlcMres al n^smo Oastillo. 

29 hecho: que entre éste y el expresado D. Iñigo^ se propaló un^ 
contrato de venta de azúcar, dándose las clases de la mercancía 
y sus precios. Probado por la tercera posición qu^ articuló P. Be- 
migio E'oriega y que dice textualmente: '^Diga como es cierto que 
le consta que á mediados de Febrera último (de 1882), el Sr. Oas- 
tillo, ^1 representación del absolvenjte, y D. Iñigo Noriega, en mi 
representación, tuvieron pendiente un contrato de compra-venta 
de una pí|jrtida de azúcar de la hacienda de Oacalco.'' Y las clases 
de este efecto y los precios están fijados en la posición 10? 

3®"* hecho: que se redactó un borrador que debia ponerse en lim- 
pio par^ ser flrmadp por los principales, s^un se infería de su con- 
texto. Probado por la existencia misma del borrador, cuyo enca- 
bezamiento dice á la letra: "io« Sres. José Ma/ría Flores y Bemi- 
gio Noriega han celelrado un contrato, bsgo las bases siguientes, 
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eoñ iüténreoélott del 6orred<» Wiiichf y ]^r el tebot del párrafo 69 
del eserito de demanda que dice: "el Sr. OastUlo quedó en extender 
por escrito el contrato^ tnas en la tarde qire pasó mi apodeíado á 
recogería, le manifestó que aun «nando ya esU^a extendido^ segm 
los tármiMB éUihornidúr qiuU preéentalHi y ([^ 
fmoy se rékusaJm áfirma/r.^ 

4? hediot que al \t á l^oogei* N<»riega el intrato finnadio, Gas- 
tUio se negó á firmartoé Probado por la misma constancia que %e 
acaba de trascribir. 

5? hecho: que como aparece del borrador y de las confesiones del 
d|pmandant6| el oontnralo debk^ oensignarse por escrito. Lo prueba 
la misma presencia del borrador que obra en autos, y iaconfesioQ 
dd Sr« Noriega en el párrafo fmteriorde su esi^ito^ 

Pero de la importancia dé estos hechos, y de la interpretación 
que la Sala les da como elementos para ju^ar si el cont9*ato se de^ 
be tener como celebrado y perfiscto, ó sólo como i»iDyectido^ ha- 
blaremos al ooupsurnos lu^o, como vaaK)S á bacilo, del Oouskito- 
raudo siguiente^ que es en el que la otra partea impugna el juicio 
de la Sala sobre estc^ no sin repeler, por consecuencia lógica y ne- 
cesaria de lo expuesto^ el infundado Cfiu*go que se hace á ésta últi- 
ma, de violación de los artículos últimamente (atados^ como una 
suposición entéramete iüiaginaria y gratuita» ^ 



111 

En el undécimo Oóúsiderandó la Sálá, asf cómo apreció éü los 
anteriores la prueba de testigos con relactóti al puhtd dé la cele- 
bración del contrato, califica también la jniueba de coufedioft ficta, 
que es la otra que sobre ese pimto invoca á su íavor el recórtente; 
y á este nespecto ai^eiita qué los vicios capitales que ya expuso 

i tsmia, éú dicliá obfá, p&gd. 5¿á; M, 880, 892; f ki0SL. ^, pA|í. ^« 
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menudamente sobre ella, ía haeen ilegal y le quitan todo valor pro-^ 
batoilo. * 

De^^»09TÍ^$adolooe notoriamente la posición 10^/ que es sobre 
la que r^eag^dladeolaraeíon de confiBso relativamente á aquel pun- 
t€$ porq«ie.]^f^ se ha vfsto; qu& es oomplexa 6 comprensiva de di- 
versos becl^os: que los que determina no son precios, sino ajenos 
d^ S|:^ Flores; y que es insidiosa respecto de la ni^écima, que rei- 
tera cqn. diversas palataas la misma idea para probar la misma 
intención. 

KorQ})sfea»te^.el recurmnte imputa también á la Sala que aquí 
vi^ly^ á inftingir loa arts. 595^ 825,' ftac. 3? del 827, 715» y 717 del 
Gói^pdi^F^ooedimi^tDis de 188(^ ponjue desconoce lacaliñcacion 
ejecutoriada deJegalidad que recayó. sobre dieha eclosión tácita, 
y le niega 9demá^ )a fueran probatoria ^e le corresponde. 
. Esoa artículos son los que sancionan la irrevooabilidad de la cosa 
jangada, mandan icaliñcav la^ {losicioiieil antes do articularlas, emi- 
meraa los requisitoa que debe tener la declaracicm-de coinfeso para 
bacer prueba, y couceden el derecjiío de rendirla contra eUa* De- 
beoQios^ pc^t^ato, descantar desde luegay sin más examen aquella 
frivola impu4)aciou ap^g^a.en ellos> que ^stá ya suficientemente 
impu£Qada C0n lo que hemos dioho en «a respectivo lugar, tanto 
sobre la inaplicacioa.eisijel cacado los preceptos^ concluientes á la 
«cosa juzgada, como sobre las atribuciones legalmente reconocidas 
de los Tribunales para juzgar en la definitiva acerca de la validez 
de la confesión ficta, lo mismo que de la expresa y de toda clase de 
pruebas, y sobre las constancias fehacientes que en este juicio la 
anulan. 

Así^ pues, seguiremos á la Sala en sus reflexiones, que en dicho 
Oonsideran^P ^ade: que iiespeoto al r^Soridapuotode la celebra- 
cion del contrato, £^lores, á. mayor abundamieuto riodió pru^a de 
testigos contra la ri^rida couft$íon ficta, ya viciosa por sí misma; 
cuyos testigos fueron D. Aui:elio Santin y el Lie. D. Agustín Ifo- 
ríega, de los cuales el uno afirma que solo hubo proyecto de con- 
trato, asegurando el otro que D. Iñigo Noriega consintió en que, 
no habiendo ese contrato', se le entregara el borrador para sólo el 

16 
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objeto de escribir sobre el particular; de todo loque se deduce^ con- 
tra la confesión fleta y con arreglo al art. 716 del Código citado, 
que en concepto del mismo D. Iñigo, el contrato no se llegó á per- 
feccionar, 

Y el recurrente encuentra que, mediante tales acerciones se han 
violado los arts. 724, 1463 en su frac. 2? del antiguo Código y 678 
del vigente en ella misma, 526 y 365 de uno y otro, y 626 de este 
i\ltimo. El primero, .porque el testigo Santin asegura que el con- 
trato quedó terminado, y la Sala adopta sólo las palabras que en 
ese testimonio favorecen al reo y olvida las que aprovechan al ac- 
tor. Los dos segundos, porque las declaraciones de ambos testigos 
son contrarias á los hechos contenidos en los interrogatorios de 1? 
instancia, y en consecuencia es una prueba prohibida poi* derecho. 
Los dos terceros, porque el exhorto en que consta la declaración 
de Santin, se agregó á los autos después de concluido el término- 
de prueba, resultando así que se ha considerado una diligencia ad- 
mitida fuera de él. Y el último, porque con esto se ha revocado 
también un auto ejecutoriado en que la Sala habia resuelto que no 
era de adniitirse esa probanza. 

A tales objeciones corresponden estas respuestas. Debemo»otra 
vez desentendernos de la referencia al ponderado art. 724, que 
tanto gusta al recurrente; porque ahora, como en todas las veces 
que se ha querido acomodar, no viene al caso. La interpretación * 
que hace la Sala de la deposk^ion del testigo Santin, distinta en 
especie de la prueba á que se refiere ese artículo, que legalmente 
no es lícito i*ectificar y menos á ninguna de las partes, porque re- 
presenta una ocultad que entraba en las atribuciones jurisdiccio- 
nales de la SaJa, es además exacta y legítima. Ese testigo^ como 
ésta lo asienta, llama en todas sus respuestas proyecto de contrato 
Sil que medió entre D. íñigo Koriega y Castillo. Sólo una vez, en 
alguna de sus contestaciones, usa de la palabra concluido, como 
para seguir el orden de los actos ocurridos en su np,n'acion, expli- 
cando que después de entenderse esos señores sobre la cosa y el 
precio, acordaron la formación del borrador; sin que haya motivo 
alguno para suponer que se sirvió de aquella palabra en el sentido 
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tecnológico ó rigurosameDte jurídico, queriendo significar que el 
contrato se habia llegado á perfeccionar, cuando esto seria incom- 
patible con la idea constante que manifiesta denominándolo, como 
se ha dicho, proyecto, y presentándolo oomo pendiente del borra- 
dor que se iba á extender. 

Los arts. 1463 y 678 no repelen toda prueba testimonial sobre 
hechos contrarios á los contenidos en los interrogatorios de la 
primera instancia, sino sólo sobre los directamente contrarios á 
ellos. La prueba de esa especie, que de una manera indirecta sea 
opuesta á la anteriormente rendida, como es necesario que lo sea 
para que pueda destruirla, no está íegalmente prohibida. Si así 
fuera, saldría sobrando el derecho que se ooncede de rendirla; y la 
ley habría vedado por completo y no únicamente con restricción, 
el examen de testigos en la segunda instancia;, porque si no es 
para desvirtuar la producida en la primera, no tiene objeto y es 
inútil, ó tiene que ser inconducente y entonces tampoco es ad- 
misible. 

Por lo demás, las declaraciones del Lie. Noriega y Santin ver- 
san sobre las pocas preguntas que la Sala calificó de legales, con- 
forme á los arts. 1463 y 678 que se citan, mediante auto en forma 
que proveyó con audiencia da la otra parte y previo examen sobre 
la oposición de ella. Y esta circunstancia nos autoriza para ex- 
clamar: ¡Ouán cierto es que cuando se carece de razón se tiene 
que discurrir con inconsecuencia y acaba uno por impugnarse á sí 
mismol 

Se ha cansado el recurrente de inculcarnos la necesidad de res- 
petar las providencias interlocutorias dictadas en este juicio sobre 
la calificación de sus pruebas, y todavía ahora, en el páiTafo de su 
escrito á que nos referimos, nos invoca el art. 626 entre los djemás 
que enumera, con ese mismo propósito; y quiere que se pase sobre 
aquel auto, despreciando la calificación que en él se hizo, sólo por- 
que recayó sobre prueba del Sr. Plores. 

jA qué nos atenemos, pues, en materia de irrevocabilidad de la 
cosa juzgada? ¿En qué quedan las teorías del recurrente sobre el 
valor de dichas providencias, tan eficaces en &vor de una de las 
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partee y tan estériles en beneficio de la otra! ¿Cur tam vartót Pa- 
ra valemos de esta frase tan ingeniosa y expresiva, por mucho que 
se baya ya vulgarizado. 

En cuanto á los arts. 926 y 365, sin aceptar los becbos que se 
expresan respecto del exborto en que consta el testimonio de San- 
tin, que no son exactos, ni el derecbo que se aplica, que es en ver- 
dad muy cuestionable; me bast-ará decir que esa prueba fué con- 
siderada por la Sala en calidad de diligencia para mejor proyeer, 
con cuyo cará<3ter y baciendo uso de la facultad que le conceden 
los arts. 562 y 400 de ambos Códigos de Procedimientos, mandó 
que se biciera la traducción de esa declaración, proveyendo de ofi- 
cio después de concluida la instancia ya para sentencia, sobre ese 
requisito que las partes no babian pcomovido y sin el cual dicba 
prueba no podia.tenei*se en cuenta legalmente. Y es principio de 
jurisprudencia en casación: que contra las decisiones que dan los 
Tribunales con fundamento en los datos que ministran las diligen- 
cias de ese género, no cabe ese recui^o, ni puede alegarse la infrac- 
ción dé leyes relativas á las condiciones con que se debe producir 
la pcueba rendida por las partes.^ 

Todavía, coa referencia á las deidaraciones de los expresados 
testigos, denuncia el recurrente con^ infringidos por la Sala los 
arts. 668 del Código de Procedimientos anterior y 504 del actual, 
en sus fracciones 8?^ y 12?; peneque las aceptó no obstante de que 
el Lie. Norlega babia sido el abogado del Sr. Plores, y de que Sím- 
tin le era enteramente parcial. Mas fuera de que en esto dicba 
Sala ejerció uü arbitrio de apreciación legalmente exclusivo é ir- 
reformable, no son tampoco ciertos los becbos que se suponen. La 
tacba que se atribuye al Sr. Lie. l^oríega está desmentida por su 
propia declaración, sin que se baya acreditado de otra manera; y 
Ja que 90 imputa á Santin tampoco consta porninguna otra prue- 
ba; debiendo, por el contrario, observarse que no puede tenerse por 
muy parcial en favor del demandado, upa declaración que el de- 
mandante invoca en su provecbo. 

1 Pantoja. Bepert. de la Jarisp., pág. 361; Apénd. 2?, págs. 73 y 146. 
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DeteDgámonos, pues, un poco ahora en otros cargos que se hs^ 
cen á la cuarta Sala, y que, aunque no son más atendibles y fun- 
dados, ofrecen, sin embargo, cuestiones jurídicas más interesantes; 

Por lo que toca al juicio que la Sala foima de la otra prueba 
aducida por el recurrente á su favor, sobre el punto en disputa de 
la celebración del contialo, que es la de la confesión ficta; por la cen- 
tésima vez nos cita esta parte como infriogidos los arts. 554 y 724 
de los Códigos respectivos de Procedimientos, por suponerse que 
en la sentencia se hace una declaración contraria á las constancias 
de los autos; pues que ésta contiene una inexactitud, al asegurar 
que el Sr. l^oriega ha afirmado que el contrato quedó sujeto á la 
condicionr suspensiva de que habia de extenderse por escrito/ Ni 
he declarado jamás, agrega este Señor, semejante cosa, ni es cier- 
to tampoco que se hubiem convenido en esta condición. 

Desentendámonos de* tales artículos, que no están mejor ade- 
cuados en esta vez que en las anteriores, y examinemos el punto 
de hecho aludido en las especies que se mencionan, y las cuestio- 
nes á que él da lugar, que entrañan mayor trascendencia en cuan- 
to al fondo de este negocio y preparan la respuesta á otros cargos 
de violación. 

El recurrente es el que incurre aquí en la inexactitud 6 error 
qne ha reprochado á la Sala. Ésta no atribuye á él el concepto de 
habet dicho que el contrato quedó sujeto á la condición suspensi- 
va de qne habia de extenderse por escrito. Expresa en este Con- 
siderando y en el ló?: que de sus confesiones y del borrador apa- 
rece simplemente que dicho convenio debia consignarse por escrito, 
que debia firmal^e, y no se llegó á firmar ni á ponerse ^n limpio; 
verdad inconcusamente comprobada con la vista de ese mismo bor- 
rador y del párrafo arriba copiado de la demanda del Sr. Soriega. 

E interpretando la Sala esos hechos con arreglo, como expresa, * 
al derecho, á la prudencia y á la práctica común, para estimar si 
ellos importan un contrato perfecto, 6*13010 un contrato propalado, 
antes de la firma, dice en el segundo de aquellos Odnsiderandos, 
fiel siempre á los más sanos principios que revela conocer á fondo, 
y no abandona nunca: que según la doctrina de los autores, cuan- 
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do la redacción por escrito se pone claramente en un convenio co- 
mo cláusula suspensiva, no hay contrato válido y perfecto basta 
gue no se firma la minuta escrita; pero que los mismos antoi'es^y 
enti'e ellos Demolombe, cuyas palabras trascribe textualmente, en- 
sefiau: quQ cuando sin dar el carácter de condición suspensiva ala 
redacción por escrito de un contrato, se estipula ésta por los con- 
tratantes, entonces la cuestión se reduce á interpretar la volan- 
tad verosímil de las partes, correspondiendo á los Magistrados de- 
cidir según las circunstancias; y en general hay la presunción de 
que los contrayentes no han querido obligarse sino después que se 
redacta y ñrma el contrato por escrito, en cuya virtud la parte que 
sostiene lo contrario debe probarlo. 

A lo expuesto agrega: que esa doctrina, fundada en una ley roí- 
mana, se profesa por los que la asientan, escribiendo sobre la le- 
gislación francesa que sanciona el mismo principio, de que los 
contratos se perfeccionan por sólo el consentimiento, estableddb 
igualmente por la nuestra. Y lo cierto es que tal teoría es incon- 
trovertible á la luz de los preceptos legales y de la jurisprudencia. 
. La ley romana á que se alude, no exige precisamente que se 
pacte la redacción por escrito cpmo condición suspensiva, para que 
la falta de este requisito impida la perfección del contrato: "C(mi- 
tratotus quas in scriptis fieri placuit^ non aliter vires 1uú>ere sanci- 
musj^ son sus palabras. Y el mismo sentido ofrecen las que usa 
Justiniano en sus Instituciones; ^^Sed Imc quidem de emptíonibus 
et vendiUmíbm qtue sme scriptu/ra consistunt In his autem qum 
9erfptv/ra conpmntur^ non aliter perfectam esse venditionem et 
^mpUonem eonstituimns.^ ^ * 

En términos análogos está redactada la ley 6% tít. 59, Part. 5?: 
."Compra e vendida se puede fa^er en dos maneras. La una es con 
carta, e la otra sin ella. £ la que se faze por carta, es quando el 
comprador dize al vendedor: (Quiero que sea desta vendida, carta 
fecha. X) la vendida que desta guisa es fecha maguer se avengan 
en el precio el comprador, e el vendedor, non es acabada, fasta 

I Uf 17, ttt 21, lab. 4? 4al 06d.^|niti^ lÁb. 3?^ tít. ^, 
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qne la carta es fecha^ e otorgada. E sin carta se podría &2cr la 
vendida, quando el comprador, e el vendedor se avienen en el pre- 
cio, e consienten amos en ello, non faciendo menqion de carta.'^ 

Y los comentadores no dan á los textos de uno y otro derecho 
mayor extensión. Pothier, en sus Pandectas, dice: ^^Qíiarmñs solo 
conseTisu perfhiatur emtio venditiOy tamen^ si in contráhendo con^ 
vmitur ut contractus in scripta redigeretury voluit Justinianu& 
$r(Bsumi contrahentium voluntatem fuisse ut non prius perfectas 
esset contractas quaní instrumenium ftterit dbsolutumP Y Grego- 
rio López en su glosa asienta: '".Eí sic^ quod in dvMovidetur oon^ 
trahi in scriptis^ quando in contractUj vél ante contractus conve^ 
niunty quod inde scripturaflat Teñe ergo menti istam legem^ et 
nota eam in practica; et quod ista opinio^ quam ista lex eUgity in 
puncto rationis sitverior.^^ 

Por supuesto que no falta en esta tnateria divergencia de opi- 
niones entre los autores, como en casi todas las del derecho; ha- 
biendo de éstos quienes sostengan, al buscar la inteligencia de esas' 
leyes, que su espíritu es que el convenio de las partes sobre el otor- 
gamiento de escritura no basta para impedir que el simple conseU'- 
timiento perfeccione el contrato, si no es que hayan manifestado 
claramente que la venta quedaba en suspenso hasta la redacción 
por escrito. "Qwatentis partes suum consensum a scriptura sus-- 
pendissent; porque de 1q contrario aquel simple convenio no debe 
tenerse más que como una medida de precaución acordada para 
conserval* la prueba de la venta y darse mayor garantía y segu- 
ridad. 

Pero esto es salirse de la cuestión y discutir fuera del supuesto^ 
por vano espíritu de disputa 6 de controversia; pues cuando los 
contrayentes son explícitos en la manifestación de su voluntad 
sobre que se extienda por escrito el contrato, estipulándolo así co* 
mo condición suspensiva -del consentimiento, no hay motivo algu- 
no de duda, ni lo habia tampoco para que la ley hubiera decidido 
nada en el caso, una vez que la voluptad de las pai-tes cq la ley en 

1 Pothier. Pandectae, Lib. 18, tít. 1?, seotio I, num. III.— Glosa 6? de Greg. Lópeaá 
lajreferída ley. 
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los contratos, y debemos atenernos á €|Ila cuando consta de una 
. manera clara y precisa. 

La duda existe cuando éstas han expresado simplemente la io- 
tehcion de que el acto se consigne por escrito, ^in que aparezca á 
toda luz la iiñportancia que han querido dar á esta idea. Y enton- 
ces están más en la cuestión otros intérpretes cuando dicen, unos 
que no porque las partes han hablado sólo del otorgamiento de 
escritura, debe suponerse que se propusieron hacer dependiente 
de esta circunstancia la validez del contrato, si no es que por al- 
gunas conjeturas aparezca la certidumbre de su voluntad en ese 
sentido; y otros, que la presunción 4e dichas leyes, atribuyendo á 
los contratantes esta voluntad en ese supuesto, debe Jimitarse si 
por tales conjeturas resulta que su ánimo no fué hacer consistir 
la legitimidad ó subsistencia del cdhtrato en la redacción por es- 
crito, sino exigir sólo la escrituf a por vía dé prueba. 

Dé consiguiente, la verdad de las cosas en esta polémica, lo que 
sugieren las inspiraciones del buen criterio ó de la razón, desnuda 
y despojada de todo espíritu de sutileza, es lo que enseñan auto- 
res tan sensatos y reflexiv9S como Demolombe, citado en la sen- 
tencia: que la cuestión en el caso es realmente de interpretación de 
la voluntad de las partes, y corresponde á los Magistrados decidir 
sobre ella: que, como también lo observa Troplong, todo depende 
aquí de las circunstancias del hecho, y no es fácil indicar á los Jue- 
ces reglas &priori pitra resolver acertadamente. ^ * 

Pero sí es cierto y notoriamente indudable, que lo que los Tri- 
bunales resuelven en este punto, es firme y no admite reforma ni 
revisión: "Estas palabras (dice Boileu^ comentando el Código Ci- 
vil francés), de que las convenciones tienen fueza de ley, han dado 
lugar á que se dispute si procede el recurso de casación cuando en 
una sentencia se ha interpretado mal la voluntad de las partes, 
porque se observa que violaf una convención es tanto como violar 
la ley. El art. 1134 no se debe entender así; hay que distinguirla 
cuestión de hecho de la cuestion.de derecho, porque el Juez está 
autorizado para apreciar soberanamente el hecho; la Oorte de Oa- 

i Troplong. De la Venta, tom. 1?, pág. 31, nüm. 20. 
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Bacion Qopciede fallar punca sobre éste, sioo sólo sol^e el derecho; 
tíene qxxe reconocer cómo ciertos todos los hechos que aparecen 
afirmados, ya en el juicio, ya en el fjaJlo; su papel se limita 4 exa- 
minar si el Juez ha ^.plicado cpn exactitud, la ley al hecho. Ese 
recurso nunca procede ppr error de hecho, sino ^6\o por el de 
derecho. Si después de haber reconocido el Juez que un contrato 
existe, quiere aplicar las reglas especiales de otro contrato; por 
templo, si después de haber reconocido que existen las condicio- 
nes constitutivas del cambio^ aplica las reglas de rescisión ú otras 
particulares del contrato de venta, procederá entonces el expresa- 
do recurso.'* ^ 

y est^ es el principio uniformemente reconocido por la jurispru- 
dencia en repetidas ejecutorias, entre otras, dos en que se declara, 
para no citar sino las más conducentes: que ^^coiTCsponde á la Sa- 
la sentenciadora apreciar, en virtud de las pruebas, si ha habido 
vei^cia^ero contrato ó un simple proyecto de él; y que también le 
corresponde calificad:, en vista de las mismas pruebas practicadas, 
el heclio de si se ha celebrado ó no un contrato por persona de- 
terminada, ó por otra en su nombre y con su autorización."^ 

Esto supuesto, parece evidente la necesidad de reconocer que 
se ha dichp la última palabra en punto á la cuarta cuestión de 
que en la sentencia se ha tratado, esto es^ en <;u9>nto al punto de 
si se celebró 6 no el pretendido convenio que se supone concluido 
entrp D. Iñigo Noriega y Castillo, con decir: que la cuarta Sala,, 
en presencia de las pruebas ^ue en este juicio se ha.n producido; 
ei^tijQiá^dolas todas, la confesión expresa de una parte y la presun- 
ta de la otra, los testigos y los documentos presentados por ambas, 
ha considerado que dicho convenio no se efectuó, resolviendo con 
todo fundamento y razón que las partes no llegaron á otorgar su 
consentimiento sobre él, en el hecho de no haberse firmado y ni 
aun escrito en limpio el documento en que debia Qonsignarse, se- 
gún la voluntad manifestada por ellas. ' 

:1 CkHumeatoiae sor le G61 l^jBag., toQi. 4?, pég. 387, xH)t If 

2 Pantoja. Bepert. de la Jarísp., págs. 243, 246 7 883. 

3 Pantoja. Bepert. de la Jorísp., págs. 61, 62, 63, 64, 817, 821, 862, 885 y 944; Apénd. 
1?, págs. 22, 173, 174 y 175; Id. 2?, p4g. 22; M. ^?, iSÁ&. 9X, m, 33, «4, 25, m y 494. 
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T entÓDces ¿adonde está la violación de los arts. 1392, 1535 del 
antiguo Código Civil y concordantes del nuevo, que son otros de 
los que se reputan infringidos también en el &lIof 

Lo que deciden esos artículos es: que los contratos deben ser 
puntualmente cumplidos en los términos convenidos, como la otra 
parte lo inculca. Y no es cierto, como lo supone, que la ejecución 
del que es materia de estos autos se haya hecho depender en la 
sentencia de una condición no pactada. Lo que ha sucedido es, 
que no se estimó probada su celebración por Étlta del requisito 
que los contrayentes acordaron que interviniera, para que pudiera 
tenerse por prestado el consentimiento, que es el sentido que tie- 
ne la estipulación en estos casos, como lo nota el referido Pothien 
^^Quamqv^ et hoc casUj solo adhuc consensu perfidtur; sed suh 
hác eonditione ut non intelligaturplanédeclaratu^ consensus gudm 
post scripturam perfectam. * 

¿Adonde está tampoco la violación de los ai^ts. 1392, que de 
nuevo, aunque bajo otro aspecto, se vuelve á suponer infringido, 
y 1439 del mismo Código Civil antiguo que últimamente acaba de 
citarse? 

Aunque el primero de estos artículos declare que los contratos 
se perfeccionan por el mero consentimiento, y el segundo establez- 
ca que la vali4ez de ellos no depende de formalidad alguna exter- 
na, la sentencia no ha violado ni el uno ni el otro con resolver que 
en el caso no medió el consentimiento precisamente necesario para 
la perfección del convenio, y sí faltó la formalidad expresamente 
pactada por los interesados para que fuera válido, á cuyo cumpli- 
miento estaban obligados, según la ley del contrato, que consiste, 
como se ha dicho, en la voluntad de las partes, y según el mismo 
art. 1392 que se cita. 

Y en estos puntos la jurisprudencia también es explícita. Lar- 
go seria citar las numerosas ejecutorías del Tribunal Supremo de 
España, que refiriéndose al mismo principio de que los contratos 
se peifeccionan sólo por el consentimiento, contenido en la ley 1% 

1 Pothier. Lng» oit. en la nota de la pág. 119. 
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tít 1?, lib. 10? de la Novísima Eecopílaoion, vigente allí todavía, 
deciden: ^^Que cuando el Tribunal sentenciador estima que no hu< 
bo contrato, no puede considerarse infringida esa ley: que es im* 
pertinente citarla, aunque excluya la necesidad de las fórmulas en 
los contratos, cuando no resulta qué haya •existido ninguno: que 
üo son aplicables las leyes y doctrinas que determinan la eficacia 
de los pactos, cuando no consta que éstos sean perfectos: que ha 
de estarse á la apreciación hecha por la Sala sentenciadora sobre 
cuestiones de hecho, como lo es la de si ha existido ó no un con- 
trato; y que si bien los contratos válidos y perfectos son ley para 
los contrayentes, para aplicar rocta y acertadamente esta jurispru- 
dencia son necesarias la existencia real y la eficacia legal del con- 
trato á que se refiera, así como para que se aplique esa ley, son in- . 
dispensabl^ las manifestaciones expresas, ó los hechos indudables 
que demuestren el consentimiento y la voluntad de obligarse."^ 

Por último, Godofredo en sus notas á la ley 17, tít. 21, lib. 49 
del Oódigo, dice: ^^Quilíbet actus sine si^riptura perfici potesty nisi 
lexj vél can/ventio canttáhentnim scripturam exigat.^^ . 

De la violación de los arts. 715 y 548 de los respectivos Códi- 
gos de. Procedimientos, con que el recurrente termina sus cargos 
á la Sala en este Considerando, no hay más que añadir de lo que 
en su lugar se ha expresado; porque ni es cierto, como se ha vis- 
to, que el Sr. Plores no rindiera prueba ninguna sobre la confesión 
ficta, cuya falsedad ha justificado con toda clase de prueban; y 
aquellos artículos son contraproducentem pa^a el actor, en presen- 
cia de la ilegalidad también demostrada de esa* confesión, que la 
Sala ha calificado con fundamento, con criterio acertado y en uso 
del arbitrio exclusivo que le permite la ley. 

Llegamos ya á la materia de la cuestión quinta, de que me voy 
á ocupar. 

1 Pantoja. Obra citada, págs. 235, 236, 237, 243, 244, 245 y 250; Apénd. 1?, págs. 52 
y 56; 29, pégs. 49 y 51; 3?, págs. 60 y 62. 

2 Kota 2?— Aaevedo.^ Ad Leg. Keoop., láb. V, tát XVI., leg. II, tom. 3?, pág. 425, 
núm. 29. 
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QUINTA CUESTIÓN. 



¿Don Miguel CastiUo celebró él contrato sin autorieaeion, pero Floree ra^fioá ¡o 
keekopor 9u depenéientef 



CONSIDERANDOS DUOPÉaMO, DECIMOTERCERO, 

DECIMOCUARTO, 

DÉQMOQUINTO, DÉOMOSEXTO, DÉCIMOSÉTIMO Y DECIMOCTAVO. 



La Sala, en los tres primeros de esos Oonsíderandos, da á cono- 
cer claramente la atención y cnidado con que estudió este negocio, 
así como su escogida instrucción en las materias jurídicas, al dis- 
cutir la aplicación al caso del art^2543 del antiguo Código Civil, que 
el demandante ha invocado en el juicio como una de las causas lega* 
les que imponeu al Sr. Flores la obligación de cumplir el contrato, 
según el precepto contenido en ese artículo, por el cual se dispone: 
que "si aquel á quien pertenece el negocio, tuviere conocimiento 
de la gestión y no se opusiere á ella antes de que termine, se en- 
tenderá que la consiente.^ 

El actor, confundiendo los eifectos jurídicos de esta precepto con 
los de la ratiflcaaion, ha querido encontrar en él una fuente de 
obligación en el caso para el Sr. Flores, por suponer queha probado 
el conocimiento y tolerancia de éste, en los actos de Castillo relati- 
vos al convenio. YlaSalacomenzando por rectificar ese error, asien- 
ta en el Considerando 12? que el conti'ato, que no pudo ser obli- 
gatorio & Flores como obra de un mandato suyo, por resistirlo los 
arts. 1439, 2484 y 2486 de dicho Código, según lo demostrado al 
principio de este informe, tampoco ha podido serlo conforme & 
aquel artículo, porque él no es aplicable sino inconducente y hasta 
incompatible al caso de «s(k» wím. 
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Y para demostrarlo así, discurriendo de una manera que no ad- 
mite réplica^ observa: que el artículo está comprendido en el capí- 
tulo del Oódigo que trata de la gestión de negocios; y tanto por 
esto, como por los términos en que define esta gestión el mismo 
Oódigo, que es tal como ha comprendido siempre el derecho la na- 
turaleza do ella y la explican los redactores de éste, y todos los in- 
térpretes, la aplicación de aquel precepto sólo es oportuna cuaudo 
se trata de gestión, la cual no se puede admitir que ha tenido la- 
gar en este caso: porque no todo acto en que uno obra á nombre 
de otro, sin mandato expreso, importa una gestión de negocios que 
deba regirse por las prevenciones del Oap. 79, tít. 12, lib. 3? d^l 
referido Oódigo; y si así fueran se eludirían y quedarían sin efecto 
alguno los citados artículos, que exigen para la validez del man- 
dato ciertas solemnidades bajo pena de nulidad; pues para ello bas- 
tai'ia que con un simple juego de palabras se diera el nombre de 
gestión á los actos derivados de un mandato tácito, ó verbal expre- 
so; resultando de este modo que esos actos se hallaban sujetos á 
preceptos contradictorios, unos que los declaran nulos por falta de 
poder en forma, y otros que los declaran válidos sin este requisito: 
absurda y violenta antinomia, que no se aviene con las bucAas re- 
glas de interpretación. 

En efecto, entre las que deben tomarse por guía como más aten- 
dibles para la recta inteligencia de las leyes, se recomienda como 
medios seguros de interpretarlas, el de atenerse á lo que aparece de 
los estudios preparatorios que las han producido, de las exposicio- 
nes de motivos que las explican, de los rubros ó títulos bajo los 
cuales estáQ consignadas sus varías disposiciones, de las conside- 
raciones á que se presta la combinación de sus diversos preceptos. 
Y sobre todo, es una de las principales y más importantes máxi- 
mas en esta materia, que nunca se pueden entender aquellas en el 
sentido de que vengan á quedar ilusorias ó sin cumplimiento y eje- 
cución, ni menos en el de que sus disposiciones ofrezcan una inteli- 
gencia adversativa é implicatoria. ^ 

l DeMe. Traite de I/Inteiprétation^ tom. K, pagee 564, 681; $$ 180, 188. 
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La inflexibilidad y exactitud científica de las anteriores reflexio- 
nes de la Sala^ desconcertó completamente á la parte contraria^ que 
no pudo encontrar otra cosa que decir en contra, sino que ellas in- 
fringen el mismo art. 2543 que se interpreta por aquella; porque 
no á todas las gestiones que una persona haga en nombre de otra, 
les da el Oódigo eficacia para obligar al dueño del negocio, sino 
solo á las que reúnan las condiciones que determina el mismo ar- 
tículo, y que en el caso asegura que tuvieron cumplimiento. Y de 
este modo vuelve á incurrir en otra petición de principio semejante 
á la que le hemos censurado en otra parte. « 

Pues si precisamente ese es el punto de controversia, suscitado 
por la teoría de la Sala: que para que las condiciones que prescribe 
dicho artículo surtan el efecto que él expresa, es preciso que se trate 
de gestión de negocios; porque no todos los actos en que se obra á 
nombre de* otro tienen legalmeute ese carácter, aunque reúnan ta- 
les condiciones, sino sólo aquellos en que concurren los requisitos 
que según los preceptos de la ley y los principios de la jurispru- 
dencia, constituyen la naturaleza de la gestión, oficiosa en su 
esencia y contraída á negocios de personas ausentes ó impedidas. 
Y aquella controversia no se resuelve lógicamente con dar por cier- 
to el mismo punto en cuestión de un modo magistral y asertivo;por- 
que la opinión de la Sala está apoyada en sólidos fundamentos 
legales. 

La analogía de condiciones que muchas veces se exigen en coa- 
ctes de 4iversa especie para que produzcan obligación, no prueba 
su identidad, ni puede dar lugar á inferir que porque ellas se hají 
cumplido en un caso, éste deba regirse por las reglas de otro casó 
de distinta naturaleza, que necesita las mismas condiciones para 
surtir su efecto legal. El conocimiento del hecho y el consenti- 
miento en él, que el art. 2543 reputa como elementos propios para 
hacer obligatoria, aunque condicionalmente por parte del dueño, la 
gestión de negocios, son los medios comunes en derecho dé produ- 
cir obligación; y sin embargo, no por eso se puede asentar que to- 
do acto ó contrato en que intervienen esas circunstancias es gestión 
de negocios. 
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OoncretaDdo más Ida ideas: el consentimiento, la oosa y el precio 
fK>n loB tres requisitos que se necesitan, tanto ea la yenta como en, 
^ arrendamiento, para producir obligación y dar valor al contrato. 
Y sin embargo, «eria insensato y ridículo que un inquilino (J[uiaier^ 
llamarse dueño de lá cosa alquilada, porque la habia recibido en 
arrendamiento; pues aunque en su contrato concurrieron las mis- 
mas condiciones que jse exigen en lá venta, ésta^t surten diferentes 
efectos en uno y en Ostro, porque los pactos son de distinta natu- 
araleza, y tales condiciones intervienen bajo diversos aspectos: al 
consentimiento con desigual intencioQ de las partes sobre el dere- 
cho que adquieren; la cosa sirviendo en dos varios sentidos de ma- 
teria al convenio; y el pareció, estimado en mayor 6 menor propor- 
ción de la imiportancia del objeto con que se ba celebrado. 

De aquí la razón y justida con que está decidido: ^'que si Inen 
los internados tienen lamas completalibertad de celebrar sus con- 
tratos y convenios en los términos que juzguen más oportunos, no 
aon, sin embargo, arbitros de dai* á sus actos una calificación legal 
distínta de la. que según su naturaleza y condiciones esenciales les 
corresponda con sureglo á las leyes." ^ 

Y de aquí el deredbio que yo tengo pam concluir, por lo mismo, 
^ue el citado artículo do se puede bab^* infringido en ^ caso, e^ 
^ne no tiene aplicación legal oportuna; dando por cierto, que no lo 
es, el supuesto de que han existfdo aquí las condiciones requeridas 
por él para que la gestión suirta efecto. 

P^o sigamos examinando los fundamentos en que la Sala i^- 
ya su téáis. 



II 

Sn el Oonsiderando 13?, desarrollando esosifundfimMttos, lanen- 
tencia establece cuáles fueron los principios del dere(dio romano y 
de las leyes de Partida en materia de gestion.de negocio^ el único 
xaso de extensión que admitierpn losautoceseneste cuasi contra- 

1 Pantojs. Obra citada» Apénd. 3?, pág. 65. 
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to^ par analogía de lo i^oceptimdo ea Io$ textos légalos; la fidelidad 
Qpn que nuestro Oódigo ha seguido sobre el particular las tradicioneii 
jurídicas, según la definición que contienesuart 2533 y las adréis 
tencias que hacen sus redactores en su exposicioii de motivos; de- 
daciaido de aquí que, tanto el derecho antiguo como e]i modei^o, 
han basado la gestión de negocios en el supuesto de a/usencia^ im^ 
fedmento 6 ab<miono; y que por tajito, la ley no autoriza á inmis* 
cuirse en los asuntos ajenos sino en ^e caso, único en el que de^ 
dai*a lícito y capaz de efectos jurídk^os el actp oficioso que carao 
teriza esa interyencion. 

En tal virtud, concluye asimismo la Salas que bsgo el rigor de 
tales preceptos jurídicos, ^ imposible aceptar como caso de gestión 
de negocios el contrato celebrado por Castillo; pues lejos de que 
Flores estuviese ausente 6 impedido para administrar sus bienes y 
edebrar el acto de que se trata, con él personalmente habló Ko« 
riega en la hacienda de Oacalco sobre &p. celebraron, como lo de-> 
muestra la misma Sala con ¡os datos que expresa, djé que nos ocu- 
paremos después. Y añade ésta que, como en el caso qí hubo 
ausencia legal, porque se ignorara la residencia de Flores; ni mo- 
mentánea por la cual sus bienes estuviesen amenazados de daSo, 
que fuera necesario evitar con urgencia, no es en modo alguno legal 
adaptar á ese oaso los preceptos sobre gestión de negocios. 

MI recurrente impugna Ja teoría de la Saja, diciendo: que ella es 
conforme con la legislación romana y con todas aquellas que reco- 
nocen la validez del mandato tácito; pero que np está de acuerdo 
oon Jo establecido en dicho art 2543 de nuestro antiguo Oódigo 
Oivrl, y ooncordante deí íwtua^ porque ^s indudable que, para que 
el dueño tenga conocimiento de la gestión y ao la contradiga^ es 
indispensable que no esté ausente y que tenga la capacidad nece- 
saria, para contradecirla; de modo que, al aceptar la Sala los prin- 
cipios de otras legislaciones y desechar los de la nuesti^a, infringe 
el mismo ^tículo. 

La opinión que i^e contrapone á la teoría de la Sala m este pá¿v 
rafo es errónea. Y por toda demostración bastará trasladar aquí lo 
que dice sobre este punto uno de los más sabios y concienzudos 
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fomentadores del 06digo firanoes^ con presencia de preceptos aná- 
logos á los contenidos en el nuestro. Hé aquí los términos de su 
enérgica refutación sobre esa extraña creencia: 

^Tor lo demás, no se debe confundir el contratóle mandato con 
la gestión de negocios, que no es más que un cuasi-contrato. El 
mandato supone un consentimiento recíproco, expreso ó tácito, del 
que nace un contrato sinalagmático; y en el cuasi-contrato de ges- 
tión de negocios ese consentimiento recíproco no existe. £}sta es- 
pecie de agencias solo tienen lugar, cuando una persona oficiosa y 
solícita ve que otra puede tener interés en un acto que le evita nn 
. m<al ó le ocasiona un provecho, y se decide á ejecutar e^te acto sin 
que ella lo sepa; con la seguridad de que la ley, órgano y sanción 
de la equidad, aprobará esa ingerencia, teniéndola como fuente de 
una obligación tan estrecha como si la persona de cuyo negocio se 
trata hubiera dado su consentimiento, conforme á la regla de que 
nadie puede ^riqueoerse.pon perjuicio de otro.^ 

^^Así es, que no hay o\i^^'-contv2i,tOy,negotiorum gestorum^ cuan- 
do media consentimiento expreso ó tácito sobre el hecho que se ha 
ejecutado, porque entonces lo que hay es mandato.^ 

^'Bien sabemos, sin embargo, que muchos autores, ofuscados por 
algunas expresiones de los artículos 1372 y 1985, han pretendido 
que el derecho moderno, discrepando en esto del derecho romano, 
considera el consentimiento tácito como insuficiente para formar 
un verdadero mandato, y atribuye al acto el carácter de cuasi- 
contrato nogoUorum gestorum. Por mi parte rechazo enérgicamen- 
te semejante opinión; es falsa y está desmentida por textos precisos, 
y particularmente por los arts. 1922 y 15781 del Código Civil, Ella 
trastorna }Mas las ideas recibidas, é introduce el desorden en las 
nociones que se deben tener de los cuasi-contratos, especie de 
agencias en que la reciprocidad de consentimiento no puede inter- 
venir sin convertirlas inmediatamente en verdaderos contratos.''* 

Y más adelante, entrando ya. en discusión sobre la materia, aña- 
de: ^^El art. 1985 no habla en términos expresos mas que del man- 

1 Troplongi Droit civil. Du Mandat, Pages 74, 75, 76, ns. 70 et 71. 
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dato otorgado por escrito ó verbalmente; pero ya hemos visto que 
se debe extender su texto.^ Observa en seguida que los romanos, 
ni por un momento creian dudoso que el mandato tácito estaba al 
mismo nivel del máiúdato expreso, citando ensuapoyt) entre otras 
la doctrina de TJlpiano: ^^Sempergui non prohibetpro se interven 
ñire, mandare creditur?^ Añade que ^^nada hay más radonal y más 
justo; que por eso los intérpretes del derecho han estado de acuerdo 
siempre en esta máxima: Sola patientia indudtmandatum; y que 
Pothier no vacila en dar al mandato tácito el mismo crédito y la 
misma autoridad que al mandato expreso." ^^En el antiguo derecho, 
dice, siempre que una persona dejaba comenzar y proseguir por 
otra un acto que le concemia, y guardaba silencio sobre él cuando 
lo podia impedir, se veia en esto un mandato tácito tan formW y 
tan válido como el expreso. Y estos principiog han pasado también 
al Código Civil." ^ 

Combate de diversos modos á los autores que opinan lo contra* 
rio, y después agr^iga: ^^jSe puede decidir que el art 1985 haya 
proscrito el mandato tácito? Pero si la jurisprudencia falla todos 
los dias que hay mandatos tácitos, que ligan á las partes por me- 
dio de un vínculo convencional, es porque no hay diferencia entre 
el derecho moderno y el derecho antiguo. Y no existe en realidad." ^ 

Befiriéndose todavía á disposición de dicho Código, semejante á 
la del nuestro en el artículo que interpreta el recurrente, agrega: 
"Pero es necesario ir aun más lejos, pues no Se debe hacer ningu- 
na concesión á interpretaciones que desconocen el verdadero es- 
píritu del art. 1372. No, no es verdad que este artículo rechace 
él mandato tácito que resulta del conocimiento y del silentAo deldumo. 
lío es verdad que en este punto el Código Civil haya querido ab- 
rogar la máxima romana, ó mejor dicho, la regla de buen sentido: 
Semper qui nonproMbet pro se intervetmej mandare creditur. Sí 
el art 1372 hubiera entendido que la gestión de negocios de otro 
con conocimiento de éste era en todos los casos y de una manera 

1 Troplong. Bn la misma obra, págs. 110, 111, 112/113, 114; núms. 114, 115, 116, 
117 y 118. 
2 Pág. 117,iiúm.l21. 
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general nn oüafii-<K>titrato, f no ttn verdadero contrato dé manda- 
to, la legislación del caasi-contoato negotiorum gestorum ofrecería 
un caos indigesto y se tendriá por necesidad que reformar.^ 

Y luego pregunta á este respecto: ^^¡Ouái es el sistema de las 
lejres romanast Es que la gestión de negocios se debe émpresider 
sin noticia del propietario. ¿W por qtíál Porque esta especie de 
agencias no puede s^ caracterizada con el tf talo de cuasi-oon trato, 
irino en tanto que no hay mandato ni expreso ni tácito; y si el ne- 
gocio se emprende á la vista y con la cienda del dueño á qnien se 
refiere la gestión, hay un mandato t«ácíto. ¿iPero esto quiere decir 
que la ignorancia del dueño del&e durar bastar la consumación del 
negocio? No. Y muchos textos preven positivamente el caso de 
esf#conooimiento superveniente, que noqnita á la gestión su na- 
turaleza de cuasi-contrato." 

¿"Mas cuándo se concilla el uno con la otra? tTtt texto de T*»üIo 
arroja la ívtz necesaria sobre esta cuestión: cuando el conocimiento 
interviene con posterioridad, porque entonces i|0 ha habido man- 
dato que presida á la iniciación de la empresa, y la gestión se in- 
tentó sin el concurso del dueño: Nam viumñaU mUo non potest 
competeré cum non anteceserit ínündutúm. Lo que se debe conside- 
rar es la ausencia del dueño, atUitm aisentiunij 6 sft ignorancia 
en el origen de la gestión. Ouando el negocio se ha comenzado sin 
él y sin su noticia^ poco Importa que llegue á su conocimiento 
después.*^ 

<Tues bien, á este conocimiento posterior es al que hace aliH^M 
el art. 1372 del Oódigo Oivit; no se ocupa de él sino en el sentiAo 
de las leyeü romanas, es decir, en el sentido de itn conocimiento 
tardío, de un conocimiento que recae sobre hechos gestionados sin 
mandato ^ iniUof y se trastornarían todos los principios de la ma- 
teria, si se diera á la frase que lo menciona una inteligencia más 
lata. Bepito, pues, que nada se ha cambiado en nuestra legisla- 
don moderna, mi ^tire el mandato tádto ni sobre la gestioft de 
negocios; nuestros textos deben Interpi^tarBC por las respeta- 
bles enseñamsais de la legislación romana y por las sabias explica- 
ciones de nuestra antigua jurisprudencia. Todas las modifioaoiones 
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de que nos hablan ciertos libros modernos, no son más qne ilusio- 
nes; la verdad es que el mandato tácito tiene el mismo lugar en 
nuestro O^digo Oivil que en el antiguo derecho,^ * 

T no contento con esto, á m^ryor abundamiento, para cerrar la 
discusión, el gran juñseonsulto afiade: ^^Digámoslo de una vez con 
lajuríspmdaítía, con los textos legales, con el derecho común, 
con el buen sentido, que el mandato tácito tiene, en nuestm dere- 
cho moderno, una e!sistencia ta^ legítima como en el antiguo. Si ei 
cierto que eaÉa clase de mandato está en la naturaleza de las cosas, 
como lo reconocen los Sres. JMamarre y Lepoitevin, no se imede 
creer que el Código Oivil, que es la razón es<^ta, haya querido po- 
nerse en conti*adiccion con esa misma naturaleza4e ias cosas." ^ 

En vista de tan luminosas reflexiones, es preciso reconocer qué 
la Sala ha estado en el terreno de la ley y en los principios, al de- 
dai'ar con todo acuerda que nuestro art. 2543 no es aplicable al 
caso de los autos; porque él se refiere á la gestión de negocios, y 
cuando no ha existido esta gestión, esto es, la gerencia oficiosa, 
originariamente ignorada del dueño del negocio, y que se inició por 
su impedimento ó ausencia, sin mandato previo, su conocimiento 
y disimulo respecto de acljos ejecutados en su nombre no puede 
tener otro carácter que el de un mandato tácito, admitido en nues- 
tra legislación actual de la misma manera que en la anterior, y su- 
jeto, por tanto, á laá reglas del mandato, que declaran nulo y sin efi- 
cacia obligatoria al que no se otorga con la solemnidad correspon- 
diente, en negocios cuyo interés es de importancia. 

En tal evento, si tales actos llegan á ejercerse, no son más que 
el abuso de un apoderado intiuso, de un mandatario sin poder, que 
no perjudican ni ligan al interesado y no necesita reiMrobar para 
que dejen de surtir efecto, aunque lleguen á su conocimiento; por- 
que de lo contrario bastaría, como dice cuerdamente la Sala, darles 
el nombre de gestión para burlar el precepto de la ley. 

T no es más racional, ni menos desacertada la doctrina del re- 
currente en el párrafo de su escrito que contestamos, sobre que el 



1 Troplong, págs. 125, 126, 127, 129, 130 y 131. 

2 Bl mismo, pág. 146, núm. 135. 
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expresado artículo supone, hasta como indispensable, que el dueño 
no esté ausente, porque es preciso que no lo esté para que tenga 
conocimiento de la g^tion y no la contradiga. Esta sí es una rara 
teoiía que no se aviene ni con la ley, ni con la doctrina, ni con la 
razón y la intención misma de la otm parte, que no deja de incur- 
rir en frecuentísimas contradicciones. En la sentencia están citados 
lo& textos del Oódigo y los principios de la jurisprudencia que sa- 
ponen la necesidad de la ausencia, ó la condición de impedimento 
equivalente á ella, para que se pueda admitir la hipót^is del cuasi- 
contrato de gestión voluntaria, y puedan tener lugar todas las dis- 
posiciones relativas á él. 

El simple buen sentido, por otra parte, es bastante para com- 
prender que, estando ausente la persona, puede tener noticia de lo 
que se hace en su nombre sin necesidad de presenciar los hechos, 
por informes de otros, por cartas ó por cualquiera ptro medio, y 
estar en capacidad para contradecirlos de la misma manera: ^^Dum- 
modo eum sdentiá concurrat aMquis actuSj ut receptio littera/mm 
et tadtumitasy^ dice Oasaregis contrayéndose al caso; y Troplong, 
que lo cita, añade: ."Se percibe muy bien la prudencia de esta ob- 
servación; el silencio no es, en efecto, característico, sino en tanto 
que el que lo guarda ha podido informarse de algún acto que le im- 
pusiera de la necesidívd de explicarse.^ ^ Y por lo demás, la simple 
lectma de los párrafos 2?, 3? y 49 de la demanda del Sr. ^C^Toriega, 
y de las posiciones 4?, o?, 8? y 11?, es suficiente para comprobar 
que d propósito del Sr. Koriega en este juicio ha sido suponer que 
el conocimiento de la gerencia atribuida á D. Miguel Castillo, lo 
tuvo el Sr. Elores en la hacienda de Oacalco y no en México. 

Por lo que toca á la cuestión de hecho, se nos vuelven á pre- 
sentar como infringidos los arts. 715, 732 y 728 del Oódigo de Pro- 
cedimientos de 1880, con la exposición de hechos que hace en el 
Gonsiderando la Sala; porque no acepta como probados los que se 
dice que lo están, Qon posiciones, testigos y documentos. Y hay que 
repetir aquí lo que en otra parte se ha dicho: que esas citas valgas 

1 Troplong. Bn la misma obra, pág. 573, núm. 611, 
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é indefinidas, que no precisan el modo de la infracción, son inúti- 
les para prosperar en esta clase de recursos; y que la Sala consig- 
na en la sentencia el juicio racional que formó de esos hechos por 
las mismas pruebas, la convicción leal y fundada que ellas le pro- 
dujeron y que debe prevalecer, porque la ley la respeta como in- 
dependiente y libre de toda rectificación: ^'GumfacU quidem qucBS^ 
tio út inpotestatejudicaíUiumj jnris auiem atíctoritaa non sit,"^ 
como decia un texto del Digesto. 

Aquella exposición de la Sala no puede ser más fiel. Dice: que 
Mores no estaba ausente ni impedido para administrar sus bienes 
y celebrar el acto de que se trata, á efecto de que pudiera supo- 
nerse aquí el caso de gestión; ausente, con ausencia legal en que 
se ignorara su residencit^; ó momentánea, con abandono de negocios 
que importara amenaza de daño próximo ó urgente. **Para que 
tenga lugar la administración de bienes sin orden del dueño (dice 
una sentencia de casación), ó lo que es lo mismo, la gestión de ne- 
gocios, es indispensable que aquellos se hallen abandonados, bien 
por ausencia ó negligencia de éste, ó bien por 43u enfermedad ó in- 
capacidad. ^ 

Y eso está probado por todas partes en los autos, porque cons- 
ta que D. José M? Flores estala en su hacienda transitoriamente, 
nada distante de esta Capital, sin que hubiera el menor motivo 
de apremio ó exigencia para precipitar la celebración del ruinoso 
contrato. Y lo prueba además la Sala con la circunstancia que 
menciona, plenamente justificada con el documento á que igual- 
mente se refiere, que merece fe completa, de que el Sr. Koriega 
fué desde el principio á entenderse sobre sus proposiciones de 
compra con el expresado Sr. Flores; siendo, por lo mismo, h^£ta 
imposible, como lo observa también la misma Sala, ó inexplicable 
por lo menos que, obrando aquel de buena fe, excusase tratar di- 
rectamente con el interesado un negocio que estaba queriendo ar- 
reglar con sü dependiente. 

Y por eso agrega, en efecto, dicha Sala: que la verdad que se 



1 Ley 15, tít 1?, Lib. 50. 

2 Pantoja. Eepert. de la Jorísp., Apénd. 1?, pág. IQ. 
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descubre en esa oonducts^ es la malicia con qne procedía la otra 
paite al adoptar el arbitrio de ocurrir, después de haber tentado 
el ánimo del Sr. Flores, á su dependiente paia que consintiera á 
nombre de éste en la propuesta que hacia, cuando le constaba que 
él no tenia voluntad de acept$uiia; circunstancia bastante para ex- 
dttir no seto ü coQ«ientiiniento pi^esunto, base de la gestión de 
m^ocjosi sino «1 oox^^iitiímiwtOrtáQito j toda^ clftse 4e ooneenti* 
miento. 

La intervención pprsonal del dueños ,^un en el eaío de mandato 
expreso^ no d^ en el de gestión de^ negocios^ exi^^je reaUnente 
tal consentimiento, produdeivlo basto el efecto de la mvocaebm 
del mandato. ^Taift.aa€^ui:ar á ésta todasu legitwidad y todasu 
energía, basta vm «iniple beobo sin la decl^^raelaa 4e la v<4uutad, 
dioe «1 r^erido Troptoni^ ^opongamos, por ^mplp, q^e en un 
»Bg(Ktto que se.estíii íratanda j^r medtí) de an m^^ndataiip,; inter- 
viene el ataodante gor ú mismo y 4&ntra e^ relaidioQ (erecta con el 
teroei», asumiendp m caráotcr, resolviendo isobre l^us dificultades, 
reformando las prospsieiaiH^ «te^; eS:eY4defito que.esta conomxeQ* 
cia del mandante .extingue, el poder del mandataria"^ 

Y^Vk cuanto ala gestkui deaes^moe, la deiaprobadoudeldne- 
So, ladeseonfoisnkla^ del .modo en «que qnieGC« ^oerae, d i^ f^* 
bibickm paca;oWar,4iue.todd equivale á lo bqjwxq, impde cual- 
quiera laeeion que ¡pudiera, noncr de eUa 0(»ntm 

Lépez en m i^tosa.á la i^ 13, tít. 12, Fart. &. ^^MeselaisQ en los 
MgptímM (Éü^m wta jG^tta, p^ao eAfeEom^Efise en 'ellos owto 

Her. Y el:art. 2589 de nuMtn» €ódi^ CUvil ^xniseqaonde exacta^ 
snente á estos misBiis «moipios. 

iQué vatan, pues, los supuestos de ÍB&aaoiones imaginarías y 
Yagas, contra la apneoiftcian de heohoB precisos mn refueucia 4 
pruebas determinadas, que producen los cÜBetos jaridioos que les 
«tribu jie la Salat 

1 Da Mandat, pág. 705, núm. 780. 

2 Droit oiv. Lib. 3?, tít. 4?, cap. 2?, núm. 65» tom. 11?, pago 43. 
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Para completar el examen en el punto relativo á la gestión de 
negocios^ se hace notar en el Gonaiderando 14? de la Sentencia, 
qae liayyerdadera incompatibilidad entre el fundamento de la de- 
manda interpuesta, y las pret6nsk>nefi que se hwa deducido sobre 
ese mismo punto de gestiouf porque el actor en sus alegacioneS|¡ 
de acuerdo con la primeiu, ha refutado á Oastillo mandatario de 
MoreSi supimiendo que obraba con su autoríeaeion y exigiendo á 
éste el cumplimiento de un contrato celebrado por medio, de un 
mandato suyo; idea que está en abierta conti'ariedad con la ges- 
tión de negocios, de la cual es propio y esencial, según el art. 2533 
del Código Civil, que no exista mandato alguno expreso y que los 
actos del gestor sólo tengan por origen la oficiosidad. 

Confirma la Sala estos principios, ya suficientemente demostt*a« 
dos de antemano por ella, con la docMoa de Molltor, que es la de 
todos los expositores, y que está sancioaada, si aeiás se necesitara, 
por la jurisprudencia de los Tribunales; pues por sentencia de ca- 
sación está de una manera expresa resuelto que, donde existe con- 
trato como lo es d mandato, no puede Imber simplemente gestión^ 
que sólo es un cuasi-contrato: ^^Ko puede caUfi^brse de conven-s 
don la gestión de negocios; pues aunque de ésta nace una obliga- 
ción redprooa entre el dueño del i^godo y el que ha cuidado de 
él sin que aquel lo supiera, no es materia de convendon, toda vez 
que para que ésta tenga lugar es indispeMable el mutuo oonsen- 
tímiento jde las personas que lo cdetean:" ^^Et quMé^ m(mia1/um 
iaatervenerUf <í^io mffiaiorumgestarum eessat.^ ^ 

Y lo que es en cuanto á la verdad de hecho, la observación de 
la Sala está demostrada por las constancias de los autos; por el es- 

1 Pantoja. Obra citada; Apénd. 1?, pág. 108.— Pas. Praxis, tom. 3?; pág. 60, oap. 6?, 
i 4?, Búm. 9. 
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crito de la misma demanda en sus párrafos 19 j 3?, donde se asien- 
ta que D. Miguel Castillo obraba en el negooio como encargado y 
con autorización del Sr. Flores; y por el tenor de las posiciones 1?, 
2?, 3?, 6? y 10? que articuló el actor, así como de las preguntas con- 
cordantes de sus interrogatorios de testigos, que envuelven esta pro- 
pia suposición. Habiendo, por tanto, motivo fundado y legal para 
que la Sala haya hecho méiito de la expresada incompatibilidad que 
hay entre ese inrópósito de la ^acción deducida primitivamente en 
el Juicio, y las alegaciones posteriores apoyadas en el art4^543 so* 
bre gestión de negocios; supuesto que el art. 43 del €6digo ante- 
rior de Procedimientos rechaza, lo mismo que el 22 del vigente, 
esa clase de demandas implicatorias, prohibiendo que se deduzcan 
acciones contrarias en un mismo Juicio y sobre la misma cosa que 
le sirve de materia ú objeto. 

Así es que, con tan justa é indeclinable observacicm, no pudo 
violar la Sala, como lo figura la parte ototiaria, ni los artículos 
relativos á prueba, que no se citan ya por ésta á cada paso más 
que de f((k*mula, cuando el hecho en que aquella se apoya estó, co- 
mo se ve, comprobado; ni el 2543 del Oódigo Civil, (mya Inteligen- 
cia y ^ctos quedan ya bien establecidos; ni mu(^ menos el 10? 
de este propio Código, que aquí se vuelve á citar úe una manera 
tan inoportuna é inconducente, como anteriom^nte se invocó en 
otra parte; porque la Sala, en el caso de que ahora se trata, no 
restringe bajo ningún aspecto ese art. 2543, ni introduce ninguna 
excepción no expresamente determinada por la ley, que no esté 
comprendida en su aplicación. 

Ella lo que ha hecho es interpretario b%|o el punto de vistet gene- 
ral de la. materia á que se refiere y en que debe aplicarse, según 
su texto y su literal tenoi*; establecer que sus preceptos son rela- 
tivos á la gestión de negocios, y que de consiguiente no .pueden 
regir tratándose de otra clase de relaciones jurídicas que están 
fuera de sus disposiciones, no por vía de excepción, sino por causa 
de incongruencia y diversidad, que hace que los preceptos legales 
sólo tengan conducencia y aplicación respecto de los puntos que 
están reglamentados por ellos. Y esto no es restringir ni introdu- 
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dr exoepcioDeS) sino fijar la naturaleza y objeto de aquel por me- 
dio de una interpretacHon demostautiva y declarativa, que ni tal 
puede lUunarse cuando, como en el caso, sólo se pone de manifies- 
to y se hace comprenda cuál es la letea y el explícito tenor de 
la ley. ^ • 

Se hace también notar en la sentencia que, según las bases car- 
dinales del sistema estaldecido por nuestro Código en materia de 
gestión de negocios, el g^tor es quien queda en ella obligado, tan- 
to respecto del dueño como respecto de los terc|Bros con quienes 
contrata en nombre de éste: que la ratificación posterior es la que 
viene á establecer radones ^tre el dueño y el teix;ero que ha 
contratado con el gestor, porque es la que produce los efectos de 
mandato, eúúfcfrmeÁ los arts. 2635 y 2538; y que de consiguiente 
no se deben confundir los resultados leales que provienen del 
precepto de este último artículo, con los que in*oceden del 2543, 
que sólo í^ contrae á las reladones entre el dueño y el gestor, pro- 
dnddas por el silendo ó consentimiento del primero en la gestión. 

Y sobre esto objeta el recurrente que la Bala viola con lo ex- 
puesto el milano artículo '2543, porque en él se ordena que tenien- 
do el dueño coQodmiento de la gestión, y no contradiciéndola, se 
debe ^itender que la consiente; y este coiasentímiento equivale á 
una ratificación, y sobre todo, lo convierte en principal obligado, 
sujeto al deber de cumplir el contato, que cuenta ya, por minis- 
teria^e la ley, con tal consentimiento. 

Pero alienas se puede concebir que ingenuamente se confiíndan 
de tal modo las relaciones jurídicas, y se enunden por pascuas 
^ipertaa y entendidas, ideas tan empíricas. 

La d¡s^iiK)ion que establece la Sala en(^e las obligaciones naci- 
das del consentimiento tácito antes de que termine la gestión, que 
afectan únicatnente al dueño y al gestor, y las que produce la ra- 
tificación posterior expresa, que convierte la gestión en verdadero 
mandato, ligando ya al dueño rei^ecto de terceros, porque ella 
consiste en apr(4>ar los actos que primero se hablan ejecutado sólo 

1 Ontierrez. Lib. 3? Ftaot. qnseBt. 17, núm. 40.— Esoríchei palabra Interpret., $ VI, 
Keg. 1* 
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por oficiosidad, es tan perfekstamente legal como racional y cientí- 
fica. Y la Sala la demuestra plenamente con la combinación que 
hace délos diferentes artículos á que se i^ete del Oódigo. 

¿Oómo se quiere qué todas las «lases de consentimiento produz- 
can el mismo efecto legalf |Oómo se puede pretender que el que 
induce el silencio ó la l^turnidad, t^oga el propio yalor y sea de 
igual eficacia que el voluntario, delibei^o y eKpUdto que impar- 
ta la ratificación! . ' 

El Oódigo distingue muy claramente uno y otro, dedarando en 
el art. 2543 que el primero obliga al dueño para con el gestor, y 
eso siempre que en la gestión haya habido provecho efectivo^ pmv 
que sólo en tal caso la tolerenda arguye consentimiento, que no 
se presume cuando el acto perjudica al q\w calla: ^sckns et tMem 
in actUf qui áli(n0U8 favor eni r€»pici% hábetur pro cofismtienfáf 
non Ídem dicenétwm est in aetu^ qm in álio^us tacewHs Unditpra^ 
judicium.^ Miénteas que en el art. 2S98 establece que la ratifica* 
cion de la gesti<m producirá el mismo efecto que el mandato ex- 
preso, porque ella se retrotrae para obligar al ratificante como si 
de antemano lo hubiera conferido, y en los términos en que oMiga 
el mismo mandato, esto es, en ñivor del teit^ero con quien el WMt* 
datarlo celebró el contrato: ^^qui id ra^tm^ qmd aUua suo nomine 
gessity mandati a(Mone ol^ringitur; ratikahUh enUn reprí^-^railMr 
et mandato equiparatur,^^ ^ 

Por lo demás, los principios que reconoce y aeepta la sentencia 
son elementales: ^^IgiMr (dice Justiniano en sus Institoeiones) 
qúum quis ábsentis negoUa geseerit^ in^o eitroque inter eos imw- 
cuntur actiones qu€B ap^áintur negatiorum gestórwm. Sed éominú 
quidem rei gesUs ad/ifereus eim qui ge^sit^ directa compeUtactio; 
negoUorwm oMtem gestori^ contraria.^ ^ Las aeciones que nacéis de 
la gestión de ;iegocios, como se ve, son recfpi'ocas sólo entre el 
gestor y el dueño: UlPro oitroque inter eos naseuntur. 



1 Ley 60, tft. 17, Lib. 50, "D,; y Bronohorst en sa comenUrio áia misma I^y, oon »• 
ferencia á las demás que allí cita. 

S De Oblig. qu» qoasi ex oontraot m, XXVII, 1.— Maokddoy. Manual dd Prwt 
Bomaio, pages 237 y 288, $$ 488 et 500. 
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La ratífioadon es^ como dice la Sala, el acto que Tiene á esta* 
blecer relaciones entre los terceros y el dueño. Y la doctrina de 
los autores, al ilustrar la materia, no dega la menor duda acerca de 
este punta 

^Tara que haya entre dos peirsonas (adenta Molitor) cuasi^Km-^ 
trato de gestión de negocios, se necesitau generalmente tres con* 
diciones: 1^ Que una gestione los negocios de otrae 2?* Que el ín« 
teresado no haya mandado ni prohibido la gestión: 3?* Que el 
gestor baya obrada con la intención de ser útil al dueño, pero al 
mismo tiempo que lo haya hecho con la voluntad de obligarlo 
y haya gestionado útilmente. Tales son las circunstancias re* 
queridas para que la negotiorum gesUa exista en toda su exten- 
sión, psurarque se produzcan de una y otm parte las acdonea que 
causa.'' ^ 

Explica en seguida en qué consiste la acción directa, que es la 
que tiene el dueño contra el gestor, así como todas las consecmen* 
cías que entran en su ejercicio. Y refiriéndose después á la acdon 
contralla, dice: ^^La acción negotiorum ge^orum contraria corres- 
ponde al gestor: 1? Para exigir del dueño la liberación de lasobli- 
gaci<H^8 que ha contraído en raaon de la gestión; 29 para obtener 
el reembolso de lo que ha expensado con motivo de eUa."^ Y ya 
sólo por esto pnede verse que quien contrae obligaciones «con los 
terceros, en virtud de la gestión, es el gestoi^ y que éste es quien 
tiene el derecho éd perseguir al dueño para que las cumpla, librán- 
dolo á él de las que ha contraído, cuando proeede legalmente por- 
que hayan concurrido m la gestión los requiíátos legales* 

Pero además, aquel autor lo enseña asi (toramente, añadiendo 
por último que: ^^Eo general, los actos que el gerente practica con 
terceras personas, no aprovechan ni #hl%an directamente al due- 
ño; y por com^guiente los terceros que han contactado con el ges- 
tor, no pueden erj^cHtar contra el dueño las aceioues correspondió!-' 
tes para hacerle cumplir los compromisos contraídos por él: de mo^ 
do que el deudor, por ejemplo^ que. ha pagado al gestor^ no queda 



1 Les ObHgatíons. Tom. S?, page W-, n. 73Qf 
8 Id., page 169, n. 769» 
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libre Me el nuncj sino hasta que el daeño haya ratificado el pago; 
y si éste no lo ratifica, aquel tendrá contra el gestor la condietio 
causa data, causa' Tian secuta, id est, l&Mratiane n<m secuta. De la 
misma macera, si el gestor ha adquirido la posesión de una cosa, 
sólo por la ratificación viene á adquirirse ella por el dueño; y si el 
•gestor se ha obligado en cualquiera otra forma, la rat^Usadon es 
la única que autoriza á los terceros para intentar ccmtra el dueño 
las expresadas acciones." ^ 

. Y entre nuestros antiguoa juristas Yalenzu^b, e3qK>niendo la 
misma doctrina con t(^ pr^^on, dice: ['Quandú qms raíifieat 
actum gestum db aUo nomims suoy ex ista rat^ieatáámeae^s^^tiis 
per aiium incipit a&mepertmere. . . . namque OtCtus ge^tus nomi- 
ne meo sine manda4)0 lioet non prajudioet míhi^ mikt tornan inper' 
sonafadentis, si ego non hábeo ratmn; in hac ergo ratihabitíone 
per qtmm agitur quod negotium gestum ab aitero pertmsat adnos, 
(^nsensus ezpostfacto succedens retnOrahitur.^^ 

Oreo que no se necesita más para justificar á la Sala, en la acer- 
tada y exacta exposición de principios que contiene «obre la ma- 
teria en cuestión, el Considerando de que se teata* Y pacaí* supo- 
ner que ha violado en ella los artículos que se m^^tónan, es pre- 
ciso solt^ la brújula, abandonando por completo el (HÍterb jurídico, 
para perderse en el caos produmdo por la» confufiioa y el extravío 
de las ideas. 

Porque, en efecto, la consecumioia que la misma Sala infiii^e de 
aquella exposidon, es rectísima, cuando formulándola ya de una 
manera concreta al caso, establece: que aun cuando en este jnido 
se trat^a de uua gestión de negocios, y aun cuando se permitiera 
que el demandado habia tenido conoiámiento de ella y no se habia 
opuesto, ninguno de cuyos das hechos es cierto, Koriega no tendría, 
sin embargo, acción para reclamar á Flores el cumplimiento del 
conti^ato; porque la expresada gestión sólo da d^echos al tercero 
conti*a el gestor, y ninguno ot(H^ al primero contra el duefio del 
negocio, mientras no interviene la ratificación de éste. Oonsecuen- 

1 Id./page 174, núm. 776.— Namnr. Gonrs IVIostitates^ tom. 2?, pa^ 69 et 78, $ 276. 

2 Oonsilinm 177, núms. 48, 49 et 50, 
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oia que lejos de constitair la más pequeña infraecion, no es sino la 
más genuina aplicación de los referidos artículos.'' ^ 

Lo es del 253$^ por el cual se decide que el mandato oficioso ó 
la admimstraeíotí Toluntaria, á quien hace responsable es al ges- 
tor, tanto^ respecto del doern) como re^^cto de aquellos con quie- 
nes contra4;a en nombre de él. Lo es del 2543, por cuyo tenor sé 
establece: que el oonsentiimeuto presunto produddo por el cono- 
cimiento que el dueño tiene de la gestión, sin oponerse á ella, obli- 
ga á ^Ete; pen> s61o para con el gestor y en caso de provecho efec- 
tivo* Lo es del 2&3i8, que de entera conformidad con lo que asienta 
la Sala, únicamente atribuye á la gestión efectos de mayor tras- 
cendencia, cuando media la ratificación; porque únicamente enton- 
ces es cuando la eonvierjbe en mandato expreso, que es también el 
únioo earácter que puede hacerla capaz de producir rdadones y 
vínculos de obligaeion enta*e el dueño del negocio y el terceiu Y 
lo es, por último, del 1401, que en ningún caso reconoce valor le- 
gsd ni fuerza obligatoria á los contratos celebrados en nombre de 
otro, por quien no sea su legítimo representante, si no es que oon- 
carra ese mismo requisito de la ratificación. 

Y no^equivaie á ella el consentimiento qne i^tce de la noticia 
que el dueño ten^ del negodo en la gestión y de su reticencia en 
no contradecirla, ni pueden equipararse el uno á la ot^a, como tan 
ligeramente lo sostiene la otra parte; porque ya se ha visto que esta 
es una tergivearsadon incompatible oon la^ nociones más elemen- 
tales del derecho sobre la mirria, y porque tan exto^o modo de 
discurrir pugnaría hasta cim las reglas más vulgares que deben 
observarse p^a la aplicación y recta inteligencia de las leyes; ^ 
pues que conduciria á suponer que el legislador había andado su- 
perfluo y redundante en dos de los iHreceptos del Oódigo, á que 
acabamos de referimos, disponiendo una misma cosa en los ai*ts. 
2538 y 2543, cuando así por el texto literal de esos artículos, co- 
mo por el sentido natural que ofrecen sus palabitts y el espíritu 
manifiesto que se revela en ellos, aparece bien clara' la intención 

1 Pantoja. Obra citada, pág. 62. 

2 Gonialez. Ad RegoL, oanoell., in $ 7; proeoou, núm. 127, 128 et In glossaSS; núin. 3« 
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que tnyo de dictarlos como prescripcionesi diversas entre sí, para 
que sirvieran en distintos casos, y surtieran efectos diferentes se- 
gún las varias hipótesis que en cada uno de los dos están previstas. 

Menos se puede admitir todavía aquella equivalencia entre el 
silencio ó taciturnidad del dueño del negocio y su ratificación, para 
el efecto de suponer que la Sala ha violada al no aceptarla, elart 
1392 del antiguo Oódigo Givil, que es otro de los que se dicen infrin- 
gidos entre los anterkn^ que acaban de citarse; pi*etendiéndose que 
porque s^un ese artículo los c(»itratos se peifeedonan por el mero 
consentimiento, semejante principio se ha desconocido con no dar 
al consentimiento presunto de que habla el art. 2543 la importan- 
cia de una conf(»:midad explfdlia, que convierte al dueik> del ne* 
gocio en prindpal obligado, sujeto por el ministeilo de la ley, al deber 
de cumplir el contrato. Estas son ideas tan erróneas y falsas como 
las que acaban de combatirse, porque descansan igualmente sobre 
una base q\kb es del todo arbitraria y no tiene fundamento. 

Desde lu^o, el art. 1392 habla de contratos y del consentímieo- 
to verdadero y directo de los interesados, que tratándose de aquellos 
debe bastar en efecto para perfeccionarlos, según los dictámenes 
de la razón filosófica que rige hoy en el derecho sobre la materia 
de convenciones. Ese artículo no se refiere á cuasi-contratos, co- 
mo lo ^ la ge^iou de negocios que al presente nos ocupa, en los 
cuales el vinculo de (aligación entre las partes no nace de la vo- 
luntad previa y manifiesta de éstas, sino del precepto de la ley que, 
presumiendo ó infiriaido tal voluntad como consecuencia de cier- 
tos actos, supone que en virtud de ellos ae opera una especie de 
consentimiento que puede llamarse jf^to, y que no tirae más alcance 
que el que le da la misma ley, ni surte otros efectos que los que 
ella determina. ^ Y ya se ha visto que ésta, en el repetido art. 2543^ 
el único efecto que atribuye á este consentimi^ito presunto, pro- 
ducido por el conocimiento que el dueño tiene del negocio y su no 
contradicción, es el de obligar á éste para con el gestor y no res- 
pee^ del tercero. 

1 Vinnii. Gomment. Lib. 3?, tít 28, inprinoip.^Elaoidat ad Instit á Magro «t Bele- 
fia, láb. 3?, tít 28. 
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Pero además, el enuDciado art. 1392, al sancionar la eficacia del 
simple consentimiento como título que basta por sí solo para produ- 
cir obligación en los contratos, presupone que el vinculo que re- 
sulta de tal consentimiento es entre los contratantes y no respecto 
de terceros; estableciendo además que su efecto es el de obligar á 
lo exprfsam^ite pactado y á las consecuencias que según su na- 
turaleza son conformes á la ley. Y si en la gestión de negocios no 
hay pacto expreso, sino solo diaposioion de la ley que fija la natu- 
raleza de ese cuasi-contrato, en el ya expresado sentido de limitar 
las obligaciones naddas del consentímiento presunto al dueño y al 
gestor, sin t^rascendencia alguna para terceras personas, no se com- 
prende á qué puede venir en el caso la citación de aquel artículo, 
que es del todo inconducente para que se le pueda considerar in- 
fiingido. * 

Aun tratándose de verdaderos contratos, el prindpio consignado 
en el mismo artículo, que trae origen, como ya se ha visto que lo 
declaran los redactores dd Oódigo en su exposición *de motivos, 
de la ley 1?, tít. 1?, iib. 10, de la ISav. Eec., nunca ha tenido más 
importancia que la de reconocer como máxima racional, que la vo- 
luntad de las partes es la fuente de las obligaciones convencionales, 
desterrando de ellas el espíritu de formalismo para que su validez 
no dependa de vanas solemnidades. Y ya los comentadores de esa 
ley en los tiempos de su promul^u3ion enseñaban, con presencia de 
su tenor, todavía más explícito que el de dicho artículo sobre la fuer- 
za exclusiva del consentimiento para dar vigor á los pactos, que ella 
DO altérala en nada la naturaleza y esencia de los contratos, ni 
podia hacer en manara alguna que surtieran distínto efecto del 
que legaimente les correspondía según esa misma naturaleza. ^ 

Se ve, pues, que la interpretación que ha dado la Sala á los di- 
versos artículos que hasta aquí se han venido citando, lejos de ser 
&lsa como tan gratuita y ofensivamente la califica la parte contra^ 



1 Pantoja. Obra citada, págs. 542 y sigiiientes; Apénd. 1?, pág. 120; 2?, pág. 102; 
Id. 3?, págs. 132 y 133. 

2 Gregorio López. Glosa 3? á la ley 1^, tít. 11, Part. 55— Diego Pérez. Gomment. in 
Ordinat. leg., Lib. 3?, tít. 8?, Leg. 3?, tom. 1?; núm. 3; oap* 10?, núm. 23. 
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ria, no puede ser más legal y aeertada. ^ Pero todavfa agrega ésta 
eu su escrito: que ateniéndose la misma Sala á tal interpretacioQi 
no se ocupa de examinar si el dueño del negocio tuvo ó no cono- 
cimiento de él, violando con esto el art 606 del Oódigo de Proce- 
dimientos vigente; y que por otra pai*te, no estima como probada 
dicho conocimiento, con lo cual viola los artículos que con cotacion 
á la confesión y á la prueba deja el recurrente citados en otros lu- 
gares, y especialmente el 614 y el 728 del Oódigo de 1880, en lo 
que son aplicables á la carta presentada por él y al telegrama ex- 
hibido por parte del Sr. Flores* 

Aquí vuelve el diestro patrono del Sr. Noriega á discurrir b{yo 
supuestos bien poco consecuentes ó inconciliables, y á aparecer im- 
plicatorio en los términos, como dedan los antiguos lógicos. Porque, 
si es cierto que la Sala no examina en su sentencia el punto relati- 
vo al conocimiento que el Sr. Flores tuvo de la gestión, no puede 
serlo á la vez que haya calificado la prueba rendida sobre ese punto 
desestimándola, y de consiguiente que haya infringido los preceptos 
que hacen referencia á tal prueba. Y por el contrario, si es cierto 
que aquella ba^ considerado esta prueba apreciándola^ como era ne- 
cesario para juagar que.no estaba acreditado dicho conocimiento, 
no se puede deqir que dejó de exa^minarla, ni por consiguiente que 
violó el art. 606 absteniéndose de decidir sobre algunas de las cues- 
tiones del pleito* 

Precisando las ideas^ la verdad es que la Sala no ha infringido 
este artículo; poique terminantemente declara que no es exacto 
que el Sr. Flores dejara de oponerse á la gestión después de que 
tuvo conocimiento de ella. Y para demostrar que al emitir eate 
juicio tampoco ha infringido^ sino áqtes bien aplicado con ioda rec- 
titud los artículos que se citan relativos á la materia de prueba, 
basta referir laSi constancias de autos que justifican la oposición 
expresa que el Sr. Flores hizo aJ convenio, tal como se supone ce- 
lebrado como gestor oficioso por el Sr. Castillo, tan luego como 
l]egó á su noticiaf 
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!Ehias coDstanciaB ñ(m: 1? La posición ll?, que es la que sirve dé 
fundamento al recurrente para sostener que didio señor no se opu* 
80 á la gestión, y cuyo tenor es el siguiente: ^^Diga como es cierto 
que tuvo conocimiento de este contrato y estuvo conñu'ine con él,'* 
2? Las posiciones 4? y 5?, que dicen: "Como es cierto que el men- 
cionado mes de Febrero (de 1882) pasé personalmente ala hacien- 
da de Oacalco en compañía del corredor D. Manuel Gallegos, & 
examinar las clases de azúcar de la hacienda mencionada:'' ^'Oomo 
es derto que le entregué una carta del encargado de su casa D. 
Miguel Oastillo, en que le manifestaba que iba yo á i^econocer el 
azúcar, por tener pendiente con él un contrato sobre compi-a de 
25,000 arrobas de diversas clases." 3? La posición 7?, que es éstaí 
^^Gomo es cierto que me dirigió á la hacienda de San Garlos, la carta 
que acompañé á la demanda, la que se le pondrá de manifiesto pa- 
ra que la reconozca." La carta de que se habla es la expresada á 
que se refiere el recurrente en su escrito de casación, cuyo contexto 
es como sigue: "Hacienda de Oacaldo, Febrero 26 de 1882. — 
Muy señor mió y amigo. — Aunque no tengo ningún contrato de 
azúcar celebi'ado, sí me han hecho varios pedidos. Por este moti- 
vo y calculando el 6 % de descuento, sólo me convendría vender 
los frutos de la presente zafi^, y en la puerta de la hacienda, á loa 
predos siguientes (los mismos que aparecen del borrador del pro- 
yectado contrato^ puesta el azúcar en la garita dé México). Y & 
cuyos precios, si á vd. le conviene, no tengo ningún inconveniente 
en celebrar el contrato de lo que solicita. — ^Esta ocamon me pro- 
porcional por segutída vez, ser su atentó S. Q. S. M« B. — José Ma-^ 
ría Flores.^ 49 La posición 9? que dice: "Oomo és cierto que & 
fines de Febrero puso un telegi*ama al encargado de su casa D^ 
Miguel Gastillo, diciéudole: Noriega estuvojaquí; le pedí precios de 
13 á 17 reales en la hacienda. No se deje sorprender." Y este es 
el telegi^ma que el recurrente menciona en dicho escrito, como 
exhiMdo por el 8r. Flores; el cual firmado por él, fechada en Yau- 
tepec á 27 de Febrero de 1882, y recibido en México el mismo dia 
& las 12 horas y 30 minutos de la mañana, fué confrontado á soli- 
citud del mismo Sr. Flores en la Oficina telegí áfica de esta Capi- 
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tal, para que quedara comprobada su autenticidad, según aparece 
de la diligencia respectiva. 

De tales datos resulta: que el hecho que se afirma en la expre- 
sada posición 11? es ñdso, y su falsedad está plenamente compro- 
bada por las afirmaciones que contienen las otras cuatro posiciones 
referidas, y por los documentos de que se hace mérito en las dos 
últimas de éstas; pues de la 4? y 5? aparece: que D. José María 
Flores tuvo conocimiento del proyecto de contrato propalado en 
México, por la noticia que le dio el Sr. Noriega, cuando fué á la 
hacienda de Oacalco con motivo de ese negocio en el mes de Fe- 
brero de 1882; y aparece igualmente, por la 7? y la 9?, que tan 
luego como lo supo, manifestó su desconformidad con él, expresan- 
do al mismo Sr. IsToriega, en la carta antes inserta, con referencia 
á lo que antes le hábia dicho ya de palabra, que sólo podia con- 
tratar bajo las bases que le propone en ella, diversas de las que se 
habian proyectado en México; y participando en seguida á D. Mi- 
guel Castillo, por medio del despacho telegráfico que también que- 
da anteriormente copiado, cuáles eran esas bases, con advertencia 
de que no aceptara otras. 

Luego los preceptos relativos á la confesión del Oódigo de Pro- 
cedimientos que se cita, y que sin embargo no se especifican sino 
que sólo se mencionan en globo y vagamente, ^ en nada &vorecen 
á la intención de la otra parte, y sí fundan sólidamente el concepto 
de la Sala; puesto que, aunque se dio por absuelta afirmativamente 
la repetida posición 11?, y esta confesión ficta constituye prueba 
conforme al att. 715 del dicho Oódigo, ella sólo tiene el carácter 
de una presunción legal que, como todas las presunciones, cede á 
la verdad y queda desvanecida cuando se destruye con otra prueba 
en contrario, con arreglo á los arts. 703, 706, 707, 716 y 744 de 
ese mismo Oódigo. ^ Y si esto es cierto, la£silsedad del hecho con- 
signado en esa posición se halla perfectamente establecida; puesto 
que la confesión verdadera debe prevalecer sobre la ficta, desvir- 

1 Pantoja, págs. 150 y 151; Apénd. 1?, pág. 121; 2?, pág. 102; 3?, pág. 131. 

2 Gregorio Lópex en la glosa penúlt ^ la ley 115, tít. 18, Part. 3f— García: de Nobi- 
lit. prob.; glosa 4», núms. 16 y 32.— Ley 57, D., de Jur. dot 
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tuándola completamente según el art. 712, y es confesión verdade- 
ra y expresa, según los arts. 699 y 675, la que otorga el articulante 
respecto de los hechos que afirma en las posiciones, contra la cual 
DO se puede admitir ni aun prueba en contrario. 

Otro tanto debe decirse de los arts. 614 y 728 relativos á la prue- 
ba de documentos, que tampoco aprovechan en nada al recurrente, 
y mal los puede invocar como infringidos, cuando arguyen preci- 
samente en contra de su propósito. Porque, fuera de que la carta 
y el telegrama ya relacionados se comprenden también en las afir- 
maciones emitidas por el articulante en dichas posiciones, y los 
hechos contenidos en esos documentos están, por lo mismo, con- 
fesados por él: ^^Producens scriptnram cemetur^ eo ipso fateri om- 
nia in ea contenta; ^ el primero de ellos, la carta, fué presentada 
por el Sr. Noriega con su escrito de demanda, y en tal virtud, prue- 
ba plen'amente en su contra conforme al citado art. 728; y el segun- 
do, el telegrama, que fué presentado por el Sr. Flores, lejos de ha- 
berse objetado por el demandante, se ha reconocido por él y quedó 
conveitido en documento auténtico mediante la referida diligencia 
practicada para su confrontación; constituyendo, por lo mismo, en 
contra del Sr. Noriega y en &vor del Sr. Flores una prueba plena, 
al tenor de lo que disponen el art. 614, que también se cita, y los 
arts. 602, 604 y 720 del repetido Código de Procedimientos. 

De manera, que á no ser arrogándose la parte contraría el de- 
recho de considerar los preceptos del Oódigo como leyes de privi- 
legio, dictadas exclusivamente en beneficio de ella, y como palabras 
vanas y vacias de todo sentido cuando se invocan por las partes 
contra quienes litiga; no hay términos para considerar violados los 
anteriores artículos, con presenaia de los cuales y ateniéndose á sus 
terminantes disposiciones, ha decidido la Sala cuál es la veidad de 
los hechos que se vei*san en este negocio con respecto al puifto en 
cuestión, y cómo son &lsas las suposiciones que el recurrente asien- 
ta respecto de ellos. 



1 Dnmonlin, citado por Solón en sn referido tratado sobre la nulidad de las conven- 
ciones; tom. 2?; pág. 407, ním^ 449* 
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IV 

En los demás Oonsiderandos enumerados, correspondientes & la 
cuestión de que se trata en la parte que nos ocupa de este informe, 
la sentencia entra ya á examinar dii'ectamente el punto de rat^ 
cacion; para ver si siendo, como son, notoriamente inaplicables, se- 
gún queda anteriormente demostrado, los preceptos relativos á ges- 
tión de negocios, cabria invocar más oportunamente aquí el art. 
1401 del Oódigo Civil, que declara nulos los conti^atos celebrados 
á nombre de otro sin su representación, á no ser que se ratifiquen 
por el interesado. Y á este respecto expone: que este artículo no 
tiene tal alcance que comprenda aun' los casos á que se refieren los 
arts. 2484 y 2486, esto es, los contratos cuyo ínteres exceda de la 
importancia y valor que ellos expresan; pero aunque lo tuviera, la 
ratificación debe ser tan dará é inequívoca como el mismo consen- 
timiento que debeila dar el interesado si contititara personalmente, 
conforme á los demás artículos que cita del mismo Oódigo; y en 
autos^ lejos de estar justificado que Flores de palabra ó por escrito 
ratificara el contrato de venta de azúcar á IN'oríega, aparece con 
toda evidencia demostrado lo contrario. 

El Oonsiderando que contiene las anteriores observaciones es el 
15?; y la Sala, al expresarse así en él, sigue invaiiablemente colo- 
cada en el teneno del derecho, sosteniendo los más sólidos ihíucí- 
píos legales. 

Efectivamente, es incuestionable que la ratificación exigida por 
el indieado art. 1401, como medio de convalidar la ñilta de perso- 
nalid&d en la celebración de los contratos, no cabe en los casos de 
los arts. 2484 y 2486, que requieren el otorgamiento de poder en 
forma para que se pueda contratar válidamente á nombre de ter- 
cero. Y así es conforme al sentimiento del legislador, declarado por 
los autores del Oódigo en su exposición de motivos, en la cual ad- 
vierten, refiriéndose al capítulo donde se halla comprendida aquel 
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mismo artícnlo: que ^^él no contiene más qne los principios comu- 
nes de la jorispradenoia.'' Paes difícilmente hay un principio más 
reconocido y más uniformemente asentado^ que ese que establece 
,1a Sala respecto de la ratificacicm. 

Lo enseña desde luego Godofredo en sus notas á las leyes del Di- 
gesto, en las que refiriéndose á la regla del derecho que sanciona el 
yalov que aquella tiene de mandato, dice: ^^NiM mandatHm profor^ 
maper legenij vd stabum requiratur; ttmc enm nmi sufficit ruti* 
Tiábitio.^ Salgado reproduce también esta misma doctrina: ^^Quan^ 
io nuüitas aotus pendet ex defeotu soUnmitatis juris^ consenms 
partís j aut ratificaiio supervemens mhü operatur; cum defectiis non 

pendeat a salo partís consensu qtUa iUí actas inmUdi possnnt 

ratífioari per oonsensum s^ipervenientem^ quaniía ex eo solo sunt 
mUi db defecUim hujusmodi consensus ¿Urniíni; at guando actus est 
nvütis non sohim ex defeotu oon^sensus^ sed ex defectu solemnitatís 
a jure requísiUBj tuno ut novu^ operetur consensus^ debent in hocy 
et in. rat^icatUme concurrere, et adhiberi illa omnes solemnítateSy 
et requisita ajure^ vel ab hornine ordmata ad illum actumperfi- 
mndumj qvia hoc casu iste aotas non retrotrahitur^ neo válet ex 
txincj sed ex nunc a tempore ratíficatUmis solemniter facta.^ ^ 

Otro tanto establecen Oiriaco, Gradano, Siccio y todos los in- 
térpretes, cuya docteina unánime sobre este punto no deja todavía 
de profesarse por los jurisconsultos modernos. * "No se puede con- 
firmar ó ratificar (dice Solón en su interesante tratado sóbrela nu- 
lidad de las convenciones), siao lo que realmente existe^ aunque 
carezca de fuerza.* De consiguiente, no son su8ceptibles.de ratifica* 
oion más que los actos que pueden existir mientras no son impug- 
nados, y que producen una acciop aunque ella pueda ser destruida 
por una excepción. Pero un acto que está privado de existencia 
por causa de nulidad, una convención, por ejemfdo, viciosa en una 
de sus ccmdicicHies esenciales, wn contrato solemne que no se Jm 
otorgado en debida forma, no producen acción ni pueden ratificarse^ 

1 Gothofredns, in leg. 60, Lib. 60, tít. 17, D., not. 26.— Salgado, Labyrint. credit., 
Part 2*, cap. 10?, núms. 52 y 68. 

2 Ciriaoo. Controv. 452, núms. 15, 31 y 32.— Graciano. Discept, cap* 933, núms. 15 
& 17; cap. 981, núm. 44.— Biooio, part 7?, eoUeet. 294a 
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y hay qué hacerlos de nuevo: ^^Qmd nvilum est non potest confir- 
man.^ Esto es tan cierto y tan i^acional, que los legisladores mis- 
mos han explicado en ese sentido las disposiciones ddL art 1338 (del 
Oód. de Napoleón). £1 Ciudadano Janbert decia en su expomon. 
al Tribunado sobre el cap. á? del tituló de las cMigaeiones: ^^Es una 
idea peifectamente verdadera y sencilla la de que no se pueden 
confirmar y ratifiboar^ de ninguna man^fa^ aqudlas supuestas con- 
venciones cuya existencia nunca ha reconocido la tey¿ Y los Oin- 
dadanos Eavard de ^¡janglade y Moaríoaolt, en los discursos que 
pronunciaron, el uno en el Cuerpo Legislativo y el otro en el mis- 
mo Tribunado, se expresaron en el propio sentidow^ ^ 

En otra parte, refiriéndose á tal ó cual opinión eroánea emitida 
sobre esta materia' agrega: ^^Ya lo hemos dicho y no cesaremos 
de repetirlo; lo que es nulo no puede ser confirmado, f odrá repo- 
nerse por las partes, pero entonces la renuncia que hac^i á la nu- 
lidad de que podían prevalerse, es el resultado de una nueva reso- 
lución que nada toma del acto primitivo y que no tiene ninguna 
anaJogia con la ratificación propiamente dicha; .eete acto nuevo de- 
be efectuarse en m forma legal y legitioaarse con la causa que ba 
servido de título para consentirlo." ^ 

Así es, que la teoría expuesta sobre el carácter de la ratificación, 
es hoy idéntica á la que siempre se ha profesado, conservándose 
malterable en la jurisprudencia. Y todavía es de advertir que en- 
tre nosotros, el legislador ha explicado el referido artículo 1401 en 
el mismo sentido que lo fué, como sü hsk visto erccmcordante del 
Código fiunces, según la nueva forma de redaqcion que para acla- 
rarlo se dio al art. 1285, que cori:esponde á aquel en el Código re- 
formado, req>e(^ del cual dice e^ Secretario de I4 Comisión refor- 
noadora en sus notas: ^^Siendo la ratificación el verdadero contrato^ 
en el caso que prevé este artículo, fué adicionado con el precepto 
de que, para ser válida, debe ser hecha con las mismas formalida- 
des que para el contrato ratificado exija la ley." ' 



1 Théorie sur le nollité, tom. 2?; pago 293; ns. 334 et 336. 

2 Id.; page 327; n. 362. 

3 Batos para el estadio del noevo Código Civil; pág. 80. 

Digitized by 



Google 



— I6á— 

Pero la Sala todavía permite que no se necesitaran en el caso 
formas determinadas para la ratificación, como las exige la ley pa- 
ra el mandato que al principio debió haber intervenido en la cele- 
bración del convenio. Y sin embargo decide con incontestable ra- 
zoa que, en vez de aparecer justificado que ese contrato se ratificara 
por la pai1)e interesada, está demostrado con toda evidencia lo con- 
trario; sin que haya el menor pretexto para reprocharle que con 
esto ha infringido los arts. 715, 732, 728 y 614 del citado Gódigo 
de Procedimientos de 1880, que otra vez se suponen violados, por- 
que contara el tenor de estas disposiciones, según se dice, no ad- 
mite aquella como probados los hechos materia de la confesión, 
de la prueba testimonial y de la prueba documental. 

Mas como ni se expresa aquí en qué concepto lo han sido, y la 
Sala, limitándose en este xK>nsiderando á emitir de una manera ge- 
neral su juicio sobre essus diversas pruebas, no hace aplicación par- 
ticular de ellas al punto en cuestión, sino en los Considerandos 
siguientes, en éstos nos ocuparemos sucesivamente de todas esas 
supuestas infracciones que, como las ya examinadas, no tienen la 
menor apariencia de razón. 



En el Oonsiderando 16? se marcan específicamente todas las 
constaacias que contradicen la confesión ficta y destruyen por com- 
pleto el valor de esta supuesta prueba, invocada para justificar la 
ratificación con referencia á la posición 11? de que ya se ha hecho 
mérito, y por la cual se dice que está acreditada, como antes se ha- 
bla sostenido también que lo estaba con ella el conocimiento del 
Sr. Flores y su no oposición al contrato. 

La Sala patentiza en dicho Oonsiderando cómo es hasta imposi- 
ble y absurdo, ahora como antes, considerar probada semejante 
ratificación por la conjetura ó inferencia legal que se saca de aque- 
lla posición, por haber recaído sobre ella una declaración de con* 
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fe6o; cuando contra este dato, puramente presuntivo y cuya fuerza 
pi'ohatoria se puede desvirtuar conforme á la ley, obran la carta y 
despacho telegráfico examinados en el Oonsiderando anterior, que 
excluyen la expresada ratificacioni porque demuestran que el inte- 
resado reprobó el pretendido conveniOi y lo demuestran con la evi- 
dencía.que producen las praebas plenas, como lo son esos documen- 
tos robusteddos por la confesión expresa de la parte contralla. 

De consiguiente, volver de nuevo coa este motivo á acusar á la 
Sala de que ha cometido infracciones, y de que los preceptos á que 
se ha contravenido por ella son precisamente los relativos al v^dor 
probatorio de la misma confesión ficta, délos documentos presen- 
tados ó admitidos por las partes, y de las actuaciones judiciales 
donde tales constancias están consignadas, que áioba» Sala ha te- 
nido presentes y ha apreciado como lo debía hacer legalmente, pa- 
i*a establecer los hechos que asienta, según el resultado que ofire- 
cen tales iHiiebas, es una iH*eocupacion lamentable, ó revela el pro-, 
pósito de causarla en el ánimo de e^te respetable Tribunal, ofus- 
cando su espíritu á fuerza de obstinadas repeticiones. Es tanto 
como convertir lo que la misma ley no reputa más que una mera 
ficción en una especie de talismán milagroso, que puede hacer £d- 
80 lo verdadero y verdadero lo falso; desconocer las reglas del cri- 
terio moral y el principio de reciprocidad en los juicios, que dan á 
la prueba igual eficacia para obrar respecto de las dos. partes que 
intervienen en ellos, é identifican en eso, como en todo, la condición 
de éstas; pretenda, en fin, que cerremos los ojos á la luz, para no 
percibir en los autos lo que en ellos consta de una manera ^accesi- 
ble al imperio de los sentidos: que perturbemos la .acción de éstos 
para ver los objetos torcidos; y que nuestia inteligencia sea vícti- 
ma de una mistificación cabalística, original y especiosa. 

Semejantes cargos no se pueden hacer sino sosteniendo paxado- 
jas é incurriendo en verdaderas l^ipérboles. Porque, si algo esté 
demostrado hasta la evidencia en el fallo, es el juicio emitido por 
la Sala en la materia de que se habla, que después de haber sido 
fundado por ella directamente con todas las indicadas pruebas, lo 
robusteoe todavía más con una serie de inducciones ^gicas, de esas 
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que descansan en la oonsecnenoia natural y necesaria de los hechos 
y que producen un convencimiento inflexible.* Pues, refiriéndose 
á fechas ciertas y enteramente precisas, observa: que según lo 
afirma el Sr. Noriega, D; José María Flores no tuvo noticia del 
contrato hasta el 26 de Febrero de 1882, y frites no pudo, por lo 
mismo, ratificar un acto que no conocía, ^^mhil enim voUtumj quin 
fracognitum:^ que de esa fecha del 26 y del 27, son nada menos la 
carta y el telegrama en que consta su resistencia y reprobación 
para que se celebrara aquel, en los términos que se supone ajus- 
tado con D. Miguel Castillo, ^^etcessatconjectura ratificationis ex-* 
Unte volúntate in contrarinm;^ y que después de esos días, desde 
el 28 hasta la fecha en que se entabló la demanda, no era ya posi- 
ble la pretendida ratificación; porque el mismo Sr. Koriega asegura 
que el 27 se negó Castillo á firmar el contrato, cabalmente por ha- 
ber recibido dicho telegrama, que le dio á conocer la desconformi- 
dad del Sr. Flores con él. Deducción que también es irrefragable 
y perfectamente legítima: ^^Quando enim post impróbationem mtfr 
tatur voluntas per eum^ qtii actum geri% tune suhsequens ratifica-' 
tionihU relévate ^ 

Esto, permitiendo que apareciera algún acto de ratificación del 
8r. Flores, posterior al arrepentimiento de Castillo; porque no se 
hace mérito de ninguno, ni pudo haber tenido lugar, cuando ya 
faltaba en ese tiempo todo objeto sobre qtie pudiera recaer la vo- 
luntad del interesado en ratificar. ^^La fuente del derecho de las 
partes (dice sobre esto Solón) está únicamente en el primer acto, 
y el confirmatorio posterior es el que hace ese derecho irrevoca- 
le; el primero le da origen, y el segundo ftierza y acción. Eesulta 
de aquí que el acto ratificado y el de ratificación son correlativos, 
y forman dos hechos ligados entre sí que en conjunto constituyen 
el título. De suerte que no es posible separarlos; porque sin el pri- 
mero, el segundo carece de objeto y no se puede concebn:, y sin el 
segundo, el primero no tiene vigor.'' 

1 TouUier. Droit civil, Lib. 3?, tit. 3?, cap. 6?, seco. 3*, tom. 10, page 21, n. 23.— 
Bonnier. Traite des Prenves, tom. 2?, page 384, n. 808 

2 Salgado. Labyrint. Part 2*, cap. 10, n^m. 20.— Valeron. De Transact., tít 6?, 
nóm. 25*— Graciano. Dicept cap, 92, ütim. 40, 
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^^Despües de haber explicado los efectos de la reprobación qne 
se da á un acto por aquel que ha debido concurrir á él, nos resta 
ahora hablar del caso en que esa aprobación no puede tener lugar, 
por no haberse otorgado en tiempo útil. O en otros términos, acla- 
rar cómo se entiendq la regla que Momac ha tomado de la ley 16, 
^ 1?, ff. de pign. Se necesita, dice, ut dúo extrema sint habüia. 
Lo cual significa que es necesario que en el momento de ejecutar 
el acto, haya medio de consentirlo válidamenlie, y que las cosas 
permanezcan fntegi^is cuando sé otorga la ratificación; porque 
si falta cualquiera de estas condiciones, la ratificación no tiene 
objeto.^ ^ 

El caso no puede estar mejor cai^acterizado de lo que lo está por 
estás doctrinas, tratándose, como se trata, de considerar ratificado 
un convenio por el principal, después de que faltaba ya el consen- 
timiento del que se supone haber procedido á celebrarlo sin repre- 
sentación legítima. Y á este propósito debo agregar, aunque no sea 
más que dé paso, que aunque la Sala tiene en cuenta como méri- 
tos que justifican la resistencia de D. Miguel Oastillo á firmar el 
proyecto de dicho convenio, los testimonios de Santin y del Lie. 
Moriega, taippoco se le puede imputar por ello ninguna infrac- 
ción; porque ni esas declaraciones son necesarias para comprobar 
aquel hecho, que está acreditado por la aserción misma del actor 
en su escrito de demanda; ni son fundadas las objeciones que se 
hacen á los expresados testigos, cuyo testimonio ya se ha visto que 
es enteramente irreprocHable y dignó de fe; ni son atendibles las 
referencias que sobre esté punto se hacen de preceptos violados, 
como está suficientemente demostrado en otro lagar. 

Lo que sí merece atenderse y estó de completo acuerdo con los 
principios del derecho, es la otm consecuencia que estaí>lece la Sala, 
entre las deducciones lógicas de que antes hemos hablado; y es la 
de que, aunque no estuviera tan plenamente probada como lo está 
la desconformidad de D. José María Flores en tratar, cuando ha- 
bló con D. Bemigio IN'oriega en Oacalco, cuando le escribió á la 
hacienda de San Garlos y cuando dirigió á Oastillo el telegrama, 

1 Obra citada, tom. 2?, pág. 854, núm. 295; y pág. 279, núm. 325. 
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de la manera en qne se supone haberse estado contratando con éste} 
hay, sin embargo, una circunstancia decisiva que excluya la rati« 
ficacion, porque es inadmisible que ésta pudiera haber recaído por 
parte de aquel, cuando en ninguno de los tres estados del negocio 
qne poco antes acaban de mencionarse, aparece que hubiera sido 
informado del asunto, en los términos en que era necesario para 
prestarle su conformidad aprobándolo, esto es, con amplio conoci- 
miento de todas las circunstancias y pormenores con que se pro- 
yectaba celebrar ó se habia celebrado* 

En autos, los únicos datos que se encuentran sobre esto, son los 
ministrados por el actor en su escrito de demanda y en sus intei*- 
rogatorios y posiciones, de los cuales sólo resulta: que el primer 
aviso que tuvo el Sr. Flores, por la carta de Castillo queD. Bemi- 
gio le llevó en su viaje á Oacalco, fué el muy vago de que entre es- 
tos 408 últimos había pendiente un contrato sobre compra de 25,000 
arrobas de asúcar, según lo que expresa la posición 5?: que en la 
conferencia que el mismo Nori^a tuvo en Oacalco con Flores ha* 
blándole sobre precios, apenas le indicó que en México le daban el 
azúcar á otros menores de los que él pretendía, como lo expresa la 
posición 8?; y aun los términos del propio telegrama están revelan- 
do la incertidumbre y vaguedad de las noticias del Sr. Flores sobre 
el particular; porque después de participarle á Oastillo los precios 
qne él habia pedido, no puede agregarle más instrucción que la de 
qne no se deje sorprender, por cuya frase se comprende que igno- 
raba en qué condiciones se quería celebi*ar el contrato proyectado 
con él. Porque, en efecto, todo da á conocer que el sistema del Sr. 
Noriega en este negocio, fué siempre de precauciones con el Sr. Flo- 
res, de estudiada abstención y de reticencias. 

Sin embargo, el derecho es que no habiendo aquella ciencia y 
aquel conocimiento circunstanciado del hecho por parte del inte- 
resado, no cabe ni hay demostraciones capaces de fundar la exis- 
tencia de la ratificación: ^'Ita lamen ut ratificans certus sit de causa^ 
ex qua nuUitas contraottiSy et defectos proveníate alias si consdus^ 
et óertus non sit^ etiam per míUe actus indticentes appróbationem^ et 
ratificationeme ratificatio non indiuíeretiir^ nec actus convaleseret^ 
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neo váliáatur; atqtie ideo consemm déficit j deficiente certitadimeJ* 
^—^^Quid iüa (spedfica soientia) est próbanda cum omnihus mis 
qtuúitatUmSj ad hoc, ut rát^>catio tacita cperetwr^ cum ratifimtío 
non extendatur ad ignorata. Máxime^ quia nunquam soientia pra- 
sumta stffficity nec áliquid operatur ad effectum ratificationis^ quan- 
do inde sequsretur aliquod pre^udidum ratificanti, sed débet esse 
soientia certa^ cum ómnibus qualitatibuSj etdrcunstantiis. ... Ut 
dominus non praesumitv/r scire ea^ qiiee stii agentes^ et proouratores 
faciunt. — ^^Batiflcatio non valet si claram et specifican scientiam 
excessíis non habiterii ratificans.^ Tales son las doctrinas de los au- 
tores. ^ 



VI 

Tampoco es justa y atendible la censura que se hace de la sen- 
tencia, por lo que toca á la calificación que ella contiene en el Consi- 
derando 179 de la prueba testimonial, relativamente á dicho punto 
de la ratificación; porque el juicio emitido por la Sala acerca de la 
ineptitud de esa prueba para justificar el hecho á este respecto, es 
igualmente fundado al que formó sobre las otras que quedan en su 
lugar examinadas. 

Sin repetir aquí, porque seria ocioso y redundante, lo que á su 
tiempo hemos expuesto sobre las tachas personales de aquellos tes- 
tigos, y los gravísimos vicios que afectan en su esencia la fe de sus de- 
claraciones; sobre el sentimiento unánime de desconfianza que jus- 
tamente ha inspii*ado siempre esa prueba; y sobre la discreción 6 
arbitrio que con razón concede la ley á los Tribunales para esti- 
marla según su criterio, de una manera independiente y que pone 
á salvo su juicio de toda revisión al decidirse sobre el recurso que 
ha sido interpuesto, basta sólo atenerse en concreto á lo que sobro 
esto dice directamente la Sala, para persuadirnos de la justificación 
con que ha obrado. 

Ello se reduce, en resumen, á que de los cin^ testigos exami- 

1 Salgado. Labyrínt.; Part. 2% oap. 10, núm. 20.— GraoiiMio. Dicept.; oap. 753,Dti- 
lp§ro8l6ál9. 
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nados, sólo tres afirman el contenido de las preguntas concordantes 
de la posición 11? relativas á la ratificación; el corredor Gainchard, 
interesado en el negocio que declaró con notables inexactitudes, 
poniéndose en discrepancia con las constancias de los autos; y los 
hermanos Barrios, que se han distinguido en sus deposiciones por el 
humilde y pasivo laconismo con que han afirmado todas y cada una 
de las preguntas que se les han hecho, respecto de un negocio ex- 
traño para ellos y del que, sin embargo, se muestran perfectamente 
hnpuestos accidentalmente y sólo de ocasión. En el punto de que 
Be trata es sobre todo remarcable, más que en cualquiera otro de 
los comprendidos en los interrogatorios respectivos, que el hecho 
á que sus testimonios se refieren,. estaba fuera de su alcance y no 
pudo caer directamente bajo su conocimiento; porque consiste en 
la ratificación del Sr. Flores dada por él al contrato de Castillo 
cuando estaba ausente de esta Capital, en su hacienda de Oacalco, 
T en consecuencia, es inevitablemente necesario suponer, á falta 
de toda explicación que no dan sobre la manera con que tuvieron 
noticia de eUa y de sus circunstancias, que sólo pudieron saberla 
por informes ajenos, y declaran, por tanto, con relación á otras 
personas. Luego sus testimonios son de oídas sobre el particular, 
y reúnen este defecto á todos los demás que los invalidan y los ha- 
cen indignos de fe completamente. 

Qué más se quiere, pues, para legitimar la calificación de la Sa- 
la sobre la ineptitud de esa prueba como medio de establecer el 
hecho de la expresada ratificación. Claro es á toda luz, y es pre- 
ciso reconocerlo, que ella es'incapaz de producir la menor convic- 
ción en el ánimo judicial, apreciándola según el criterio que sumi- 
nistra el art. 740 del Código de Procedimientos; que lo es igual- 
mente, si se le juzga conforme á los preceptos del art. 732, que ha 
sido, como el anterior, exactamente aplicado en la sentencia, en 
lugar de haberse infringido. Y que por lo mismo la Sala, al no 
considerar obligatorio el referido contrato, por ser nulo conforme 
al art. 1401 del Código Civil, en virtud de no haberse justificado 
que recayera sobre él la ratificación que exige el precepto legal, 
lejos 4e violar este artículo lo ha observado y cumplido. 
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VII 

El Oonsideraudo 189 está destinado á desarrollar con más am- 
plitud la demostración que contiene el 16?, á que se ha hecho ya 
referencia, fundada en el enlace natural de las cosas y en las in- 
ducciones precisas á que dan lugar las circunstancias de tiempo, 
así como los actos anteriores, concomitantes y subsecuentes al 
pacto en cuestión; insistiendo sobre esto principalmente la Sala, 
en la base ó principio de que la ratificación de un contrato cele- 
brado á nombre de otro, sin personalidad, tiene que ser forzosa- 
mente posterior al acto que se ratifica, como lo deciden con toda 
claridad los varios textos legales que cita; y en que esa ratificación 
posterior, no sólo no está probada, como se ha visto, sino que ni 
era posible que se hubiera prestado, supuesta la existencia de este 
juicio, debida á la resistencia del Sr. Flores al cumplimiento del 
convenio, que excluye por completo el concepto de tal ratificación. 

T el argumento es tan perentorio, que no encuentra otro medio 
de impugnarlo el recurrente en su escrito, más que el de mistifi- 
carnos de nuevo con la ficción de la ley en el art. 715, infringido 
con esto por la Sala, otra vez, porque no se estima probado el he- 
cho sobre que se declaró confeso al Sr* Flores en la citada posición 
11?, de que tuvo conocimiento del contrato y estuvo conforme con 
él. Y agrega aquel que es evidente, según lo que debe inferirse de 
esta confesión ficta, que la ratificación fué posterior á la celebra- 
ción del mismo contrato; puesto que para que hubiem esa confor- 
midad, era indispensable que el acto existiera antes* . 

Es decir que, conti*a la evidencia de los hechos, no tiene la par- 
te contraría otros recursos que oponer más que el paralogismo, la 
sutileza y siempre la ficción. Pero este modo de raciocinar nada 
prueba, porque el argumento es vicioso; pues lo que la Sala im- 
pugna precisamente, es la verdad de la confesión ficta; lo que ca- 
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balmente sostiene es que, aunque de ella pudiera inferirse el con- 
cepto de haber mediado la ratificación posterior por parte de Fio* 
res, este concepto es falso, en cuyo caso la confesión ya no tiene 
valor conforme á la ley; y es falso porque no es posible que tal ra^ 
tificacion interviniera, cuya circunstanciaos la mayor demostración 
que puede darse de la falsedad de una cosa. 

Mas ¿cómo prueba la Sala que no ha sido posible el consenti- 
miento del Sr. Flores, ratificando el contrato con posterioridad á 
su celebraciont De una manera indubitable, y con una evidencia 
y una claridad que deslumhran. Oon la lógica irresistible de los 
hechos, que reflejan esa verdad en la conciencia de la otra parte, 
y la refleja» también en las consecuencias que de ellos se da ivan* 

Porque, como aquella lo observa, el npiismo recurrente, invocan- 
do antes la aplicación del ai*t. 2543 del antiguo Oódigo Oivil, para 
tener como consentido el contrato por parte del Sr. Flores, en vir- 
tud del concepto que resulta de la repetida posición 11?, ha pre- 
tendido justificar que su conformidad con él fué antes de que ter- 
minara el negocio, como lo supone ese artículo; y en consecuencia, 
no ha podido ser posterior al acto, ó aquel tiene que aparecer in- 
consecuente en las hipótesis contradictorias que sostiene. Y por- 
que en el hecho de que el recurrente también demandara al Sr. 
Flores i^u^a que se le obligase á ejecutar el convenio, porque se 
negaba á cumplirlo, está demostrada la imposibilidad de haberse 
conformado con él aprobándolo. 

Y porque, por otra parte, si antes de la fecha en que éste se di- 
ce celebrado, no cabia ratificación de un acto que no existia; si en 
esa fecha consta por docum^itos fehacientes que hubo manifesta- 
ciones de resistencia y de prohibición, en vez de conformidad; y si 
después, por esta misma renuencia del interesado, aparece que el 
que tomaba su nombre para contratar se abstuvo ya definitiva- 
mente de hacerlo, sin que volviera á hablarse más del negocio; es 
clsuro, clarísimo, que ha sido imposible en el caso todo supuesto de 
ratificación por &lta de acto que ratificar; al grado de que cual- 
quiera consentimiento que quiera fingirse ó presumirse por parte 
del Sr. Flores en este negocio^ no ha podido ser ratificación sino 
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contrato diferente y directo entre él j el tercero, que tampoco pue- 
de ser materia de este juicio ni se puede considerar en el fallo^ por- 
que no fué objeto de la acción intentada: ^^Qiiare mérito iste con- 
sensus superveniens non operattir^ nec pacto potest convalidan per 
retrolmbitionenij sed ita demum operaUtur^ si partes, qwB prius 
pásscB suntj essent prasenteSj itaut tempere consensm novum sd' 
tem^ et tadtum pactum indicetur argumento.^ ^ 

Por lo demás, la Sala no asienta en ninguna parte de este Oon- 
siderando, que la ratificación para que valga ha de ser expresa, 
como se le atribuye. En la teoría de la parte contraria, sostenida 
antes en su escrito, de que nuestra legislación actual ha proscrito 
el mandato tácito, seria también notoriamente inadmisible esta 
clase de ratificación, que vendría á constituir el medio de eludirla 
necesidad impuesta por la ley en tal sistema, de contratar sólo en 
virtud de mandato ó de poder expreso. Mas la sentencia nada di- 
<5e sobre el particular, y de consiguiente no ha podido infringir los 
arts. 1401, 1792 y 1403 del antiguo Código Civil, que se suponen 
violados bajo esta hipótesis ó suposición. * 

Lo que sí se debe decir, sin quebrantar tampoco esos artículos, 
es: que la ratificación tácita, que acepta y reconoce nuestro Códi- 
go, no puede tener lugar ni basta para legitimar el contrato en el 
caso de sus arts. 2484 y 2486, en que exige precisamente el otor- 
gamiento de mandato en forma para que valga el convenio; por la 
razón expresada á& que las leyes resisten toda inteligencia ó inter- 
pretación que pueda eludirlas y burlar sus disposiciones.* 

Y esto no es incompatible, sino antes bien muy conciliable con 
el primero de dichos artículos, esto es, con el 1401, aunque éste 
no haya fijado las condiciones con que se ha de hacer la ratifica- 
ción; porque ya se ha visto que su texto contiene un precepto ge- 
neral que debe entenderse en el sentido de los principios comunes 
del derecho, explicado después por el mismo legislador, es decir, 
en el concepto de que la ratificación ha de efectuarse con las mis- 

1 Art. 605 y fraco. 2* del 711 del Cód. de Proc— Graciano. Dioept., cap. 470, n? 24. 

2 Pantoja. Obra citada, págs. 552, 877, 880, 889, 892, 893; Apead. 2?, pág. 33. 

3 Decio, citado por Solón en sn tratado sobre la nulidad, tom. 1?, pág. 13, núm. 23. 
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mas formalidades que para el contrato exige la ley. Ko es incom- 
patible tampoco con el segundo, ó sea el 17&2, porque aunque és- 
te autoriza la ratificación tácita dándole el carácter de tal á cier- 
tos actos, ella no subsana la nulidad de la obligación cuando lo 
resiste el precepto de la ley, cuan4o el acto que importa consenti- 
miento se opera sin que haya cesado el vicio 6 motivo de la nuli- 
dad, y cuando la misma ratificación adolece de alguna causa que 
la invalida, conforme á los arts. 1791 y 1793. Y no es incompati- 
ble con el tercero, ó sea el 1403, porque aunque según él, la mani- 
festación del consentimiento puede hacerse de palabra, ó por es- 
crito, ó por hechos por los que necesariamente se presuma, esto 
es menos en* los casos en que la ley disx>one expresamente otra 
cosa, con arreglo al art. 1439. 

Sea lo que fuere^ de esa ratificación tácita que se invoca como 
igualmente eficaz á la expresar, lo cierto es que no se nos cita nin- 
gún hecho determinado del Sr. Flores, que haya podido inducirla; y 
que lejos de estar comprobada, como seria necesario para que pu- 
diera presentarse como título que obligara á este señor al cumpli- 
miento del contrato, son aplicables á ella las mismas consideracio- 
nes indestructibles que se han expuesto para fundar que no ha 
sido posible en el caso ningún acto de ratificación del interesado,, 
incompatible con sus manifestaciones explícitas de reprobación y 
de resistencia: ^'Non potest enim intélligi tacita ratificatio ex actu 
ex^áse mpugrmto.^ ^ 

Y sin embargo, es inaceptable, es del todo impropio y está fue- 
ra de toda razón en derecho, que donde no ha podido caber la ra- 
tificación expresa, ó no ha podido ser valedera, se suponga que 
intervino la tácita: ^^JSt licet pnstendaturj quod sint ratjficata con- 
ventionesfirmatéB; tamen ctim nonpotuerint wpressefleri ut dictum 
estj multo mintis ddbitur tacita illarum ratificatio^ anplus opere- 
Hur tacitum^ qtmm expressvmj quod esse non dehet.^^ 

Para que exista ratificación tácita, es preciso que medie un he- 
cho concluyente y determinado de consentimiento ó aprobación: 



1 Graciano. Dicept., cap. 151, núm. 9, 

2 Id.; cap. 933; núm. 15. 
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i^Quando nempe fcietwm, e$t determinatumj et condiidem ad con* 
sensum inferendum^ et praesumendum.^ Y ese hecho se necesita 
probar de una manera plena y completa: ^^JSadem probatio requi- 
ritur in tacita sicut in es^ressa; in proiationibus est par ratio ta* 
dtij et expresiy cum tam tenum, qtiam álliud sit quid factij ideo 
illius probatio requiritur. Ita ut neqtie svfficiat tacita probatio ta* 
dUB ratificationiSy nisi etiam próbetur factum quod necessarie ar- 
guat ratihaJntionenij et quod per aiiam causam gestum pnjBsumi 
nonpossitj et quod non sit continvuti/vum efusy quod a/ntea gerens 
fadebatj sed quod sit novunty cum alias istis nonprohaUs núUa cenr 
seretur inducta ratihabitioP ^ 

Con lo expuesto hasta aquí en todo el curso de este informe, 
está defendida la sentencia de la Sala, en cuanto á la justificación 
con que ésta ha fallado, resolviendo con estricto an^eglo á la ley 
y á los principios legales, las cuestiones que nominal y metódica^ 
mente se propuso examinar en aquella. Y voy ahora á ocuparme 
con toda la brevedad posible, según lo exjge la demasiada exten- 
sión que acaso tiene ya mi alegato, de las secundarm ó accesorias 
que comprende también la misma sentencia. 

1 Salgado. Labyrint., part. 2?, cap. 10, BÚm. 19.— GraoianO; obra citada, cap. 640, 
núms. 16 á 20. 
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CV£STI0N£8 ACCESOBIAS. 



Representación de Don Miguel Castillo cortw factor de Don JoséMaria Floresr 
Daños ^perjuicios»— Costas. 



CONSIDERANDOS DECIMONOVENO Y YICHSSIMO. 



Gon ese carácter de accesorio trata la Sala, en el primero de 
estos OonsiderandoSy el punto relativo á dicba autorización, que 
tal vez tenia más oportuno lugar en el examen de la segunda de 
las cuestiones que enumera el Considerando primero. Y asienta 
respecto de él: que en la demanda no se dedujeron sino acciones 
nacidas del derecho civil común, lo cual ha debido impedir que la 
sentencia decida sobre ese punto; por no ser congruente con la de- 
manda un fallo que comprendiera, en negocio sujeto á los precep- 
tos de aquel derecho, acciones de origen y naturaleza mercantil, 
como lo es la que se llama in^titoria. 

£ste concepto no admite censura ni impu^a(áoD. Sin tener pa- 
ra nada en cuenta los arts. 554 y 724, citados ya hasta la saciedad 
y que no hacen ahora más al caso que anteriormente, porque no 
se trata aquí de hecho ^ima/aoÍ6 constante en autos, sino de la 
acción deducida en el juicio y de la manera con que debe calificar- 
se, el sentimiento de la Sala sobre esto ha sido perfectamente fun- 
dado y jurídico. Una demanda entablada en juicio ordinario escri- 
to, representa una acción de derecho común; y ya tenga por objeto 
el cumplimiento de un contrato, como se dice, ó cualquiera otra 
cosa, no puede regirse por los preceptos del derecho mercantil. * 

1 Pantoja. Bepert. de la Jorisp.; págs. 150; 175; 178, 179; 180 7 866. 
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Tampoco es exacto y legal que se pueda kvantar ana pretensión 
en juicio, valiéndose de los elementos que la apoyan, tanto en uno 
como en olio derecho. 

Las acciones deducidas sobre cualquiera materia, no admiten la 
aplicación simultánea de los principios de esos derechos, que seria 
incompatible, según la diversa naturaleza de éstos; poix^ue siendo, 
como lo es el mercantil, una excepción ó una derogación del dere- 
cho común, el invocarlos á líi vez para fundar las promociones, 
importaría tanto como deducir acciones contrarias, ó abandonarla 
intentada para hacer valer otra después, contra lo que previenen 
expresamente los arts. 42 y 43 del antiguo Oódígo de Procedimien- 
tos y sus concordantes del nuevo. ^ 

Que la acción institoriá es, de naturaleza y origen mercantil, ann 
considerada en su estado rudimentario al nacer en la jurispraden- 
cia romana, es una verdad que no necesita demostración á la luz 
de la tradición histórica. ^^La acción institoriá toma su nombre del 
ñtctor constituido en un establecimiento de comercio ^diceMoIi- 
tor), siendo los actos de éste, contraídos» en él, obligatorios para el 
principal. Introducida por el pretor á fin de favorecer el comercio 
dando una garantía á tales obligaciones, que sin ella podían ser un 
medio de engañar la confianza pública, esa acción bajo el nombre 
de institoriá utilis ó quasi-^nstitoria^ se extendió por los juriscon- 
sultos á toda especie de mandato." i 

Así, pues, la doctrina fué la que hizo extensiva esa relación ju- 
rídica á los negocios comunes, sacándola de sus límites propios y 
naturales que son los asuntos de comercio, á los cuales ha vuelto 
á circunscribirse con discernimiento más filosófico por la jurispru- 
dencia moderna, según lo que resulta claramente del sistema ob- 
servado en nuestros respectivos Códigos sobre esta materia. T es- 
to muestra que la Sala se ha atenido á los verdaderos principios, 
al asentar lo que establece sobre ella. 

Pero como quiera que sea, debe reconocerse que la sentencia no 

1 Pradier— Foderé. Compend. de derecho meroant.; part. 1*; cap. í?, núm. 23. Pan- 
toja, obra citada» págs. 178; 180 y 182. 

2 Les obligations; page 141, nom, 742* 
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ha inferido agravio alguno al recurrente^ redimiendo al demanda- 
do de toda responsabilidad deducida de un contrato cuyo cumpli- 
miento se le exigia á título de la acción expresada. Porque esta 
acción no ha sido procedente^ y no ha sido tSLm^oco fundadaj ni 
conforme al derecho mercantil, ni conforme al derecho común. 

No fué procedente^con arreglo al primero, porque sus preceptos 
sólo son aplicables con respecto á ciertas personas y á determina- 
dos negocios, entre comerciantes y en asuntos de comercio. En el 
caso, ni el Sr. Flores contra quien se interpuso la demanda, es co- 
merciante sino propietario, que se ocupa exclusivamente de traba- 
jos agrícolas ó de labranza; ni el contrato que se versa fué tran- 
sacción mercantil, porque está expresamente declarado que la ven- 
ta de frutos de una hacienda por su dueño, no es un acto de co- 
mercio. ^ 

i Tampoco fué procedente la acción con arreglo al derecho común, 
porque desde que se expidió entre nosotros el Código que contie- 
ne este derecho, quedó suprimida como institución perteneciente 
al género de las relaciones jurídicas civiles la acción institoria, re- 
servándola para que se comprendiera entre las materias del Códi- 
go de Comercio, donde se halla incluida; puesto que aquel Cóc^go 
no contiene ya disposiciones explícitas respecto de factores, y to- 
dos los actos ejercidos á título de representación, que puedan ofre- 
cerse hoy en el círculo de los negocios comunes, deben regirse por 
lo que prescribe el mismo Código, ya sobre el mandato, ya sobre 
la gestión de negocios, como lo observa la Sala. 

Y en nada &vorece á la intención de la parte contraria el argu- 
mento tomado del art. 20 del Código Civil, que sanciona como re- 
gla de decisión en las controversias judiciales los principios gene- 
rales del derecho. Porque en nuestra jurisprudencia moderna, pos- 
• terior á la promulgación de ese Código, ya no ha podido haber 
principios generales ni teorías jurídicas supletorias del derecho ci- 
vil, tratándose de la materia de £ictores; sino solo preceptos expre- 



1 Código de oomeroio de México, arts. 3? y 14. Pradier— Poderó, compendio de dere- 
cho mercantv'part. 1% cap. 1?; pág. 23. Pantója; Dbra citada, pág. 232. 
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sos de derecho mercantil^ al que pertenece esa materia^ que no son 
aplicables á los negocios comunes.^ 

Las doctrinas de autores, citadas por el i^currente en los apun- 
tes de su informe de segunda instancia, no pudieron, por lo mismo, 
aceptarse por la Sala como norma que debiera servir para foimar 
el criterio judicial en este negocio; porque ya no rigen en el estado 
actual de nuestro derecho, en el que las ha modificado la legisla- 
ción especial, sustituyéndolas eon disposiciones positivas escritas, 
á cuyo imperio exclusivo está hoy sujeto el punto en cuestión. Y 
' bien pudo notar el recurrente, al valerse de tales doctrinas, que 
* eptre aquellos autores que las profesan invocados por él, el prin- 
cipal de todos es Delamarre, tratadista d^derecho mercantil, qne 
expone la jurisprudencia aplicable á los negocios que se rigen por 
los principios de este derecho^ y no por los del derecho común. 

Esto, prescindiendo de que en el caso se versa un recurso de car 
sacion; y no obstante lo dispuesto en el art. 20 del Código Oivil, 
los preceptos i*elativos á ese recurso sólo lo admiten respecto de 
decisiones contrarias á la letra ó á la interpretación de la ley, no 
respecto de las que contrarían doctrinas y principios legales, ó pres- 
cinden de ellos, absteniéndose de seguirlos como suplementarios 
de leyes que no existen. Y tal es también el sentido en que se ha 
pronunciado la jurisprudencia de una manera uniforme.^ 

He dicho, además, que la demanda intentada era infundada, asi 
en derecho mercantil, como en derecho común, no solo improce- 
dente como acaba de verse. Y lo ha sido, en efecto, con arreglo al 
primero de esos derechos, según lo ha demostrado la Sala con el 
precepto que cita, consignado en el párr. 7^, cap. 9, de las Orde* 
nanzas de Bilbao, que era el Oódigo vigente en materia de rela- 
ciones comerciales cuando pasaron los hechos á que se contrae 
aquella. Pues se ve que conforme á ese precepto, atendida en par- 
te su letra y en parte su interpretación jurídica, la persona que 
sustituye á un comerciante interviniendo en sus negocios y contra* 

1 Los mismos autores citados en la nota anterior. 

2 Art 711 del Código nuevo de Prooedimientos, y concordante del antígoo. Paatoji» 
ohth citada, págs. 365, 372, 373 y 538. Apead. 1?, pág. 132. 
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tos, que es lo que constituye al Víctor aunque dicho Oódigo no use 
de este nombre, debia tener poder en forma para ejercer legalmen- 
te su representación, y en consecuencia para obligarlo con sus actos. 

Y apareciendo, como aparece en este juicio de los autos, que le- 
jos de haberse podido celebrar el contrato que se versa por man- 
datario autorizado con ese requisito, el dependiente que se dice 
haber entendido en el convenio no tenia en el acto, ni ha tenido 
nunca personalidad jurídica del Sr. J^lores; es claro que ese acto, 
aun suponiéndolo ciei^to y permitiendo que hubiera llegado á eje- 
cutarse, no fué obligatorio para el interesado; y la acción que con- 
tía él se ha deducido exigiéndole su cumplimiento, no tiene apoyo 
en derecho, si se juzga el caso con presencia de la legislación es- 
pecial aplicable á que nos venimos refiriendo; porque los preceptos 
de ésta repugnan aquella acción, haciéndola ineficaz para justificar 
la redamación que se promueve. 

Y ella ha sido también infundada, en presencia de la legislación 
civil común, por todos los méritos y sólidas cuanto numerosas ra- 
zones expuestas ampliamente á su tiempo en el curso de este jui- 
cio, que apenas ni ett resumen hay necesidad de recordar. 

Porque el derecho del Oódigo Civil, que era el común en vigor 
en la época del referido convenio, niega todo valor á las conven- 
ciones celebradas en representación ó á nombre de otra pei^sona, 
sin mandato conferido en escritura pública, cuando se versa en ellas 
un interés de la importancia que se versa en este negocio; y por lo 
mismo, ni en calidad de fiíctor, ni con ningún otro carácter repre- 
sentativo, se pudo celebrsu* aquel pacto de un modo obligatorio 
para el Sr. FJores, aun en el caso de que la personalidad de D. Mi- 
guel Oastillo como £M)tor de ese señor, estuviera real y suficiente- 
mente establecida. 

Porque, aunque recurriéramos al derecho antiguo español, con- 
siderando á dicho Oódigo omiso ó deficiente en ese punto, y acep- 
táramos que aquel derecho podia ser suplementario del actual, la 
ley 7?, tít. 1?, Part. 5?, que sin embargo de que se refiere nominal- 
mente al préstamo, por via de ejemplo, compréndelos actos todos 
ejercidos por factores^ de cuya representación se ocupa, tampoco re-» 
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c5onoce eficacia ni validez alguna á las obligaciones contraídas por 
ellos respecto de su principal, si no es* que hayan contratado con 
mandato de éste 6 en provecho suyo. 

Y porque, ateniéndonos todavía á los principios de la jurispru- 
dencia, que no pueden ser otros más que los que contienen los tex- 
tos del derecho romano, de donde parten los precedentes de esa 
institución jurídica; tales principios exigían la prueba del estable- 
cimiento del factor y la constancia del poder expreso 6 tácito que 
tenia de su principal, para que sus compromisos trascendieran has- 
ta comprometer la responsabilidad de este último. Y los autos no 
ofrecen semejante justificación en el presente caso. 

Ni las posiciones en sus artículos 19, 29 y 69, que son los que 
pueden considerare relativos^ con todo y la declaracton judicial 
sobrehilas pronunciada adverándolas, ni las deposiciones de los 
testigos sobre las preguntas concordantes de sus interrogatorios, 
tienen la menor fuerza para acreditar aquel hecho, que dista mu- 
cho de estar comprobado, y menos con la evidencia que tan magis* 
tialmente afirma el recurrente en su escarito. 

Las primeras, con los gravísimos vicios, yft en otm parte nota- 
dos, de que notoriamente adolecen; destituidas del requisito más 
fundamental y preciso que necesitaban para surtir efecto, median*^ 
te la ilegalidad también demostrada de la declaración judicisú que 
recayó sobre ellas; y destruidas por la justificación que los autos 
ofrecen de su falsedad en toda clase de pruebas fehacientes, como 
lo son la confesión expresa de la otra paite en contrarió y la tes* 
timonial rendida por el Sr. Flores: aquellas posidones son dd todo 
ineptas,^ y no merecen para nada tenerse en cuenta c^mo medio le- 
gítimo de establecer, ni la Investidura de factor que infimdadai- 
meote se atribuye al dependiente D. Miguel OastilIO) ni el poder 
ya expreso ya tácito, que se supone había recibido de su principal. 

Las segundas, las citadas declaraciones tan defectuosas y poco 
dignas de crédito^ tanto con relación á las tachas de los testigos 
que las rindieron, como en razón de la falta de veracidad que ar- 
guyen, según los motivos de sospecha ó de desconfianza que por 
su tenor mismo se reconoce en ellas, y nulificadas tam1}Í€Q por las 
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expresadas eonstanoias probatorias que obran en contra de su con* 
tenido, son todavía menos aptas para fundar la verdad del liecbo 
que se sostiene. 

Y esto, aun bajo otro aspecto más importante. Porque los tes- 
tigos, sobre mandato 6 autorización expresa conferida por el Sr. 
Flores al referido D. Miguel Castillo, nada en realidad declaran; 
DO hacen referencia á documento escrito 6 manifestación verbal 
alguna en que les constara que se había otorgado. Y en cuanto 
& la representación tácita que pudiera reconocerse en el segundo, 
por el ejercicio de un cargo que la lleva consigo legalmente, ó por 
la ejecución de actos que la presuponen, practicados á ciencia y 
paciencia del interesado, preciso es repetir de nuevo, ó insistir con 
toda firmeza en que aquella clase da prueba no es suñciente en de- 
recho para acreditarla^ como ya otra vez se ha dicho en el curso 
de este juicio. 

La teoría de que el reconocimiento sin resistencia por parte del 
interesado, de los actos de administración ejercidos habitualmente 
por el í^tor, que es lo que demuestra que está revestido con ese 
engodo una manera tácita, sólo puede probarse por la faina pú- 
&Kca, cuya prueba ni sa intentó siquiem rendir en el caso, es una 
teoría no sólo legítima, sino seriamente reflexionada, porque la 
abonan la razón y la naturaleza de las cosas. Y debe hacerse jus- 
ticia al práctico tratadista que la establece, * que es un autor res- 
petable, no obstante el desden con que el recurrente lo ha visto. 
Pues yo, ai menos de mí sé decir que en el inmenso repertorio de 
nuestra literíiturob jurídica antigua, pocas obras conozco que b^go 
eslíiio más desaliñado por cierto, y lenguaje menos correcto, con- 
tengan un acopio de doctrina más abundante, más escogida y más 
pura, que la que contiene lá Curia. 

Sea lo qué fuere del orden numérico en que el Código de Pro- 
cedimientos determina cuáles son las diversas clases de prueba ad- 
misibles en juick), de cuya circunstancia no depende su respectiva 
l^ü^^ncia y valor, que cambian según la variedad de casos á que 

1 Hevia Bolaños ci tando una decisión de Genova; Gnria Filípica; com. terr.; Lib. 1?, 
090^ A% ntba. ^ y P<miio>gue8 en m SoBtracion á la misma citando á Gaooerío. 
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se aplican, ^ de todas maneras es incuestionable la necesidad de 
la fama pública, como medio exclusivo para acreditar los hechos 
que se trata de establecer, considerándolos como base del derecho 
con respecto al punto en cuestión. Y el mismo actor se ha encar- 
gado en los autos de patentizar la evidencia de esta verdad, según 
el diverso modo con que procedió, bien instintiva ó deliberadamen- 
te, al proponer su prueba de posiciones y de testigos sobre ese 
mismo punto. 

Pues mientras que articuló la 2? de aquellas, que es la relativa, 
diciendo: "Oomo es cierto, que el referido Castillo es el que ajusta 
los contratos sobre venta de frutos déla hacienda de Oacalco,** esa 
misma pregunta la hizo á los testigos concebida en estos términos: 
"Si saben y les conta que Castillo celebra contratos sobre venta de 
fmtos de Oaoalco.'* Y es que desde luego comprendió que jel hecho 
contenido en ese artículo, solo podia afirmarse de una manera ab- 
soluta ó en forma de proposición univei'sal, con referencia á la con- 
fesión del Sr. Plores; pero los testigos no podían deponer más que 
de hechos particulares de alguno ó algunos contratos aislados que 
ellos podian haber visto celebrar, nunca bastantes para generalizar 
la afirmación en términos de poder presentar al dependiente como 
persona única que los celebraba todos. 

Luego por medio de testigos, reducida esta prueba á las condi- . 
clones propias de su naturaleza, esto es, á la aseveración de hechos 
directamente presenciados por ellos, y que no puede referirse más 
que á actos particulares y determinados, no es posible justificar 
que una persona ha desempeñado ó practicado todas las operacio- 
nes de administración, relativas al negocio ó los negocios de otra, 
que es lo que induce á reputarlo como factor autorizado por ella 
para tratar á nombre suyo. Y esta clase de prueba sólo puede ad- 
quirir aptitud para establecer tal hecho como cierto, si se refiere á 
la fama pública, es decir, al dicho común y constante de los habi- 
tantes del lugar donde se ejerce el cargo, que es la única que puede 
convertir en proposición universal las aárinaciones particulares de 

1 Emilio BeuB. Ley de Eüjaioiamiento oivili Lib. 2?, tít. 2?, seoc. 5?, tom. 2?, pág. 2S. 
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ios testigos, y dar mérito para tener por vfa de indnocion como 
cierto y verdadero aquel hecho, mediante la uniformidad y concor- 
dancia del sentimiento público sobre su existenda. 

II 

La cuestión de daños y peijuicios está fuera de todo supuesto, 
en el sentido de la sentencia que declara no obligatorio para el 
8r. Flores el contrato cuyo cumplimiento se le exigió en este jui- 
cio, y hace inaplicable el art 1537 del Oódigo Civil; porque este 
artículo impone sólo el pago de aquellos al obligado en un conve^ 
nio que deja indebidamente de cumplirlo. De suerte que, subsis- 
tiendo la sentencia -que en el íntegro é ilustrado juicio de este res- 
petable Tribunal tiene que prevalecer, contra las impugnaciones 
que á la ventura se han aglomerado, digamos así, para objetarls^ 
el pretendido quebrantamiento de aquel artículo descansa sólo so- 
bre una simple hipótesis, que nunca puede servir de elemento para 
fundar el recurso interpuesto ante esta Sala. ^ 

Pero hay que ver aquella cuestión, siquiera sea ligeramente, 
bajo el aspecto que la resolvió el Éillo de 1^ instancia, al ménoa 
para poner de bulto la rectitud con que en 2? fué revocado ese &Ilo, 
tan anómalo é insostenible aun en un punto como éste, sencillo en 
8Í y fuera de toda duda según las circunstancias del caso y las no- 
ciones claras de derecho que conduelan para decidirlo. 

La base que debe servir de norma para ^ar los daños y peijui- 
cios^ en los contratos que versan sobre dación ó entrega de alguna 
cosa, está representada en el principio de la antigua doctrina que 
hoy siguen todavía los autores modernos, conforme al cual consiste 
la responsabilidad de aquellos: ^Hn id quanti mihi hodtó interest 
Jume refríi Tiahere licere; propter ipsam rem liábitam et in casu cer* 
to."^ Y él basta en nuestro caso para comprender con toda clari- 
dad la presente cuestión. 

1 Pantoja, paga. 877 y 893; Apénd. 19, págs. 35, 37 y 190; Apénd. 2?, págs. 33 y 158; 
Apénd.3?,pág8.40y2]J5. 

2 Pothier. Traite des ObligationS; ler. part., ohap. U, art III, n. 164. (Eavres, tom* 2?> 
page76.' 
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Porque, en efeoto, el into^esado en un contrato, con arreglo al 
precepto expreso de nuestro derecho, que es el mismo de varios 
otros Oódigos actuales, puede exigir cuando no se le entrega la 
cosa, el cumplimiento ó la rescisión del convenio, y en uno y otro 
evento el pago de daños y* peijuicios: pero en cuanto importa de 
presente su interés cierto en la posesión de la cosa, como conse- 
cuencia inmediata y directa de que en realidad no la tenga. De 
manera que, si el peijuicio no se causa; si queda indemnizado con 
la entrega de la misma cosa, porque el lucro en cuya piivadon con* 
sistia va inherente á ella; ó si la ñtlta de este lucro no proviene ya 
de su privación ó carencia, sino de otro motivo ^xtralío, que es co- 
mo dicen los autores extHnsecuSy no hay título p^ra exigii» aquella 
responsabilidad al obligado. 

Luego si aquí el actor ha reclamado, por vía de daños y peijui- 
cios, el aumento de valor que tuvo la cosa después de la venta res- 
pecto del precio del convenio, á son de que la falta de cumplimien- 
to ó resistencia á la entrega lo privó de ese aumento; una vez en- 
tregada la cosa por efecto de la sentenda que condenaba á la 
ejecución del mismo convenio, la utilidad representada por la alza 
de ese precio quedaba resarcida con la posesión de la misma cosa 
que se recibía y representaba en sí misma el mayor valor que te- 
nia, el cual iba á obtenerse al venderla. 

Estas son verdades muy qbvias, que se perciben á primei*a vista. 
Porque aquí se puede observar lo que dice á este propósito uno 
de los distinguidos escritores citados en el curso de este infoi*me: 
^^que la posesión de lá cosa en virtud de la sentencia que la dei^re- 
ta, equivale á la entrega que el vendedor habría debido hacer y 
que se rehusó á ejecutar.'^ * Y si con esta entrega se repone el com- 
prador de la pedida que süfria, la reparación del peijuicio está ya 
cumplida. Sin que importe que el comprador deje de realizar ó 
Idealice con menos provecho la venta de la cosa por otras circuns- 
tancias diversas, siempre que al recibirla subsista la alza de precio. 
Pue^ como advierte el mismo autor: ^^la regla es que no se debe 
imputar en el cálculo de los daños y peijuicios, más que la pérdi-> 

I Troplong. De la Vente, tom. 1?, page 380, nnm, ^3. 
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da que se safí:e ó la gaoanda que se deja de tener oirca rem ifpsmií} 
y todo lo que procede en esa materia de causas independientes ó 
inconexas con la entrega de la misma cosa, no debe ser tomado en 
consideración." ^ 

Este y no otro es el verdadero aspecto de la cuestión sobre esa 
responsabilidad, en el caso de la acción deducida sobre .cumpli-^ 
miento del contacto. TSo sucede lo mismo en el caso de que la que 
se deduzca, sea la de rescisión del conyenio. EntiSnces, como que el 
interesado deja en definitiva de recibir la cosa que ha aumentado 
de valor, y no puede ya, por lo mismo, indemnizarse con su'entrc'* 
ga del peijuido que resiente, ya por no recibir el lucro que podria 
obtener vendiéndola, ya por la necesidad de comprar otra á mayor 
precio para el uso que la destinaba; está perfectamente fundado 
su derecho para que se le repare ese peijuicio, que consiste en la 
diferenda de valor. Y por eso los autores, sólo en este segundo 
oafio de resducion de la v^ta, consideran el supuesto de alza de 
precio después de la celebración del convenio. 

En el primero de cumplimiento, no suponen como causas posi-* 
bles de responsabilidad por daños y peijuicios, más que las cuatro 
siguientes: deterioro material da la cosa vendi<k^ l)aja de su valor; 
gastos directamente ooasicmados por la demora en la entrega; y 
frutos que el comprad#r debia haber recibido de la misma cosa. T 
de la segunda de esas hipótesis dice, por vía de ejemplo Troplong: 
^^Hay lugar á danos y peijuidos, cuando la«cosa ha bajado de va* 
lor durante la resistencia del vendedor en su entrega; cuando yo 
te vendo, v. gr., vino á razón de mil francos barril, y deanes del 
contrato aumenta su precio en doscientos francos sin que tú hayas 
proQQdido á entregármelo: si te hubiera yo hecho desde luego la 
entrega, habrías podido revenderlo á mil doscientos barril; pero 
como la be demorado y el vino ha vuelto á begar á mil francos, de^ 
bo ser condenado á indemnizarte la diferencia de doscientos nan- 
ces en barril."^ 

En ese cgemplo, que es perfectamente análogo á nuestro caso^ 



1 El mismo, en el mismo lugar; pág. 385; núm. 298. 

2 Id.; págs. 390 Y 391, núms. 305 y 307. 
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se ve que el peijuicip por inejecución del contrato no consiste en 
la alza del artículo^ que disfiuta el interesado con recibir la cosa 
fiñempre que subsista el aumento al tiempo de la entrega, sino en 
la bsya postcfrior que le impide percibir éste, aunque se le llegue 
á entregar el efecto ya depreciado. Y de consiguiente el verdadero 
derecho, aplicable en este negocio, a4in euiJa hipótesis de condena- 
ción al cumplimiento del convenio, no podria ser otro mas que el 
de reconocer al aqtor acción al pago de la utilidad que reclama, si 
al tiempo de la ejecución de la sentencia que resolviera la entrega 
del azúcar, ésta habia disminuido en los cinco reales por arroba en 
que se dice haber consistida el aumento, ó al pago del tipo en que 
consistiera la diferencia: pero de ninguna manera, si dicha azúcar 
se mantenia á la misma altura del precio aumentado ú otro mayor; 
porque entonces, no hay peijuicio real de presente hodiey que se 
cause m casu certOj por consecuencia inmediata de la piivacionde 
la cosa propter ipsam rem non habitam^ que es la regla justa y le- 
gítima á que hay que sujetai^e en esta materia. 

Y por supuesto que esto se entiende todavía bajo las/ condicio- 
nes legales, esto es, siempre que se justifi<^ra al hacerse efectivo 
el fallo, que tal era la cuota de aquel aumento y b^ya posterior del 
azúcar, de la manera que lo exige la ley, ó sea á justa tasadon de 
peritos; porque esta prueba es la que corresponde para acreditar 
esa clase de hechos, y no la de testigos que se ha rendido en el 
juicio, ineficaz como inadecuada á ese objeto. ^ » 



III 

La cuestión de costas es tal vez más obvia y más sencilla que 
la anterior. Por creerlo así indudablemente la Sala, sin fundar este 
punto de una manera especial, se conformó con referirse al art« 143 
del Código vigente de Procedimientos, para decretar la condena- 
ción, como era suficiente al efecto. Y lo hizo así conforme á jus- 

1 Art 468 ñtü Oód. naero de Prooed., y oonoordante del antigao. 
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tícia, y conforme á los principios acertados que sigue en esta ma* 
teria, y que si no expresó en la sentenda de este juicio, sf ha con* 
signado ya en otras, de las cuales hay una, publicada reciente- 
mente, en cuyo Oonsiderando 16? establece: ^^que quedando al 
arbitrio de los jueces calificar la temeridad de los litigantes según 
el texto expreso de dicho artículo, cuando está demostrado que es 
notoria la &lta de apoyo legal en la acción dedudda, debe darse 
aplicación á la pena que dicho artículo impone á los litigantes que 
proceden con temeridad, sin que á tal apreciación se oponga la 
condenación que en coná*ario contenga el fiíUo del inferior, pues 
que la Sala tiene facultad de revisarlo todo aun en el punto rela- 
tivo á costas.'' * * 

Así es, en efecto, como lo dispone la ley, y asi está muy puesto 
en razón; porque siendo tan natural y tan justo el recurso estable- 
cido ante los Tribunales Superiores, para remediar los agravios 
que á veces candan las resoluciones judiciales á los litigantes,^ no 
puede haber motivo plausible que autorice á corregir el mal en lo 
principal, y haga inconveniente el conceder la misma autorización 
para corregírio también en lo accesorio de los negocios, en lo que 
son muchas veces graves los daños- que igualmente resienten los 
^interesados. 

Porque, además, la presunción que produce una sentencia en 
&vor del que ha obtenido &ol primera instancia, debe ceder á la 
verdad que ^tá legalmente representada por el jiudo del Supe- 
rior que la revoca ó modifica de alguna manera; y la misma razón 
hay para que la verdad se haga lugar, rectificando la justicia que 
asiste á las partes y desvirtuando ó desvaneciendo aquella presun* 
cien en cuanto al punto de costas, que en cuanto al fondo ó á la 
materia del juicio» 

Y porque no siempre la desoonfennidad ó divergencia entre los 
fallos de primera y segunda instancia excluye la idea de temeri^ 
dad ó de mala fe, y arguye buena intendon en el Utigante que fué 

1 Sentencia del S9 de Bnera del presente ano, en el negocio ''Alegre y Mendosa/' 
Crónica de los Tribonales, tom. 1?, núms. 18 y 19, pág. 146. 

2 Oa&ada. Juicios civiles, part 3?, cap» 9?, náms. 1 ál5> pAg. dSa 
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al principio favoreeidp, porque se deba suponer que aquella ha si- 
do obra de la diversidad de opiniones á que se prestaba una cues- 
tión que podia ser apreciada de distinta manera, como lo sostiene 
la parte contraria. Pues cuando el Juee ba juzgado con verdadera 
preocupación, y bajo el influjo de las circunstancias que pudieron 
ofuscarlo y prevenirlo en el caso, según lo que ya se indicó opor- 
tunamente en o1»*o lugar, su error en nada puede servir para abo- 
nar la malicia con que los litigantes han procedido, si ella se da á 
conocer y se manifiesta de bulto por todas partes en los datos que 
«obre el particular ministra^ abundanteiñente los autos. 

Y esto es lo que aparece aquí con toda claridad y con toda evi- 
dencia; atendidos no sólo íos precedentes de este negocio, relati- 
vamente á la conducta del actor en los procedimientos irregulares * 
y artificiosos con que preparó laa cosas, para presentaren aparieuT 
€ia como celebrado un contrato que no lo babia sido, ó violentar la 
prestadon de un consentimiento que estaba cierto de no poder ob- 
tener; sino también los actos posteriores de aquel al entablar su 
demanda y en el progreso del' juicio, que revelan á toda luz la ple- 
na conciencia que ha tenido de la injusticia con que obró al pro- 
mover este pleito y ha obrado al continuarlo después, desconocien- 
do en su ciega obstinación é insistencia, la eficacia que tienen los .. 
méritos que él mismo ha aducido, pam impugnar su propósito y 
justificar la ilegitimidad de sus pretensiones. 

Pues nunca puede ser más perceptible y más obvia la temeridad 
y malicia de un litigante que en un caso como éste, en el que la 
narración misma que hace en su libelo de los hechos, referidos por 
él como base de la reclamación que promueve, y láfi especies que 
allí vierte sobre las circung^ncias ddi caso, predisponen ya para 
adquirir el convencimiento de que se propone litigar sin derecho, 
porque el que se atribuya no es cierto; y en el que las pruebas 
mismas que rinde posteriormente para que sirvan de apoyo á la 
acción entablada por él, vienen á formar el mejor elemento de de- 
fensa del demandado, y la más completa demostración de la justi- 
cia que le ha asistido al resistir la demanda. Si en el concepto de 
la ley, siempre debe ser condenado en costas el actor que no rinde 
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nirigrina pnteba para a<»^itar su déreobo,^ oon onátita más ra^oa 
no debe serlo el que las produce tales que son oontraproduomtem 
7 bastan por sí solas para acreditar la iatencioQ del reo. 

El litigante que así obra, ó es presa de la ofuscación producida 
por un sentíratento apasionado y del todo, inexcusable^ ó cede al 
influjo de una intención deliberada y maliciosa; y de todas mane* 
ras se baoe digno de kt pena que la ley impone á los litigantes tCr 
merarios. Sobre todo, el actor merece indudablemente esa pena 
en un negocio como éste, en el que se provoca una cuestión liti<> 
giosa y se arrastra al demandado para complicarlo en todos los pe* 
ligros é inconvenientes de un juicio^ ensayando una tentativa de 
lucro sin exponer nada y sin correr ninguna aventura desfavora- 
ble por efecto de las resultas del pleito; de manera que para aquel 
es todo el provecho, si el éxito corresponde á sus miras, y ningún 
gravamen reporta si éstas fiacasan; mientras que la triste condir 
cion del reo es la de quedar sigeto á los riesgos de una ominosa 
condenación, y siun en el más propicio evento de ser absuelto, quer 
da siempre gravemente peijudicado con la carga de los gastos que 
ha tenido que hacer para su defensa, á fin de resistir la asechanza 
que se le puso. 

En negocio de tales circunstancias, la pena de las costas impues- 
ta por la ley, no s<^ es una necesidad indeclinable é imperiosa 
de la justicia, sino una exigencia suprema y verdaderamente so- 
mal, que concilla el respeto debido á los Tribunales y garantiea él 
ioteres y tranquilidad de los ciudadanos, contra toda ligereza in- 
considerada y toda £kil tentación que pueda sentirse para ofender 
sus derechos. 

Gomo quiera que sea, y en resumen, no hay para qué insistir más 
sobre ^sa materia; porque ese punto de costas está fuera de toda 
controversia en el presente recurso, desde que la jurisprudencia de 
este respetable Tribunal tiene establecidas como reglas fijas y 
ciertas por repetidas ejecutorias, de una manera invariable: que 
nuestro Oódigo de Procedimientos deja en general la apreciación 

1 Ari. 196; fraoo. 6? del Cód. ant de Proced., y 143, fraoo. 1? del nuevo. 
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de la liíalicia ó temeridad de las partes en la |»*osecncioii de los 
juicios á la calificación y prudencia del juez; siendo, por lo mismo, 
las resoluciones soIh^ esto de las Salas sentenciadoi^as completa^ 
mente firmes éirrevisables: que esa fitcultad se extiende, sin ad- 
mitir tampoco censura, basüi el deredio de condenar en costas al 
litigante que ba sido absueito en piímera instancia; parque el ar- 
bitrio es absoluto sobré este particular, á difereneia del si^^ma 
adoptado en él por la ley ¿mtígua recq^ilada que ha dtado él Sr. 
Lie. Icaza, que seguia otros diversos pritícipios y que de coniñ- 
guiente no tiene boy aplicadon entre nosotros, por estar deroga- 
da: que además, el expresado recurso no procede para sólo el efec- 
to de considerar las infracciones que se proponen en cuimto á ese 
capítulo de condenaci(m de costas; y que^ en consecuencia, no cabe 
la casación exclusivamente sobre esa parte de un &ilo, cuando la 
sentencia no se casa en lo principal ni ésta admite reproidie algu- 
no en este sentido,^ que es lo que se ha procurado fundar amplia- 
mente en todo el curso del presente informe. 



IV 

Así he cuidado escrupulosamente de hacerlo, Señores Magístoa- 
dos, con todo el empeño de que soy capaz en mi escasa aptitud, 
con toda la fe que inspira la convicción más proñmda, y toda la 
sinceridad de una recta conciracia. Pero todav^ os dignaréis per- 
mitirme que no cierre la discusión sin hacer dos importantes ob- 
servadones generales que, después de las defensas parciales que 
he hecho de la sentencia, contestando minuciosa y muy detenida- 
mente cada uno de los ataques que tan injustamente se le han di- 
rigido, son el complemento de la expresiva apología que mereoe 
ese &II0, y la última irreñ*agable prueba de la pasión con que ha 
sido*itt)pugnado. 

Es una de esas observaciones, la que sugiere el modo y térmi- 
nos en que se supone que la Sala sentenciadora ha contravenido 

1 Anuario de Legislación. Seco, de casación; año 1?; págs. 73^ 76^ 132, 140, 195, 196, 
203, 216 7,280, 
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á la ley, oontrariando & cada paso y por todas partes sus preceptos, 
en los Ooosiderandos qne sirven de parte expositiva á las decisio- 
nes finales de aquel &II0. Directamente, contra el tenor de éstas, 
nada se ha objetado. iNTi una sola pakil>ra se ha dicho sobre las in- 
fracciones que haya podido cometer dicha Sala, con revocar la«en- 
t^ioia del inferior y absolver al Si*. Flores de la demanda promo- 
vida en su contra, que son las declaraciones que contiene su parte 
resc^utiva. Porque realmente no era posible fondor concepto al- 
guno de violación contra el juicio en ellas emitido, y formado con re* 
lacion á todos los demento» complexos que ofrecen los autos, com- 
binados entre sí y consecrados eolectívamentp, como era necesario 
para establecer convicción; acto ejercido siempre por los Tribuna- 
les cuando pronuncian sentencia, que no admite examen ni sufre 
reforma ó alteración conforme á la ley y á los principios de la ju- 
risprudencia, porque no es susceptible de reglas que puedan servir 
de norma en su apreciación.^ Y desde luego está también sancio- 
nado en los &II0S de casación que, por los reproches que con fun- 
damepto ó sin él se pueden hacer á los Considerandos ó parte ex- 
positiva de una sentencia, no puede darse legítima entrada á este 
grave y extraordinario recurso. ' 

Es la otra de aquellas observaoi<mes, la que inmediatamente re^ 
salta de la prodigallcbd y extrafia profusión de artículos que se 
presentan como violados por 1^ expresada Sala sentenciadora^. ^ 
quien se {Nresenta couculcando escandalosamente las leyes, y come- 
tiendo en cada palabra un error y m cada idea un inexcusable ex- 
travío. Oon lo que el recurrente, á jumera vista, acredita que no 
encontró realmente en la sentencia un verdadero punto débil que 
combatir, «obre el cual le bastaba haber insistido para legitimm* su 
recurso; y que ha tenido que andar tentaleando en el inmenso caos 
de disposiciones legales disímbolas que ha enumerado, para figu- 
rar algún pretexto de impugnación contra el fiülo. Oircuostanoia 
notable que nos hace recordar la exactitud é importancia de aque- 

1 Anuario de Leg., seco, de casacioD, año 1?, paga. 58y 63 7 154. 

2 La misma obra^ en la misma seooion, afio 1?, págs. 3; 86, 94, 118, 119 y 182; aflo 2?i 
págs. 22, 89 7 106. 
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l)a obseryacion, hecha ya ái^tes que nofiótrod pbr el representante 
del Miüigterio Público en uno de sus pedimaitos ante este digno 
Tribunal, cuando dice: 

^'Tan abundante copia de inf racdones de ley pcn* esa respetable 
Sala, que á ser cierta d^ia margen á medidas de categoría más 
elevada que la casación de una sentencia {HtHiundada eü una ter- 
cería, induce desde luego á presumir que hay más temeridad en 
el litigante, que descuido, ignorancia ó maldad ^i los Tribunales." 
Y en otro pedimento decia: ^^'No es enteramente desatendible el 
argumento consistente en afirmar que sería sumamente dificil pro* 
nuuciar un fallo, en que se violasen cerca de cincuenta disposicio- 
nes, aunque así se lo pr(^Misiera el juez sentenciador." ^ 



He concluido, Sres. Magistrados, mi penosa y larga tarea; no 
sin fatiga, por cierto, ni sin temor de haber abusado, tal vez en 
extremo, de vuesti*a benévola é indulgente atendon. Pero espero 
que os serviréis excusar mi prolijidad, en gracia del objeto que se 
versa, de la necesidad que me imponía el desarrollo y extensión que 
se h^ dado al recurso interpuesto, y de- las exigencia que envuel- 
ve el cumplimiento del deber en circunstancias como estas. 

He tenido que ser considerablemente extenso y aun nimio, por- 
qué la experiencia en los negocios del foro acredita que los aboga- 
dos, en las cuestiones jurídicas, tenemos que agotar la materia y 
dilucidar minuciosamente todos los puntos de controversia, aun los 
que parezcan de menor importancia; porque hay que amoldarse 
á la índole de la inteligencia humana, que es tan múltiple y varia 
como la personalidad de los individuos, y que hace infinito el mo- 
do de apreciar los elementos de convicción y el poder ó la fuerza 

1 Anuario de Leg.; seco, de oasaoioO; e^o 1?; págs. 77 y 131. 
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de las ideas, para obrar sobre el espirita y el discernimiento del 
hombre.^ 

Yo descanso tranquilo en haber hecho cuanto la probidad me 
e^dgia para la defensa de mi cliente y de la justísima causa que es- 
tá sujeta á vuestro juicio recto é ilustrado. Confio en que vuestra 
sabiduría y vuestra inquebmntable imparcialidad sabrán dar aho- 
ra, como siempre, con este motivo, un nuevo testimonio de que 
sois el más inexpugnable 'escudo de esa misma justicia, la egida 
protectora de la ley, la columna de los intereses sociales, y los de- 
positarios fieles del tesoro inapreciable de la ciencia jurídica, según 
lo reconoce y proclama á voz en cuello la opinión pública. 

1 "Fectorihua mores iot sunt quot in orbe figura.*^ 

*'M%lle hominum species, et rerum diecolor usus, 
Vette swam éuigue est, neo voto vinitur uno." 

**Quod Ubi magnopere cordi est, hoc mi vehementer 
displicet (Chid, 1, de Arte amand. in fin,-^Persii, aatyr 5. — 
LucUli, Fragm,) 
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EJECUTORIA DE CASACIÓN. 



México, Julio siete de mil ochocientos ochenta y seis. * 

• * 

Visto» en el recürsa de casación interpuesto por parte de D. Be- 
migio Noriega, patrocinado por el Lie. D. Alberto Icaza,* los autos 
seguidos con D/ José Flores, representado por el Lie. Jesuá María 
Aguilar, sobre cumplimiento de contrato de compra de veinticinco 
mil aiTobas de azúcar é indemnización de danos y perjuicios, sien-f 
do las partes y sus respectivos representantes y patronos vecinos 
de esta Oapital. 

Vistas las sentencias de primem y segunda instancia y el recur- 
éo de casación, y 

Besültando pbiMero: que en diez y ocho.de Mayo de mil 
ochocientos ochenta y dos se presentó ante el Juez 5? de lo civil D« 
Bemigio Iforiega, demandando á^D. José María Flores sobre cum-* 
plimiento de contrato de venta de veinticinco mil arrobas de azú- 
car, más daño9*y peijuieios á razón de cinco reales arroba, refiriendo 
que en México, en la casa de D. José Flores, habia propalado con 
8u dependiente D. Miguel Oastillo la compra del azúcar; que para 
calificar las clases del artículo, habia marchado con el corredor Ga^ 
liegos á la hacienda de Oacalco, donde se encontraba D. José Flo- 
res, con quien habló de la compra y de la clase de azúcaí^ que ya 
en la hacienda de 8an Oárl6s recibió la carta que acompañó á la de- 
manda, eñi la que fijaba Flores los precios del azúcar ^'en la ha- 
cienda,'^ y de vuelta á México, en veintisiete de Febrero de mil 
ochocientos ochenta y dos, concluyó con D.Miguel Oastillo el con- 
trato de compra de las veinticinco mil arrobas azúcar con las con^ 
dieiones que expjresa la l&ictumque acompaña y á la letra dice: 
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"Los Sres. José María Flores y Eemigio Noriega han celebrado 
un contrato bajólas bases siguientes^ con intervención del corredor 
Wincb: 

"1? El Sr. D. Jofié María Kores vende a> Sr. D. Eemigio STorie- 
ga 25,00Q ^ veinticinco mU arrobas de azt^joar de Ip. hacienda de 
OacalcOy de las clases y precios siguientes: 

4,000 ® prieta mala .... á 13 rs. en garita. 

5,000 „ buena » 1^ « w 

• 6,000 „ corriente „ 15 „ ' „ ■ 

5,000 „ entreverada. . . . „ 1^ ;, „ 

6,000 „ blanca „ 17 „ „ 

Suma. 25,000 

• "2* El comprador irá recibiendo dichas cantidades de azúcar en 
partidas parciales conforme vayan viniendo de la hacienda. 

*^5? Si alguna vez llegare uno 6 más viajes de azúcar que vengan 
más bajos que la clase que marquen en la hacienda, ó vinieren con 
algún otro defecto, no se admitirá castigo de ninguna especie en el 
precio ya marcado. 

"4? El pago lo hará ÍToriega al contado, en esta plaza, en moneda 
de plata fuerte del cuño corriente mexicano, conforme vaya recibien- 
do los viajes, que serán aproximadamente dos ó más en la semana. 

^'5? La azútíar la entregará el comprador al vendedor en la garita 
por donde llegare el oonductOT de ella, haciendo el peso en terdada, 
para tarar luego. 

"6? Por ningún motivo podrá el Sr. Noriega detener 6 demorar 
ai arriero ni la arpiHera. * 

'^7f 8i de alguna de las clases altas no pudiere entregar el Sr. Fio* 
res á ÍToriega, el vendedor se compromete á compensársela con 
ot^a dase más alta ó más ba|a al predio ya estipulado en la eláu- 
sula primera de €Ste contrato. 

"8^ La azúcar comenzará á entregarse en el mes entrante. 

^W Los gastón de tímbies para contratos, así como el del conreta^ 
je, 8^'án por «ne&tadel oothprador. 

^^10? Y estando Im dos «e&tratenteg 4e mutua confonqitdady se 
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obligan á cumplir este contrato en todas y en cada una de bus cl^u- 
solas, óbUga'iida sus bienes presentes y futuros para su debida se^ 
guridad. — ^México, Febrero de 82." • 

Siendo, como se ve, cUUisula expresa la de entregarse en México. 
Que eh esa virtud, siendo perfecto el contrato celebrada con persona 
Intima autorizada por «Flores, conforme á los artículos (1399) mil 
trescientos noventa y nueve, (1400) mil cuatrocientos del Oódigo 
Oivil, ó al menos conoció éste la gestión de su dependiente Oastíllo 
y la aprobaba, obligándose, por tanto, conforme á lo dispuesto en cA 
art. (2543) dos mil quinientos cuarenta y tres del Oódigo Civil, le 
demandaba la entrega del. azúcar, más los daños y perjuicios, con 
fundamento del articulo (1537) mil quinientos treinta y siete del 
mismo. 

BesuIíTANDO sbgündo: que corrido traslado de la demanda á 
D. José Flores, la b^ó desconociendo la ac<;ion que se intentaba 
en su contra (Abril veintinueve de mil ochocientos ochenta y dos); 
y abierto el juicio á prueba, la parte del actor rindió la de posicio** 
nes y testimonial. 

BBSüLTAimo TBROBBO: quc citado D. José Flores para absol- 
ver posiciones articuladas por el actor el dia primero de Julio de 
mil odiocientos ochenta y dos, no concurrió ^ la hora señalada, á 
vu*tud de lo que se dieron por absueltas por auto de tres de Julio, 
y apelado el auto, fué confirmado por ejecutoria de siete de Sep- 
tiembre del mismo. 

Bbsultanbo ouabto: que concluídoalos autos, el Juez quinto 
de lo civil dictó sentencia en veintisiete de Febrero de mil ocho* 
dentos ochenta y cuatro, condenando al demandado á la entrega 
del azúcar reclamada, más cinco reales sobre cada arroba por per- 
juicios jsX pago de las costas. 

Bbsultando.quikto: que apelada esta sentencia por parte del 
deínandado, en grado fué revisada por la cuada Sala del Tribunal 
Superior; se i^icibió á prueba el juicio, rindiendo la parte deman- 
dada la de testigos, concediéndose el término extraordinario y ptó- 
rogas por autos de Mayo vdntiocho y cinco de Setiembre jde mil 
ochocientos ochenta y cuatro. 
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]3iEñmjTA3smo sbxto: que pBomovido por parte de Flores di exa- 
men de D. Aurelio Santio, qae se enooQtraba en París; por auto de 
cinco 4e Setiembre de mil ochocientos ochenta y cuatro se libró 
exhorto por conducto de la Secretaría de fielaciones, el queque 
devuelto diligenciado en diez y siete de Abril de mil ochodeiftos 
ochenta y cinco, se mandó agregar á los autos el veintiuno del mis- 
rao, cuando ya estaba cerrado el térrahio de prueba, y para mejor 
proveer fué mandado tmducir en siete de Agosto del mismo, estan- 
do los autos para sentenda. 

BesuIíTANDO sétimo: que la cuarta Sala del Tribunal, en diez 
y ocho de Setiembre de mil ochocientos ochenta y cinco, dict^ 
sentencia revocando la del inferior en todas sus partes, absol- 
viendo de Ja demanda á í). José Flores, condenando en costas ál 
acter. 

BssüLTANDO OOT^YO: que contra esta sentencia ha interpuesto 
el recurso de casación la parte de Moriega, introduciendo el reoirso 
en escrito de veintisiete dé Setiembre de mil ochocientos ochenta 
y cinco, que á la letra dice: 

^^Bemigio Koriega, en los autos del juicio ordin^o que sigacon- 
|ra el Sr. D. José Marfa Flores, ante la Sala conforme á derecho 
digo: que en la sentencia de fecha de diez y ocho del corriente mes 
pronunciada en estos autos, se han violado diversas disposiciones 
legales; por esta razón, en e|ercicio del derecho que me otorgan los 
arts. 698 y 701 del Oódigo de Procedimientos, vengo á interponer 
contra dicho Mo el recurso de casación. 

^'Losarts. 720 y 721 del mismo Oódigo ordenan: que para la ad- 
misión de este recurso deben alegarse expresamente algunas de \b^ 
causas enumeradas en los arts. 711 y 714, citarse la ley infringida 
y precisarse el hecho en que consista la infracción; en cumplimiento, 
pues, de estas disposiciones, manifiesto que hago valer el recui^ 
porque la sentencia pronunciada por esta Sala es contraria á la le- 
tra de los artículos aplicalries al caso, y contraría también á la in- 
terpretación jurídica de los mismos preceptos, y paso á especificar 
cuáles^n las leyes inflingidas y á preds^r los hechos en que con- 
sisten las infracciones. 
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^^Ántes de hacerlo así, creo conTebiente hacer oondtar que sietnr 
pre que cite artículo del Oódigo Oivil^ nte réflerd al que estaba vi*: 
gente con anterioridad, y que los artículos del Oódígó de Procedió 
mientes que inencfonaré como infringidos son los del OóiUgo vigente 
en mil ochocientos ochenta, á no ser que expresamente haga eons-l 
tar qtte se refieren á otro cuerpo de legislación. 

''En el primer Ooiísldemndola sentencia no haceotfa cosa sino 
exponer Jas cuestiones que á juicio de la Sala ofrecen los aujtos; y 
aunque esta exposición tiene .el inconveniente de que en ellas se ha^ 
ce punto omiso de la gestión de negocios y de sus efectos, qtíe consv^ 
tituyen uno de los principales capítulos de la acción que deduje,, 
como que en esta parte del fallo no se ^ace aplicadon dé leyes y 
después en los Oonsiderandos posteriores se ti^ta de la gestión, no 
tengo necesidad por ahora, al introducir, el recurso, de ocuparme 
de este Oonsiderando. 

''Dice la sentencia (Oonsiderando 29): que conforme al art. 1400 
del antiguo Oódigo Oivil, nadia puede contratar por otro sin estar 
autorizado por él ó por la ley: que el Sr. Oastillo no tenia la repre«^^ 
sentacion legítima del Si*. Flores, de manera que sólo podria obrar 
como su mandatario, y que para ello, era inhálnl, supuesto 4ue ná 
tenia poder en forma y que el interés del negocio excede de mil 
pesos. En este Oonsiderando la Sala violó la dispdsieion del mis-r 
mo artículo 1400, porque restringió su precepto, pues no dice éste 
"que ninguno puede contratar á nombre de otro si no está autori-i 
zado por la ley ó provisto de un poder en forma," sino que esta- 
blece la teoría de que' basta la'autorizacion para qud aquel á quiea 
se concede pueda -celebrar el contrato. 

"Oon esta restricción que hace la* sentencia, además de violar el 
artículo citado, porque no le aplica tal como está redactado, infrin- 
ge también el art. 10 del mismo Oódigo al establecer una exeep-. 
cion que Ta ley no determina, y el art. 1392, porque sujeta la yar 
lidéz del contrato á una solemnidad extema, el otorgamiento del 
poder en forma, cuando según este*último artículo, los cohtratoa 
se perfeccionan por el mero consentimiento, y desde entonces obli- 
gan, á su cumplimiento,/ 
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• ^Eq este mismo Oonsiderando infringe la sentencia los arts. 2474, 
2484 y 2486 que eita del antiguo Oódigo Civil, porque los aplica á 
easos muy diversos de aquellos á que se refieren. 

^En los Considerandos 3? y 4?, se ocupa la sentencia.de calificar 
la^ pruebas reqdidas por mi parte para justificar la autorizadpn 
conferida por el Sr. Fiebres al Sr. Oastillo, y en este punto ^ mis- 
mo fallo infringe el art 724 del Código de Procedimientos de 1880 
y el &04 del vigente; porque no obstante de que aparece 4e los au- 
to» que los tesibigos dieron buena razcm de su dicho, no lo estima 
asi y viola también el art. d62, porque á pesar de que rendí la de- 
daracion de más de dos testigos contestes, no consideró justiflca- 
dos los hechos sobre los que aquellos depusieron; y por último in-» 
frínge la sentencia el mismo art 562,. porque enumeribido ést^ los 
requisitos que deben tener los testigos para hacer fe, los aumenta 
queriendo que no solamente declai^asen los presentados por mi par- 
te, oom*o lo hiñeron de una manera predsa, que existia la autori- 
zación, sino que además dijeran cuándo, cómo y en. qué términos 
86 habla otorgado, es decir que lo que la sentencia pretende es que 
contestaran á lo que forma la materia de las repreguntas, cuando 
ÍSb parfe contraria no las hizo. 

^^Cónsignala sentencia (Considerando 5?) que según los arts. 599, 
714 y 716 del Código de Procedimientos de 1880, no es admisible 
la prueba en contra de la confesión expresa, y con esto se infringen 
los mismos artículos: el 599, porque no habla de la confesión ex-* 
presa, sino de la que importa para el declarante la posición que 
ao^ticula, y porque en ese caso no excluye todíb clai^e de prueba sino 
sólo la testimonial; el 714, porque no habla del caso á que se le 
quiere aplicar, y el 716| porque se refiere á la confesión presunta. 
Agrega que según los arts. 520 y 712, el Juez en la sentencia pue- 
de calificar bajo todos sus aspectos |a legalidad de la confesión ex- 
presa, y esto tampoco es exacto, porque según el art. 520 el Juez 
hace la calificación de la influencia que determinados hechos pue- 
dan teüer sobre la decisión del asunto que se debate, pero sin que 
lé sea permitido poner exi duda la verdad de hedios determinados 
que se estiman probados según otras disposicioMS^e la ley; de 
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manera que al dai* la sentencia una interpretación distinta ai art. 
620, viola este articulo y la primera parte del 712. 

"Por último según el art. 812, al apreciar laspruebas deberá Juea 
examinar si existen 6 no las cuatro cirounstandas que expresa el 
mismo precepto; y según la cuarta debe examinar si se ha prodn-* 
cido la confesión conforme á las prescripciones del capítulo 6? del 
mismo título, es decir, si se han observado ó no las fórmulas y 
condiciones en él establecidas, y no la justicia ó injusticia de las 
declaraciones judiciales ya hechas y ^ecmtoriadas, y al darle oti*a 
inteii>retacion al artículo lo ha violado la Sala. 

"EfCconoce además la sentencia en este mismo Considerando, que 
está ejecutoriado el auto en que se declaró confeso al Sr. Flores, 
y sin embaí^ de -esto establece que puede examinarse de nuevo 
la legalidad de esa declaración, como en efecto la examina, revo-» 
cando de un modo absoluto la resolución de ese iñismo a^to, ccm 
lo cual viola el art. 825 del Código da Procedimientos de 1880 y 
el 621 del vigente. 

"En e\ Considerando 6? el fiíllo expresa el*concepto de que no de* 
ben tomai'se jen cuenta las posiciones declaradas absueltas en sen- 
tido afirmativo, porque s<m vagas, comptexas y se t^efi^^ren áliechos 
sówos del Sr. Flores; con est^ calificación la Ba^ infringe los 
art&. 554 y 724, el primero del Código de Procedimientos vigente 
y el s^ondo de el del s^o de 18^, porque ningmEía de dichas po- 
siciones tiene los defectos que se les atribuyen. Además al hacer 
la sentencia esta calificación, viola también y de una manara ma* 
mfiesta diversos arlücplos de los mismos Códigos. 

"Según el 595 del Código de Pmcedimientos de 1888, cuando d 
citado pa^ra absolver posiciones no comparece á la segunda citación^ 
el Juez debe abrir el pliego de posiciones 'para calificarlas, y des- 
pués de hecha esta calificación declararlo confieso; de este precepto 
se sigue que habiendo el Juez de primera instancia, primero, y des^ 
pues la Sala, declarado confeso al Sr. Flores, antes de hacerlo ami- 
bos tribunales, tuvieron que calificar de legales las posiciones; de 
eonáiguiente habiendo recaído ac^ca de este punto una resolución 
t^cutoriada, ia Sala debió respetarla, y al no hacerlo así violó el 
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artículo citado, el 431, el ^1 y la fracción 2?^ del 623 del Oódigo 
vigente, y el 595, 825 y fracción 2? del 827 del Oódigo de Procedi- 
mientos Se 1880. 

^Agrega la misma sentencia que, aun cuando según la opinión de 
algunos autores, se puede interrogar al absolvente sobre si le cons- 
tan algunos hecbos ejecutados por terceras personas, esto solo tie-^ 
ne lugar cuando hay identidad entre el absolvente y el tercero, y 
que por lo fnismo no existiendo ésta entre los Sres* Castillo y 
Flores, no se le debió preguntar á éste si le constaban los hechos 
en que .tomó parte aquel. En esta parte del &llo se infringieron 
por la Sala los artículos X5Ítados, y además el 568 y el 405, él pri- 
mero del Oódigo de Procedimientos de 1880 y el segundo del vi-^ 
gente, porque siendo esencialmente propio del Sr. Flores el cono- 
eimiei\to de los hechos sobre que se le interrogaba, la sentencia no 
estima legales l&s posiciones. Siendo de advertir que mayor iden- 
tidad de personas existe entre el dueño de un negocio y su encar- 
gado, supuesto que ambos constituyen una misma personalidad, 
que entre el autor de kt herencia y su sucesor. . 

**La sentencia asegura (Considerando 79) que las posiciones son 
oontradictori9.s con algunos de los documentos exhibidos; esto es 
contrario á ]Bfi constancias de los ^utos, y por lo mismo con esta 
afirmación se violan los arts. 554 y 724 antes citados. 

^^Asegura el mismo Considerando que la* Sala puede«en su sen* 
tenciá calificat la x^onfesion tácita, y al hacer esta calificación, la 
sentencia notoriamente infringe el árt. 715 del' Código de Procedi- 
mientos de 1880, porque á pesar de que se l]pdaron las tres condi- 
ciones determinadas en el mismo artículo, para que la confesión 
Jiiciera prueba plena, la sentencia se desentiende de los efectos de 
esa confesión. 

^^En el Considerando 8? se afirma que las posiciones son contra- 
dictorias (ontre sí: esta afitmacion, como contraria á las* constancias 
de los autos, infringe los mismos arts. 554 y 724. 
f ^^Agrega esta parte del &llo que yo aseguré en las posiciones que 
Oajstillo escribía caitas y dirigía telegramas á jB^lores, y que esta 
deúiuesUa que el primero carecía de facultades para celebrar & 
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contrato: con esta argumentación viola la sentencia los arts. 728 y 
614 del Código de Procedimientos de 1880, porque no toma en 
consideración los documentos que obran en los autos, pues preci- 
samente del telegrama dirigido por Flores á Oastillo, se infiere que 
el último estaba autorizado para celebrar contratos referentes á 
los frutos de la hacienda de Oacalco, porque de otra manera no se 
comprenden los temores de que Oastillo se dejara sorprender. 

"Se asegura en el Considerando 99 que Castillo no celebró el con- 
trato, y con esta afirmación se violan los arts. 715, 717 y 732 del 
Código de Procedimientos de 1880, porque á pesar de que la cele- 
bración del contrato está acreditada con la confesión del demanda- 
do y cbn la declaración de más de dos testigos contestes, uniformes 
y mayores de toda excepción, no se estima justificado. 

"En el considerando 109 se asienta el principio de que la califica- 
ción de la prueba testimonial queda sujeta enteramente al arbitrio 
del Juez, y con esto se viola el art. 732 del Código de Procedimien- 
tos de 1880, porque según este precepto, precisamente hacen prue- 
ba plena dos testigos cuando en su declaración se reúnen las cuatro 
condiciones que señala; y como en el caso se cumplieron todas ellas, 
la Sala estaba en el deber de aceptar el dicho de los testigos. 

"Agrega el mismo fallo en esta parte que los testigos Gallegos y 
Quinchard no son dignos de fe, porque como corredores tenían un 
interés directo en el éxito del pleito, porque esto les aseguraba el 
pago de sus honorarios, y con esto infringe los arts. 554 y 724 an- 
tes citados, porque desoonoce las constancias de los autos, que com- 
prueban que el Sr. Gallegos no fué el corredor que intervino en el 
contrato, sino solo el perito que me acompañó para exammar la 
calidad del azúcar, porque el mismo fallo en otra parte reconoce 
que con arreglo á los términos del contrato yo debia pagar sus ho- 
Borarios al Sr. Guinchard y no el Sr. Flores. 

"En este mismo Considerando la sentencia determina arbitraria- 
mente los hechos que en su concepto pasaron en este negocio, y 
con ello viola los arts. 715, 717, 732, 728 y 614 del Código de Pro- 
cedimientos de 1880, porque esa exposición está enteramente en 
oposición con lo que resulta justificado de la confesión del Sr. Flo- 
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res, de la declarÉicion de los testigos y del contenido de los docu* 
mentos presentados. 

^^Oonsigna la sentencia (Considerando 11?) que no es bastante la 
eoufesion tácita para probar la celebración del contrato por parte 
del Sr. Oastilío, y con tal afirmación vuelve á infringir los arts. 595, 
825, frac. 2? del 827, 715 y 717 antes citados del Código de Proce- 
dimientos de 1880, porque desconoce la calificación de legales que 
se hizo de las posiciones en un auto ejecutoriado, y porque niega 
también la frierza probatoria que le CQrresponde á esta confesión. 

"Asegura el mismo Considerando que en este punto el Sr. Flwes 
rindió pruebas para destruir su confesión; y además de que esto no 
es exacto, la sola afirmación infringe diversos preceptos legales. 

"Dice el mismo fallo que estas pruebas consisten en la declara- 
ción de los testigos Santiu y Lie. Noriega y en mi propia confesión. 
Bespecto á la primera la Sala viola el art. 724, antes citado, por- 
que no obstante de que el testigo Santin asegura que el contiato 
ó la operación quedó terminada con Castillo, adopta las palabras 
que favorecen la intención del demandado, y hace punto omiso y 
olvida las que me aprovechan. 

"Además, la declaraciotí de ambos testigos es contraria á los he- 
chos contenidos en los interrogatorios de la primera instancia; de 
manera que la prueba es contra derecho, por oponerse á ella la 
fracción 2? del art. 1463 del Código de Procedimientos de 1880, y 
la del 678 del vigente. I>e esto se sigue: que al aceptarla Sala esa 
declaración infringió el texto de dichos preceptos. Además, el ex- 
tK>rto en que consta la deckradon del testigo Santin, se a^egó á 
los autos después de concluido el término de prueba y después de 
%ue la Sala, por un auto formal, habia declarado que no era de ad- 
mitirse esa prueba; así es que, al aceptarla la sentencia, viola de 
una manera manifiesta el art.^526 del Código de 1880 y el 365 del 
vigente, porque admite una diligencia de prueba fuera del térmi- 
no, y el art. 636 del Código vigente, porque revocó un* auto ^e- 
outoriada 

"Por último, al aceptar la Sala lá declaración de estos testigos, 
infringió las fracciones 8 y 12^ del aj^t. 668 del Código de Proce- 
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dimientos de 1880, y ta§ mismas fracciones del art 604 del Oódigo 
vigente, porque no obstante de que el Lie. Koriega habia sido el 
abogado del Sr. Flores, y de que Santin le era enteramente par- 
cial, tomó en cuenjka su dicho. 

^'Bespecto á mi confesión, la sentencia incurre en una inexacti- 
tud al asegurar que yo be afirmado que el contrato quedó sujeto 
á la condición suspensiva de que habia de extenderse por escrito: 
ni he declarado jamás semejante cosa, ni es cieito tampoco que se 
hubiera convenido en esta condición; así es, que la Sala infringe 
e» este punto, los arts. 554 y 724, tantas veces citados, porque 
hace una afirmación contraria á las constancias de los autos. 

"Igualmente infringe la Sala en este punto, los arts. 1392 y 1635 
del antiguo CJódigo Civil, y los 1276 y 1419 del vigente, porque, 
á pesar de que conforme á estos preceptos los contratos deben ser 
puntualmente ejecutados en los términos convenidos, la sentencia 
quiere hacer depender el cumplimiento del que es materia de estos 
autos, de una condición no convenida. 

"También infringe la sentencia los arts. 1392 y 1439 del antiguo 
Oódigo Civil, porque disponiendo estos preceptos que los contra- 
tos se perfeccionan por el mero consentimiento y que su validez 
no depende de formalidad alguna extema, en el fallo se sujeta la 
obligación de cumplir el contrato á la condición de su otorgamien- 
to por escrito. , 

"De lo expuesto en estaparte de este escrito, resulta: que nin- 
guna prueba rindió el Sr. Flores en contra de su confesión; de ma- 
nera que, al no aceptar ésta, la Sala infringió los arts. 715 del 
Oódigo de Pro(^dimientos de 1880, y el 648 del vigente.. En el 
Considerando duodécimo, la sentencia dice: que si todo acto en que 
uno obra á nombre de otro se calificara de gestión y surtiera su& 
efectos, serian inútiles las formalidades que establece el Código 
para el mandato; pero esta argumentación no tiene eficacia, é in- 
fringe el art. 2643, porque no á todas las gestiones que una perso- 
na haga en nombre de otro las considera eficaces el Código para 
obligar al dueño del negocio, sino sólo aquellas que reúnen las 
condiciones que el mismo artículo determina; y como en el caso 
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se dio cumplimiento á esas condícionefi^ porque el Sr. Flores 
tuvo coDocimieuto de la gestión que en su nombre hacia el Sr. 
Castillo y no la contradijo, Ú gestión debe surtir sus efectos, y el 
fallo que lo desconoce infringe el art, 2543 antes citado. 

^^En el Considerando catorce consigna la sentencia que desde el 
dereeho Eomano sólo se ha considerado procedente la gestión de 
negocios, cuando el dueño está ausente é impedido; y que no es- 
tando impedido ni ausenta el Sr. Plores, no puede suponerse que 
Castillo ejerciera un acto de gestión; pero esta teoría, que es confor- 
me con la legislación romana y con todas aquellas que reconocen ]fk 
validez del mandato tácito, no está de acuerdo con lo que estable- 
cía nuestro anterior Código Civil en su art. 2543, igual al 2426 del 
vigente; porque es indudable que para que el dueño tenga conoci- 
miento de la gestión y no la contradiga, es indispensable que no es- 
té ausente y que tenga la capacidad necesaria para contradecirla: 
así es que, al aceptar la Sala los principios de otras legislaciones, 
y desechar los de la nuestia, infringe el art. 2543 antes citado. 

"En la exposición de hechos que hace en ese mismo Consideran- 
do, violó la Sala los at ts. 715, 732 y 728 del Código de Procedimien- 
tos de 1880, porque no aceptó como probados los hechos que apare- 
cen justifi^dos con las posiciones, los testigos y los documentos. 

"En el Considerando décinw)cuarto se insiste en que no estando 
impedido ni ausente el Sr. Plores, no pudo obrar el Sr. Castillo 
como su gestor; con esta nueva afirmación se violan los artículos an- 
tes citados, y además el 10 del Código Civil, porque se quiere su- 
jetar el art. 2543 á una restricción que no admite su texto. , 

"Además, en esta parte del fallo se asienta que el art. 2543 no 
da acción al tercero contra el dueño del negocio, y esto da causa á 
una manifiesta violación del mismo artículo; porque en efecto, si 
él ordena que teniendo el dueño conocimiento) de la gestión y no 
contradiciéndola, se entiende que consiente, este «consentimiento 
equivale á una ratificación, y sobr^ todo lo convierte en principal 
obligado, sujeto al deber de cumplir el contrato, que cuenta ya, 
por ministerio de la ley, con su consentimiento. Se sigue de esto 
que esta parte del fallo viola los arts. 2543, 1392, 2538 y 1401 del 
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Código Oivil anteriormente vigente. Bs^o la fistlsa interpretación 
que queda asentada, la Sala no examina si el dueño del negocio, 
tuvo 6 no conocimiento de él, con lo. que viola el art. 606 del Có- 
digo de Procedimientos vigente; al no estimar como probado di- 
cho conocimiento, viola los artículos que con relación á la confe- 
sión y á la prueba dejo citados del Código de Procedimientos de 
1880, y especialmente el 614 y el 728 respecto de la carta presen- 
tada por mí y telegrama exhibido por Flores. 

"En los Considerandos decimoquinto, decimosexto y. déclmosé- 
timo, trata la sentencia delacaI¡fic£|.cion de mi acción y de los me- 
dios de que me valí para justificarla; y al no reconocer á éstos como 
bastantes para ese efecto, viola las disposiciones de los arts. 715, 
732, 728 y 614 del Código de Procedimientos de 1880, porque con 
tra el tenor de estas disposiciones no admite comprobados los he- 
chos materia de la confesión de la prueba testimonial y de la prue- 
ba documental. 

^'Al asegurar esta parte del fallo que existen contradicciones en 
las posiciones y que jio es bastante la prueba testimonial, desco- 
noce y altera las constancias de los autos, contra lo prevenido por 
los íjrts. 654 y 724 del vigente y del anterior Código de Procedi- 
mientos. 

^'Al aceptar la declaración de los testigos Santin y Noriega, in- 
fringe otra vez la Sala los pi*eceptos que cop reladon á este punto 
dejo antes determinados. 

^Tor último, viola manifiestamente esta parte del &llo los arts.* 
715 y 732 del anterior Código de Procedimientos, y el 1401 del 
Oivil anteriormente vigente, porque no obstante de que por medio 
de la confesión tácita y de la declaración de testigos justifiqué que 
el Sr. Flores ratificó el contrato, no se considera obligado á éste á 
su cumplimiento. 

^^Cousigna la sentencia (Considerando decimoctavo) que la rati- 
ficación debe ser posterior á la celebración del contrato y que no se 
ha justificado que tuviera esa calidad la que se supone hizo el Sr. 
Flores: en asta parte del fallo se viola el art. 715 del anterior Có- 
digo de Procedimientos, porque no se estima probado el hecdio so- 
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bre el que se declaró confeso al mendonado Sr. I^res, de que tu- 
vo conocimiento del contrato y estuvo eonforme con d; pues es evi- 
dente que para que tuviera esta conformidad era indis|)ensable que 
el contrato existiera antes; de manera que la ratificación tal como 
se ha justificado fué, en efecto, posterior á la celebración del con- 
trato. Agrega la sentencia que la ratificación ba de ser expresa: 
con esta afirmación se viola el mismo art. 1401, porque éste no 
fija esta condición; el 1T92 del Código Oivi), porque el cumplimien- 
to de la obKgacion extingue la acción de nulidad; y el 1403, porque 
el consentimiento puede manifestarse de palabra, por escrito^ ó por 
los hechos que lo indican. 

"En el Considerando déciínonoveno, la sentencia asegura que la 
acdon que yo dednje era nacida del deredio civil y no mercantil: 
esto es contrarío á las constancias de los autos, é infringe, por lo 
mismo, k)s arts. 554 y 724 tantas veces citados; demandé al Sr. 
Flores el cumplimiento del contrato, pero sin prescindir, sino an- 
tes bien valiéndome de los elementos que tanto en el derecho civil 
como en el mercantil apoyaban mi pretensión. 

"El Sr. Castillo evidentemente tenia el carácter de factor del Sr. 
Flores, y por lo mismo, con aiTeglo á las doctrinas citadas en mis 
apuntes de informe, no necesitaba del poder en forma para obligar 
á su principal. Cierto es que en la época en qiie tuvieron lugar 
los hechos que han dado lugar á este juicio, no existia ley Qxpresa 
que así lo determinara; pero también lo es que conforme al art. 20 
del Código Civil antes vigente, debieron consultarse para la decisión 
los principios de derecho; y si así se hubiera hecho en el fallo, se ha- 
brían aceptado las teorías de los autores citados en mis apuntes: al 
no haberse obrado de esta manera se infringió el artículo citado* 

"En el Considerando vigésimo se declara que no pude exigir el 
cumplimiento del contrato y el pago por vía de daños y peijuiclos 
de cinco reales por arrobft; y con esto se viola lo dispuesto por el 
art. 1537 del Código Civil antes vigente, porqué este precepto ex- 
presamente me autoriza á reclamar los daños y perjuicios consi- 
guientes á la inejecución, y estos daños ascienden, según las prue- 
h9B rendidas^ á la cantidad expresada. 
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^fPor último, m la parte final de la seüteneia, no fiólo la SaJa lle- 
va á cabo una infraccioD, sído que da á conocer hasta dónde ll^a 
la mala voluntad que tiene para conmigo, que be pro(^ado arre- 
glar mis actos en este negocio á la más estricta buena fi^digo «s- 
to en términos de defensa y sin tener el ánimo de laatimar á los 
Señores Magistrados; pero es lo cierto que no obstante de que el 
Sr. Flores faltó á sus compromisos en peijuicio vüAOy que rendí 
pruebas en los autos, que un juez imparcial y recto estimó iJroce- 
dente la acción qiae deduje, y que obtuve un feUo favorable, la 
senteucia me condena al pago de las costas causadas en laA dos 
instancias del juicio. 

"Esta condenación infringe el precepto contenido en el art. 143 
del Código de Pix)oedimientos, porque sólo debe bacerse respecto 
al que procede con temeridad ó mala fe, y mi conducta no es 
acreedora á esta calificación. La mejor prueba de qIIo es, que ob« 
tuve una sentencia fstvorable en la primera instancia; así es que, 
si en la segunda tuve la desgracia de encontrarme "con Magistra^ 
dos que opinaron de un modo adverso á mis justas reclamadones 
y contrario también á lo que habia decidido el juez, lo que esto iür 
dioa es que la cuestión que ofreoen los autos podia ser apreciada 
de diversa man^a, pero nunca que b&bi^a obrado con temeridad 
ó mala fe. Lejos de esto, la condenación debió haberse hecho res- 
pecto de la parte del Sr. Flores, porque deduciéndose de las prue- 
bas rendidas por mi parte, que dicho señor d^ó dje cutapür el con- 
trato, las costas debieron de ser de su cuenta, según lo ordena el 
art 1599 del antiguo Código Civil, igual en su precepto al 1483 
del vigente, que también designo como infringido. 

"JSn atención á las razones expuestas, queda denK)strado que en 
el fallo pronunciado por la cuaita Sala del Tribunal Superior, se 
infringieron los artículos siguientes: 

"Del Código de Procedimientos vigente en el año de mil ocho- 
cientos ochenta, los 724, 715, 717, 732, 728^ 014, 595, 835, frac- 
ción segunda del 827, ñ^accion segunda del 1463, 526 y 520. 

"Del Código de Procedimientos vigente, el 554, «78, 365, 626, 
143, 431, 621 y fracción segunda del 6Í28. 
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"Del Código Civil anterior, el 1392, 1535, 1439, 1599, 20, 1537, 
1401, 1792, 1403, 2543 y 2538. 

"Del Código Civil vigente, el 1276, 1419, 1483 y 2426. 

"En virtud de lo expuesto, 

"A la Sala suplico se sirva admitirme el recurso de casación que 
interpongo, y disponer que los autos se remitan á la primera Sala. 
Es justicia, que con lo necesario protesto." 

Besültando noveno: que sustanciado el recurso en esta príí- 
mera Sala, y señalado dia para la vista, tuvo lugar el primero de 
Junio del corriente año, terminando el once del mismo, con asis- 
tencia de los Sres. Lie. Alberto Icaza, que informó por el recur- 
rente. Lio. Jesús María Aguilar, por parte de D. José Flores, y 
el Ministerio público que estableció las siguientes conclusiones: 
"Primera: Ha sido intei-puesto en tiempo y forma el recurso de 
casación deducido por D. Bemigio Noriega contra la sentencia de- 
finitiva que ptbnunció la cuarta Sala, con fecha 18 de Setiembre 
de 1885. Segunda: Es de casarse dicha sentencia, por inñ'accion 
de los arts. 10, 1392, 1400, 1401, 2543, 1537 del Código Civil de 
1870, y 715, 724, 728, 520 y 825 del de Procedimientos de 1880.» 
Y fueron declarados "Vistos" los autos, el once del corriente. 

CoNSiDBRAi!a)0 PEiMEEO: quc por prescripción expresa del ar- 
tículo (731) setecientos treinta y uno del Código de Procedimien- 
tos, la Sala de casación ha de hacer declaración previa sobre si el 
recurso ha sido ó no legalmente interpuesto; y cumpliendo con ese 
precepto, encuentra que el introducido por parte de D. Bemigio 
Noriega, si bien se interpuso en tiempo y en ^ se citó el primer 
motivo del artículo (711) setecientos once, no en todos los capítu- 
los ha sido citada la ley infringida, precisándose el hecho ó concep- 
to en que consiste la infracción, en cuyo caso se encuentran lo^ ca- 
pítulos (3?) tercero, (89) octavo, (99) noveno, (109) décimo, (119) 
undécimo, (129) duodécimo, (139) decimotercero, (189) decimocta- 
vo, (199) decimonoveno, (209) vigésimo, (219) vigésimoprimero, 
(249) vigésimocuarto, (309) trigésimo, (319) trigésimoprimero y 
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(á59) trigésimoquinto; porque si bien en estos capítulos se han cita-* 
do varias leyes infringidas y alegado conceptos diversos, se hace en 
muchos de ellos referencia á constancias de autos genéricamente y 
no á determinada diligencia y señalado hecho, y no se concreta la 
cuestión, razonando la aplicación de cada uno de los preceptos al 
punto que se debate, á fin de precisar el concepto en obedecimien- 
to del artículo (720) setecientos veinte del Código de Procedimien* 
tos. En virtud de lo expuesto, no pueden ser vistos en casación 
los mencionados capítulos. 

OoNSiDBBANDO SEGUNDO: quc como cs de verse en el escrito 
en que se interpuso el recurso que va inserto á la letra en esta 
sentencia, la casación se hace valer contra los Considerandos de 
la misma, y ya tiene declarado esta Sala en varias ejecutorias, que 
por razón de la naturaleza del mismo recurso la casación se da con-^ 
tra la parte resolutiva y no contra los Considerandos de la sen- 
tencia* 

CoNSiDERANBO TBBCBRO^ quc la cuestlou propucsta por D. 
Eemigio Noriega en la demanda, es la de compra de (25*000) vein- 
ticinco mil arrobas de azúcar, puesta en México á los precios que 
reza la ñictura no firmada que se acompañó (fojas dos); contrato que 
dice haber celebrado con D. Miguel Castillo, '^autorizados por Dé 
José Flores, teniendo éste al menos conodmiento A^d la gestión y 
aprobándola. Que tanto la celebración del contrato como la auto-» 
rizacion de Flores ó el conocimiento y aprobación en su caso, son 
puntos de hecho de apreciación de la Sala sentenciador^ y no pue-^ 
de atacarse útilmente en casación la sentencia si no se dem.uestia 
que en la apreciación de los hechos ha violado las leyes regulado^ 
ras de la prueba. 

CoNSiDBRAXDO CUARTO: quo CU la sentencia recurrida, la Sala 
sentenciadora ha juzgado que no estaba suficientemente compro- . 
bada la celebraciou del contrato entre D. Eemigio Noriega y Cas- 
tillo, y menos la autorización de D. José Flores á este último, 
general ó especial, ni su conocimiento, aprobación y ratificación; 
y lo ha juzgado así analizando y comparando los diversos medios 
de prueba utilizados por las partes, relacionándolos entre sí y re« 
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firíéndolos á los hechos propuestos en la demancla, para formar su 
convicción mora], que causa la resolutiva de la sentencia; que pa- 
ra apreciar la ptueba complexa y en conjunto por análisis, compa- 
ración y. relación, la Sala no tiene regla fija, sino su criterio racio- 
nal; ni se cita ni hay disposición alguna que marque reglas precisas 
para valorar en conjunto las pruebas rendidas por los distintos me- 
dios que autoriza la ley. Así lo ha considerado la jurisprudencia 
de los Tribunales Españoles, en muchas ejecutorias, como puede 
verse en las de veintitrés de Diciembre de mil ochocientos cuaren- 
ta y seis, quince de Julio de mil ochocientos cuarenta y ocho, on- 
ce de Mayo de mil ochocientos cincuenta y cinco, y treinta de Ene- 
ro de mil ochocientos cincuenta y seis, que corren en la colección 
respectiva; así lo dicta la recta razón y lo establecen como doctri- 
na los comentadores de la ley de Enjuiciamiento española, bajo cií- 
yas inspiraciones se redactó nuestro Código de Procedimientos. 
(Manresa y Eeus. Comentario al artículo (317) trescientos diez y . 
siete, párrafo: '^'S\ en la nueva ley ea indudable.^') 

CoNSiDEBAmm quinto: que atento lo expuesto, ineficazmente 
recurre la paite de Noriega en los capítulos (4?) cuai-to, (179) dé- 
cimosétimo, (389) trigósimoctavo, (59) quinta, (149) decimocuarto, 
(339) trigéaimotercero, (279) vigésimosétimo, (349) trigésimocuar- 
to, (369) ^rigésimasexto, (1^^) decimosexto, (159) decimoquinto, 
(229) vigésimosegundo y (239) vigésimotercero de su recurso; por- 
que pretende hacer valer su queja alegando violaciones en la apre- 
ciación de la prueba aisladamente, separando los elementos de que 
se compone y que mutuamente se completan, y de tos que la Sala, 
por comparación y relacionándolos, ha sacado el valor total de la. 
prueba para resolver el punto de hecho. (Ejecútenla emanóla de 
treinta de Marzo die toil ochocientos ochenta y dos. Tomo 48, pá- 
gina cuatrocientas teeinta y dos.) 

CoKSíDSBAKDO SBXJOi -qiie la Sala sentenciadora, analizando 
las prueba» rendidaa por ambaa^ partes para ^*ar los hechos que 
resultan probadosi, lefiriéadose á los propuestos en la demanda j 
contestación^ y yaloraAdo su eficacia, ha podido entrar al examen 
de los que fueroA eonsignados en las posicíonea y estimar %aei 
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lo confesado por Noriega articuls^ndo la posidon novena (artícu- 
lo (599) quinientos noventa y nueve del Código de Procedimien- 
tos), comprobado por el telegrama presentado por Flores (ar- 
tículo (614) seiscientos catorce), está en abierta contimliccion con 
los hechos á que se refieren las posiciones diez y once,* pues Ips 
términos del contrato "vender azúcar puesta en la Hacienda,^ 
son contrarios abiertamente á vender "en garita de México," co- 
mo expresan las últimas: ha estimado que la misma posición no- 
vena con la duodécima están en contradicción con la segunda y 
décimatercera, que suponen absoluta la facultad de contratar en 
el dependiente Oastillo, en oposición al contenido de las novena y 
duodécima, que suponen ¡á instrucción previa en cada caso, y so- 
bre todo, en el concierto propalado para la venta de azúcar de Oa- 
calco: ha podido estimar que la confesión de Noriega contenida 
en la posición novena que articuló (artículo (599) quinientos no- 
venta y nueve), obsta á la prueba de testigos rendida en contrario 
de esa confesión expresa, confesión que ademáa produce efecto en 
lo que perjudica al articulaüte y no en lo que le aprovecha (ar- 
tículo (579) quinientos setenta y nueve); y entrando á averiguar 
la verdad por las deposiciones de los testigos presentados por par- 
te de Noriega, no obstante la ineficacia de esa prueba, vista la 
confesión del mismo Noriega, ha podido estimar parcial y desti- 
tuida de veracidad las de los corredores Gallegos y Guiñchard, 
Barrios Antonio y Julio, y Blanco, el primero porque estaba inte- 
resado en que hubiera venta, para cobrar su correts^e, en él que iha 
á medias con Guiñchard, y porque declara de ciencia ciertut sobre 
el contrato que se dice cerrado en veintisiete de Febrero, siendo 
así que estaba acompañando á D. Bemigio Noríega fuera de Mé- 
xico, y el contrato se dice celebrado en México: el segundo por te- 
ner el interés que Gallegos sobre corretaje, declarar que Flores se 
obligó á pagarlo, en oposidon á lo que expresa la fiustura en bor- 
rador, y sobre todo estar en abierta oposición lo que declara con 
el contrato proyectado, que se supone formado el velútísiete, y el 
testigo dice ser el veintiocho de Febrero el dia en que se perfec- 
cionó: loa dos testigos Barrios dicen haber asistido á la celebraeioQ 
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del contrato) juntos con Gainohard; y aseverando éste que se ce- 
bbró el veintiocho, parece que los testigos ese misino día estuvie- 
ron presentes, cuya aserción está en abierta contradicción con el 
hecho propuesto en la demanda, de ser el día veintisiete aquel en 
que se celebró el contrato: el testigo Blanco se encuentra en igual 
situación, y todos estos son datos bastantes para, dudar de la ve- 
racidad de los testigos que pudieran formar la conciencia racional 
del Juez para dar por ciertos los hechos sobre que declaran, y jus- 
tificar los propuestos por el actor. En cuanto á las preguntas que 
les fueron dirigidas para justificar que Oastillo estaba autorizado 
por Flores para contratar y celebrar la venta del azúcar, que fue- 
ron contestadas de conformidad, la información adolece de un de- 
fecto que la vicia y hace inverosímil; falta la razón fundada del di- 
cho, pues ninguno afirma que viei*a esa autorización escrita 6 si- 
quiera la oyera de palabra, y todos fundan su aserto en una suposi- 
ción, que Oastillo daba precios y era dependiente de D. José Plores. 
Ha podido, finalmente, estimar que la confesión ficta de Flores, si 
no ha sido destruida completamente por la prueba en contoario, 
sí ha sido desvirtuada y ha perdido su eficacia como confesión, te- 
niendo sólo los efectos de presunción, pudiendo ser apreciados en 
su arbitrio por la cuarta Sala (artículos (716) setecientos diez y seis, 
(745) setecientos cuarenta y cinco); y al hacerlo así se apoya en la 
i*azon jurídica, porque la confesión que hace prueba plena, es la 
explícita y absoluta que sea dicho en cierto sobre cosa ó cuantía, 
como dice la ley de Partida (líjecutoria de 21 de Marzo de 1884, 
tomo 45, ñúm. 125); porque no puede reputarse confesión judicial 
la que carece del requisito de haberse realizado con perfecta segu- 
ridad del hecho puramente personal y en perjuicio exclusivo del 
confesante, y que además se halla destituida de todas las condicio- 
nes de credibilidad y aprecio, mediante á estar en abierta contra- 
dicción con todas las alegaciones y pruebas admitidas anterior- 
mente por el confesante y ret ractada de lleno por sus afirmaciones 
posteriores (Ejecutoria española, 15 de Marzo de 1870, tomo 22^ 
núm. 135); y porqué lá Sala, para sentenciar, no aprecia única- 
mente en el fallo laconfesión ique sólo fué presuntiva, sino las de^ 
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más praebas en conjanto, para cnyft apreciación no tiene más regla 
que sa criterio racional (^ecutoría española, 25 de noviembre de 
1868, tomo 18, núra. 302); cuya jurisprudencia en nada se opone 
y antes bien afirma nuestros preceptos expresos, contenidc^s en los 
artículos (712) setecientos doce, (715) setecientos quince y (716) 
setecientos diez y seis del Oódigo de Procedimientos de mil ocho- 
cientos ochenta. 

OoNSipEBANDO SÉTIMO: que á la facultad de que usó la Sala 
calificando la prueba de confesión ficta, no obsta, como ha preten- 
dido alegar el recurrente citando com'o infringidos los artículos 
(825) ochocientos veinticinco y (827) ochocientos veintisiete, frac- 
ción (2?) segunda, en los capítulos (7?) sétimo, (99) noveno y (19) 
decimonoveno, la declaración de confeso, hedía por el Juez 5? de 
lo Civil y confirmada por ejecutoria del Tribunal; porque si bien 
es cierto que es una verdad legal haber pasado el acto, no preocu- 
pa la apreciación que de esa prueba debe hacer el Tribunal al si^i- 
tenciai*, ya considerándola por sí sola ya en relación con las demás 
pruebas rendidas, y basta la simple lectura del artículo (715) sete- 
cientos quince para apreciar el alcance de los preceptos contenidos 
en los artículos (576) quinientos setenta y seis y (590) quinientos 
noventa. Dice el artículo: ^Tara que se consideren plenamente 
^^ probados los hechos sobre que ha sido declarado confeso un liti-i 
^^ gante se requiere: primero, que el interesado sea capaz de oUi- 
^^garse: segundo, que los hechos sean suyos y concernientes al 
^^ pleito: tercero, que la declaración sea ^^legaL" Esta calificación 
de requisitos debe ser posterior á la declaración de confeso: así lo 
dice el artículo; luego es posterior al auto en que así se declaró, y 
su oportunidad no es otra sino la de la sentencia en que se deben 
apreciar las pruebas rendidas; y si el Tribunal encuentra que el 
declarado confeso aparece, por ejemplo, ser menor ó que el hecho 
confesado no es personal, debe tener como ilegal esa confesión, no 
obstante la ejecutoria, que no puede hacer que un menor se con- 
vierta en mayor de edad, ó un hecho ajeno en propio y personal; 
y esa ilegalidad no seria exclusiva de la confesión ficta, pues igual 
vicio tendría la expresa y explícita, y así podria declararlo la Sala 
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aentefioiadora 2A apredar esa praeba. (Citada ejecutoría de 25 de 
Noviembre de 1868, tomo 18, página 524, núm« 302). 

OoKSiDEBANDO OCTAVO: qiie al estimar la Sala sentenciadora 
la prueba complexa dirigida á justificar la celebración del contra- 
to de venta de las veinticinco mil arrobas a>zúcar, en los términos 
concretos del bcm^or, y los enunciados en la demanda y el co- 
nocimiento y consentimiento del Sr. Flores, así como su ratifica- 
oion, hace mérito de sus condiciones de credibilidad y aprecio, to- 
xnadaí^ de los diversos elementos probatmios suministi^ados por las 
partes, y relacionando los hecbos propuestos en la demanda con 
las cartas de Flores suscritas en Oacalco, la de Noriega, el conte- 
nió del telegrama, las contradicciones entre las divei*sas pregun- 
tas del interrogatorio de posiciones entre sí, y con lo declarado 
por los testigos, y concluye: que no están justificados los hehos 
aducidos por el actor; y esta apreciación toca á la moralidad de la 
prueba, que es de la ocultad exclusiva de la Sala sentenciadoi^a, 
y no cae bajo la censura del Tribunal de casación. (Ohenon. Des 
eonditiones et effets de la cassation, núm. 51 y siguientes.) 

OONSIDBRAKDO NOVENO: quc fundada la ejecutoria de la cuarta 
Sala en que por el mérito de las pruebas aducidas que apreció en 
uso de su soberana facultad, no ^tá justificada la celebración del 
.contrato de venta en los términos presentados en la demanda de 
D. Semigio Koriega, en cuyo contrato no aparece el consentimien- 
%o del Sr. José Flores ni su autorización para celebrarlo, ni confor- 
midad anterior ó posterior, contm cuya apreciación se ha recurrido 
ineficazmente; no hay base para juzgar sobre la violación de los 
artículos (1400) mil euatrocientos, (10) diez, (1392) mil trescien- 
tos noventa y dos, (2474) dos mil cuatrocientos setenta y cua- 
tro, (2484) dos mil cuatrocientos ochenta y cuatro, (2486) doB 
mil cuatrocientos ochenta y seis^ (1463) mil cuatrocientos sesent^ 
y tres, (1535) mil quinientos treinta y cinco, (2543) dos mil qui^ 
nientos cuarenta y ti^es, (1401) mil cuatrocientos uno, (2583) dos 
mil quinientos ochenta y tres^ (1792) mil setecientos noventa y dos^ 
(1403) mil cuatrocientos tres, (1439) mil cuatrocientos treinta 7 
nueve, (20) veinte, y (1537) mil quinientos treinta y siete, Oódigo 

Digitized by V^OOQlC 



— 207 — 

Civil de mil ochocientos setenta y dos, con los (1276) mil doscien- 
tos setenta y seis, (1419) mil cuatrocientos diez y nueve, y (1246) 
mil doscientos cuarenta y seis, Código Civil de mil ochocientos 
ochenta y cuatro, á que refiere la queja en los Capítulos (1?) pri- 
mero, (29) segundo, (319) trigésimoprimero, (269) vigósimosexto, 
(259) vigésimoquinto, (329) trigésimosegundo, (39) tercero, (289) 
vigésimoctavo, y (299) vigésimonoveno, (369) trigésimosexto, (379) 
trigésimosétimo, (399) trigésimonoveno, y (409) cuadragésimo; 
cuyas disposiciones serian invocadas haciendo supuesto de la 
cuestión. 

Considerando décimo: que en el capítulo (41) cuadragésimo- 
primero se citan como violados los artículos (1599) mil quinien- 
tos noventa y nueve del Código Civil y (143) ciento cuarenta y tres 
del de Procedimientos, porque no condenó en costas la sentencia 
al Sr. Flores, siendo así que faltó al cumplimiento del contrato; 
alegación que no puede atenderse porque en ella se hace supuesto 
de la cuestión, y habiendo declarado la Sala que no hubo contrato, 
cae la alegación por su base y estuvo en la facultad de la misma 
Sala, conforme al artículo (143) ciento cuarenta y tres del Código 
de Procedimientos, la declaraciou que hizo en el punto de costas. 

Por las razones expuestas y con fundamento de los artículos 
(698) seiscientos noventa y ocho, (711) setecientos once, fracción 
(1?) primera, (712) setecientos doce, (719) setecientos diez y nue- 
ve á (721) setecientos veintiuno, (731) setecientos treinta y uno, 
(732) setecientos treinta y dos y (735) setecientos treinta y cinco 
del Código de Procedimientos Civiles, la primera Sala del Tribu- 
. nal Superior declara: 

Pbimebo, por unanimidad: el recurso de casación fué legalmen- 
te interpuesto. 

Segundo, por mayoría: no es de casarse ni se casa la sentencia 
recurrida. 

Tercero, por mayoría: se condena al recurrente al pago de las 
costas, daños y peijuicios que con motivo del presente recurso se 
hayan seguido á la parte contraria. JHágase saber, publíquese en 
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el "Diario Oficial,'^ "Poro" y "Anuario de Legislación y Jurispru- 
dencia;'' y con testimonio de este &II0 remítanse los autos de la 
materia á la Sala de su origen pai-a los efectos legales, y archívese 
el Toca. Así lo proveyeron los Señores Presidente y Magistrados 
que forman en este negocio la primera Sala del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito, y firmaron basta boy que se expensaron 
las estampillas correspondientes. — I. Cejuéb. — Antonio Moran. — 
Manuel Osio. — Cdrhs Flores.^^Eduardo F. de Arteaga. — J. M* 
Vega Limon^ Secretario. 
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